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�EL ACOGIMIENTO RESIDENCIAL



Las Bases Jurídicas

Una vez decretada la situación de desamparo, a causa del incumplimiento, o del imposible o inadecuado ejercicio de los deberes de protección establecidos por las leyes para la guarda de los menores, cuando éstos quedan privados de la necesaria asistencia moral y material; o una vez asumida la guarda durante el tiempo necesario, cuando quienes tienen potestad sobre el menor lo soliciten justificando no poder atenderlo o por enfermedad u otras circunstancias graves, la entidad pública que tiene encomendada la protección de menores -los Servicios de Atención al Niño- asumirán la tutela del menor y determinarán el régimen de acogimiento familiar o residencial en su caso.

La Exposición de motivos de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero de protección jurídica del menor, hila la reflexión que actualmente se está verificando en los países occidentales más avanzados, en el sentido de indagar en las fórmulas e instituciones jurídicas de protección de menores que permitan dar respuesta a la diversidad de situaciones de desprotección en la que éstos se pueden encontrar. Las soluciones pasan por admitir que tanto la diversificación de instituciones jurídicas como la flexibilización de las prácticas profesionales, son indispensables para mejorar cualitativamente los sistema de protección a la infancia. La citada Ley Orgánica opta en esta dirección, flexibilizando la acogida familiar y adecuando el marco de relaciones entre los acogedores y el menor acogido en función de la estabilidad de la acogida.

Esta nueva orientación, dirigida a flexibilizar las medidas y a priorizar el acogimiento familiar cuando sea posible dentro de la familia biológica extensa, está provocando una significativa reducción de la aplicación de la medida de acogimiento residencial. De tal modo, que como advertimos al analizar los valores de la población atendida por los servicios de protección de menores, actualmente, se produce un equilibrio entre los niños tutelados por los Servicios de Atención al Niño (SAN) que son acogidos familiarmente y en centros residenciales.

Sin perjuicio de lo anterior, ya tendremos tiempo de profundizar en el alcance de la medida, ahora lo importante, es acotar las bases jurídicas del acogimiento residencial. Para ello, nos remitimos a la nueva Ley 1/1998, de 15 de abril, de los derechos y la atención del menor de Andalucía, que en la Cuarta Sección del Capítulo IV del Título II, denominada “del internamiento en centro de protección”, en los artículos 36 y siguientes regula el marco del acogimiento residencial. Del contenido normativo se deducen las siguientes premisas:

El acogimiento residencial de un menor en centro de protección se establecerá por resolución de la Administración de la Junta de Andalucía o por decisión judicial.

La Administración de la Junta de Andalucía acordará el acogimiento residencial cuando no sea posible o aconsejable aplicar otra medida protectora y por el período más breve posible.

La guarda del menor acogido en un centro de protección será ejercida por el director del mismo, bajo la vigilancia de la Administración de la Junta de Andalucía y la superior del Ministerio Fiscal.

La medida de acogimiento residencial podrá ser complementada con la estancia del menor con familias colaboradoras durante fines de semana y períodos vacacionales.

Los cambios de centro de protección deberán acordarse por resolución motivada, previa audiencia del menor si hubiere cumplido los doce años. Dicha resolución será notificada a los padres o tutores y comunicada inmediatamente al Ministerio Fiscal.

Como se observa, la nueva regulación marca la subsidiariedad de la medida de acogimiento residencial -cuando no sea posible el acogimiento familiar-, la necesidad de dictar resolución expresa para decretar el internamiento, la delegación de la guarda en el director del centro, y la admisión del acogimiento de fin de semana de los niños y niñas residenciados, y la necesidad de motivar y dar audiencia al niño para promover un cambio de centro.

Respecto a los centros residenciales de protección de menores la nueva ley andaluza, en su artículo 37, prescribe que deberán adecuarse a las siguientes características:

Poseerán un reglamento de funcionamiento interno democrático.

Tenderán a un modelo de dimensiones reducidas.

Cada menor residente deberá contar con un proyecto socioeducativo que persiga su pleno desarrollo físico, psicológico y social.

En concreto, se deberá potenciar la preparación escolar y ocupacional de los menores, al objeto de facilitar, en lo posible, su inserción laboral.

El citado precepto también regula la reintegración social de los niños y adolescentes acogidos, estableciendo la obligación de que, al menos, durante el año siguiente a la salida de los menores de un centro de protección, la Administración de la Junta de Andalucía efectúe un seguimiento de aquéllos al objeto de comprobar que su integración sociolaboral sea correcta, aplicando la ayuda técnica necesaria.

Se concreta que para llevar a efecto la reintegración social, la Administración de la Junta de Andalucía podrá recabar la colaboración de los Servicios Sociales Comunitarios gestionados por las entidades locales, así como de cualesquiera otros organismos e instituciones públicas o privadas que se consideren convenientes, los cuales estarán obligados a prestarla.

Más adelante, el artículo 38 de la Ley regula el internamiento de los menores con deficiencias. El acogimiento residencial de menores con graves deficiencias o discapacidades físicas o psíquicas, o alteraciones psiquiátricas, que estén sujetos a amparo, se llevará a efecto en centros específicos, en los que se garantizará un adecuado nivel de prestaciones asistenciales de acuerdo con sus necesidades.

Y por último, el artículo 39 plantea la problemática de los menores toxicómanos. El acogimiento residencial de los menores toxicómanos sujetos a amparo tendrá lugar en centros específicos, en los que se garantizarán la asistencia y tratamiento específico que demande su situación.

En otro orden de cosas, el Decreto 87/1996, de 20 de febrero, sobre autorización, registro, acreditación e inspección de entidades y centros de servicios sociales, que tiene por objeto establecer las normas y fijar las condiciones para la ordenación de los centros de servicios sociales en Andalucía, es de aplicación a las entidades, de titularidad pública o privadas, de los centros de protección de menores en la Comunidad Autónoma Andaluza, y constituye la norma mínima respecto a las condiciones que deben reunir los citados servicios y el ejercicio del control de la administración de servicios sociales.

El Decreto 87/1996, de 20 de febrero, ha sido desarrollado por dos disposiciones: la Orden de 29 de febrero de 1996, de la Consejería de Asuntos Sociales, por la que se regula el registro de entidades, servicios y centros de servicios sociales, y la Orden de 29 de febrero de 1996, de la misma Consejería, que establece los requisitos materiales y funcionales de los servicios y centros. Esta última Orden delimita las condiciones materiales y funcionales de obligado cumplimiento para todos los servicios y centros ubicados en la CCAA, y unas condiciones materiales específicas para cada tipología de centros. Entre estas últimas, se definen los centros de atención al niño.

Los Centros Residenciales de Protección de Menores son establecimientos de acogimiento residencial de carácter provisional, para la guarda y educación de menores sobre los que se haya adoptado alguna de las medidas de protección previstas en el artículo 172 del Código Civil. Estos centros podrán especializarse en función de la edad de los menores atendidos o bien de sus características personales.

En concreto, se establecen los siguientes tipos de centros:

Centros de Acogida Inmediata: son centros que acogen, con carácter de urgencia y por un corto período de tiempo, a menores entre los 0 y 18 años que se encuentran en grave situación de desprotección o alto riesgo físico o psíquico. Tienen como objetivo el estudio y diagnóstico del menor y de su entorno familiar. Se procurará diferenciar los centros destinados a lactantes, preescolares y escolares de los de adolescentes y jóvenes, no superando su capacidad máxima las 25 plazas por centro.

Residencias: son centros que ofrecen a los menores, el alojamiento, la convivencia y la educación necesarios para su desarrollo, por el período más breve posible, hasta que pueda producirse el retorno a su familia o se adopte otra medida alternativa (adopción, acogimiento). Su capacidad será reducida, no superando un máximo de 35 plazas por centro y su distribución deberá asemejarse a la de una vivienda familiar normalizada.

Casas: son núcleos de convivencia ubicados en viviendas normalizadas que siguen los patrones de unidades familiares de tipo medio. Contarán con la distribución de espacios tradicionales de una vivienda familiar, con una capacidad máxima de 8 plazas.

Casas Tuteladas: con igual configuración que las casas, son dispositivos, para jóvenes de 16 y 18 años, que facilitan el desinternamiento progresivo a través de programas específicos que desarrollen su autonomía personal y fomenten su integración socio-laboral para lograr su independencia a la mayoría de edad. Estos centros podrán ubicarse en edificio independiente o junto a un centro ocupacional o residencia de gravemente afectados compartiendo personal y servicios.

En el punto II del Anexo de la Orden se establecen las condiciones funcionales generales y específicas para cada tipo de centro. En concreto en el apartado 2.3 se recogen las requisitos funcionales que deberán de cumplir todos los centros de protección de menores respecto a: las condiciones de ingreso, atención ofrecida, proyecto educativo del centro, expediente personal, laboral o trabajadores, etc. Además, se imponen unas determinaciones funcionales específicas según la tipología de los centros.

Este Decreto sobre autorización, registro y acreditación e inspección de centros de servicios sociales, así como la Orden que lo desarrolla en los aspectos funcionales, ha conformado la base fáctica del protocolo de actuación llevado a cabo por la Oficina del Defensor del Pueblo Andaluz en los centros de menores. Nos hemos remitido al contexto normativo vigente para analizar las condiciones estructurales de que disponen los centros. Si bien, es preciso advertir que la norma establece un régimen transitorio de adecuación a las condiciones materiales y funcionales exigidas, en el plazo máximo de tres años, período dentro del cual aún nos hallamos -abril 1996/abril 1999-. No obstante, al ser un Decreto de mínimos legales y dar respuestas a requisitos sustantivos en el funcionamiento de los centros, se considera desde nuestra perspectiva válido como referencia objetivable.

La Orden de 23 de abril de 1991, por la que se regula la colaboración de las Instituciones Auxiliares con la Consejería de Asuntos Sociales en materia de atención al niño, constituye también parte de las bases jurídicas del acogimiento residencial. Se comprenden entre las instituciones auxiliares a las corporaciones locales, instituciones y asociaciones o fundaciones privadas sin ánimo de lucro, que ejerzan la guarda de menores objeto de protección en régimen de internamiento en los supuestos a que se refiere el artículo 172 del Código Civil. La citada Orden establece el marco de actuación y régimen aplicable a la colaboración de estas instituciones auxiliares con la Junta de Andalucía, “... en aras a una adecuada atención de los menores internados en centros dependientes de tales instituciones.”.

Consideraciones previas.

La atención residencial ha venido siendo la medida de protección de menores por excelencia, consistente en la separación del medio familiar y el ingreso en un centro de atención. Cuando se carecen de medidas preventivas en el medio y en la familia, y la adopción de las situaciones de desamparo se decretan ante estados carenciales de emergencia o urgencia social, el recurso residencial se convierte en la estrella del sistema de protección de menores. Tradicionalmente ha sido concebido como el recurso básico de las medidas de protección, sin embargo, hoy día, los marcos teóricos sobre los que se mueve la planificación y programación, parten de una concepción integral de los servicios de protección, y el elemento residencial se configura como una parte más del sistema, que ahora se organiza de forma muy flexible y adaptado a las necesidades cambiantes. Los servicios residenciales prestan funciones diversas, y no se limitan a acoger a los niños en largas estancias, sino que vienen a prestar funciones de estudio, diagnóstico, acogida de urgencia, transición a acogimientos familiares, y en general, realizan una función polivalente en la atención a los niños separados del medio familiar.

El Manual de Buena Práctica para la atención residencial a la infancia y la adolescencia -estándares de calidad para la atención en dispositivos residenciales- realizado por la Federación de Asociaciones para la prevención del maltrato infantil, auspiciado por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, y al que nos remitiremos con frecuencia, al constatar los importantes cambios producidos en la atención residencial, analiza las causas que han venido influyendo en la nueva conceptuación de la medida residencial:

el nuevo encuadre de la atención residencial dentro de las intervenciones sobre la infancia.

el descenso en el uso del acogimiento residencial. Este es un fenómeno constatado en toda Europa, donde de forma generalizada ha bajado el número de niños internados en centros, fruto de las acciones preventivas, de la intervención en el propio medio familiar, del incremento del acogimiento familiar extenso y ajeno, y el desarrollo de la adopción.

la influencia de la doctrina del Permanecy Planning, que resalta la necesidad de establecer un plan de actuación que tenga por objetivo el integrar al niño en un contexto familiar, con carácter permanente, tan pronto como sea posible. Se privilegia la normalización familiar del niño y adolescente frente a las medidas institucionalizadoras.

la tendencia a la desaparición de las grandes instituciones, tanto en cuanto al número de niños y el aspecto físico-arquitectónico, como al de planificación y organización, así como a la diversificación del tipo de centros en función de las necesidades de la población atendida.

los cambios experimentados por el personal, en cuanto a la profesionalización, formación, especialización, ratio educador/niño, etc.

el cambio en la población y en las necesidades de protección.

En término generales, todas estas causas y motivaciones han venido provocando que la atención residencial haya venido protagonizando un proceso de evolución y de profundos cambios, que pasa por la ruptura del sistema institucional clásico y la configuración de un modelo de normalización cuasifamiliar, caracterizado por la especialización y profesionalidad de las personas que atienden directamente a los niños y a la promoción de programas de atención individual. Ahora bien, la propia velocidad de la dinámica de los cambios viene provocando la convivencia de un sistema heterogéneo formado por centros adaptados al nuevo enfoque frente a recursos institucionales organizados conforme a modelos intervencionistas caducos. Del mismo modo, en la mayor parte de los casos, son los mismos profesionales y educadores los que asumen la renovación en el abordaje educativo e integrativo de los niños y adolescentes. Los cambios conceptuales y las tendencias organizativas se han transformado de forma acelerada, sin embargo, los elementos estructurales del sistema de protección son rígidos y poco acomodados a los cambios. De este modo, presenciamos un modelo de intervención caracterizado por la necesaria flexibilidad para adaptarse al cumplimiento de actividades diversas y cambiantes, y la permanente revisión de los objetivos, principios y funciones generales, frente a elementos organizativos arcaicos y resistentes a las revisiones. Esta tensión entre el modelo en constante renovación, y los integrantes del sistema, provoca la heterogeneidad constatada. En nuestro sistema de protección de menores conviven recursos nuevos adaptados a los actuales cánones de intervención, con la permanencia de recursos construidos, organizados y gestionados conforme al modelo institucional cerrado. La disonancia aparecerá a lo largo del análisis de cada uno de los aspectos de la atención residencial.

Pero lo importante, ahora, es señalar la propia vulnerabilidad del sistema de protección de menores, al encarar un volumen de cambios conceptuales y doctrinales ante una organización de atención residencial sujeta a elementos estructurales rígidos y estereotipados escasamente aptos para la constante renovación. Además, la modificación de la estructura no es ya suficiente, es necesario, transformar las actitudes y los comportamientos a fin de adquirir adaptación, flexibilidad y polivalencia en las intervenciones y los modelos organizativos aplicables.

El estudio sobre la atención a la infancia en la Unión Europea, establece las siguientes tendencias comunes en materia de atención residencial y acogimiento familiar en los países de la Unión: 

1. Un descenso en el número de centros residenciales y de los niños asistidos en ellos, acompañado de un aumento en el número de atendidos en régimen de acogimiento familiar.

2. Cambios en la composición de la población de niños y adolescentes separados de sus familias.

3. Una tendencia a prestar asistencia en centros de pequeñas dimensiones.

4. La difusión del enfoque ecológico.

5. Una diversificación mayor en la prestación de los servicios de atención residencial y acogimiento familiar, y una expansión de las modalidades alternativas de asistencia.

6. La profesionalización.

En el apartado de las consideraciones generales es imprescindible determinar las funciones básicas y los principios de la atención residencial. Recurrimos al Manual de Buena Práctica, que recoge los consensos teóricos de la doctrina más relevante para precisar los contenidos.

En este sentido las funciones que pueden y deben desarrollar la función residencial son, al menos, las siguientes:

Proporcionar a los niños y adolescentes que lo precisen un contexto seguro, nutritivo, protector, educativo, terapéutico, al tiempo que se responde a sus necesidades de salud, emocionales, sociales y educativas, en función de su desarrollo evolutivo.

Proporcionar a los niños y adolescentes un contexto seguro cuando sea necesario que abandonen su domicilio familiar con carácter de urgencia, como medida de protección, al tiempo que se valora la situación y se proponen los recursos más adecuados.

Ofrecer a ciertos menores y a sus familias un tiempo y un espacio que les permita clarificar y calibrar las opciones con las que cuentan de forma que puedan afrontar situaciones conflictivas.

Proporcionar atención educativa y terapéutica a aquellos niños y adolescentes que dadas sus características personales y familiares no pueden seguir un adecuado desarrollo en un contexto de tipo familiar.

Ayudar a las familias a modificar las condiciones, así como los comportamientos parentales y filiales, que han obstaculizado una adecuada vida familiar, posibilitando, de esta forma, mejores relaciones familiares y, si es posible, la reunificación familiar.

Preparar a los niños o adolescentes y a los padres para las alternativas a la reunificación (acogimiento familiar, adopción, emancipación) cuando ésta no sea posible o no convenga al interés de los menores.

Proporcionar a los adolescentes los recursos y habilidades necesarias para una adecuada transición a la vida adulta y, en su caso, para iniciar una vida autónoma.

Ayudar al desarrollo de apoyos comunitarios a largo plazo, así como al establecimiento de las relaciones necesarias para la vida posterior a la salida del Centro.

El desarrollo de las funciones descritas debe ajustarse a una serie de principios rectores. Los ejes sobre los que pivotan los principios presentados son las necesidades y los derechos de los niños:

La Atención Residencial se utilizará cuando una intervención de este tipo resulte más beneficiosa para el menor que cualquier otra posible. Contemplará diferentes programas residenciales, de forma que pueda ser seleccionado en cada caso el que mejor responda a las necesidades individuales. Se desarrollará durante el periodo de tiempo que el menor lo necesite y sólo durante ese periodo de tiempo.

En la Atención Residencial, la infraestructura, las relaciones entre el personal y los menores, así como las actividades de todo tipo que se desarrollen, se entenderán como integrantes del sistema de intervención.

La Atención Residencial organizará todos sus recursos en orden a lograr un contexto que proporcione al niño protección, confianza, seguridad y estabilidad.

La Atención Residencial debe identificar las necesidades de los menores y sus familias. Debe señalar, igualmente, los cambios producidos en esas necesidades y responder a ellas desde una perspectiva global y de promoción del bienestar infantil.

La Atención Residencial se adaptará a las necesidades individuales de cada menor llevando a cabo un plan de intervención individualizado.

La intervención tendrá siempre en cuenta el momento evolutivo del menor y adoptará un carácter educativo con el objeto de potenciar su desarrollo biopsicosocial.

La Atención Residencial deberá pivotar sobre la certeza de que la familia es una parte central de la vida del menor. Su objetivo, por tanto, no será sustituir a la familia, sino prestarle el apoyo que precise para mejorar la situación del niño o adolescente.

La intervención se basará en las competencias más que en las dependencias, así como en la colaboración del menor y de la familia. La Atención Residencial no debe entenderse como algo que se proporciona a uno u a otro, sino como una oportunidad de trabajar con ellos. Se estimulará, de la forma más adecuada a su momento evolutivo, la participación del menor en el mismo proceso de intervención. Siempre que sea en interés del menor, se buscará la implicación de la familia en ese mismo proceso.

La Atención Residencial asegurará que los menores tengan acceso a las experiencias normales propias de los niños de su edad.

El personal encargado de prestar la Atención Residencial tendrá la formación, conocimientos, experiencia y cualidades precisas para desarrollar las funciones encomendadas.

La Metodología

No cabe duda que la parte más laboriosa del Informe que presentamos queda representada por las visitas a los centros residenciales de protección de menores. 

En primer lugar, debemos de explicar que se tomó la decisión de visitar la totalidad de los centros de protección de menores, tanto los públicos como concertados. Ello, como es de suponer, ha representado una ingente labor de supervisión y visita de decenas de centros de protección, pero estimábamos que para analizar en su integridad el sistema de acogida residencial lo más recomendable era acudir en presencia física a cada uno de los centros. Por una parte, obteníamos una visión del conjunto sin distorsión, es decir los resultados alcanzados son referidos al conjunto de los centros, y no a una muestra seleccionada, y de otra, nos permitía detectar situaciones concretas que afectaran directamente a los derechos de los niños. 

En total se han visitado 241 centros de protección que representan la totalidad de la red residencial. La Institución demandó el listado de los centros propios y concertados a cada Delegación Provincial de Asuntos Sociales, y con las relaciones aportadas y las propias pesquisas de la Oficina se confeccionó el listado de centros objeto de las visitas. Es posible, que haya algún centro que no se encuentre comprendido en nuestro listado, o que alguno incluido haya dejado de funcionar. La flexibilidad de los cambios de las organizaciones de menores dificulta la estabilidad del listado. En todo caso, hemos comparado nuestro listado con los generales que nos ha remitido la Dirección General de Atención al Niño y las discordancias son mínimas, sólo pueden surgir discrepancias en torno a 4 ó 5 centros, no más. 

Las visitas a los centros se iniciaron en el mes de marzo y se ultimaron a fines de septiembre, excepto algunos centros que se visitaron en octubre. A cada centro han acudido uno o dos asesores o colaboradores del Defensor explicando el origen de la investigación y requiriendo la cooperación del director y educadores para la cumplimentación de un amplio Protocolo sobre la actividad y funcionamiento del recurso. El Protocolo de trabajo se ha confeccionado intentando abordar los diversos aspectos que afectan a la vida del centro y los niños residentes. Se ha pretendido recopilar la información lo más sistemática y ordenada posible, a fin de facilitar el tratamiento de los datos recopilados. El voluminoso caudal informativo, del que se han elaborado multitud de tablas, constituye la base documental de las valoraciones que sustentan el capítulo del acogimiento residencial. 

Entre todos los intervinientes se consensuaron, para cada cuestión del Protocolo, unas referencias valorativas comunes, de tal modo, que las apreciaciones que se aportan al juzgar el estado de los centros fueran coincidentes. Con el propósito de coordinar las actuaciones y homologar las evaluaciones, se objetivaron, lo más posible, los distintos elementos que participan en cada aspecto del Protocolo. Se ha tratado de ofrecer criterios objetivos y comúnmente aceptados por todos los que han intervenido directamente en las visitas. Habrá que comprender que las valoraciones que se presentan en última instancia son estimaciones subjetivas de los Asesores y Colaboradores que han intervenido en el desarrollo de las visitas, aunque la confección del propio Protocolo, y la objetivación de las valoraciones, han contribuido, sin duda, a disminuir el ámbito de la subjetividad. 

Habría que presentar la salvedad, de algunas casas de protección que pertenecen a una misma entidad u ONG de la infancia, y respecto a una misma localidad, a veces, se han tomado los datos generales de la organización, y se han visitado una serie de centros, pero es posible que a todas las casas no se haya acudido con presencia física directa. Nos referimos, por ejemplo, a las casas de la red de Nuevo Futuro o Mensajeros de la Paz, que dentro de una misma provincia, y sujeta a una organización central base, dispone de un conjunto amplio de casas o pisos de protección. En esos casos, se han anotado todos los datos, y se ha visitado una muestra amplia de las casas, aunque algunas han podido dejar de ser visitadas. Realmente, la red de casas pertenecientes a una de estas ONG de la infancia son todas muy similares y ello nos ha permitido ahorrar tiempo y recursos, sin perjudicar la objetividad del estudio.

En cuanto al nivel de colaboración recibido, debemos de evaluar como muy positiva la cooperación prestada por los centros de protección. Tanto los establecimientos públicos como los privados han abierto sus puertas a la Institución para presentarnos, sin reservas, su casa, y explicarnos su funcionamiento y organización. Los incidentes acaecidos han sido tan mínimos que no merecen ser reseñados, y en general, la atención ha sido esmerada, respetuosa e incluso cariñosa. Podríamos destacar que las visitas han suscitado un gran interés en los centros, que han aprovechado la asistencia para formular críticas al sistema de protección -en especial a la administración- y demandar cambios de orientación. 

Generalmente, nuestro interlocutor ha sido el director del centro, aunque, en ocasiones, también hemos hablado con educadores, trabajadores sociales, monitores, y el conjunto del personal. También hemos aprovechado la ocasión, cuando ha sido posible, para conectar con los niños y observar su desenvolvimiento.

Con el caudal de la información obtenida en cada centro, hemos construidos un amplio conjunto de indicadores, en torno a 160, que presentan nuestra valoraciones dadas para cada uno de los aspectos supervisados.  Los indicadores, como no podría ser de otro modo, surgen de los datos del Protocolo, aunque se han articulado y redactado de forma sencilla y diáfana con la intención de ofrecer claridad y transparencia en el trabajo realizado. Los indicadores responden a una o varias preguntas del Protocolo. A veces, coincide una cuestión del Protocolo con el indicador, otras veces, se construye con varios datos del mismo. 

Este amplio cuadro de indicadores nos permite visualizar las valoraciones dadas a cada centro, así como formular comparaciones entre provincias y del conjunto de la Comunidad Autónoma. Pensamos que con la inclusión de los indicadores se ofrece al Parlamento y al propio sistema de protección de menores la base fáctica de nuestro Informe, aportando un amplio sistema de datos que ofrece transparencia y claridad.

A continuación aportamos la relación de los centros visitados, la titularidad y la fecha de la visita. Y como anexo, al final del Informe, presentaremos copia del Protocolo de actuación ante los centros residenciales de menores. 

Aspectos generales.

En este primer punto de descripción de los resultados de la investigación, nos corresponde presentar los aspectos generales de los centros residenciales de protección. A continuación abordaremos: la titularidad de los centros, el carácter y capacidad de los mismos, la ubicación y sus relaciones con el entorno, la población atendida y las medidas aplicadas sobre los menores. Son éstos los aspectos generales del sistema residencial de protección, que nos aportan los elementos de conocimientos imprescindibles para evaluar el estado de la cuestión. A través de este capítulo, y en función de la información recopilada al cumplimentar el Protocolo, en la totalidad de los centros de menores de Andalucía, recogeremos los datos generales sobre el acogimiento residencial en Andalucía que expondremos de forma sistemática acto seguido.

La titularidad de los centros

La primera pregunta que surge es saber a quién pertenecen los centros de protección, es decir, cuál es la titularidad de los establecimientos de menores. Nos interesa conocer la naturaleza de la titularidad, y la propia denominación o razón social de los titulares. La noción de la titularidad, encierra importantes ingredientes y elementos referidos al sistema de gestión, y al propio modelo de organización. El carácter público/privado, centro propio/concertado, y centro de entidades religiosas u ONG de infancia, incorpora distinciones que alcanzan a aspectos nucleares del sistema de protección. Como veremos a lo largo de la exposición, la titularidad del centro va influir en la conformación de variados aspectos de la organización y funcionamiento del centro. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �1� Titularidad de los centros

TITULARIDAD�Nº CENTROS�%��Junta de Andalucía�19�7,88%��Diputación Provincial�15�6,22%��Ayuntamientos�1�0,41%��Instituc. Religiosas�80�33,20%��Inst. sin ánimo de lucro�125�51,87%��Ent. con ánimo de lucro�1�0,41%��TOTAL�241�100,00%��Fuente:  Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Gráfico nº � SEC Gráfico_nº \* ARÁBIGO �1� Titularidad de los centros

� INCRUSTAR MSGraph  ���

La administración de los centros de protección de menores se lleva a cabo a través del sistema de gestión directa por la propia Junta de Andalucía y predominantemente, en función de técnicas de gestión indirecta, por medio de entidades colaboradoras o instituciones auxiliares.

De los datos recopilados resulta que la gestión pública se desarrolla en 19 centros de menores de la Junta de Andalucía, 15 centros dependientes de las Diputaciones Provinciales, y uno gestionado por el Ayuntamiento de Málaga. En total el sector público gestiona sólo 35 centros, que representan el 14,52 % de los centros de protección de menores.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �2� Titularidad de centros de atención de menores por provincias.

PROVINCIA�Junta

de

And.

�Diputa-

ciones�Ayunta-

mientos�Inst.

Relig.�Inst.

sin an. lucro�Inst.

con

animo lucro�TOTAL��Almería�1�1�0�5�12�0�19��Cádiz�5�4�0�16�25�0�50��Córdoba�3�0�0�7�14�0�24��Granada�2�0�0�20�33�0�55��Huelva�1�4�0�2�6�0�13��Jaén�2�1�0�3�7�0�13��Málaga�2�1�1�12�13�1�30��Sevilla�3�4�0�15�15�0�37��TOTAL�19�15�1�80�125�1�241��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �3� Carácter de la titularidad.

TITULARIDAD�Nº CENTROS�%��Públicos�35�14,52%��Privados�206�85,48%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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La participación directa del sector público queda representada por los siguientes centros:

a) Un centro de protección dependiente del Ayuntamiento de Málaga denominado Centro Municipal Infantil de Primera Acogida “Grazalema” que, como su propio nombre indica, se trata de un centro de acogida inmediata que es gestionado directamente por los Servicios de la Infancia del Ayuntamiento. Tendríamos que presentar la salvedad de que los servicios sociales comunitarios quedan legalmente obligados a la prestación de la atención social de primera necesidad. Dice la Ley de Servicios Sociales de Andalucía que constituyen la estructura básica del sistema público de servicios sociales y están dirigidos con carácter integral y polivalente a todos los ciudadanos, como primer nivel de actuación para el logro de unas mejores condiciones de vida de la población y, por tanto, los servicios comunitarios no quedan comprometidos a desarrollar actividades que pertenecen al ámbito de la atención especializada. De ahí, se explica la escasa presencia de los Ayuntamientos en la titularidad de los centros de protección de menores. Digamos, por decirlo de forma simplificada, que es una competencia que no les corresponde. El centro de primera acogida de Málaga representa una excepción. La experiencia y tradición en el ejercicio de esta competencia en materia de protección por parte del Servicio de la Infancia del Ayuntamiento, así como la escasez de centros de acogida en la provincia, son razones que han contribuido al mantenimiento del centro y de la función que desarrolla.

b) 15 centros de protección son directamente gestionados por las Diputaciones Provinciales. La distribución territorial es la siguiente:

1 Diputación de Almería.

4 Diputación de Cádiz.

4 Diputación de Huelva.

1 Diputación de Málaga.

4 Diputación de Sevilla.

Desde el punto de vista competencial, como ya sabemos, la función del acogimiento residencial pertenece al ámbito de la asistencia social especializada que desarrolla la Junta de Andalucía. No obstante, a tenor del artículo 42 de la Ley 11/1987 de las Diputaciones, en materia de servicios sociales se podrá delegar en las Diputaciones Provinciales la gestión de los centros y establecimientos de servicios sociales especializados de ámbito supramunicipal o provincial. Realmente, en la actualidad el mecanismo de la delegación de competencias no se ha desarrollado; lo que ocurre es que con anterioridad a la asunción de las competencias en materia de instituciones de protección de menores, eran las Diputaciones las que venían desempeñando las funciones de guarda, y disponían de los recursos humanos y materiales para ejercer la función. De nuevo, la tradición administrativa y la propia necesidad de la dotación de los centros ha mantenido la gestión de las Diputaciones.

Las relaciones interadministrativas entre la Junta de Andalucía y las Diputaciones se articulan a través de un Convenio de Colaboración entre ambas instituciones públicas. El contenido obligacional consiste por parte de las Diputaciones en prestar servicios y mantener los centros de protección de menores, a cambio, por parte de la Junta de Andalucía, de una contribución económica para el sostenimiento de la función que realiza.

Hay Diputaciones que han suprimido totalmente sus centros de protección de menores; sin embargo, otras, en especial Sevilla, Cádiz y Huelva, han venido manteniendo su estructura protectora de menores.

En cuanto a las características generales de estos centros, en general, son centros bien dotados de medios y recursos. Las Diputaciones incrementan con recursos propios las asignaciones de la Junta de Andalucía, y desarrolla el servicio en condiciones de calidad. Por ejemplo, las casas de Sevilla y Huelva son edificios recién construidos, modernos, funcionales y cómodos, regidos por personal cualificado y especializado. Por encima de todo, en los centros de protección de menores de las Diputaciones, destaca la elevada experiencia del personal y la especialización.

c) 19 centros pertenecientes a la Junta de Andalucía son administrados directamente por la Dirección General de Atención al Niño. Son los centros propios que asumen directamente la guarda de los menores tutelados por los Servicios de Atención al Niño. La mayoría de los citados centros provienen del proceso de transferencias de las extintas Juntas Provinciales de Protección de Menores y del Instituto Nacional de Asistencia Social a la Junta de Andalucía. Lo que ocurre que estos centros venían respondiendo a un modelo de trabajo benéfico-asistencial en el que, además de concentrar un elevado número de menores caracterizados, fundamentalmente, por la insuficiencias de recursos económicos familiares, el objetivo venía determinado por la asunción de normas relacionadas con aspectos personales y el aprendizaje escolar o de algún oficio manual, donde imperaba una función cuidadora más que integradora del menor. Son centros construidos y definidos según un modelo de intervención distinto a los conceptos actuales. Hoy día, muchos de estos centros se contemplan como anacrónicos en cuanto a la funcionalidad y el servicio que prestan y precisan de una significativa renovación. En la mayoría de los casos, nos encontramos con macrocentros construidos para atender una población de multitud de niños, en edificios antiguos y obsoletos, y con una enorme plantilla con características pocos adecuadas a la función que prestan.

Recientemente, a nuestro juicio, de forma tardía, en junio de 1998 la Consejería de Asuntos Sociales ha suscrito un convenio con los Sindicatos que representan a los trabajadores del sector sobre la remodelación y la estructura marco de las relaciones de puestos de trabajo en los centros de menores dependientes de la Junta de Andalucía. En el texto se reflexiona que hoy día, los cambios en la legislación sobre atención al menor, así como la transformación producida en la tipología de intervención técnica prestada, han venido a imponer un modelo de trabajo educativo y de ayuda en los Centros de Protección de Menores en los que, además de los aspectos asistenciales básicos, lo relacional, las necesidades de contacto afectivo y social y el aprendizaje de las habilidades básicas de socialización constituyen nuevos objetivos, a trabajar de forma individualizada. Sucede, además, que como consecuencia de los cambios que igualmente se están produciendo en las características de los menores atendidos, los cuales presentan en muchas ocasiones importantes trastornos emocionales y de comportamiento derivados de graves carencias o/y de relaciones afectivas distorsionadas, se hace necesario pasar a un distinto modelo de intervención terapéutica susceptible de hacer desempeñar a aquéllos un papel activo e integral. En la Exposición de Motivos de dicho convenio se reconoce: “Es evidente que en este contexto de disposiciones legales, de tipología de intervención hacia el menor y de los propios requerimientos de éste, la realidad de los Centros de Protección constata la existencia de importantes desajustes y disfuncionalidades en orden al cumplimiento de las finalidades pretendidas, circunstancia ésta que determina de manera inexcusable la necesidad de abordar, entre otros aspectos, una modificación en profundidad de sus estructuras de organización y funcionamiento, reforzando de manera especial, cualitativa y cuantitativamente, el equipo educativo de aquéllos.”

Desde el punto de vista del equilibrio territorial de los centros de la Junta de Andalucía, en un extremo se encuentra Cádiz que posee 5 centros, y en el otro polo las provincias de Almería y Huelva que sólo cuentan con un centro público dependiente de la Dirección General de Atención al Niño. El resto de provincias disponen de 2 ó 3 centros propios.

Curiosamente, los centros propios, por la rigidez de los elementos organizativos -estructura y recursos humanos-, han venido padeciendo características más acentuadas de inadecuación e inidoneidad para realizar la función de protección que los centros colaboradores que se han visto obligados a adaptarse con mayor celeridad y eficacia que los centros públicos. No obstante, antes de avanzar y deducir consideraciones generales sobre la incidencia de la titularidad del centro respecto a la función que presta, es conveniente proceder a ofrecer los resultados del estudio en su integridad, y al final, una vez abordados los distintos elementos de la organización de los centros extraer las consideraciones generales.

Conocidos los centros de titularidad pública, es momento de pasar a analizar la situación de los centros de titularidad privada.

Cabe distinguir dos grandes bloques de centros privados o instituciones colaboradoras; las que ostentan la titularidad una institución religiosa, y aquellas otras que pertenecen a organizaciones no gubernamentales o instituciones sociales, las cuales a su vez, la inmensa mayoría carecen de ánimo de lucro, y sólo una disfruta de ánimo de lucro.

Veamos a continuación los distintos grupos de centros en función a la titularidad:

a) Existen 80 centros de menores que pertenecen a las Instituciones religiosas que colaboran como entidades auxiliares en protección de menores, lo que supone una representación del 33,20 % de la totalidad de los centros.

Las Instituciones religiosas que cuentan con más centros de protección de menores son las siguientes:

�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �4� Centros de Instituciones religiosas.

INSTITUCIONES RELIGIOSAS

�CENTROS��Hijas de la Caridad�9��Hogar de Nazaret�7��Fundación N. S. del Pilar Hermanas Mercedarias de la Caridad�6��Religiosas Adoratrices�4��Religiosas Oblatas�4��Congregación de Madre del Desamparado y San José de la Montaña�3��Madres Filipensas�3��Misioneras de la Doctrina Cristiana�3��Santos Ángeles Custodios�3��Congregación Esclavas Inmaculada Niña�2��Hermanas Filipensas�2��Hermanas Hospitalarias Sagrado Corazón de Jesús�2��Hijas del Patrocinio de María�2��Instituto Hijas de María Auxiliadora�2��Religiosas del Buen Pastor�2��Religiosas Filipensas, Hijas de María Dolorosa�2��Terciarias Capuchina�2��Asociación Apostólica San Antonio de Padua�1��Asociación Proyecto Don Bosco�1��Congregación de los Sagrados Corazones de Jesús y María�1��Congregación Hermanos Obreros de María�1��Congregación Hijas de Jesús�1��Congregación Salesianas �1��Congregación Santos Ángeles Custodios�1��Doctrina Cristiana�1��Dominicas del Santísimo Sacramento�1��Franciscanas del Rebaño de María�1��Fundación Hermanos Obreros de María�1��Hermanas Franciscanas Terciarias del Rebaño de María�1��Hijas de Jesús�1��Hijas de María Auxiliadora�1��Hijas de María Madre de la Iglesia�1��Hospitalarias de Jesús de Nazaret�1��Instituto Franciscanas del Rebaño de María�1��Madre de los Desamparados y San José de la Montaña�1��Misioneras Dominicas�1��Orden de los Hermanos Hospitalarios de San Juan de Dios�1��Religiosas de la Presentación de la Virgen María�1��Religiosas de Mª Inmaculada�1��TOTAL CENTROS�80��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La mayor parte de los centros de entidades de naturaleza religiosa están regidos por hermanas o monjas pertenecientes a instituciones religiosas comprometidas con el servicio a los niños desamparados. Son instituciones que se movilizan en función de ideales netamente altruistas y religiosos, y constituyen uno de los pilares básicos del sistema de protección de menores de nuestra Comunidad, ya que recibiendo escasos recursos presupuestarios, prestan un servicio, en general, de calidad. Es difícil deducir consideraciones generales de este amplio bloque de centros; a lo largo del estudio surgirán elementos organizativos y asistenciales que nos ayudarán a definir adecuadamente el modelo. No obstante, en un primer momento podemos decir que predomina la variabilidad, se observan centros muy cálidos que generan un ambiente familiar y cariñoso, y también se detectan casos de centros desangelados y relaciones más distantes. Sí es importante acreditar la posición estratégica que ocupan las instituciones religiosas en el sistema de protección de menores, al dar cobertura a una cuota significativa de niños protegidos -entorno al 35%- y ofrecer un servicio de calidad dentro de unos márgenes de recursos económicos restrictivos.

Granada es la provincia que cuenta con más centros de protección de menores de titularidad religiosa, 20 en concreto. Después las provincias de Cádiz, Sevilla y Málaga suman también una presencia elevada de estos centros -16, 15 y 12 centros respectivamente-. Sin embargo, el resto de provincias disfrutan de pocos centros regidos por religiosas. Huelva sólo dispone de dos centros colaboradores dirigidos por religiosas.

b) 125 centros de protección de menores dependientes de Instituciones sociales u organizaciones no gubernamentales sin ánimo de lucro. Este colectivo institucional representa el grueso del sistema de protección de menores en Andalucía, representan aproximadamente el 52% de la totalidad de los centros.

Existen una pluralidad de entidades que asumen la colaboración institucional en protección de menores. Destacan en este orden las siguientes entidades:

�

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �5� Centros de Instituciones sin ánimo de lucro.

INSTITUCIONES SIN ANIMO DE LUCRO

�CENTROS��Nuevo Futuro�46��Asociación Mensajeros de la Paz�21��Aldeas infantiles SOS de España�15��Asociación Proyecto Don Bosco�6��Asociación Seglar Nazaret�5��Fundación San Ramón y San Fernando�4��Asociación Socio-cultural El Bosque�3��Asociación Benéfica de señoras "Casa del niño Jesús"�2��Asociación de Obras Cristianas�2��Coordinadora para la prevención de las Drogodependencias “Abril”�2��Afanas�1��Almeria Acoge�1��Asamblea Provincial Cruz Roja Córdoba�1��Asociación Aloreña de Iniciativas y Formación del Niño�1��Asociación Ayuda Infancia y Juventud Santa María�1��Asociación Jesús Abandonado�1��Asociación Málageña de Padres de Paralíticos Cerebrales�1��Asociación Mundo Infantil La Fanega�1��Asociación Ntra. Sra. de la Salud de la Barbatona�1��Asociación Pro-deficientes mentales San José�1��Asociación Propersonas con Minusvalías Físicas. ASANSULL�1��ASPRODEME�1��Congregación Adoratrices �1��Fundación "Senda"�1��Fundación Hermanos Obreros de María�1��Fundación Proyecto infantil Fábrica del Amor�1��Hermanos Obreros de María�1��Hijas de la Caridad de San Vicente de Paul�1��Remar�1��TOTAL CENTROS�125��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Presentamos la salvedad de que ciertas entidades colaboradoras se hallan organizadas en torno a una institución religiosa, y de este modo, son independientes orgánicamente de la citada orden religiosa, aunque funcionalmente dependan de las mismas. Esto significa que posiblemente el número de centros regidos por comunidades religiosas sea superior al establecido anteriormente, y que un porcentaje de los 125 centros privados incluidos en el apartado de instituciones sin ánimo de lucro, en realidad, funcionalmente depende de una congregación o comunidad religiosa. Hemos optado por diferenciar según la tipología de la organización formalmente constituida, para evitar la complejidad que supondría analizar el patronazgo de cada institución en particular, y porque en definitiva, la dependencia funcional no aporta un elemento diferenciador significativo.

En estos centros reina una gran diversidad de casos y situaciones y, por tanto, es difícil extraer consideraciones generales previas del amplio volumen de centros concertados. Conviven centros bien dotados con otros que padecen serias deficiencias; entidades con personal experimentado y cualificado, con unidades desprofesionalizadas y plantillas inestables; edificios nuevos, modernos y adaptados a las necesidades de los niños, con instalaciones caducas, inadecuadas y sin que reúnan condiciones de habitabilidad para los niños, etc. En general, rige un sistema heterogéneo y complejo. Existe una nota que quizás impere preponderantemente en estos centros: nos referimos a la penuria o escasez de recursos económicos para sufragar los gastos del centro. Esta limitación económica determina también los rigores de los elementos de la organización, en especial el personal y las actividades. Al cabo del desarrollo del estudio trataremos de deducir características propias de estos centros a la luz de la información obtenida.

c) Un centro de protección de educación especial de Málaga es regido como una institución con ánimo de lucro. El centro de protección que adopta la tipología de residencia desempeña una labor asistencial especializada en niños con trastornos psíquicos y físicos graves. Este es el único centro de protección que se acomoda a la fórmula de empresa privada con ánimo de lucro. Habría que decir que la mayor parte de sus plazas se hallan conveniadas entre la Dirección General de Atención al Niño y la Consejería de Educación y Ciencia, y que el centro por las característica de la atención que presta dispone de una amplia plantilla de personal especializado.

Con los datos generales, resulta que los 35 centros públicos representan sólo el 14,52% del total, mientras que los centros privados colaboradores suponen el 85,48%, integrando 206 centros. Como vemos, los datos son evidentes, el mayor peso del acogimiento residencial recae sobre los centros privados; es decir, son las instituciones colaboradoras las responsables de la mayor parte de los centros en los cuales se residencian los niños acogidos como medida de protección.

Con estos datos, ya estamos en condiciones de advertir que el peso de la responsabilidad del acogimiento residencial del sistema de protección de menores descansa en los centros colaboradores de índole privado, en la medida que son los titulares de la mayor parte de los mismos. Esta evidencia organizativa va a condicionar intensamente el modelo del sistema de protección de menores de nuestra Comunidad.

En este primer momento, aun siendo una cuestión muy importante, aplazamos ofrecer consideraciones generales sobre las diferencias de gestión y resultados entre los dos tipos de titularidad: la pública y la privada. Demoramos este análisis a un momento posterior, cuando después de ir desgranado las características del sistema, dispongamos de suficientes elementos de juicio para obtener conclusiones fundadas. Al final, al discurrir sobre las consideraciones generales del sistema de acogimiento residencial surgirán, con lógica, las ventajas e inconvenientes de ambos modelos.

La tipología de los centros.

Una de las cuestiones centrales en la gestión de los recursos de protección de menores, es la definición y diseño de los tipos de centros asistenciales previstos para acoger a los niños desprotegidos. Hace años que desde la Institución se había recomendado que se acometiera la planificación de los centros asistenciales más indicados para residenciar a los niños desamparados, tanto de reforma como de protección. Entendíamos que la Comunidad Autónoma Andaluza tenía necesidad de producir una norma que regulase los tipos de centros de menores, y además operativizara la reorganización de los centros asistenciales de menores. Y estimábamos, más en concreto, que se precisaba un incremento significativo de los medios y recursos puestos a disposición de la administración de menores.

A través del Decreto 87/1996, de 20 de febrero, por el que se regula la autorización, registro, acreditación e inspección de los servicios sociales en Andalucía, y sobre todo, por medio de la Orden de 29 de febrero de 1996, por la que se regulan los requisitos materiales y funcionales de los servicios y centros de servicios sociales en Andalucía, se establece, entre otras cosas, la nueva ordenación de los servicios residenciales de protección de menores y se determinan los requisitos mínimos.

La referida Orden configura la siguiente tipología:

Centros de prevención: centros de día.

Centros residenciales de protección: centro de acogida inmediata, residencias, casas y casas tuteladas.

Centros de reforma: centros de régimen abierto, centros en régimen semiabierto, y centros en régimen cerrado.

Nosotros hemos comprendido en el presente estudio tan sólo los centros de protección de menores, descartando por tanto los centros de día y reforma. Los primeros, se estudiarían al analizar las intervenciones preventivas con menores de alto riesgo y, los segundos dentro de las políticas de reforma de los menores.

Por tanto nos vamos a centrar en el objeto de nuestra investigación sobre los centros residenciales de protección de menores que son establecimientos de acogimiento residencial de carácter provisional, para la guarda y educación de menores sobre los que se haya adoptado alguna de las medidas de protección previstas en el artículo 172 del Código Civil.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �6� Tipología de los centros



TIPOLOGÍA�CENTROS�%��Centro acogida inmediata�16�6,64 %��Residencia�79�32,37 %��Casa�146�60,58 %��TOTAL�241�100 %��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Con los datos elaborados consta que la Comunidad Autónoma Andaluza dispone de 16 centros de acogida inmediata, 79 Residencias y 146 casas.
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�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �7� Tipología de centros de atención de menores por provincias

PROVINCIA�C.A.I.�RES.�CASA�TOTAL

��Almería�2�5 �12�19��Cádiz�4�15�31�50��Córdoba�1�9�14�24��Granada�2�8�45�55��Huelva�1�9�3�13��Jaén�1�6�6�13��Málaga�2�17�11�30��Sevilla�3�10�24�37��TOTAL�16�79�146�241��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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La Orden de 29 de febrero de 1996, por la que se regulan los requisitos materiales y funcionales de los servicios y centros de servicios sociales en Andalucía, además de los presupuestos generales, exige que los centros de atención al menor reúnan los siguientes requisitos específicos:

los ingresos se realizarán por resolución administrativa de tutela o guarda de la entidad pública o bien por resolución judicial.

en todos los centros se garantizará, por medios propios o ajenos la atención integral a los menores en el conjunto de sus necesidades básicas de alimentación, salud, educación, así como las de ocio y cultura.

en cada centro existirá un proyecto educativo en el que se señalen los principios socio-educativos globales.

se abrirá un expediente personal de cada menor en el constará: ficha personal, informes técnicos, proyecto educativo individualizado, resoluciones administrativas y judiciales de interés.

el centro contará con el apoyo de un equipo técnico especializado, compuesto al menos por un psicólogo y trabajador social.

el centro contará con suficiente personal de servicio y el específico necesario dependiendo de las características del centro.

los centros están obligados a informar con una periodicidad no superior a 6 meses a la administración acerca de la situación y evolución de los menores.

Analicemos la realidad observada para cada una de estas tipologías:

a) Los Centros de Acogida Inmediata, según la norma que los configura, son centros que acogen, con carácter de urgencia y por un corto período de tiempo, a menores entre los 0 y 18 años que se encuentran en grave situación de desprotección o alto riesgo físico o psíquico. Tienen como objetivo el estudio y diagnóstico del menor y de su entorno familiar. Se procurará diferenciar los centros destinados a lactantes, preescolares y escolares de los de adolescentes y jóvenes, no superando su capacidad máxima las 25 plazas por centro.

La Orden de mínimos exige una serie de determinaciones funcionales mínimas según la tipología del centro, y respecto a los de primera acogida, demanda lo siguiente:

El horario del centro será ininterrumpido, pudiendo ingresar los menores a cualquier hora del día o de la noche.

La estancia del menor en este tipo de centros, será por un período de tiempo no superior a tres meses, durante el cual se realizará el correspondiente estudio, valoración y pronóstico de su situación socio-familiar y personal, así como las intervenciones necesarias de cara a proponer la alternativa más adecuada: reinserción familiar, acogimiento con familia extensa o sustituta, o ingreso en centro residencial, o casa.

Este tipo de centros dispondrá de un equipo técnico propio compuesto al menos por 1 Psicólogo, 1-2 trabajadores sociales y un médico-pediatra, éste último a tiempo parcial. La ratio del personal de atención directa educativa en relación a los menores residentes, no será inferior a 0,20, y ésta se verá incrementada hasta 0,33 cuando los menores sean recién nacidos.

Advertida la realidad legal, pasamos a dar cuenta de la observación practicada en el curso de las visitas.

La primera dificultad nos surge para delimitar conceptualmente un centro como de acogida inmediata propiamente dicho, ya que una cosa es el tipo formal que se asigne por parte del SAN y otra, a veces muy distinta, las tareas que se les exija a los centros a demanda del propio SAN y en función de las necesidades del servicio. De esta forma, se carece de certeza para acreditar la concreta tipología de determinados centros de protección; de hecho, hay centros que se hallan concebidos como casas o residencias, pero se les remiten niños recién retirados para elaborar un estudio y diagnóstico. También hemos detectado casos de centros duales, que desarrollan labores de acogida y residencia, o plurales, que sirven para todos. Y, en general, media imprecisión sobre la tipología y naturaleza de los centros; de hecho, algunos centros se caracterizan de manera distinta  según la fuente consultada: para la Dirección General de Atención al Niño responde a un tipo, mientras que para el SAN provincial responde a otro distinto, y no digamos ya los propios centros, ya que muchos, debido a los continuos cambios no saben ni lo que son -todavía hablan de hogares funcionales, pisos tutelados, comunidades, etc.-, o al menos no conocen la terminología de la nueva reforma de centros.

Esta cuestión no es baladí, ni formal, sino que plantea un problema capital, como es la inadecuada remisión de niños desamparados a centros no preparados para realizar el estudio y diagnóstico de la situación que el menor necesita. En función de la propia definición y realidad organizativa de las casas y residencias, éstas no se encuentran preparadas, ni disponen de personal técnico cualificado para desarrollar esta labor de pronóstico social y personal. Esta utilización indebida de recursos de protección no adecuados a la labor diagnóstica, se encuentra entroncada con una circunstancia deficitaria que caracteriza nuestro sistema de protección de menores, como es la insuficiente capacidad de la red de acogida inmediata. Con los 16 centros que prestan servicios de acogida inmediata se dispone de una capacidad teórica de 258 plazas de menores acogidos, y en el momento de las visitas se contempló la presencia de sólo 203 menores ocupando estas plazas. Aunque el porcentaje de ocupación es importante, no podemos olvidar que la oferta pública de acogida inmediata en torno a las 200 plazas es, a nuestro juicio, a todas luces insuficiente, para acoger adecuadamente la demanda que provocan los desamparos promovidos por los SAN.

La Institución considera que son pocos centros y escasas las plazas para el volumen de atención que se precisa. De hecho, hemos podido constatar cómo los límites actuales de plazas de acogida llegan a comprometer la función protectora de los SAN. De una parte, se producen casos de niños desamparados que se ingresan directamente en casas o residencias, y de otra parte, hay provincias que por carecer de plazas de acogida se ven en la obligación de paralizar la declaración de desamparo hasta disponer de alguna plaza vacía. La dificultad se torna compleja cuando la intervención protectora exige asumir medidas respecto a un grupo de hermanos. Esta realidad, se puede constatar en el SAN de Sevilla, donde los límites residenciales están vinculando y limitando las políticas protectoras en beneficio de los menores maltratados. En Sevilla, para compensar la infrautilización del centro de acogida de la Diputación a finales del año 1998 se ha aperturado un nuevo centro de acogida para prestar este servicio a los nuevos niños desamparados que esperaban la medida de protección. Nos consta que la administración de protección de menores está interesada en incrementar la oferta pública de plazas de acogida, pero hasta que estos extremos sean una realidad no cabe duda que la actual estructura residencial, está repercutiendo en la eficacia de las medidas de protección y en los derechos de los niños a ser tratados conforme a su situación social y personal específica.

La saturación de los actuales centros de acogida es una realidad denunciada, con frecuencia, por los directores de los centros, que se muestran impotentes para asumir la responsabilidad que se les deriva. Por ejemplo en el Centro Municipal infantil de primera acogida “Grazalema” de Málaga, nos expresan que son muy numerosas las ocasiones en las que los menores permanecen más de seis meses en el centro, “... con el grave perjuicio que ello representa para los niños”. También denuncian que el centro es utilizado por el SAN, Fiscalía y el Juzgado de Menores como lugar de ingreso de menores que no responden a las características de la primera acogida, y que en realidad provienen de otros centros, o de medidas fracasadas. Igualmente se quejan de que se les remite un gran número de menores con necesidades especiales, que no pueden ser atendidos adecuadamente en el centro. Estiman que “ el centro carece de una plantilla de educadores y medios técnicos para poder absorber discapacidades tan complejas y variadas”. Y por último, aprecian que tampoco es bueno integrar en un centro niños pequeños con adolescentes, “... estos últimos deberían residir en centros específicos que les prepare para su autonomía social como adultos”.

Esta aportación recoge una parte significativa de los problemas relevantes que nos han trasladado los responsables de los centros. La insuficiencia de la red de primera acogida provoca el estiramiento de la capacidad y funciones de los mismos. Es común que los niños permanezcan en el centro por un período superior a los tres meses; que se remita a niños complicados que el resto de dispositivos no puedan acogerlos y que no precisan un estudio o diagnóstico, y que se concentre una tipología excesivamente plural de niños. Además estas disfuncionalidades conviven en un régimen de importantes resctricciones de personal técnico especializado en la atención directa y terapéutica de los niños. De los 16 centros de primera acogida, seis de ellos, todos de la red colaboradora, han confirmado que carecen de psicólogos para el estudio y diagnóstico de estos menores, y en el resto los recursos especializados siguen siendo muy limitados.

b) Residencias: son centros que ofrecen a los menores, el alojamiento, la convivencia y la educación necesarias para su desarrollo, por el período más breve posible, hasta que pueda producirse el retorno a su familia o se adopte otra medida alternativa (adopción, acogimiento). Su capacidad será reducida, no superando un máximo de 35 plazas por centro y su distribución deberá asemejarse a la de una vivienda familiar normalizada.

Según nuestro estudio en Andalucía hay 79 Residencias de atención al menor, que representa el 32,37 % de la totalidad de los centros. Sin embargo, los centros residenciales constituyen el 61 % de la capacidad total de los centros de atención a menores, y según nuestro estudio de campo, actualmente en torno al 54% de los niños acogidos residencialmente se encuentran internados, valga la redundancia, en residencias. Es decir, en este tipo de centros se concentran la mayor parte de los niños acogidos.

Por provincias, Málaga con 17 residencias, y Cádiz con 15 ocupan la cabeza de la tabla. Almería con 5 y Jaén con 6 centros son las provincias menos dotadas. Córdoba, Granada, Huelva y Sevilla se mueven en valores medios en torno a 8 o 10 centros residenciales.

Extractar características generales del sistema residencial es complejo debido a la amplia diversidad de centros y situaciones. No obstante, a través de la información y experiencia acumulada podemos deducir unas primeras sintomatologías del sistema de acogimiento en centros residenciales:

Predominan las residencias superlativas, donde la organización y los espacios conforman macrocentros poco apropiados para el ejercicio de la función residencial sustitutoria a la familia. Suelen haber heredado parte del edificio y la estructura de los antiguos colegios de internados o protección de menores en los cuales residían centenares de niños. Conforman espacios demasiados extensos, de amplias distancias y escasa intimidad. Están concebidos como grandes superficies de institucionalización poco proclives a ofrecer un espacio cálido y confortable sustitutorio al ambiente familiar. La Orden de mínimos exige que la distribución del centro residencial deberá asemejarse a la de una vivienda familiar normalizada, pero la realidad es que esta circunstancia no se reproduce en la mayor parte de nuestras residencias. Además, estas características arquitectónicas y estructurales negativas repercuten en la atención al menor. Los espacios demasiados abiertos y extensos no son beneficiosos para niños pequeños que precisan un entorno cómodo y manejable. La dispersión de los servicios y de los espacios no es lo más óptimo para un niño pequeño.

Aunque la nueva regulación establece una ocupación máxima de 35 plazas por centro, límite que no se supera en nuestras actuales residencias, a nuestro modo de ver, este volumen de niños es excesivo para el desarrollo de las funciones de atención e integración personal y social de los niños y adolescentes. Entendemos que este límite superior se ha establecido en función de nuestra propia realidad residencial, pero que desde la óptica del niño protegido es conveniente reducir el espacio y las plazas para ajustarnos más adecuadamente al ambiente familiar, y ofrecer una atención más directa y personalizada. Comprendemos que cambiar la realidad residencial no es fácil y precisa plazos razonables para adaptarla a los nuevos modelos de intervención, pero al menos se debería establecer la consigna de aminorar en lo posible la capacidad de estas residencias y dotarlas de caracteres propios de viviendas familiares normalizadas.

Por otra parte, el ambiente que se vive en estas residencias es más similar al contexto escolar e institucionalizador que a los esquemas familiares. Prima lo general sobre lo específico, de tal modo que los pequeños problemas de los niños pasan desapercibidos dentro de una macroorganización que no dispone de capacidad para ofrecer una atención directa y personalizada. Los permanentes cambios de turnos de personal, y la amplia plantilla que los atiende son elementos que contribuyen a incrementar la confusión y reducir la identificación con los adultos de referencia. Los niños se observan anónimos en los márgenes de una organización estructurada que los gobierna con normas generales, a veces, lejanas a sus expectativas, o al menos, la vida se les presenta reglamentada y muy estricta.

La convivencia de los niños se torna más compleja y conflictiva. La permanencia de grupos de menores heterogéneos y de diversa edad, aporta un elemento de dificultad para el desarrollo de una convivencia beneficiosa para los menores. Nos consta que en estos centros los menores disponen de menos ocasiones para tener acceso a las experiencias ordinarias o propias de los niños de su edad. La vida les viene preestablecida, y se desenvuelve dentro de una dinámica institucionalizada lejana a la vida en familia. Usan comedores colectivos, almacenes y roperos que son habitaciones, y en general actúan conducidos por los comportamientos colectivos y grupales que se les imponen.

En estos centros los conflictos de convivencia, las diferencias y las relaciones entre los niños, se desarrollan dentro de unos márgenes de autoregulación en la que los mayores se imponen a los más chicos, y en los cuales se produce un fenómeno de concentración en los problemas más complejos que provocan los adolescentes, frente a las pequeñas cuestiones que presentan los niños de menor edad. Los problemas de los más pequeños pierden la significación e importancia ante la conflictividad provocado por los mayores. A nuestro modo de ver, en la vida en residencias, los niños más pequeños no reciben toda la directa y atenta intervención que necesitan, y la adaptación de la atención residencial a las necesidades individuales de cada menor presenta una menor eficacia.

El Manual de Buena Práctica para la atención residencial a la infancia y adolescencia auspiciado por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales refleja la tendencia a la desaparición de las grandes instituciones, tanto en cuanto al número de niños o adolescentes y el aspecto físico-arquitectónico, como al de planificación y organización, así como la diversificación del tipo de centros en función de las necesidades de la población a atender.

Una solución válida para reconducir las residencias que acogen a un elevado número de niños de distintas edades, consiste en crear unidades de convivencias diferenciadas dentro de la misma residencia. Se trata de constituir espacios propios homogéneos, donde los niños hagan su vida bajo la supervisión de personal educador. Las unidades de convivencias se conformarán en razón a necesidades asistenciales comunes o próximas, y serán independientes unas de otras, en todo aquello que sea posible. Un ejemplo del ejercicio de esta distribución de una residencia en unidades de convivencia lo podemos ver en el Centro Juan Ramón Jiménez de Huelva que ha fraccionado el centro en varios grupos que se organizan de forma independiente, comen, juegan, estudian y duermen en espacios distintos y dirigidos por educadores diferenciados. Con ello se evitan los inconvenientes detectados de las grandes residencias y se realiza una gasto público eficaz.

c) Casas: son núcleos de convivencia ubicados en viviendas normalizadas que siguen los patrones de unidades familiares de tipo medio. Contarán con la distribución de espacios tradicionales de una vivienda familiar, con una capacidad máxima de 8 plazas.

En el trabajo hemos estudiado 146 casas, que suponen el 60,60% de la totalidad de los centros de atención a los niños y adolescentes. Es, sin duda, el tipo de centro más extendido, aunque, como veremos después, no es el más utilizado.

Por provincias, Granada con 45 casas ocupa el primer lugar en número de casas, seguida de Cádiz con 31. Huelva, sin embargo, sólo cuenta con 3 casas, y Jaén con 6. Con valores intermedios, se mueven el resto de provincias, así Málaga tiene 11, y Sevilla 24 casas respectivamente.

A nuestro modo de ver, la casa es el tipo de centro que mejor responde a las necesidades del niño como medio sustitutorio de la familia. La casa ofrece unas condiciones ambientales y personales similares a las que se obtienen en una familia normalizada, los vínculos son más intensos, y el personal que atiende a los niños es siempre el mismo, permanece mucho tiempo en la casa y se halla próximo al niño, ello aporta referencias personales estabilizadas que contribuyen a generar un ambiente de seguridad. En general, las relaciones son más intensas, afectivas y plenas. En las casas se produce otra ventaja apreciable en razón a la ubicación de pisos o casas particulares plenamente integradas en la dinámica del barrio y la sociedad. Son casas que se conciben como viviendas normales en las cuales pasa desapercibida la función protectora. Además los niños y adolescentes se benefician de los servicios e infraestructuras de la ciudad. Generalmente se ubican en barrios medios, lo cual es muy positivo para un desarrollo integral de los niños. El único inconveniente que pudiéramos advertir en este modelo, es el relativo a los posibles apegos o fijaciones afectivas que se pudieran producir cuando el personal no logra marcar de forma adecuada su posición.

En las casas se compatibilizan las dos caras de la moneda, por una parte, la cara, las relaciones son más estrechas y afectivas y se vive en familia, y de otra, la cruz, la propia intimidad de la casa puede encerrar problemas serios en la atención a los niños. Es decir, las conductas inadecuadas, las relaciones negativas y las referencias perniciosas son más difícil de detectar y soslayar.

Deducir características generales del sistema de casas de acogida de protección de menores es muy complejo en función de la enorme variedad de situaciones que se registran. A lo largo de la investigación hemos encontrado casas que responden muy adecuadamente al modelo aplicable, en las cuales varios educadores -en muchos casos religiosas- conforman una verdadera familia con los niños, y se advierte un clima positivo para la educación y el crecimiento de éstos, frente a casas, regidas por una sola persona, con escasos recursos, que soportan situaciones tensas y estresantes motivada por jornadas de 24 horas y penurias de medios, que alteran sustancialmente la calidad de la atención.

En general, conviven dos modelos, uno representado por las casas regidas por religiosas y, otro, las casas dirigidas por las organizaciones no gubernamentales, en especial Mensajeros de la paz y Nuevo Futuro.

d) Casas Tuteladas: con igual configuración que las casas, son dispositivos, para jóvenes de 16 a 18 años, que facilitan el desinternamiento progresivo a través de programas específicos que desarrollen su autonomía personal y fomenten su integración socio-laboral para lograr su independencia a la mayoría de edad. Estos centros podrán ubicarse en edificio independiente o junto a un centro ocupacional o residencia de gravemente afectados compartiendo personal y servicios.

Este tipo de acogimiento residencial ha quedado establecido en la nueva regulación de los centros de atención al menor si bien, aún no se han desarrollado efectivamente. En el trabajo de campo verificado no hemos visitado ninguna casa tutelada que responda al concepto definido en el texto normativo. No obstante, la Diputación de Sevilla gestiona un centro denominado piso de autonomía progresiva que responde a la noción definida. El referido centro no fue visitado ya que, en esos momentos, sólo se encontraba internado un joven de 17 años, que convivía con otros jóvenes mayores de 18 años que habían sido tutelados anteriormente. El piso de autonomía progresiva estaba pensado, más bien, para acoger a los jóvenes tutelados que al alcanzar la mayoría de edad carecen de sitio donde ir.

Carácter y modalidad de los centros de atención al menor

Con carácter general, los centros tienden a ser mixtos en cuanto a la integración de niños y niñas en una misma institución. Hoy día no cabe asumir diferenciaciones en función del sexo de los niños; la integración educativa y social exige que los niños acogidos de ambos sexos compartan su vida de una forma abierta y libre, como si estuvieran en una familia con hijos e hijas. Por tanto, los centros que aún hoy tienen internados niños o niñas en exclusividad, entendemos que responden a causas circunstanciales que deben ser removidas por el propio interés de los niños acogidos. Nos consta que antes, hace años, una parte de los centros, por interés de sus regidores, se limitaban a acoger niños o niñas de forma diferenciada, y que esta medida tenía unas consecuencias muy negativas, en especial, ante grupos familiares de hermanos que se veían divididos entre centros femeninos y masculinos, pero consideramos que estas medidas separatistas ya no se dan.

Según los datos registrados, existen 198 centros que disfrutan de un carácter mixto, lo que representa el 82,16% del total. Sin embargo, aún restan 20 centros de carácter femenino y otros 23 estrictamente masculinos, que suponen un 8,30% y 9,54% respectivamente. Comprendemos que razones circunstanciales eventuales han conducido a producir este resultado, pero ha de comprenderse que este dato debe ser corregido, y que los SAN al derivar los menores a los centros deben neutralizar los centros unisexuales.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �8� Carácter y modalidad de los centros

CARÁCTER�Nº CENTROS�%��Masculino�20�8,30%��Femenino�23�9,54%��Mixto�198�82,16%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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En cuanto a la modalidad de la atención, todos los centros de protección de menores por definición son internados a tiempo completo. En nuestro sistema, la medida de protección implica la separación del niño del núcleo familiar y la guarda del menor en un centro sustitutorio de la familia por aplicación de algunas de las medidas del art. 172 del Código Civil. Los centros de día que representan la modalidad de externado constituyen la medida indicada para la prevención.

Desde la institución echamos de menos un recurso específico de protección consistente en un externado fuera del horario escolar, pero que, más que una medida de prevención, se conforme como una acción de protección, que permita garantizar la protección del niño, pero al mismo tiempo, trabajar terapéuticamente con la familia y que se mantegan los lazos afectivos con sus padres y puedan dormir en sus casas.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �9� Modalidad de centros

MODALIDAD�Nº CENTROS�%��Internado�241�100,00%��Externado�0�0,00%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La capacidad y ocupación de los centros.

La capacidad de los centros mide el número de plazas disponibles para la atención de los niños en acogimiento residencial. Los datos se han obtenido a partir de la información facilitada por los propios centros. Los valores de capacidad son relativos, ya que muchos centros parten de apreciar su disponibilidad en la atención a los niños, y representan los límites de ocupación máxima, pero, como más tarde veremos, nunca se alcanzan.

En valores absolutos, la capacidad máxima de los centros de protección de menores es de 3.594 plazas. De las cuales, el 22,76% pertenecen al sector público y el 77,24% al sector privado. Las instituciones religiosas y ONG de la infancia disponen de la mayor parte de la capacidad de las plazas de menores, por encima del 70%. Sin embargo, la Junta de Andalucía sólo alcanza la titularidad del 14,41% de la capacidad total del sistema de protección residencial.

En cuanto a la tipología, la capacidad de centros de acogidas inmediata es baja, sólo en 7%, mientras que la tasa de las residencias es muy alta, por encima del 60%, y las casas, superan el 30%. Esta distribución de la capacidad de los recursos está indicando las carencias del sistema en centros de acogida y el exceso de plazas residenciales. Se mantiene el efecto de la inercia del modelo anterior de grandes residencias y ausencia de centros para diagnóstico y estudio.

En todo caso, la capacidad residencial del sistema es superior a la exigencia de las necesidades actuales. La tasa de ocupación se sitúa en el 70%, es decir, a tenor de la demanda de medidas residenciales, la capacidad del sistema excede un 30% sobre las necesidades.

Realmente, la disminución de las medidas de residencia aplicadas está provocando una reconversión en el sector de instituciones colaboradoras que ven descender el número de plazas conveniadas o concertadas y niños atendidos. Sería deseable que la demanda se regulase a la oferta de plazas en centros y posibilite una reconversión lógica del sistema residencial. La línea descendente de ocupación exige desarrollar una planificación de recursos que persiga la eficiencia de los mismos, y la obtención de una mejora en los índices de calidad.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �10� Capacidad/Tipología de los centros.

TIPOLOGÍA�CAPACIDAD�%��Centro de acogida inmediata�258�7,18%��Residencia�2.205�61,35%��Casa�1.131�31,47%��TOTAL�3.594�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �11� Capacidad /Titularidad de los centros

TITULARIDAD�CAPACIDAD�%��Junta de Andalucía�518�14,41%��Diputación Provincial�280�7,79%��Ayuntamientos�20�0,56%��Instituc. Religiosas�1.343�37,37%��Inst. sin ánimo de lucro�1.183�32,92%��Ent. con ánimo de lucro�250�6,96%��TOTAL�3.594�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �12� Capacidad /Titularidad de los centros

TITULARIDAD�CAPACIDAD�%��Públicos�818�22,76%��Privados�2.776�77,24%��TOTAL�3.594�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Respecto a la ocupación real de los centros residenciales, en función de los datos recogidos los días de las visitas, resulta que durante el año 1998 la ocupación media del acogimiento residencial ha sido de 2.530 plazas.

Esta cifra absoluta de la media de ocupación durante el año 1998 representa una disminución respecto a la de años anteriores y continúa marcando la tendencia de la reducción de las medidas de acogimiento residencial.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �13� Ocupación/Titularidad de los centros

TITULARIDAD�OCUPACIÓN�%��Junta de Andalucía�437�17,27%��Diputación Provincial�206�8,14%��Ayuntamientos�16�0,63%��Instituciones Religiosas�859�33,95%��Inst. sin ánimo de lucro�933�36,88%��Ent. con ánimo de lucro�90�3,56%��TOTAL�2.530�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �14� Ocupación/Titularidad de los centros

TITULARIDAD�OCUPACIÓN�%��Públicos�648�26,61%��Privados�1.882�74,39%��TOTAL�2.530�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �15� Evolución anual del número de menores en acogimiento residencial según la ocupación media.

AÑO� OCUPACIÓN MEDIA��1991�3.315��1992�3.071��1993�3.128��1994�2.890��1995�2.899��1996�2.685��1997�2.512��1998�2.443��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Los datos recopilados son los ofrecidos por la Dirección General de Atención al Niño, como se verá la cifra indicada para el año 1998 es ligeramente inferior a la obtenida en nuestra investigación, después al analizar la población atendida en residencias explicaremos la diferencia. Ahora, sin embargo, hemos preferido mantener los datos aportados por la propia administración para homologar la serie.

En todo caso, sí corresponde definir la neta tendencia descendente del número de niños internados en centros residenciales. En ocho años el número de menores residenciados se ha aminorado en cerca de 1.000 plazas. Este índice está marcando el nuevo equilibrio entre las medidas de acogimiento familiar y residencial. Aún es posible reducir en alguna medida la cifra de niños internados, pero previsiblemente en los próximos años, el grado de ocupación se nivele y se mantenga estabilizado en torno a estos valores.

Respecto a la ocupación de los centros en función a su titularidad, se aprecia una mayor incidencia relativa del sector público en relación con el sector privado, en el sentido de que la proporcionalidad entre la capacidad y ocupación es superior en los centros públicos. De este modo, los centros de protección de la Junta de Andalucía acogen cerca del 17% de la ocupación, frente a una tasa de capacidad del 14,40%. En general, el sector público presenta una ocupación del 25,61% frente al 74,39% del sector privado; sin embargo, en relación a la capacidad de los centros, la diferencia se reduce en 2 puntos. Es lógico que los centros públicos presenten una ocupación media superior a la red colaboradora.

En el ámbito del sector privado, las instituciones religiosas y ONG de la infancia presentan valores próximos: un 34% frente a un 37% respectivamente.

En la tipología de los centros también sufre algún tipo de variación la ocupación respecto a la capacidad de los centros. En primer lugar los centros de acogida inmediata presentan una ocupación ligeramente superior a lo que significa su capacidad en el conjunto de los centros, en concreto un 8%. Al igual que las casas, que disponiendo de una capacidad global del 31,47%, llegan a lograr una ocupación próxima al 38% del total de los niños internados. Sin embargo, los centros residenciales ven disminuida su incidencia, alcanzan una capacidad del 61% sobre el total, pero sólo obtienen una ocupación media del 53,75% .

Según los cálculos aplicados, los distintos tipos residenciales presentan las siguientes tasas de ocupación media:



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �16� Tipología/Tasa de Ocupación de los centros

TIPOLOGÍA�TASA OCUPACIÓN��Centro de acogida inmediata�78,68%��Residencia�61,67%��Casa�84,79%��TOTAL �70,39%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Otro dato interesante a añadir es el relativo a la media de ocupación de cada tipología; es decir, advertir a la luz de los datos generales, cuántos niños de media viven en un centro de acogida, en una residencia o una casa, para obtener cifras generales sobre la ocupación media de cada recurso.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �17� Tipología/Ocupación media de los centros

TIPOLOGÍA�OCUPACIÓN MEDIA��Centro de acogida inmediata�12,68 niños��Residencia�17,31 niños��Casa�6,54 niños��TOTAL�10,49 niños��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Realmente las tasas generales de ocupación de cada tipo de centro son bajas y adecuadas a la labor de protección y normalización familiar y social que se pretende realizar con los niños. Este dato es positivo ya que, como quedó expuesto anteriormente, la doctrina considera que el tamaño de los servicios residenciales condiciona formidablemente la calidad de la atención. Los centros pequeños se prestan mejor al desarrollo de pautas de convivencia adecuadas entre los niños y sus educadores. Una media de 10,5 niños por centros es ajustada a la finalidad integradora que se persigue. Si bien es verdad, que este dato general encierra variables extremas, ya comentadas críticamente al analizar la repercusión de la tipología de los centros, como media de ocupación autonómica es una cifra beneficiosa que viene a indicar la ruptura del anterior sistema de macrocentro y residencias masificadas pocos indicadas para la función de protección y normalización de los niños.

La ubicación y la interrelación con el entorno

La mayor parte de los centros residenciales de protección de menores se hallan ubicados en núcleos urbanos adecuadamente dotados de servicios públicos básicos. Según los resultados de nuestro protocolo hasta un 83% de los centros se consideran que se sitúan en zonas urbanas localizadas en barrios, con frecuencia en el casco antiguo e inmediaciones o sectores populares, que disfrutan de un nivel de servicios públicos debidamente atendido: colegio, centro de salud, plazas públicas o sitios de esparcimiento, mercado, etc..

Realmente este dato es muy beneficioso para el sistema de protección ya que una de las funciones básicas del centro es integrar socialmente al menor en el ámbito ciudadano en que se localice. Es importante que el edificio se encuentre incorporado urbanísticamente a zonas dotadas de servicios públicos y disponga de fácil accesibilidad. Los centros aislados o incomunicados de las zonas de densidad urbana dificultan labor de integración y el acceso a los servicios públicos. Los centros no urbanizados dificultan en gran medida la integración comunitaria que va unida a la necesidad de ofrecer a los niños y adolescentes atendidos la oportunidad de desarrollarse en un ambiente lo más normalizado posible.

La amplia mayoría de los centros de protección se ubican en zonas dotadas socialmente, sin embargo, existen un grupo de centros, en torno al 15% que no cumplen los requisitos de idónea localización para garantizar la función de la integración social. De éstos, 22 centros se hallan situados en zonas urbanas pero infradotadas de servicios públicos, en las cuales los colegios, el centro de salud, o los espacios de ocio urbano se localizan a distancia. En estos centros el acceso a los servicios públicos es más complejo y limita la práctica o utilización de los mismos. Se trata de centros que se ubican en barrios o zonas pobremente dotadas y con escasos recursos públicos.

Además, hay 13 centros que se ubican en lugares aislados, fuera del casco urbano o en zonas muy apartadas. Son centros en los que se imposibilita el ejercicio de la función integradora de los menores y se dificultan notablemente el acceso a los servicios públicos básicos. Son centros pocos adecuados, por su localización, para prestar funciones de protección e integración de los menores tutelados. Además, de ellos, 8 se sitúan en zonas en los que ni siquiera acceden los medios de transportes público, lo que provoca una mayor incomunicación, si cabe, del centro. La incomunicación, el aislamiento de la zona, y la infradotación de servicios incapacita a estos centros para la adecuada función social que realizan con los niños y adolescentes atendidos al dificultarles la normalización que necesitan.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �18� Situación y medios de transporte

SITUACIÓN�Nº CENTROS�%��Núcleo urbano dotado�200�82,98%��Núcleo urbano infradotado�22�9,14%��Lugar aislado con transp.�5�2,07%��Lugar aislado sin transp.�8�3,32%��Sin especificar�6�2,49%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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En razón de la titularidad de los centros, se advierte que la mayor parte de los centros públicos se encuentran localizados en zonas urbanas adecuadamente dotadas, excepto 5 de ellos que presentan déficit de servicios públicos. Respecto a los centros privados, también la inmensa mayoría se ubican en zonas urbanas dotadas socialmente, no obstante, 17 se hallan en barrios urbanos infradotados, y 13 se encuentran aislados y sin servicios públicos.

Según la tipología, resulta que: 12 centros de acogida inmediata se localizan en zonas debidamente dotadas, si bien, en tres se advierten deficiencias de servicios públicos; la inmensa mayoría de las casas se ubican en terreno urbano dotado de servicio, sólo 4 casas se encuentran aisladas del casco urbano y 14 residencias se sitúan en zonas deficientemente urbanizada, 8 aisladas, y de ellas 4 sin acceso a transporte público.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �19� Situación y medios de transporte según tipología

SITUACIÓN�Núcleo urbano dotado�Núcleo urbano infradot.�Lugar aislado con transp�Lugar aislado sin transp.�Sin

especificar�TOTAL��Centro de acogida �12�3�0�1�1�16��Residencia�57�14�4�4�1�79��Casa�131�5�1�3�4�140��TOTAL�200�22�5�8�6�241��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �20� Situación y medios de transporte según titularidad

SITUACIÓN�Núcleo urbano dotado�Núcleo urbano infradot.�Lugar aislado con transp�Lugar aislado sin transp.�TOTAL��Junta de Andalucía�15�4�0�0�19��Diputación Provincial�14�1�0�0�15��Ayuntamientos�1�0�0�0�1��Instituc. Religiosas�66�9�1�3�79 ��Inst. sin ánimo de lucro�103�8�4�5�120��Ent. con ánimo de lucro�1�0�0�0�1��Sin especificar�����6��TOTAL�200�22�5�8�241��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Además de la condiciones urbanísticas de la zona en la que se ubican los centros hemos tratado de evaluar la interrelación del centro con el entorno institucional y social que rodea a los niños. Para ello, partiendo de la propia valoración aportada por los centros, hemos cruzado la información con los datos registrados sobre la utilización por parte del centro del sistema sanitario público y el sistema educativo, así como otros elementos que medían las relaciones con las instituciones sociales más próximas, y en función del contacto que los niños mantenían con sus vecinos y los centros municipales de cultura, ocio y deportes. Con ello hemos tratado de verificar la conexión del centro con la sociedad más próxima, y hasta qué punto se ofrecen condiciones favorables para la integración comunitaria de los niños y adolescentes y se les facilita un ambiente lo más normalizado posible.

Con toda esta información y acumulación de datos hemos construido un indicador que aplicado sobre los distintos centros, nos da los resultados que constan en la tabla.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �21� Interrelación con el entorno institucional y social

INTERRELACIÓN�Nº CENTROS�%��Muy baja�10�4,15%��Baja�54�22,41%��Media�42�17,43%��Buena�98�40,66%��Muy buena�31�12,86%��Sin especificar�6�2,49%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Como vemos, más del 50% de los centros se encuentran bien interrelacionados con su entorno institucional y social más próximo - un 40,66% bien, y un 12,86% muy bien-. Sin embargo, un 4,15%, los más aislados, presentan una relación muy baja con su medio. En torno al 23% se relacionan deficitariamente. Y de forma media alrededor del 18% de los centros.

En general, apreciamos que se ha avanzado notablemente en la normalización social de los centros. Hoy día, se advierte una tendencia de franca apertura de los centros hacia el exterior y de conexión con las estructuras societarias más importantes. Es habitual que los niños protegidos acudan a los colegios públicos, asistan a los centros de salud, participen en las casas de la cultura, y que practiquen deportes en las instalaciones o escuelas deportivas municipales. Los centros se han abierto a su realidad social más próxima, y los niños acogidos se desenvuelven con normalidad en los medios urbanos donde viven; ello ha supuesto una enorme contribución a la integración de los menores.

La población en acogimiento residencial

A la luz de las visitas a los centros hemos demandado la relación de los niños internados en cada uno y hemos registrado los datos generales básicos para conocer la población que es acogida residencialmente por nuestro sistema de protección.

En primer lugar, hemos analizado el número total de niños y adolescentes en atención residencial, su distribución por edad, si son niños y niñas, y el reparto provincial de la acogida. Estos datos simplemente nos permiten evaluar el alcance de la demanda de niños en acogimiento residencial, pero sin entrar a valorar otros condicionamientos personales y sociales de los mismos. No cabe duda que, a través del contacto mantenido con los niños, sus educadores y las declaraciones de los directores de los centros, se ha podido observar que las características personales de los niños, niñas y adolescentes son muy diversas, aunque es frecuente encontrar ciertos elementos comunes de problemas de aprendizaje, psicológicos y de comportamiento asociados a conductas inadaptadas. En todo caso, reservamos estos condicionamientos personales de los niños acogidos al capítulo del perfil del niño y adolescente institucionalizado que abordaremos con posterioridad, en el que tendremos la ocasión de analizar las claves psicológicas de la medida de protección y los condicionamientos personales de los niños residenciados.

Como cuestión previa habría que advertir que, aunque la ocupación total de los días de las visita ha quedado establecido en 2.530 plazas, cuando analizamos la población atendida sumamos sólo 2.380 niños. La diferencia estriba en aquellos niños que en el día de la visita pudieran estar ausentes por distintas razones.

En cuanto a las características generales de los niños y niñas internados, en función de las tablas que se aportan se deduce lo siguiente:



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �22� Población atendida

MODALIDAD�MENORES�%��Niños�1.319�55,42%��Niñas�1.061�44,58%��TOTAL�2.380�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Predominan los niños sobre las niñas. En los centros residenciales viven 1.319 niños, frente a sólo 1.061 niñas, lo que representa una prevalencia de niño del 55%, y un 45% de niñas. Como se observa, el equilibrio entre sexos que domina la estadísticas generales se distorsiona respecto al acogimiento residencial, imperando el internamiento del niño sobre la niña en un 10%. Quizás la tradición social de las familias facilite, en mejor medida, el acogimiento familiar extenso de las niñas, que se adaptan a los roles impuestos, que los niños que muestran más resistencias. La hiperactividad de los niños también influye en la mayor dificultad para ser acogidos familiarmente.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �23� Población atendida por grupos de edad

EDAD�MENORES�%��De 0 a 3 años�198�8,32%��De 4 a 8 años�459�19,29%��De 9 a 12 años�668�28,07%��De 13 a 16 años�793�33,32%��De 17 a 18 años�262�11,01%��TOTAL�2.380�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Por grupos de edades, se ha recopilado la información por bloques de 0 a 3 años, de 4 a 8 años, de 9 a 12 años, de 13 a 16 años, y 17 a 18 años. Y como se observa en el gráfico se conforma una línea creciente hasta los 16 años, que después decrece. De la información obtenida se deduce lo siguiente:

De 0 a 3 años, la incidencia de internamiento es menor; sólo un 8% de los niños residentes. Las razones de la baja tasa se debe a una serie de circunstancias que influyen: la menor repercusión de intervención de protección de menores sobre estas edades, lograr más oportunidades de acogimiento familiar extenso en estos casos, la permanencia en los centros se hace más reducida en función de la importancia de la reintegración familiar del niño en edades tan tempranas, y otras serie de factores que recomiendan que el internamiento sólo esté indicado como medida de estudio, diagnóstico, para fomentar un programa de intervención familiar, o para la preparación del acogimiento familiar.

De 4 a 8 años la tasa de residentes crece aproximadamente al 20 %. En estas edades, los incumplimientos de los deberes de los padres frente a sus hijos aumenta, y las intervenciones aplicando medidas de protección se incrementan. Por otra parte, en los casos de los grupos de hermanos, los más pequeños suelen desenvolverse en estas edades, y la dinámica familiar e interventora les perjudica, demorando la intervención, y cuando ésta se realiza, el acogimiento familiar extenso es más difícil, y el familiar ajeno significa la ruptura familiar con los hermanos, además de la mayor complejidad implícita al integrarse un grupo de hermanos.

De 9 a 12 años la curva inflacionista se mantiene al alza, y sube hasta el 28%. Generalmente comprende niños que ya presentan dificultades especiales o tienen añadido déficits educativos o de integración. Son niños que han sufrido significativos períodos de privación, y en los cuales el acogimiento familiar se hace ya más difícil. La permanencia de estos niños en los centros es más extensa y duradera.

Los ya adolescentes de 13 a 16 años, integran el grupo más representado en los centros residenciales, alcanzan más del 33% del total de los internados. Son los adolescentes internos en centros residenciales a los que se les presentan mayores dificultades para acceder al acogimiento familiar extenso o ajeno, o incluso, ellos mismos, prefieren residir en un centro institucional antes que integrarse en otra familia. Constituyen el colectivo mayoritario de las residencias, y permanecen en las mismas largos períodos de tiempo. Son también los menores tutelados que al alcanzar la mayoría de edad en los centros, carecen de familia y medio humano que los acoja adecuadamente.

De 17 a 18 años la incidencia baja al 11%. Hay que considerar que este grupo de edades sólo comprende a los mayores agrupados en 2 años, mientras el resto de grupos integraban unidades de un tramo de 4 años. Hemos preferido unificarlos de forma diferenciada ya que este grupo constituye los futuros extutelados y después trataremos de verificar con ellos el ejercicio de la función del retorno e integración social de los mismos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �24� Población Atendida por edades y provincias

EDAD  > >�0 A 3

�4 A 8�9 A 12��PROVINCIA�MEN.�%�MEN.�%�MEN.�%��Almería�25�1,05%�46�1,93%�64�2,69%��Cádiz�19�0,80%�58�2,44%�127�5,34%��Córdoba�26�1,09%�49�2,06%�52�2,18%��Granada�26�1,09%�90�3,78%�117�4,92%��Huelva�18�0,76%�59�2,48%�65�2,73%��Jaén�14�0,59%�34�1,43%�35�1,47%��Málaga�36�1,51%�73�3,07%�104�4,37%��Sevilla�34�1,43%�50�2,10%�104�4,37%��TOTAL�198�8,3%�459�19,3%�668�28,1%��

EDAD  > >�13 A 16

�17 A 18�TOTAL��PROVINCIA�MEN.�%�MEN.�%�MEN.�%��Almería�52�2,18%�12�0,50%�199�8,36%��Cádiz�127�5,34%�36�1,51%�367�15,42%��Córdoba�71�2,98%�18�0,76%�216�9,08%��Granada�136�5,71%�51�2,14%�420�17,65%��Huelva�59�2,48%�11�0,46%�212�8,91%��Jaén�57�2,39%�19�0,80%�159�6,68%��Málaga�153�6,43%�66�2,77%�432�18,15%��Sevilla�138�5,80%�49�2,06%�375�15,76%��TOTAL�793�33,3%�262�11,0%�2.380�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Respecto a la distribución territorial de los niños y adolescentes internados, la tabla anterior nos muestra unos resultados equilibrados, destacándose dos grupos de provincias, unas de mayor incidencia, y otras, de menor ocupación. Entre las primeras, despunta Málaga, con 432 niños, y una tasa del 18,15%, seguida de Granada con 420 niños que representan el 17,65%, y después muy igualadas, Sevilla con 375 niños y Cádiz con 367 niños, que supone el 15,76% y 15,42% respectivamente. Sin embargo, entre las provincias que menos niños tienen internados, sobresale Jaén con sólo 159 niños internos , y Almería con 199 niños. Huelva y Córdoba presentan valores próximos, 212 y 216 respectivamente.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �25� Población residencial en función de la tipología del centro

TIPOLOGÍA�NIÑOS�%��Centro de acogida�190�7,99%��Residencia�1.288�54,12%��Casa�902�37,89%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Como se observa en la tabla, y como hemos comentado, la mayor parte de los niños se hallan internados en residencias y casas, más del 90%, mientras que en centros de acogida sólo permanecen un 8% de niños. Ello evidencia la preeminencia de la función residencial frente al resto de funciones integrativas del sistema de protección de menores: diagnóstico, estudio, intervención familiar, preparación para el acogimiento, etc

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �26� Población atendida según medida aplicada

MEDIDAS APLICADAS�NIÑOS�%��Tutela�1.750�73,53%��Guarda�512�21,52%��Sin especificar�118�4,95%��TOTAL�2.380�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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En este cuadro se caracteriza la población atendida en función de la medida aplicada para promover el internamiento, ya sea, a través de la tutela adquirida al formular la declaración de desamparo, o la guarda, acreditada a instancia de los padres, cuando padezcan enfermedades graves o circunstancias que recomienden esta medida de apoyo familiar. Estas cifras reflejan la preeminencia de la medida de tutela frente a la de guarda, superando anteriores situaciones de excesos de la situación de guarda. La nueva Ley de Protección Jurídica del Menor, reformando el artículo 172 del Código Civil, restringe la utilización de la figura de la guarda, que sólo será aceptable en casos de circunstancias graves, sometida a unos plazos concretos, y siempre en beneficio del menor.

El cuadro no registra aquellos casos en los cuales las medidas de tutela o guarda aún no se han decretado, y el niño o adolescente se haya internado sin una previa declaración formal. Estos casos desde la óptica de los centros, que se desenvuelven apartados de la dinámica administrativa de las intervenciones del SAN, pasan desapercibidos, y se computan como tutela o guarda según la propia información de que dispongan los centros.

Aparte de los datos generales sobre la población objeto de acogimiento residencial, a lo largo de la investigación hemos deducido la elevada presencia de niños y adolescentes de dos tipos sociales específicos.

En primer lugar hemos detectado la altísima presencia de niños y adolescentes del pueblo gitano, superando ampliamente la tasa poblacional que el colectivo gitano alcanza en nuestra sociedad. Según los datos de población facilitado por el Instituto de Estadística de Andalucía las personas del pueblo gitano en la Comunidad Autónoma constituyen un colectivo entorno a las 300.000 personas, que representan un 4,3% de la población total. Sin embargo, en los centros hemos detectado la presencia de 550 niños y adolescentes del colectivo gitano, que supone un 23% del total de los niños en acogimiento residencial. Sin duda la provincia de Granada obtiene la tasa más llamativa. Es decir, la incidencia de la intervención con menores del pueblo gitano es cinco veces superior a la media de la población. La alta presencia de niños gitanos en los centros residenciales es una evidencia deducida en las visitas. Este dato puede encerrar variados y complejos condicionamientos sociales y étnicos, y juicios de valor respecto a la actuación de las administraciones públicas de menores.

También hemos acreditado la creciente frecuentación de niños y sobre todo adolescentes inmigrantes, especialmente árabes provenientes del Magreb. Utilizando los propios datos de la Dirección General de Atención al Niño a fecha de enero de 1998 se hallaban internados en los centros residenciales de la Comunidad Autónoma Andaluza 82 menores inmigrantes. Además, se evidencia una tendencia creciente, en el mes de marzo de 1996 habían 46 internados.

La organización de los centros.

Los requisitos administrativos

Todas las entidades, servicios y centros de servicios sociales de la  Comunidad Autónoma Andaluza están obligados a cumplimentar una serie de requisitos administrativos para su adecuado funcionamiento y el desarrollo de la acción social que persiguen. Se trata de establecer una medida de garantía y control frente a la iniciativa pública o privada que emprenda actividades de servicios sociales de cara a la defensa del interés público relevante y de los derechos de los ciudadanos usuarios del recurso. 

Como ya sabemos, la regulación normativa queda recogida en el Decreto 87/1996, de 20 de febrero, sobre autorización, registro, acreditación e inspección de las entidades y centros, siendo de aplicación a las entidades incluidas en el ámbito competencial de los servicios sociales de Andalucía y a los servicios y centros de servicios sociales, tanto públicos, de titularidad de las distintas Administraciones Públicas, como privados con o sin ánimo de lucro, que se encuentren ubicadas o que actúen en el territorio andaluz. 

Se entiende por centro la unidad orgánica y funcional, dotada de una infraestructura material con ubicación autónoma e identificable, donde se desarrollan las prestaciones o programas de servicios sociales.

De este modo, los servicios y centros de servicios sociales, y entre ellos los de protección de menores, quedan sujetos:

al cumplimiento de los requisitos materiales y funcionales, tanto generales como específicos para cada tipo de centro.

al régimen de autorizaciones administrativas de los órganos competentes de la Administración de la Junta de Andalucía.

al régimen de registro.

al régimen de acreditación.

al control e inspección de las Administraciones Públicas competentes. 

El referido Decreto 87/1996 establecía un período transitorio de tres años para que los centros y servicios se adaptarán a los nuevos requisitos administrativos previos a la instalación y al funcionamiento, de tal modo, que a la fecha de las visitas, transcurso del año 1998, nos encontrábamos dentro del período transitorio para la adecuación de los centros. Ello justifica la dificultad para ajustar la información aportada a la realidad administrativa de los centros. Además los propios responsables de los centros desconocen los trámites administrativos que demanda la nueva norma, y se muestran perplejos ante las exigencias burocráticas. Como veremos, la mayor parte de los centros declaran que han solicitado de nuevo la autorización y se hallan en trámite. Sin embargo, detectamos que muchos de los centros que manifiestan haber tramitado su petición, una vez contrastada la información con los datos de la administración, se deduce que tal petición formal de autorización e inscripción no consta formalmente o no se han dado cumplimiento a los requisitos legales para su resolución favorable. En fin, en estos temas estrictamente administrativos, desde la posición de los centros, reina mucha confusión, y habrá que esperar la documentación oficial que resulte. Con todo, a continuación aportaremos los datos elaborados en función de la información facilitada por los propios centros.

La autorización administrativa persigue verificar que el centro reúne los requisitos y condiciones necesarios para poder garantizar a sus destinatarios -los niños- la calidad de las prestaciones y una asistencia adecuada. Las condiciones mínimas, materiales y funcionales, para la autorización administrativa de los centros han sido determinadas en la Orden de la Consejería de Asuntos Sociales, de 29 de febrero de 1996, y atienden primordialmente a los siguientes aspectos: 

condiciones físicas y arquitectónicas.

instalaciones y equipamiento.

condiciones higiénico-sanitarias y de seguridad.

adecuación de las diferentes zonas del centro.

condiciones funcionales relativas a la garantía de los usuarios, normas de régimen interno, régimen de precios, contabilidad, recursos humanos y otros aspectos que resulten necesarios para permitir un adecuado funcionamiento del centro. 

Demandada la información sobre la autorización de funcionamiento del centro a los respectivos Directores, nos aportan los resultados que se expresan en la tabla siguiente: 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �27� Centros de menores autorizados

ESTÁN AUTORIZADOS�Nº CENTROS�%��No�4�1,66%��En trámite�215�89,21%��Sí�20�8,30%��No sabe / No contesta�2�0,83%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como se observa la inmensa mayoría de los centros afirman encontrarse en trámite administrativo -la concesión de la licencia de autorización de funcionamiento-. De ellos, 20 centros declaran disponer de la preceptiva autorización, y tan sólo 4 centros reconocen no haberla solicitado. Según la confirmación oficial de la Dirección General de Atención al Niño, estos datos merecen ser puestos en tela de juicio, ya que los centros consideran que su autorización se halla en trámite, pero no realizan los actos necesarios para obtener la declaración administrativa. También, es necesario advertir que estos datos se obtienen a fecha del día de la visita, y que con el curso del tiempo es posible que se hayan incrementado los porcentajes y centros autorizados.

En todo caso, resulta que sólo una minoría se encuentra al corriente legalmente de los débitos administrativos precisos para obtener la oportuna autorización de funcionamiento. Evidentemente, esta situación deberá corregirse, ya que la licencia de funcionamiento es la garantía requerida para avalar la adecuación del centro a la función que va a prestar. En sentido positivo, nos consta la reacción que ha provocado la referida  norma de autorización en el conjunto de la red de centros de protección de menores. En el curso de las visitas practicadas hemos podido advertir cómo muchos de estos centros se encontraban en obras de adaptación del edificio a las nuevas exigencias de condiciones mínimas del Decreto aplicable, y se estaban asumiendo cambios organizativos significativos en orden a la cumplimentación de los requisitos de calidad requeridos en la norma: incorporación de personal técnico especializado, desarrollo de programas individuales y terapias psicológicas, elaboración de reglamento de régimen interno, incremento de plantilla, reestructuración orgánica, etc.

Esperemos que una vez superado el plazo de los tres años de régimen transitorio, que ha cumplido en marzo de 1999, la administración de menores exija a los centros la correcta adecuación a la normativa de mínimos y se obtengan las oportunas licencias de autorización de funcionamiento. 

Una vez lograda la autorización de funcionamiento es preciso inscribir el centro en el registro. El registro tiene carácter público, y constituye un instrumento de conocimiento, planificación, ordenación y publicidad de los servicios sociales existentes en la Comunidad Autónoma de Andalucía. Todos los centros de protección de menores que hayan obtenido la autorización de funcionamiento deben inscribirse en el registro general de centros y servicios. La inscripción se realizará de oficio con ocasión de la autorización administrativa.

Instada la información a los responsables de los centros, obtenemos los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �28� Centros de menores registrados

ESTÁN REGISTRADOS�Nº CENTROS�%��No�5�2,07%��En trámite�199�82,57%��Sí�23�9,54%��No sabe / No contesta�14�5,81%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Las cifras son similares a las obtenidas para el caso de las autorizaciones, como no podía ser de otro modo. No obstante, de igual manera, hay que relativizarlas, ya que la mayoría -199 centros- que se encuentran en trámite se hallan a resultas de la concesión de la licencia de autorización de funcionamiento. Según las manifestaciones de los responsables de los centros sólo 23 centros de protección de menores se encuentran correctamente inscritos en el registro de centros de servicios sociales. 

A pesar de que el Decreto de autorizaciones y registro es relativamente reciente, lo cierto es que los centros desenvuelven su actividad, en parte, desprendidos de las exigencias administrativas adoptadas como garantía del servicio público que se presta. Sirva de atenuante el régimen transitorio previsto en la norma, sin embargo, aproximándonos al final del plazo determinado, cabría exigir un mayor nivel de cumplimiento y adecuación a los requisitos materiales y funciones de los servicios de protección de menores. A bien seguro, se precisa una directa intervención administrativa dirigida a exigir la observación de la disposición jurídica y el control administrativo del sector de los centros de menores.

Aunque los centros de protección de menores se unen jurídicamente a la Junta de Andalucía a través de convenio de vinculación, lo cierto es que el Decreto 87/1996 prevé la acreditación de los referidos centros para concertar servicios con la administración autonómica. La norma no llega a regular el procedimiento de acreditación, sólo lo contempla como una posibilidad, pero no articula los instrumentos de normalización. En el protocolo incluimos una pregunta dirigida a valorar los centros que se encontraban acreditados para concertar sus servicios; no obstante, la confusión que padecen los centros ante la naturaleza jurídica del convenio y la concertación, por otra parte lógica, a resultas de la dificultad técnica reinante, nos ha recomendado excluir los resultados en función del escaso valor que presentaban.

Otro aspecto revisable se refiere al ejercicio de la función de control e inspección de los servicios y centros de protección de menores. La función de control e inspección se considera esencial para garantizar el cumplimiento de los requisitos materiales y funcionales mínimos y salvaguardar la prestación del servicio público. Sin embargo, de lo actuado resulta que aproximadamente la mitad de los centros nunca han recibido una inspección de la administración de los servicios sociales o menores para comprobar el cumplimiento de la legalidad y la adecuación de los centros y de la actividad que se presta a unos niveles de calidad y asistencia exigibles. 

La siguiente tabla nos expone la situación registrada:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �29� Inspecciones recibidas

HAN RECIBIDO�Nº CENTROS�%��0 Inspecciones�116�48,13%��1 Inspección�87�36,10%��2 Inspecciones�20�8,30%��3 Inspecciones�11�4,56%��4 Inspecciones�0�0,00%��5 Inspecciones�1�0,41%��6 Inspecciones�1�0,41%��No contesta�5�2,07%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.
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Si bien, es verdad, que los centros reconocen como inspección las distintas visitas de funcionarios de la administración que persiguen finalidades diversas. Por ejemplo, así se nos explicaba, estiman haber recibido una inspección cuando la Intervención General realizó visita a una serie de centros para evaluar el grado de eficacia, eficiencia y economía de la gestión de los centros, o cuando el Servicio de Atención al Niño realiza una visita pausada al centro para verificar determinados aspectos de la situación de los niños, o cuando se realiza la preceptiva visita de control para otorgar la licencia de autorización de funcionamiento. Ciertamente, estas visitas representan verdaderas medidas de control e inspección sobre los centros. 

La eficacia de la normativa y de su cumplimiento queda condicionada a la aplicación sistemática de planes de inspección, que centrados en la función evaluadora, traten de fomentar actitudes favorables entre los profesionales y la promoción de pautas de buena práctica. 

Entendemos que para garantizar el cumplimiento de la legalidad, la adecuación de los requisitos administrativos y funcionales de los centros, y preservar la calidad de las prestaciones y asistencia se deberían establecer de forma sistemática inspecciones a los centros de protección de  menores, que permitan,  prevenir actuaciones incorrectas y promover un régimen de control que invite a los centros a atenerse en rigor a lo establecido con carácter general. El atenuado seguimiento de los niños por parte de los SAN, más la ausencia de las visitas de inspección y control a los centros, viene generando un ambiente de desatención y despreocupación, que irrita a los centros celosos en un buen ejercicio de sus funciones, e invita a los centros menos competentes a no mejorar ni incrementar los mínimos de calidad.

Del mismo modo se aprecia en los resultados del Protocolo que ningún centro de protección de menores ha sido sancionado por incumplimiento de la legalidad en el ejercicio de sus funciones.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �30� Sanciones recibidas

SANCIONES�Nº CENTROS�%��No han sido sancionados�238�98,76%��Sancionados�0�0,00%��No sabe / No contesta�3�1,24%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Realmente las posibilidades de sancionar sin la previa tipificación de las infracciones y sanciones legales eran inviables jurídicamente. El Título IV de la nueva de Ley 1/1998, de 20 de marzo de 1998, de los derechos y la atención del menor da respuesta a esta necesidad legal del sistema y ofrece la cobertura jurídica para perseguir las infracciones que atenten contra la legalidad establecida. El tiempo transcurrido entre el dictado de la ley y la práctica de nuestras visitas es demasiado reducido para juzgar la eficacia sancionadora de la actuación administrativa. No obstante, ha de esperarse que la administración de protección de menores desarrolle las funciones de control e inspección y, a su vez, promueva las sanciones oportunas cuando se evidencie la comisión de una infracción. 

En definitiva, es necesario que la administración de protección de menores persiga la normalización jurídica del sector. De este modo, se debe exigir la total cumplimentación de los requisitos administrativos precisos para el otorgamiento de la licencia de autorización de funcionamiento y su inscripción en el registro de centros y servicios, desarrollar funciones de inspección y control de un modo sistemático y operativo, y promover la potestad sancionadora cuando se acredite la comisión de una infracción contra los derechos de los niños protegidos o vulneración de la legalidad formal, todo ello, en aras a garantizar la calidad de la prestación y asistencia debida.

La dirección y planificación de los centros.

Con un mayor detalle, la Orden de mínimos de 29 de febrero de 1996 demanda que todos los centros ofrezcan actividades planificadas y recogidas en una programación anual, donde se recogerán los objetivos, metodología y calendarios de las mismas. Asimismo, al finalizar el año se exige la elaboración de una memoria donde se valorarán aquellas medidas que pudieran servir para mejorar la programación futura. 

La norma reivindica el sometimiento de la actividad de los centros de protección de menores a las funciones de planificación y programación, y exhorta a la cumplimentación de una Memoria anual de actividades, con determinación de objetivos, recursos, plazos y logros alcanzados. 

Demandando a los centros información sobre la redacción de una Memoria de actividades, hemos obtenido los siguientes resultados:



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �31� Se realiza anualmente Memoria de Actividades

REALIZA MEMORIA�Nº CENTROS�%��No�45�18,67%��Memoria Informal�125�51,87%��Memoria de Planificación�59�24,48%��No sabe / No contesta�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Así, consta que 45 centros no realizan ninguna tarea dirigida a elaborar una Memoria sobre las actividades desarrolladas por el centro. Tampoco somete su organización a las funciones de planificación y programación de funciones, con asignación de recursos y plazos de ejecución.  Son centros que funcionan de un modo muy informal, conducido por una organización meramente doméstica y familiar, exento de cualquier nota burocrática.

Otros 125 centros, la mayoría, alegan realizar una Memoria de actividades, pero cuando demandamos copia de la misma, refieren que es informal, no escrita, o, a veces, no es más que un breve resumen de actividades, recursos económicos y personal. En todo caso, estos centros no se someten a un actividad planificada y programada conforme a las definiciones dadas en la Orden de mínimos. 

Tan sólo 59 centros de protección de menores, que representa el 24,5%, declaran que somete su actividad a una memoria planificada del trabajo. Siendo éste un elemento organizativo positivo, no obstante, la eficacia de estas memorias también habrá que ponerlas en entredicho debido a la carencia de la determinación de objetivos evaluables y las dificultades de cuantificar y mediar los aspectos cualitativos de la función que se presta. 

La carencia de las memorias de actividades ya fue señalada por la Intervención General de la Junta de Andalucía en la auditoría practicada a fines del año 1996. Decía el informe: “Los centros no tienen fijados objetivos concretos y cuantificados a nivel global por cada uno de los departamentos. Este hecho junto con la imposibilidad de obtener información estadística sobre la actividad nos impide valorar la actividad en términos de eficacia y eficiencia.” . El dictamen que parte de un trabajo de campo de 16 centros de menores de titularidad de la Junta de Andalucía -tres de ellos de reforma-, relata que: “En algunos casos, los centros no disponen de memoria anuales, ni de estadísticas, así como de los resultados obtenidos, de ahí que no podamos expresar una opinión sobre las actividades realizadas y sobre el grado de consecución de los objetivos”. Más adelante denuncia que algunos  centros carecen de programación y memoria anual de actividades, donde se recojan los objetivos, metodología y calendarios de las mismas. 

La Intervención General también abordó la planificación de objetivos, y constató la ausencia de objetivos formalmente establecidos y aprobados por los distintos centros auditados. Determinaba los siguientes aspectos de mejora: “los objetivos deben ser medibles y estar cuantificados; además de establecerse objetivos educativos y asistenciales, los centros deben establecer objetivos de gestión; y todos los objetivos deben estar aprobados por los distintos Servicios y la Dirección General, para posteriormente supervisar su consecución.”

Ciertamente, en materia de programación y planificación de los centros de protección de menores queda mucho por hacer, si bien, es verdad, que establecer un sistema general para las diversas tipologías de centros es complejo y quizás contraproducente. No es lo mismo una residencia pública, con una amplia plantilla, que una casa regida por una comunidad de pocas personas. Habrá que articular un régimen que permita ofrecer vías de planificación y determinación de objetivos según la dimensión del centro y las características de la organización. Además, hay que mejorar e incrementar los sistema de información, y exigir la realización de Memorias de actividades.

También nos hemos interesado por saber si se realizan auditorías externas para mejorar la eficacia y eficiencia de los centros. Los resultados son contundentes. De la totalidad, 205 centros manifiestan no haberse sometidos a ninguna auditoría externa. Sólo 16 centros declaran haberse sujetado al control de un proceso de auditoría, básicamente son los centros públicos que soportaron la auditoría de la Intervención General de la Junta de Andalucía. 



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �32� Se practican auditorías externas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�205�85,06%��Sí�16�6,64%��No sabe / No Contesta�20�8,30%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Evidentemente la práctica de auditorías externas es un instrumento valioso para mejorar la eficacia y eficiencia de las organizaciones, y sería deseable prodigar la función auditora en los centros de menores como mecanismos de corrección y superación de las deficiencias organizativas. 

Respecto a la dirección de los centros, la Orden de mínimos exige que cada centro debe contar con un Director/responsable, debidamente acreditado por la entidad titular, con titulación de grado medio como mínimo o experiencia constatada en puesto similar de tres años. 

Según el Manual de Buena Práctica sería deseable exigir la concurrencia de una serie de requisitos personales y profesionales para ocupar una plaza de director de un centro de menores. Estos son los siguientes:

conocimientos profesionales relacionados con el área de trabajo y con la administración de las organizaciones.

conocer la atención residencial.

conocimiento de la legislación relativa a la protección infantil y competencias.

conocimientos y habilidades que hagan posible las funciones y competencias asignadas. 

Desde el punto de vista de las capacidades sería recomendable disponer de capacidad de liderazgo, manejo de relaciones interpersonales y coordinación de profesionales.  

En nuestro Protocolo, al observar la estructura de la plantilla, constatamos que de los 241 centros visitados, 94 cuentan con un Director responsable, y que 147 carecen de directivo específico del centro. Ello se debe a que las ONG colaboradoras, titulares de las casas de protección, nombran un coordinador/responsable de la entidad en la provincia, o para un conjunto de casas, y éstas son gestionadas y dirigidas desde una estructura orgánica diferenciada a las que rigen o gobiernan las casas, que son habitualmente los propios educadores. De este modo, hemos encontrado muchas casas que son dirigidas y gestionadas a distancia, desde los servicios centrales de la entidad colaboradora. 

Otra de las realidades de dirección más significativas se refiere a la capacitación de las personas que asumen las funciones de dirección de los centros de protección de menores. No estamos en disposición de poder evaluar la valía profesional de los directores de los centros; no obstante, a lo largo de la investigación, sí hemos podido formarnos una opinión sobre nuestros interlocutores, y en síntesis, deducimos  que se trata de personas comprometidas en la función social que realizan, aunque, a veces, disponen de escasa experiencia en materia de protección de menores; además, hemos advertido deficiencias en el nivel de especialización técnica para asistir a niños con problemáticas complejas y dirigir un equipo de personas que prestan atención directa a los niños. La variabilidad de los centros y las diversas características de las entidades colaboradoras dificultan un abordaje más específico sobre la condición de los directores o coordinadores de un centro de menores. 

Sí podríamos ofrecer distinciones entre los directores de centros de titularidad pública y privada. 

Los directores de los centros públicos se quejan de que tienen que asumir la responsabilidad de la gestión y actividad del centro pero carecen de instrumentos reales para gobernar la institución. Ciertamente, los directores públicos sólo disponen de un control atenuado de los elementos organizativos. El personal es de plantilla sujeto a un convenio colectivo ajeno a los propios intereses del centro, la selección se realiza a través de la bolsa de empleo general de la Junta de Andalucía, sin sujeción a los perfiles que la función necesita, y en general, la capacidad para administrar y dirigir el  personal se encuentran muy condicionadas por el régimen jurídico, los sindicatos, y los intereses laborales de los trabajadores. Igualmente, disponen de potestades muy limitadas en orden a la administración presupuestaria del centro; como veremos más tarde, el centro se gestiona económicamente desde la administración de menores, y los directores carecen de competencias para adoptar medidas económicas aplicables al centro. Los directores de los centros públicos sienten que ostentan la dirección pero que no gobiernan en realidad. También se quejan de la ausencia de dirección técnica y organizativa por parte de los Servicio de Atención al Niño y Dirección General sobre los aspectos cualitativos de la atención a los niños. Lamentan tanto la ausencia de directrices, como el apoyo preciso para desarrollar las labores de dirección y gestión del personal y la actividad asistencial con los niños. Todas estas circunstancias perfilan un director de centro público sometido a una fuerte presión personal, por arriba -el SAN- y por abajo -el personal- que acaba crispando su ánimo, y lleva implícito más cambios de los convenientes.

El director del centro privado responde a una condiciones organizativas distintas. Generalizar es muy difícil por la diversidad de situaciones registradas. No obstante, sí conviene matizar los aspectos menos beneficiosos. En primer lugar, es desventajoso el hecho de que muchos centros carezcan de director efectivo, y se gobiernen a distancia, además de restarle a los niños una persona de apoyo y de garantía de sus derechos, pierden la referencia ante los conflictos con los educadores. La falta de director o coordinador del centro compromete las garantías de los niños, y la supervisión de sus educadores. Por otra parte, las entidades colaboradoras disfrutan de una amplia libertad para designar a las personas responsables de los centros -no están sujetas a la supervisión de los SAN-, y a veces, la selección se practica más, en clave de confianza personal y proximidad, que en función de la valía profesional y especialización. La experiencia previa y profesionalidad en la función de protección de menores son referencias que, a veces, se salvan en la selección de los directores de centros privados. Con frecuencia, se priman valores éticos y morales concretos sobre la oportunidad de elegir los profesionales más experimentados y competentes técnica y personalmente.  

Para garantizar la defensa de los derechos fundamentales de los niños internados, interesamos en el Protocolo detectar el conocimiento que el Director y el personal de atención directa, habían alcanzado sobre la legislación de menores y los derechos de los niños.  Aunque la pregunta se realizó de forma directa, y cabía el riesgo de ofrecer respuestas condescendientes que ocultaran la realidad de la cuestión en su debido alcance; la adecuada correspondencia se verificó contrastando la contestación dada con otras respuestas obtenidas en el Protocolo, y además, por parte de los asesores y colaboradores visitantes se articularon una serie de interrogantes dirigidos a medir este conocimiento.  

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �33� Se estudia y conoce por el Director y el personal la Legislación sobre Menores y sus derechos

CONOCE LEGISLACIÓN�Nº CENTROS�%��Deficiente�30�12,45%��Regular�136�56,43%��Bien�60�24,90%��No contesta�15�6,22%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Según los resultados que constan en la tabla, los directores de 60 centros conocen regularmente la legislación sobre los menores y sus derechos, una mayoría amplia -en 136 centros- alegan un nivel de conocimiento medio, aunque, a nuestro criterio, y según la breve evaluación practicada presentan manifiestas deficiencias, y 30 centros reconocen que carecen de una adecuada formación normativa.

La importancia de este elemento de conocimiento es significativa. El director, que es el responsable de la guarda del niño, se debe convertir en el garante de sus derechos y responsable de una adecuada asistencia de calidad. Además, la magnitud de los últimos cambios normativos en la esfera de los derechos del niño, y en especial en el sistema de atención a la desprotección, recomiendan mantener un elevado nivel de formación y pericia en orden a la tutela de los derechos de los niños. Un director que no conozca de forma detenida la regulación del sistema de protección de menores y  reconozca sus derechos, se encuentra en franca desventaja para desarrollar una labor de garantía y asistencia. 

En síntesis, según nuestro estudio, los centros están dirigidos por personas comprometidas en la función de protección de menores, pero no siempre disponen de la adecuada profesionalidad y especialización. Desde nuestra óptica, la administración de protección de menores debería actuar respecto a la dirección de los centros, en dos sentidos: uno, en relación a los  públicos, incrementando las facultades necesarias para ejercer adecuadamente el gobierno del centro; y respecto a los centros privados, establecer criterios adecuados para la designación de sus directores, de forma que se sujeten a un perfil profesional y laboral adecuado, de modo que se garantice la experiencia previa y la adecuada competencia y especialización. 

Los Convenios de Colaboración.

La Orden de 23 de abril de 1991 regula la colaboración de las Instituciones Auxiliares de protección de menores con la Consejería en materia de atención a los niños, y establece el marco de actuación y el régimen jurídico aplicable.

Se consideran Instituciones Auxiliares a las Corporaciones Locales, Instituciones y Asociaciones o Fundaciones Privadas sin ánimo de lucro, que actualmente o en lo sucesivo ejerzan, entre sus actividades, la guarda de  menores objeto de protección en régimen de internamiento.

La colaboración con las Instituciones Auxiliares se materializa a través de Convenios . Los referidos Convenios regulan las obligaciones recíprocas entre las partes. La citada Orden reguladora especifica el siguiente contenido mínimo:

Por parte de la Junta de Andalucía:

Informe de la situación de los menores cuya guarda se encomienda, a través de cuanta documentación sea precisa, así como de cualquier modificación significativa en la situación legal del menor.

Abonar, por los conceptos y en las cuantías establecidas en el Anexo II, los gastos derivados de la atención integral de cada menor, primando la atención más personalizada. No obstante, respecto de los centros de Primera Acogida se abonará, además, una cantidad diaria por cada plaza reservada no ocupada.

Abonar los gastos extraordinarios determinados por prescripción facultativa y que se deriven de especiales circunstancias físicas o psíquicas del menor, condicionado a la existencia de la correspondiente dotación presupuestaria

Por parte de las instituciones auxiliares:

Obligaciones derivadas del ejercicio de la guarda de menores, con el consecuente sometimiento a las directrices, inspección y control de la Consejería de Asuntos Sociales.

Informar periódicamente acerca de la evolución del menor y de los cambios sustanciales que le afecten, así como los que pudieran originarse en el funcionamiento del centro y sus responsables.

Facilitar el seguimiento técnico de los menores y la labor inspectora de la Administración.

Promover, si procede, las relaciones familiares del menor en las condiciones que se establezcan por el órgano competente.

Guardar secreto de la información obtenida y de los datos de filiación de los acogidos.

El referido régimen obligacional específicado en cada Convenio viene a establecer las contrapartidas entre los centros y la administración de menores, básicamente  la atención y el cuidado de los niños a cambio de la compensación de los gastos suplidos, y se aplica a todos los centros de protección menos los propios de la Junta de Andalucía. 

La concertación de los servicios de acogimiento residencial por parte de las administraciones públicas con Instituciones religiosas y ONG de la infancia es una práctica desarrollada tradicionalmente. El Decreto 2 de julio de 1948, por el que se aprobaba el texto refundido de la legislación sobre protección de menores contemplaba la configuración de estas instituciones auxiliares que de forma habitual colaboraban con la administración asistencial en el cuidado y atención de los niños desprotegidos. La siguiente tabla nos expone el año que le consta a los centros haber iniciado su relación, a través del Convenio, con la administración de protección de menores:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �34� Desde cuándo se halla el centro concertado/conveniado

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��1975�1�0,45%��1979�1�0,45%��1980�1�0,45%��1982�1�0,45%��1985�1�0,45%��1986�1�0,45%��1987�10�4,50%��1988�6�2,70%��1989�18�8,11%��1990�17�7,66%��1991�24�10,81%��1992�19�8,56%��1993�13�5,85%��1994�8�3,60%��1995�4�1,80%��1996�10�4,50%��1997�9�4,05%��No contesta�78�35,14%��TOTAL�222�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El Convenio modelo que aporta la Orden comentada prevé una vigencia anual, susceptible de prorrogarse automáticamente si no media denuncia expresa de algunas de las partes.  Demandada información a los centros sobre el período de concertación, la inmensa mayoría reconocía la vigencia anual del Convenio, aunque se dan excepciones justificadas por las relaciones conveniadas antes de la referida Orden. La tabla siguiente expone la situación registrada.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �35� Cuál es el período de concertación

AÑOS�Nº CENTROS�%��Uno�189�85,14%��Dos�1�0,45%��Tres�2�0,90%��Cuatro�2�0,90%��No contesta�28�12,61%��TOTAL�222�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los mayores problemas de relaciones entre las partes sujetas a Convenio se verifican respecto al cumplimiento del deber de abonar las cantidades económicas para sufragar los costes del mantenimiento de los centros y la asistencia a los niños. En el Protocolo hemos centrado la investigación en torno a esta realidad económica que soportan los centros colaboradores. En la Oficina existían antecedentes de quejas formuladas por las entidades y asociaciones colaboradoras respecto a las demoras con que la Delegación de Asuntos Sociales afrontaba las obligaciones económicas con los centros y las dificultades que generaban financieramente a las instituciones. En los casos estudiados se habían detectado situaciones de elevadas demoras en el pago de la contribución económica a los centros.

Según el artículo 10 de la Orden citada, el importe de las prestaciones económicas se abonarán por meses vencidos al Director del Centro en el que los menores se encuentren atendidos. Sin embargo, la situación reflejada en las tablas confeccionadas muestran retrasos significativos. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �36� Cuántos meses se demoran los pagos

MESES�Nº CENTROS�%��Ninguno�11�4,95%��Un mes�27�12,16%��Dos meses�32�14,41%��Tres meses�98�44,14%��Seis meses�37�16,67%��Nueve meses�0�0,00%��Doce meses�3�1,35%��No contesta�14�6,31%��TOTAL�222�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como se observa en la tabla, el plazo medio de percepción de las prestaciones económicas se sitúa alrededor de los tres meses. Según la Orden, el centro deberá remitir, en los cinco primeros días de cada mes, la nómina de los niños acogidos y la liquidación de haberes, a la Delegación Provincial de Asuntos Sociales, que deberá promover el expediente administrativo económico para liquidar la deuda. Entre la tramitación y liquidación se suelen consumir los dos o tres meses de tiempo que tardan los centros en recibir el dinero. Hemos detectado situaciones y momentos  en los que las demoras se hacen más extensas y llegan a alcanzar los seis meses de retraso. 

Por otra parte, las demoras se mantienen sistemáticamente; es decir, son regulares, ya que de los 222 centros sujetos a Convenio, 168 manifestaron padecer continuamente los retrasos en el pago. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �37� Cuántas veces se demoran los pagos

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Ninguna�3�1,35%��Alguna vez�1�0,45%��A veces�28�12,61%��Regularmente�168�75,68%��No contesta�41�9,91%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El dilatado retraso en los pagos es motivo de frecuente preocupación por parte de los centros, ya que genera desconfianza y puede llegar a comprometer las finanzas de los centros. No obstante, pese a la mantenida impuntualidad de pagos de la Junta de Andalucía, los centros de menores muestran una sensación de relativa tranquilidad ante la situación actual, al haber superado anteriores épocas donde las demoras eran más extensas y les generaban severas restricciones financieras. En parte hay cierto conformismo sobre los retrasos. 

La tabla siguiente trata de mostrar la intensidad de los problemas financieros que las demoras de pago provocan en los centros.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �38� El retraso genera problemas financieros

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�102�45,95%��Sí�109�49,10%��No contesta�11�4,95%��TOTAL�222�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Básicamente la mitad de los centros colaboradores alegan padecer crisis financiera más o menos intensa debido a la demora en los pagos por parte de la administración de menores. Las demoras de los pagos comprometen la capacidad financiera de Entidades que carecen de potencial económico para asumir unos niveles de gastos corrientes importantes al tratarse de servicios asistenciales que precisan un volumen de personal. 

Hemos advertido situaciones en las que las demoras en los pagos, incluso, llegan a comprometer el abono de las nóminas del personal. Así de los 222 centros sujetos de Convenio, en 18 de ellos se denuncia haber padecido dilaciones en el pago de los salarios.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �39� El retraso ha llegado a dificultar el abono de la nómina

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�195�87,84%��Sí�18�8,11%��No contesta�9�4,05%��TOTAL�222�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El personal de los centros de protección.

El sistema de protección de menores es primordialmente un servicio de atención humana, nada menos que sustitutorio de la familia, donde las personas que cuidan a los niños inciden directamente sobre un haz de facultades íntimamente ligadas a los derechos más esenciales de los niños. En especial, los educadores realizan una tarea profesional capital para la vida y desarrollo de los niños y adolescentes objeto de su atención y cuidados. De tal modo, que el éxito o fracaso de la medida de acogimiento residencial va a depender en gran medida de la calidad humana y profesional de las personas que ejercen las funciones de atención y guarda.

El Manual de Buena Práctica recoge reflexiones similares a las que sustentamos, al apreciar que la calidad de la atención residencial depende, en gran parte, de la calidad y competencia del personal que la sustenta. Refleja que “Los Servicios de Protección Infantil y, en su caso, las entidades concertadas, velarán porque los recursos humanos dedicados a la atención residencial sean gestionados de acuerdo con criterios de calidad y con las tendencias actuales en gestión y desarrollo de personal. El personal deberá tener la cualificación técnica apropiada al desempeño de sus funciones, incluyendo los conocimientos y habilidades específicas necesarias, actualizadas y mejoradas a través de la formación continuada y la supervisión”.

Evaluar la calidad humana o profesional de los educadores y monitores que cuidan a los niños internos en los centros de protección es una función difícil y compleja que escapa a la posibilidades de medición y objetivación. No obstante, sí es conveniente valorar distintos aspectos de la estructura y organización del personal que nos ayudará a conocer e interpretar la situación de los centros que cuidan a los niños desprotegidos. 

Antes de proceder al estudio de los aspectos cuantitativos y cualitativos del personal de los centros de menores, debemos reflejar la normativa que existe sobre esta cuestión.

La Orden de mínimos establece que todos los centros contarán con personal suficiente y con la titulación adecuada de acuerdo con el tipo de actividad desarrollada. Dicta que las plantillas deberán figurar en el organigrama del centro. 

Respecto a los requisitos funcionales de estos Centros, se contienen las siguientes previsiones respecto al personal: 

Los centros contarán con el apoyo de un equipo técnico especializado, compuesto, al menos, por un psicólogo/a, y un trabajador/a social. 

El número de profesionales de atención directa educativa será el adecuado al número de plazas y estructura del centro, a los programas que se desarrollen y a las características de los menores, no existiendo en ningún caso una ratio inferior al 0,10.

Se tenderá a que el personal educativo de atención directa sea diplomado en Ciencias Sociales o de Educación y preferentemente ostente la titulación de educador social. 

Contarán con suficiente personal de servicio y el personal específico necesario dependiendo de las características del centro. 

Los centros de acogida inmediata dispondrán de un equipo técnico propio compuesto al menos por 1 psicólogo, 1-2 trabajadores sociales y un médico-pediatra, éste último a tiempo parcial. 

Respecto a los centros de acogida inmediata la ratio del personal de atención directa en relación a los menores residentes, no será inferior a 0,20 y ésta se verá incrementada hasta 0,33 cuando los menores sean recién nacidos. 

La normativa de centros viene a establecer unas dotaciones mínimas para garantizar el adecuado funcionamiento de la actividad objeto de regulación. Habrá que entender que estas referencias son las indicaciones de plantillas que deben respetar los centros de protección: equipo técnico especializado, una ratio de educadores y monitores de atención directa, titulaciones adecuadas a la función que prestan, y una mayor dotación de medios y cualificación en los centros de acogida inmediata.

Desde el punto de vista organizativo, éstas son las exigencias normativas establecidas para los centros de protección tanto de los propios como de los colaboradores. 

Es nuestra intención valorar previamente los aspectos organizativos netos para después evaluar las orientaciones funcionales. 

El análisis de la organización del personal ofrece múltiples datos y elementos de gestión que nos sitúa en perfectas condiciones para deducir consideraciones generales del sistema de protección de menores. Especialmente, surgen elementos de evaluación entre las redes públicas y privadas, sobre el alcance de la asistencia, la diversa tipología de centros y sobre los procedimientos de gestión. 

En el Protocolo hemos interesado las siguientes cuestiones sobre el personal de los centros: la plantilla real de los centros, el índice de personal respecto a los menores atendidos, la distribución funcional de la plantilla, puntualidad en el percibo de las retribuciones, el estado de liquidez frente a la Seguridad Social, la conflictividad laboral en el centro, el establecimiento de los sistema de selección, la comunicación a la administración de menores de las alteraciones de las plantillas, el sistema de formación, la participación de objetores y voluntarios, y por último, la supervisión de los equipos. En total, una batería de preguntas que nos alumbrará sobre la organización del personal de los centros y sobre el funcionamiento de la actividad. 

Las plantillas de los centros.

En el curso de la cumplimentación del Protocolo en las visitas a los centros, hemos demandado información sobre la plantilla real disponible para atender a los menores internados. Nos referimos a la plantilla que es retribuida y vive profesionalmente de la actividad laboral prestada en el centro. 

Con carácter general, la normativa no ofrece ninguna indicación directa sobre las condiciones organizativas de la plantilla, habrá que estar a la propia dinámica de la actividad de protección. Y ello, dependerá, sobre todo, del tipo de centro, ya que no es lo mismo un centro de acogida inmediata que una casa hogar, y de la titularidad de los mismos. 

En la tabla siguiente hemos dispuesto los resultados conforme al dimensionamiento de las plantillas y en función del número de niños atendidos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �40� Plantilla real del centro y niños atendidos

PLANTILLA 

REAL�Nº 

CENTROS�%�PLANT TOTAL�%�Nº NIÑOS�%�RATIO��1 trabajador�31�12,86%�31�1,46%�179�7,04%�0,17��2 trabajadores�56�23,24%�112�5,29%�342�13,46%�0,33��3 trabajadores�32�13,28%�97�4,56%�201�7,91%�0,48��4 trabajadores�14�5,81%�56�2,65%�109�4,29%�0,52��Entre 5 y 9 trabajadores�51�21,16%�336�15,85%�572�22,51%�0,59��Entre 10 y 19�25�10,37%�328�15,47%�446�17,55%�0,74��Entre 20 y 29�7�2,90%�166�7,83%�125�4,92%�1,33��Entre 30 y 49�18�7,47%�690�32,55%�411�16,17%�1,68��Entre 50 y 99�3�1,24%�188�8,87%�96�3,78%�1,96��Más de 100�1�0,41%�116�5,47%�56�2,20%�2,07��No contesta�3�1,24%�0�0,00%�4�0,16%�-��TOTAL�241�100,00%�2.120�100,00%�2.541�100,00%�0,83��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los datos que se registran son abiertamente límites. Expliquemos la apreciación:

Partimos del hecho constatado de que la suma de las plantillas reales de todos los centros de protección totalizan un resultado de 2.120 trabajadores que cuidan de 2.541 niños -es el valor de ocupación media- . Es decir, la ratio general de trabajadores del sistema de protección por niño atendido es de 0,83. En principio, la ratio general nos parece adecuada y proporcionada a las actuales necesidades del sistema de protección de menores. El esquema general quedaría representado por un centro de 10 niños cuidado por 8 profesionales. Son estos valores razonables y positivos. En su conjunto, y a tenor de otras referencias consultadas, podemos decir que la población profesional que atiende a los niños residentes es ajustada a la demanda de las necesidades de los centros. 

Ahora bien, el problema surge cuando observamos que la distribución de los recursos humanos es francamente dispar. Según resulta en la tabla, existen 31 centros de protección que son atendidos sólo por una persona, y otros 56 centros en el que sólo trabajan 2 personas. Tres profesionales cuidan de los menores en 32 centros de protección, y por último, en 14 centros la plantilla está conformada por 4 trabajadores. En este polo de la atención, resulta que en el 55,18% de los centros -generalmente las casas- son cuidados sólo por el 13,96% de los recursos humanos del sistema. O dicho de otra forma, 133 centros de protección son atendidos por un conjunto de 296 trabajadores y, además, asisten a 831 niños, que suponen el 32,70% del total. Extrapolando, obtenemos que el 14% de los recursos humanos cuidan del 32% de los niños atendidos.

En el otro extremo de la tabla, 4 centros, que representan el 1,65% de los centros, disponen de unas plantillas que suman 304 personas y que suponen el 14,34% del conjunto de todos los trabajadores. Así resulta que 4 centros ocupan más personal que otros 133 centros y sólo atienden a 152 niños, el 6% del total de los internos. 

Los resultados nos muestran una realidad dual límite. Conviven unos pocos centros muy dotados con un gran volumen de centros infradotados de profesionales. 

En valores intermedios se comprende un grupo muy elevado de centros. Podríamos construir dos referencias: una quedaría representada por centros con plantillas medias entre los 5 a 19 trabajadores, de los cuales disponemos de 76 centros que aglutinan al 31,32% de los recursos humanos -664 profesionales-; y otra constituida por un grupo de centros de 20 a 49 trabajadores, que incluyendo al 10,37% del conjunto del sistema, alcanza altos niveles de dotación laboral, al aproximarse al 40,38% de la totalidad de los trabajadores. Este último bloque sólo atiende a 535 niños. 

Evidentemente, la situación analizada registra valores muy dispares, y responde a una serie de condicionamientos organizativos que repercuten intensamente en los modelos de intervención.  

Simplificando, se deducen dos sistemas o modelos de organización del personal contrapuestos:

Uno queda conformado por las casas de protección que pertenecen a los centros colaboradores. Según consta en nuestra investigación, la ocupación media de niños es de 6,54 por casa, y la tasa de trabajadores se sitúa en valores muy bajos, en concreto una ratio de 0,54 trabajadores por niño. Son estas casas donde viven en torno a 6 niños que son atendidos por una, dos o máxime tres personas, que realizan unas jornadas de trabajo maratonianas. A este perfil responden algunas casas gestionadas por ONG de infancia que prestan servicios como entidades auxiliares del sistema de protección de menores. Son centros donde un grupo de 5 a 8 niños vive con una o dos cuidadoras, en un régimen de normalización familiar. El personal que presta servicio está unido a las ONG en unas condiciones laborales precarias, una relación de pseudovoluntarismo que encierra amplias jornadas y salarios muy bajos. Hemos advertido en la investigación casas regidas por una persona joven que trabajaba las 24 horas del día, los 365 días del año, por un sueldo que no superaba las 70.000 pesetas al mes. La penuria de la cantidad compensatoria que la administración de menores destina a los centros, determina la aparición de recursos escasamente dotados y salarios paupérrimos en el sector de las entidades colaboradoras. Ya tendremos ocasión de profundizar en la realidad económica de los centros más tarde. Sí conviene indicar que estas condiciones de trabajo determinan la selección del personal -es difícil que profesionales experimentados soporten estas condiciones laborales.-, el régimen jurídico -abundan contrataciones parciales, precarias y al margen de las garantías legales- y el grado de satisfacción del personal. En su vertiente positiva habría que señalar que las personas que trabajan en estos centros se encuentran motivadas y comprometidas socialmente, y que conforman un régimen de vida muy similar a las familias normalizadas.

En el otro frente, nos encontramos con los centros de acogida o residencias de la Junta de Andalucía o Diputaciones, atendidos por amplias plantillas de funcionarios o personal laboral de la administración. Son centros propios con plantillas que duplican y triplican el número de niños internados. El personal es seleccionado por las Bolsas Generales de empleo de la Junta de Andalucía sin sujección a perfiles específicos de la atención a los menores de protección, y el régimen jurídico aplicable queda constituido por el Convenio Colectivo del personal laboral de la Junta de Andalucía, con un modelo de inspiración netamente funcionarial en el que la defensa de los intereses corporativos ha terminado afectando al sistema público de protección de menores.

A continuación disgregamos la tabla anterior, para distinguir el volumen de las plantillas y los niños atendidos en función de la titularidad.  Incorporamos a continuación una nueva tabla general sobre la ratio de trabajador por niño atendido según la titularidad de los centros.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �41� Plantilla real de centros públicos y niños atendidos

PLANTILLA REAL�Nº CENTROS�%�PLANT. TOTAL�%�Nº 

NIÑOS�%�RATIO��Entre 5 y 9 trab.�5�14,29%�36�3,26%�41�6,22%�0,88��Entre 10 y 19

 trab.�7�20,00%�95�8,60%�79�11,99%�1,20��Entre 20 y 29�5�14,29%�122�11,04%�89�13,51%�1,37��Entre 30 y 49�14�40,00%�548�49,59%�298�45,22%�1,84��Entre 50 y 99�3�8,57%�188�17,01%�96�14,57%�1,96��Más de 100�1�2,86%�116�10,50%�56�8,50%�2,07��No contesta�0�0,00%�0�0,00%�0�0,00%���TOTAL�35�100,00%�1.105�100,00%�659�100,00%�1,68��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �42� Plantilla real de centros privados y niños atendidos

PLANTILLA REAL�Nº CENTROS�%�PLANT. TOTAL�%�Nº

 NIÑOS�%�RATIO��1 trabajador�31�15,05%�31�3,05%�179�9,51%�0,17��2 trabajadores�56�27,18%�112�11,05%�342�18,17%�0,33��3 trabajadores�32�15,53%�97�9,53%�201�10,68%�0,48��4 trabajadores�14�6,80%�56�5,53%�109�5,79%�0,52��Entre 5 y 9 trab-�46�22,33%�300�29,56%�531�28,21%�0,56��Entre 10 y 19 trabajadores�18�8,74%�233�22,96%�367�19,50%�0,63��Entre 20 y 29�2�0,97%�44�4,34%�36�1,91%�1,22��Entre 30 y 49�4�1,94%�142�13,99%�113�6,00%�1,26��No contesta�3�1,46%�0�0,00%�4�0,21%���TOTAL�206�100,00%�1.015�100,00%�1.882�100,00%�0,54��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �43� Cuadro resumen por titularidad

TITULARIDAD�Nº CENTROS�%�PLANT. TOTAL�%�Nº 

NIÑOS�%�RATIO��Público�35�14,52%�1.105�52,12%�659�25,93%�1,68��Privado�206�85,48%�1.015�47,88%�1.882�74,07%�0,54��TOTAL�241�100,00%�2.120�100,00%�2.541�100,00%�0,83��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La tabla precedente muestra una realidad contundente. El sector público con 1.105 trabajadores, el 52% de los recursos humanos, atiende al 25% de los niños del sistema, exactamente 659. Mientras que el sector privado colaborador, con 1.015 profesionales, que suponen el 48% del conjunto, guarda a 1.882 niños, cerca del 75% de la totalidad de los internados. 

En el sector público, 1,68 trabajadores atienden a un niño, mientras que en el sector privado 0,54 trabajadores cuidan del mismo niño. Es decir, la prevalencia de personal del sector público sobre el privado es del 3 sobre 1. Si además sumamos a este dato el componente económico del coste de las plantillas, las diferencias se extreman. 

También queremos reflejar la influencia que el tipo de centro presenta respecto a la dotación del personal. La siguiente tabla nos ilustra sobre la situación registrada.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �44� Cuadro resumen por tipología

TITULARIDAD�Nº CENTROS�%�PLANT. TOTAL�%�Nº 

NIÑOS�%�RATIO��C. Acog. 

Inmediata�16�6,64%�348�16,42%�214�8,42%�1,63��Residencia�79�32,78%�1.320�62,26%�1.368�53,84%�0,96��Casa�146�60,58%�452�21,32%�959�37,74%�0,47��TOTAL�241�100,00%�2.120�100,00%�2.541�100,00%���Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como se observa, la tipología del centro coincide en gran medida con los resultados sobre la titularidad de los mismos, en el sentido que la mayor parte de los centros de acogida inmediata y residencias pertenecen a la red de centros públicos, y por tanto, sostienen niveles de plantillas elevados. En concreto, disfrutan de una ratio del 1,63 y 0,96 respectivamente; mientras que las casas, regidas por instituciones religiosas y ONG de infancia disponen de un nivel de recursos humanos bajo, con una ratio de 0,47 trabajadores por niño. 

La diversa funcionalidad de los centros incide, desde luego, en el volumen de la plantilla. Por ejemplo, no es lo mismo un centro de acogida inmediata, donde se debe verificar el estudio y diagnóstico de los niños, y la terapia con las familias, que una casa donde los plazos de guarda se alargan, y se configuran como grupos de convivencia de normalización familiar.

Por tanto, como vemos, la mayor parte de las plantillas de protección de menores se concentran en los centros de acogida inmediata y residencias del sector público, y escasean en las casas del sector privado sujeto a convenio.

Como vamos viendo, las conclusiones sobre las estructuras de las plantillas emergen de forma natural, señalando una importante aglutinación en los centros públicos sobre los privados y en las casas de acogida y residencias respecto a las casas de protección. No obstante, antes de deducir consideraciones generales, pensamos que es preferible seguir avanzando en los perfiles organizativos de las plantillas de los centros de protección. Y para progresar, nos interesa deducir de los datos generales de las plantillas cuántas personas se dedican a la atención directa a los niños. 

La plantilla del personal de atención directa.

Nos referimos a las personas que se encuentran en contacto directo con los niños y se ocupan de su cuidado, educación y de convertirse en adultos de referencia de los menores internados. La figura central de la atención directa quedaría constituida por los Educadores, a los cuales el Manual de Buena Práctica le asigna, entre otras, las siguientes funciones:

participar en la elaboración de los planes de intervención.

atender y supervisar al niño y adolescente.

ejercer de tutor.

participar en la evaluación de los resultados obtenidos.

contribuir en la toma de decisiones que afecten a los niños.

planificar y realizar las tareas educativas, lúdicas y de orientación. 

Las funciones del educador son capitales para el desarrollo del programa de acogimiento residencial. 

Uno de los indicadores más fiables para medir la calidad de la atención residencial consiste en analizar la dotación de educadores en los centros y justamente, éste es el siguiente paso que vamos a dar a la luz de los datos reflejados sobre las plantillas totales de los centros. Pasamos, pues, a estudiar qué parte del personal se dedica a la atención directa de los niños. 

Comprendemos incluida dentro de la asistencia de atención directa, las categorías de Educadores, Monitores y Auxiliares, porque aunque éstos últimos realicen sólo tareas de colaboración con los primeros, en realidad se encuentran en contacto directo con los niños y pasan mucho tiempo con los menores, e influyen intensamente en sus vidas. Además, las denominaciones dadas en los centros no siempre se encuentran homologadas, a veces, funciones de educadores se realizan por personas que se clasifican de forma dispar. Pensamos que incluyendo estas tres categorías incorporamos la parte de la plantilla que incide más directamente sobre los menores internados y reflejamos con mayor fidelidad la realidad detectada.

Las tablas siguientes nos reflejan el estado de las plantillas de atención directa.

�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �45� Plantilla Atención Directa del centro y niños atendidos

PLANTILLA AT. DIRECTA MENOR�Nº CENTROS�%�Nº

TRABAJAD.�%�Nº 

NIÑOS�%�RATIO��1 trabajador�38�15,77%�38�3,11%�233�9,17%�0,16��2 trabajadores�66�27,39%�132�10,79%�421�16,57%�0,31��3 trabajadores�34�14,11%�102�8,34%�261�10,27%�0,39��4 trabajadores�29�12,03%�116�9,48%�294�11,57%�0,39��Entre 5 y 9�34�14,11%�210�17,17%�493�19,40%�0,43��Entre 10 y 19�24�9,96%�311�25,43%�482�18,97%�0,65��Entre 20 y 29�8�3,32%�191�15,62%�241�9,48%�0,79��Entre 30 y 49�2�0,83%�66�5,40%�52�2,05%�1,27��Entre 50 y 99�1�0,41%�57�4,66%�56�2,20%�1,02��No contesta�5�2,07%�0�0,00%�8�0,31%�-��TOTAL�241�100,00%�1.223�100,00%�2.541�100,00%�0,48��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En su conjunto, 1.233 profesionales constituyen la plantilla de atención directa, que representan el 57,68% de los recursos humanos del sistema. El resto, el 42,32 realizan funciones de apoyo a la asistencia a los niños: administración, cocina, limpieza, etc. Sin embargo, la proporción de trabajadores que realizan atención directa difiere entre la red pública y la privada. En los centros públicos, el personal de atención directa alcanza el 47,23%, mientras que en la red de centros privados, la cifra se eleva al 68,06%. Este dato de gestión presenta una enorme significación a la hora de valorar las eficiencias de los sistemas, ya que se deduce que en el sector público, el 52,77% del personal se dedican a funciones de cooperación con los educadores y demás personal de atención directa, mientras que en los centros privados el personal de apoyo representa sólo el 31,94% del total de la plantilla. Es decir, en el sector público, 1 de cada 2 realizan funciones de atención directa, sin embargo, en la red de centros privados, la proporción se eleva a 2 de cada 3. Posteriormente presentaremos tablas específicas para cada red, y tendremos ocasión de analizar este efecto más ampliamente.

Analizando los datos de la tabla incorporada resulta que en 38 centros los niños son atendidos sólo por una persona y que en 66 establecimientos son dos los profesionales que asisten a los menores. Así, resulta que respecto a la parte más restrictiva, 167 centros, que son el 69% de la totalidad de la red, se encuentran atendidos por sólo el 31,72% de la plantilla de atención directa. En la otra parte, 3 centros -el 1,25% del conjunto- aglutinan el 11% de los recursos de atención directa. Como se observa, las diferencias entre la red pública y la privada se visionan de forma extrema en los distintos aspectos del análisis de las plantillas. Los centros públicos más cargados de personal y orientados hacia la atención de acogida inmediata y residencia, presentan valores muy superiores respecto a los centros colaboradores que monopolizan la red de casas de protección.

La ratio general de niño atendido se mueve en valores razonables, de 0,48 trabajadores de atención directa por cada niño, sin embargo fluye por valores distanciados entre el 0,16 al 1,02. 

Las siguientes tablas nos ilustran sobre la conformación de la plantilla de atención directa en cada una de las estructuras.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �46� Plantilla Atención Directa de centros públicos y niños atendidos

PLANTILLA AT. DIRECTA MENOR�Nº 

CENTR.�%�Nº

TRABAJAD.�%�Nº

NIÑOS�%�RATIO��2 trabajadores�1�2,86%�2�0,38%�8�1,21%�0,25��4 trabajadores�3�8,57%�12�2,30%�28�4,25%�0,43��Entre 5 y 9�8�22,86%�60�11,49%�105�15,93%�0,57��Entre 10 y 19�15�42,86%�206�39,46%�277�42,03%�0,74��Entre 20 y 29�5�14,29%�119�22,80%�133�20,18%�0,89��Entre 30 y 49�2�5,71%�66�12,64%�52�7,89%�1,27��57 trabaj.�1�2,86%�57�10,92%�56�8,50%�1,02��No contesta�0�0,00%�0�0,00%�0�0,00%�-��TOTAL�35�100,00%�522�100,00%�659�100,00%�0,79��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �47� Plantilla Atención Directa de centros privados y niños atendidos

PLANTILLA AT. DIRECTA MENOR�Nº 

CENTR.�%�Nº

TRABAJAD.�%�Nº 

NIÑOS�%�RATIO��1 trabajador�38�18,45%�38�5,42%�233�12,38%�0,16��2 trabajadores�65�31,55%�130�18,54%�413�21,94%�0,31��3 trabajadores�34�16,50%�102�14,55%�261�13,87%�0,39��4 trabajadores�26�12,62%�104�14,84%�266�14,13%�0,39��Entre 5 y 9�26�12,62%�150�21,40%�388�20,62%�0,39��Entre 10 y 19�9�4,37%�105�14,98%�205�10,89%�0,51��Entre 20 y 29�3�1,46%�72�10,27%�108�5,74%�0,67��No contesta�5�2,43%�0�0,00%�8�0,43%�-��TOTAL�206�100,00%�701�100,00%�1.882�100,00%�0,37��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Por último, y con la intención de reflejar de una manera expeditiva la ambivalencia de los sistemas, recogemos en otra tabla un resumen de la plantilla de atención directa en función de la titularidad. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �48� Cuadro resumen por titularidad

TITULARIDAD�Nº 

CENTR.�%�Nº

TRABAJAD.�%�Nº 

NIÑOS�%�RATIO��Público�35�14,52%�522�42,68%�659�25,93%�0,79��Privado�206�85,48%�701�57,32%�1.882�74,07%�0,37��TOTAL�241�100,00%�1.223�100,00%�2.541�100,00%�0,48��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La tabla refleja la realidad anteriormente comentada. Lo más importante es subrayar que la proporción de plantilla entre el sector público y privado sufre un cambio relevante respecto a los resultados que se ofrecían al valorar las plantillas en su conjunto. La ratio de la plantilla general entre público/privado se establecía en una relación 3/1, mientras que respecto a la plantilla de atención directa la ratio se reduce a 2/1. En concreto los valores son 0,79 trabajadores por niño en el sector público, mientras que la red privada 0,37 trabajadores cuidan a un niño. La estructura pública, con el 42% de los recursos de atención directa, sólo soporta la cobertura del 26% de los niños atendidos, sin embargo, el sistema privado, que posee el 57% de los recursos, atiende al 74% de los niños. 

Hay que destacar que, a pesar de la densidad de las plantillas de los centros públicos, la ratio decrece respecto a los profesionales que realizan atención directa y las diferencias con la red colaboradora se estrechan. La razón de ello es, básicamente, que los centros públicos disponen de amplios porcentajes de plantilla que no realizan funciones de atención a los niños, sino que prestan servicios complementarios o auxiliares: limpieza, cocina, administración, etc. Sin embargo, en los centros concertados el personal de plantilla que realiza estas funciones es más escaso.

Hay un dato significativo que pone en evidencia esta realidad laboral. En los centros públicos, según el Convenio Colectivo de la Junta de Andalucía, el personal laboral de los centros de menores en los cuales su jornada de trabajo coincida con los tiempos de las comidas de los niños tienen derecho a recibir la comida en el propio centro. Se da la circunstancia de que hay centros en los que comen a diario más trabajadores de la plantilla que niños internados, ello exige una mayor dotación de recursos humanos tanto de cocineros como pinches y, en definitiva, se amplía la plantilla en función de los derechos laborales de los trabajadores. La propia amplitud de las plantillas públicas demanda más recursos de administración, cocina y limpieza, y, por tanto, se incrementan las labores no asistenciales de los centros; así se constata un fenómeno de autocrecimiento inducido. 

La siguiente tabla aporta la ratio de profesionales de atención directa según la tipología de los centros. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �49� Cuadro resumen por tipología

TIPOLOGIA�Nº CENTROS�%�Nº

TRABAJAD.�%�Nº

NIÑOS�%�RATIO��C. Acog.

Inmediata�16�6,64%�176�14,39%�214�8,42%�0,82��Residencia�79�32,78%�689�56,34%�1.368�53,84%�0,50��Casa�146�60,58%�358�29,27%�959�37,74%�0,37��TOTAL�241�100,00%�1.223�100,00%�2.541�100,00%�0,48��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Según los resultados, los centros de acogida inmediata presentan una ratio superior, del 0,82 trabajadores por menor, frente a las residencias y casas que obtienen valores inferiores, 0,50 y 0,37 respectivamente. 

La Orden de mínimos establece un indicador de 0,10 trabajadores de atención directa en las residencias y casas, y del 0,20 en los centros de acogida inmediata. Son valores que, con carácter general, a primera vista se consideran cumplidos, no obstante, es conveniente realizar un esfuerzo de análisis. Entendemos que los indicadores que utiliza la norma se refieren a los trabajadores de atención directa que como mínimo deben encontrarse en el centro en presencia física continuada; es decir, que al menos exista una o dos personas de atención directa, según el tipo de centro, por cada diez niños en todo momento. Con lo cual tendremos que encajar el indicador general con un cuadro de turnos de personal que permita la presencia física continuada. Así, en las residencias y casas, se precisará un índice de personal de atención directa de 0,30, mientras que en los centros de acogida se exigirá el 0,60.

En todo caso, la ratio obtenida del estudio de los centros es superior a los indicadores obtenidos. Los centros de acogida con el 0,82 de trabajadores por menor supera el mínimo de 0,60, y en las residencias y casas se rebasa el 0,30. Con ello, reforzamos la valoración anteriormente deducida, en el sentido, de que el sistema de protección de menores no padece una insuficiencia de recursos humanos, sino más bien una pésima distribución de los mismos.

Para disponer de información sobre la distribución de las plantillas de atención directa en las distintas provincias, y advertir indicadores de gestión que nos ayuden a conocer el reparto del personal según las provincias, hemos procedido a aportar tres tablas que ilustran la situación del personal de atención directa del sistema de protección en cada provincia, según la titularidad y la tipología de los centros. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �50� Plantilla Atención Directa al menor del centro y niños atendidos por provincias

PROVINCIA�Nº 

CENTR.�%�Nº NIÑOS�%�PLANT. TOTAL�%�RATIO�Nº TRAB..�%�RATIO��Almería�19�7,88%�194�7,63%�157�7,41%�0,81�80�6,54%�0,41��Cádiz�50�20,75%�422�16,61%�468�22,08�1,11�271�22,16%�0,64��Córdoba�24�9,96%�236�9,29%�205�9,67%�0,87�117�9,57%�0,50��Granada�55�22,82%�436�17,16%�249�11,75%�0,57�145�11,86%�0,33��Huelva�13�5,39%�251�9,88%�150�7,08%�0,60�90�7,36%�0,36��Jaén�13�5,39%�164�6,45%�121�5,71%�0,74�66�5,40%�0,40��Málaga�30�12,45%�448�17,63%�384�18,11%�0,86�199�16,27%�0,44��Sevilla�37�15,35%�390�15,35%�386�18,21%�0,99�255�20,85%�0,65���241�100%�2.541�100%�2.120�100%�0,83�1.223�100%�0,48��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �51� Plantilla Atención Directa del centro y niños atendidos por provincias y titularidad

PROVINCIA�Nº 

CENT.�%�Nº 

NIÑOS�%�PLANT. TOTAL�%�RATIO�Nº TRAB.�%�RATIO��Almería Púb.�2�0,83%�60�2,36%�101�4,76%�1,68%�37�3,03%�0,62��Almería Priv.�17�7,05%�134�5,27%�56�2,64%�0,42%�43�3,52%�0,32��Cádiz Púb.�9�3,73%�140�5,51%�273�12,88%�1,95%�124�10,14%�0,89��Cádiz Priv.�41�17,01%�282�11,10%�195�9,20%�0,69%�147�12,02%�0,52��Córdoba Púb.�3�1,24%�57�2,24%�115�5,42%�2,02%�42�3,43%�0,74��Córdoba Priv.�21�8,71%�179�7,04%�90�4,25%�0,50%�75�6,13%�0,42��Granada Púb.�2�0,83%�37�1,46%�71�3,35%�1,92%�26�2,13%�0,70��Granada Priv.�53�21,99%�399�15,70%�178�8,40%�0,45%�119�9,73%�0,30��Huelva Púb.�5�2,07%�84�3,31%�73�3,44%�0,87%�46�3,76%�0,55��Huelva Priv.�8�3,32%�167�6,57%�77�3,63%�0,46%�44�3,60%�0,26��Jaén Púb.�3�1,24%�66�2,60%�75�3,54%�1,14%�38�3,11%�0,58��Jaén Priv.�10�4,15%�98�3,86%�46�2,17%�0,47%�28�2,29%�0,29��Málaga Púb.�4�1,66%�112�4,41%�181�8,54%�1,62%�81�6,62%�0,72��Málaga Priv.�26�10,79%�336�13,22%�203�9,58%�0,60%�118�9,65%�0,35��Sevilla Púb.�7�2,90%�103�4,05%�216�10,19%�2,10%�128�10,47%�1,24��Sevilla Priv.�30�12,45%�287�11,29%�170�8,02%�0,59%�127�10,38%�0,44��Total Publ.�35�14,52%�659�25,93%�1.105�52,12%�1,68%�522�42,68%�0,79��Total Privad.�206�85,48%�1.882�74,07%�1.015�47,88%�0,54%�701�57,32%�0,37��TOTAL�241�100%�2.541�100%�2.120�100%�0,83%�1.223�100%�0,48��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.







Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �52� Plantilla Atención Directa al menor del centro y niños atendidos por provincias y tipología

PROVINCIA�Nº 

CENT.�%�Nº 

NIÑOS�%�PLANT. TOTAL�%�RATIO�Nº 

TRAB.�%�RATIO��Almería C.A.I.�2�0,83%�13�0,51%�6�0,28%�0,46�5�0,41%�0,38��Almería Resid�5�2,07%�106�4,17%�117�5,52%�1,10�45�3,68%�0,42��Almería Casa�12�4,98%�75�2,95%�34�1,60%�0,45�30�2,45%�0,40��Cádiz C.A.I.�4�1,66%�52�2,05%�95�4,48%�1,83�49�4,01%�0,94��Cádiz Resid.�15�6,22%�186�7,32%�252�11,89%�1,35�135�11,04%�0,73��Cádiz Casa�31�12,86%�184�7,24%�121�5,71%�0,66�87�7,11%�0,47��Córdoba C.A.I.�1�0,41%�11�0,43%�8�0,38%�0,73�5�0,41%�0,45��Córdoba Resid.�9�3,73%�129�5,08%�159�7,50%�1,23�75�6,13%�0,58��Córdoba Casa�14�5,81%�96�3,78%�38�1,79%�0,40�37�3,03%�0,39��Granada C.A.I.�2�0,83%�28�1,10%�40�1,89%�1,43�17�1,39%�0,61��Granada Resid.�8�3,32%�114�4,49%�112�5,28%�0,98�49�4,01%�0,43��Granada Casa�45�18,67%�294�11,57%�97�4,58%�0,33�79�6,46%�0,27��Huelva C.A.I.�1�0,41%�8�0,31%�6�0,28%�0,75�3�0,25%�0,38��Huelva Resid.�9�3,73%�219�8,62%�131�6,18%�0,60�79�6,46%�0,36��Huelva Casa�3�1,24%�24�0,94%�13�0,61%�0,54�8�0,65%�0,33��Jaén C.A.I.�1�0,41%�31�1,22%�39�1,84%�1,26�18�1,47%�0,58��Jaén Resid.�6�2,49%�91�3,58%�68�3,21%�0,75�34�2,78%�0,37��Jaén Casa�6�2,49%�42�1,65%�14�0,66%�0,33�14�1,14%�0,33��Málaga C.A.I.�2�0,83%�23�0,91%�33�1,56%�1,43�16�1,31%�0,70��Málaga Resid.�17�7,05%�355�13,97%�327�15,42%�0,92�163�13,33%�0,46��Málaga Casa�11�4,56%�70�2,75%�24�1,13%�0,34�20�1,64%�0,29��Sevilla C.A.I.�3�1,24%�48�1,89%�121�5,71%�2,52�63�5,15%�1,31��Sevilla Resid.�10�4,15%�168�6,61%�154�7,26%�0,92�109�8,91%�0,65��Sevilla Casa�24�9,96%�174�6,85%�111�5,23%�0,64�83�6,79%�0,48��Total C.A.I.�16�6,64%�214�8,42%�348�16,42%�1,63�176�14,39%�0,82��Total Resid.�79�32,78%�1.368�53,84%�1.320�62,26%�0,96�689�56,34%�0,50��Total Casa�146�60,58%�959�37,74%�452�21,32%�0,47�358�29,27%�0,37��TOTAL�241�100%�2.541�100%�2.120�100%�0,83�1.223�100%�0,48��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El lector interesado podrá observar las diferencias entre las distintas provincias conforme a la titularidad y tipología. No obstante, en todo caso, a nuestro juicio no se objetivan divergencias polares. Los extremos quedan representados por Sevilla y Cádiz que disfrutan de una ratio general del 0,65 y 0,64 respectivamente, mientras que Granada tolera un indicador del 0,33, el resto de provincias se mueve en valores medios entre el 0,40/0,50.

Los psicólogos y titulados. 

Otro elementos esencial, con respecto del personal, para el cumplimiento de las funciones que integran el programa de acogimiento residencial queda constituido por el equipo técnico especializado, compuesto, según la norma de mínimos, al menos por un psicólogo y un trabajador social. Para los centros de acogida se demanda en la norma, un psicólogo, 1 ó 2 trabajadores sociales y un médico-pediatra a tiempo parcial. 

El equipo técnico es primordial para realizar las funciones de estudio, valoración y pronóstico de la situación socio-familiar de los menores, así como de las intervenciones y tratamientos necesarios para promover las medidas más indicadas en beneficio del menor. 

Además, desde nuestra perspectiva, la medida de desamparo debe aportar un plan de intervención que garantice que el menor reciba el apoyo que precisa y que la medida neutralice las carencias y privaciones que ha venido padeciendo; ello exige articular un programa de apoyo y tratamiento psicológico que permita asumir la ruptura familiar, las privaciones y su institucionalización. Las posibilidades de establecer un programa de acogimiento residencial integral pasan por la dotación de equipos especializados y formados en el tratamiento y apoyo psicológico a los menores. De tal modo, que será difícil que un centro sin equipo de técnicos especializados pueda aportar el adecuado tratamiento del niño, y, por tanto, un centro sin equipo es un centro disminuido funcionalmente. 

Los resultados obtenidos muestran un contexto de la red de centros francamente deficitario. Hemos encontrado en los centros un conjunto de 107 titulados, especialmente psicólogos, pedagogos y trabajadores sociales, que trabajan en 48 centros de protección -el 19,92% del total-, mientras que en otros 193 centros -el 80,08%- carecen de equipo de especialistas en la atención y tratamiento de los menores. 

La nota desfavorable en el equipamiento del personal técnico es manifiesta. A nuestro juicio, este dato refleja un realidad muy negativa del sistema de protección, como es la ausencia de recursos profesionales especializados en la atención a los menores internados. Los resultados son concluyentes: 193 centros, el 80% del total, carecen de equipo especializado de tratamiento. La ratio general de dotación de equipos técnicos es baja, sólo el 0,04%, es decir, cuatro profesionales por cada 100 niños y además mal repartidos. La ausencia de apoyo especializado en las casas de protección es casi generalizada, sólo 10 titulados prestan servicios en dicho tipo de centros. Respecto a la titularidad, resulta que la red pública dispone de 57 técnicos, frente al sistema de colaboradores que ocupa a 50. Cifras próximas que reflejan evaluaciones críticas en el sistema público. 

No es necesario insistir. No queda más que constatar la baja dotación de titulados en nuestro sistema de protección de menores; hacer notar la repercusión que tales carencias producen en el tratamiento de los niños y, por último, aportar unas tablas indicativas del reparto de los titulados por provincias, según los centros, por su titularidad y tipología. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �53� Psicólogos y Titulados por provincias

PROVINCIA�Nº 

CENTROS�%�Nº 

NIÑOS�%�PSICOL. 

Y TIT.�%�RATIO��Almería�19�7,88%�194�7,63%�8�7,48%�0,04��Cádiz�50�20,75%�422�16,61%�17�15,89%�0,04��Córdoba�24�9,96%�236�9,29%�3�2,80%�0,01��Granada�55�22,82%�436�17,16%�13�12,15%�0,03��Huelva�13�5,39%�251�9,88%�5�4,67%�0,02��Jaén�13�5,39%�164�6,45%�3�2,80%�0,02��Málaga�30�12,45%�448�17,63%�26�24,30%�0,06��Sevilla�37�15,35%�390�15,35%�32�29,91%�0,08���241�100%�2.541�100%�107�100%�0,04��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �54� Psicólogos y Titulados por provincias (públicos y privados)

PROVINCIA�Nº 

CENTROS�%�Nº NIÑOS�%�PSICOL. Y TIT.�%�RATIO��Almería Pub.�2�0,83%�60�2,36%�8�7,48%�0,13��Almería Priv.�17�7,05%�134�5,27%�0�0,00%�0,00��Cádiz Púb.�9�3,73%�140�5,51%�11�10,28%�0,08��Cádiz Priv.�41�17,01%�282�11,10%�6�5,61%�0,02��Córdoba Púb.�3�1,24%�57�2,24%�0�0,00%�0,00��Córdoba Priv.�21�8,71%�179�7,04%�3�2,80%�0,02��Granada Púb.�2�0,83%�37�1,46%�4�3,74%�0,11��Granada Priv.�53�21,99%�399�15,70%�9�8,41%�0,02��Huelva Púb.�5�2,07%�84�3,31%�0�0,00%�0,00��Huelva Priv.�8�3,32%�167�6,57%�5�4,67%�0,03��Jaén Púb.�3�1,24%�66�2,60%�2�1,87%�0,03��Jaén Priv.�10�4,15%�98�3,86%�1�0,93%�0,01��Málaga Púb.�4�1,66%�112�4,41%�14�13,08%�0,13��Málaga Priv.�26�10,79%�336�13,22%�12�11,21%�0,04��Sevilla Púb.�7�2,90%�103�4,05%�18�16,82%�0,17��Sevilla Priv.�30�12,45%�287�11,29%�14�13,08%�0,05��Total Públ.�35�14,52%�659�25,93%�57�53,27%�0,09��Total Priv.�206�85,48%�1.882�74,07%�50�46,73%�0,03��TOTAL�241�100%�2.541�100%�107�100%�0,04��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.





�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �55� Psicólogos y Titulados por provincias y tipologías

PROVINCIA�Nº CENTROS�%�Nº NIÑOS�%�PSICOL. Y TIT.�%�RATIO��Almería C.A.I.�2�0,83%�13�0,51%�0�0,00%�0,00��Almería Res.�5�2,07%�106�4,17%�8�7,48%�0,08��Almería Casa�12�4,98%�75�2,95%�0�0,00%�0,00��Cádiz C.A.I.�4�1,66%�52�2,05%�4�3,74%�0,08��Cádiz Res.�15�6,22%�186�7,32%�11�10,28%�0,06��Cádiz Casa�31�12,86%�184�7,24%�2�1,87%�0,01��Córdoba C.A.I.�1�0,41%�11�0,43%�1�0,93%�0,09��Córdoba Res.�9�3,73%�129�5,08%�2�1,87%�0,02��Córdoba Casa�14�5,81%�96�3,78%�0�0,00%�0,00��Granada C.A.I.�2�0,83%�28�1,10%�2�1,87%�0,07��Granada Res.�8�3,32%�114�4,49%�10�9,35%�0,09��Granada Casa�45�18,67%�294�11,57%�1�0,93%�0,00��Huelva C.A.I.�1�0,41%�8�0,31%�0�0,00%�0,00��Huelva Res.�9�3,73%�219�8,62%�4�3,74%�0,02��Huelva Casa�3�1,24%�24�0,94%�1�0,93%�0,04��Jaén C.A.I.�1�0,41%�31�1,22%�1�0,93%�0,03��Jaén Res.�6�2,49%�91�3,58%�2�1,87%�0,02��Jaén Casa�6�2,49%�42�1,65%�0�0,00%�0,00��Málaga C.A.I.�2�0,83%�23�0,91%�4�3,74%�0,17��Málaga Res.�17�7,05%�355�13,97%�20�18,69%�0,06��Málaga Casa�11�4,56%�70�2,75%�2�1,87%�0,03��Sevilla C.A.I.�3�1,24%�48�1,89%�14�13,08%�0,29��Sevilla Res.�10�4,15%�168�6,61%�14�13,08%�0,08��Sevilla Casa�24�9,96%�174�6,85%�4�3,74%�0,02��Total C.A.I.�16�6,64%�214�8,42%�26�24,30%�0,12��Total Res�79�32,78%�1.368�53,84%�71�66,36%�0,05��Total Casa�146�60,58%�959�37,74%�10�9,35%�0,01��TOTAL�241�100%�2.541�100%�107�100%�0,04��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La distribución funcional de las plantillas.

La tabla que presentamos a continuación nos muestra la distribución funcional de las plantillas de los centros de protección a tenor de la información que nos han aportado los propios establecimientos. 

La tabla se ha confeccionado con las denominaciones de categorías más utilizadas, tanto en el sector público como privado. Con este conjunto de categorías o grupos profesionales comprendemos a la totalidad de las plantillas. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �56� Distribución de la plantilla

PLANTILLA�Nº�%�CENTROS

CON�%�CENTROS

SIN�%��Director�101�4,76%�86�35,68%�155�64,32%��Psicólogos y Titulados�107�5,05%�48�19,92%�193�80,08%��Educadores�604�28,49%�179�74,27%�62�25,73%��Monitores�206�9,72%�38�15,77%�203�84,23%��Auxiliares�265�12,50%�57�23,65%�184�76,35%��Personal cocina�215�10,14%�93�38,59%�148�61,41%��Personal oficio�397�18,73%�71�29,46%�170�70,54%��Pers. Administrativo�31�1,46%�24�9,96%�217�90,04%��Otro personal�46�2,17%�21�8,71%�220�91,29%��Religiosos�148�6,98%�44�18,26%�197�81,74%��TOTAL�2.120�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A. 

La tabla refleja el número de trabajadores por categorías, los centros que cuentan con dotación de la referida categoría, y aquellos otros que carecen efectivamente de tales profesionales. 

Así resulta:

Que habiendo 101 personas que realizan funciones de dirección o subdirección, sólo 86 centros disponen de director efectivo, mientras que en 155 centros las funciones de dirección o no se ejercen, o se desarrollan por una persona externa al centro, que coordina varios centros desde una estructura administrativa distante. El dato en sí lo observamos muy negativamente, porque refleja la ausencia de las funciones de dirección del centro, con lo que ello lleva de implícito respecto a los derechos y las garantías de los niños frente al centro y frente a sus educadores. 

Los centros cuentan con 107 técnicos, que dan servicios a 48 establecimientos; y 193 centros carecen de personal técnico especializado. Anteriormente ya tuvimos la oportunidad de valorar estas carencias. 

La categoría más mayoritaria queda representada por los educadores, que con 604 trabajadores, que representan el 28% de la totalidad del personal, constituyen la base profesional de los centros. En 179 establecimientos queda constatada la presencia de los educadores, mientras se verifica su ausencia en otros 62 centros, en los cuales los niños y adolescentes son asistidos por monitores o auxiliares, realizando las funciones educativas personal voluntario o contratados externos. 

Las categorías de apoyo a los educadores queda conformada por los monitores y auxiliares que, a veces, presentan distintas denominaciones. Hemos anotado la presencia de 206 monitores y 265 auxiliares. Sin embargo, la implantación de estas categorías es baja, sólo existen monitores en 38 centros y auxiliares en 57 de estos establecimientos. Predominan en los centros públicos. 

El personal de cocina; pinches y cocineros, alcanza la cifra de 215 trabajadores. Se concentran en los centros públicos, y en las residencias y centros de acogida inmediata. En las casas de protección el propio personal que cuida a los niños, ya sean religiosas, educadores o monitores, o el personal de oficio, prepara la comida.

Otros grupos de trabajadores quedan recogidos en la categoría de personal de oficio. En total se registran 397 personas incluidas en este grupo profesional. Son los trabajadores que realizan las funciones de la limpieza y cuidado de las instalaciones y de los servicios de los niños. 

Personal administrativo sólo se ha constatado en 24 centros, con una plantilla de 31 profesionales. Es una categoría que impera en los centros públicos, en los cuales la gestión de personal y documental es más compleja e intensa. En los centros privados las funciones de administración se llevan a cabo por el personal educador o dirección y apenas existen administrativos.

El apartado de otro personal, comprende un grupo de categorías variadas: conductor, jardinero, portero, etc, propias de los grandes centros públicos.

Además, las plantillas quedan integradas por 148 religiosas que prestan servicios profesionales en 44 centros de protección, generalmente, casas.

Los voluntarios y objetores. 

Los centros también reciben el apoyo laboral de personas que se incorporan como voluntarios u objetores que prestan el servicio social sustitutorio, en los centros de protección sin afán retributivo. El sistema de protección de menores es proclive a la atracción de personas que desean realizar labores altruistas en beneficio de los niños desprotegidos. Además, la elevada participación de las ONG de infancia movilizan a muchas personas interesadas en prestar ayuda a estas entidades y a los servicios que presta. 

La tabla siguiente muestra la incidencia del voluntariado en la red de protección: 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �57� Participación del Voluntariado

Nº VOLUNTARIOS�Nº CENTROS�%��Ninguno�69�28,63%��1 voluntario�20�8,30%��2 voluntarios�49�20,33%��3 voluntarios�65�26,97%��4 voluntarios�28�11,62%��Sin especificar�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En 168 centros se constata la presencia de voluntariado y en 69 se verifica su ausencia. Los voluntarios colaboran en los centros con diversas formas de compromiso; a veces, participan en las funciones de divertimento y salidas y excursiones de los niños o adolescentes; en otras ocasiones, realizan labores ordinarias del centro, en calidad de monitores o auxiliares, o incluso educadores; y también, se descubre el funcionamiento del voluntariado de élite, por el cual los centros acceden a servicios profesionales técnicos en función del compromiso de titulados externos, y así reciben servicios voluntarios eventuales de médicos, psicólogos, pedagogos, etc..

El voluntariado se da tanto en los centros privados como públicos, aunque son las ONG de la infancia las que más prodigan tal participación. 

En cuanto a la satisfacción del servicio, las respuestas de los centros han sido dispares, hay entidades que muestran evaluaciones muy positivas, otras son conformistas y, otro grupo, manifiesta sus reservas y críticas al sistema de voluntariado. 

También hemos encontrado objetores de conciencia que prestan el servicio social sustitutorio en algunos centros de protección. La siguiente tabla refleja la situación observada.

�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �58� ¿Cuántos objetores participan?

Nº OBJETORES�Nº CENTROS�%��Ninguno�196�81,33%��1 objetor�16�6,64%��2 objetores�3�1,24%��3 objetores�5�2,07%��4 o más objetores�12�4,98%��Sin especificar�9�3,73%��TOTAL�241�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como se contempla en la tabla, la presencia de objetores es parca en el sistema de protección de menores; 196 centros carecen de tales recursos y sólo 36 centros manifiestan disponer de un objetor que colabora en la institución e incluso, en algunos, la asistencia de los objetores es amplia. 

El coste del personal de los centros. 

En este apartado queremos analizar los costes de las plantillas a “grosso modo”, especialmente, deduciendo las diferencias entre la red de titularidad pública y la estructura de centros colaboradores privados. 

Partimos de unos datos previos, referidos a la plantilla según la titularidad de los centros, ya anteriormente deducidos: el sector público cuenta con una plantilla de 1.105 trabajadores y atiende a 659 niños, mientras que la red privada dispone de una plantilla de 1.015 profesionales y asiste a 1.882 niños. De tal modo que, en el sector público 1,68 trabajadores atienden a un niño, mientras que en el sector privado 0,54 trabajadores cuidan del mismo niño. Es decir, la prevalencia de personal del sector público sobre el privado es de 3 sobre 1. 

A continuación tenemos intención de aportar el componente económico del coste de las plantillas.

Distinguimos según la titularidad:

a) Para los centros públicos partimos de los datos de que disponemos del programa de atención y protección al menor del Presupuesto de la Junta de Andalucía de 1998 y mantenemos la consigna de entender que el índice del coste del trabajador/año de las Diputaciones Provinciales y el Ayuntamiento de Málaga -titular de un centro de acogida inmediata- es similar a los costes de la Junta de Andalucía. Es decir, consideramos que los costes del personal es común en el conjunto de las Administraciones Públicas. Realmente nos consta que las retribuciones del personal de las Diputaciones Provinciales es superior a la de los trabajadores de la Junta de Andalucía, pero a efecto de homologar los costes, eliminamos las diferencias, optando por la referencia más mayoritaria y de menor presupuesto. 

Sabemos por los Presupuestos de 1998 que la Junta de Andalucía dispone de una plantilla de 952 trabajadores y que se habilita un crédito de 4.065 millones de pesetas -Sección 21.00, Programa 2.2.B., Servicio 03, Artículo 13-. En esta plantilla se integran los centros de reforma y otros trabajadores que han sido desplazados a otros centros de servicios sociales. Deduciendo estos elementos, nos restan unos 700 trabajadores laborales que prestan servicios efectivos en centros de protección de menores pertenecientes a la Junta de Andalucía. A ellos habrá que sumarles las plantillas de los centros de las Diputaciones y el Ayuntamiento de Málaga, para alcanzar el valor de la plantilla de 1.105 profesionales de titularidad pública. Extrapolando la cifra presupuestada conforme al número de personas que prestan servicios en el sector público resulta que el personal del sector público cuesta en torno a 4.700 millones de pesetas. Los costes laborales del sector público repercuten en 7.132.000 pesetas/año por niño asistido. 

b) Por otra parte, en los mismos Presupuestos de 1998 consta que la Junta de Andalucía abona a las entidades colaboradoras gestoras de los centros de protección la cantidad de 2.467 millones de pesetas. Si deducimos las cantidades destinadas a alimentación, mantenimiento y gastos corrientes y, según la información contrastada en los centros, en cifras globales el coste del sistema de protección de la red privada en materia de personal viene a ser de 1.300 millones de pesetas al año. Por tanto, los costes laborales de la red privada representan 690.750 pesetas/año por niño. 

Despreciando decimales, los costes laborales de los centros de titularidad pública son diez veces superiores a los costes del personal de los centros privados. De tal modo, que un niño atendido en un centro de menores de una entidad colaboradora cuesta, en gastos de personal, 10 veces menos que si residiera en un centro público.

El sistema de selección del personal. 

La adecuada selección del personal es básica para dotarnos de los profesionales más idóneos en la atención de los niños residenciados. La importancia de la función a desarrollar demanda un estricto ejercicio de selección de profesionales experimentados, formados y comprometidos con la función social que van a prestar. 

De nuevo recurrimos al Manual de Buena Práctica para observar los requisitos exigibles en el proceso de selección del personal. El Manual en su pág. 136 refiere que “Las entidades públicas y las privadas en su caso, se asegurarán de que la selección del personal se lleve a cabo de acuerdo con las especificaciones técnicas de un proceso de selección, atendiendo tanto a la cualificación como a las características personales de los candidatos. la selección deberá estar basada en el análisis de los puestos a desempeñar, incluyendo en este análisis la distribución de funciones, los requisitos para el desempeño de las mismas y las variables de éxito asociadas al desempeño del puesto.”

En la selección de los profesionales del sistema de protección se deberán tener en cuenta que los candidatos reúnan las siguientes características: 

capacidad para reconocer y evitar que interfieran en la tarea a desarrollar los valores y perjuicios personales acerca de los problemas sociales relacionados con la desprotección infantil.

respeto a las diferencias individuales, sociales, culturales y religiosas.

habilidades para las relaciones interpersonales, entre las que se encuentran la habilidad para el respeto hacia su persona.

capacidad de ponerse en el lugar del otro y de empatía. 

autocontrol, buen humor y estabilidad emocional.

capacidad de trabajo en equipo. 

Insistimos en que la adecuada selección del personal es vital, en función de la fuerte implicación humana de la actividad, para desarrollar un programa de acogida residencial eficiente. El éxito o fracaso del programa va a venir dado, en una gran medida, por la calidad del personal de atención. 

En el protocolo le hemos preguntado a los directores si consideran que el sistema de selección del personal que utilizan es el adecuado para servir a un centro de menores y los resultados son los siguientes:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �59� ¿Considera que el sistema de selección del personal es el adecuado para servir a un centro de menores?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�208�86,3%��Sí�33�13,69%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En general, se estima, que el sistema de selección es deficiente y abiertamente mejorable. No obstante, en función de la titularidad, se infieren especificidades propias del régimen jurídico del personal y de las pautas de funcionamiento de cada red.

Así, en el sistema público, se aprecia que el sistema de selección no se adapta ni es ajustado a la función de protección. En general, la selección se verifica a través de las bolsas de empleo de la administración, sin que los candidatos se sujeten a requisitos o caracteres definidos para servir a un centro de protección. Los directores de los centros nos han mostrado su malestar por las reducidas posibilidades que tienen para influir en la selección del personal y la intensa repercusión que una inadecuada selección genera en el centro. El Informe de la Intervención General de la Junta de Andalucía daba cuenta de esta realidad: “el grado de participación de los directores de los centros en la contratación de trabajadores varía dependiendo de los centros. En algunos, se limita a comunicar a las delegaciones la necesidad de personal. En otros, la propia dirección del centro realiza la selección del personal enviado por el INEM. En otros centros existe una bolsa de trabajo, bien la propia de la Consejería de Presidencia o de la delegación”. 

La Intervención General, con moderación, reflejaba que la casuística observada en el proceso de contratación sugiere que en algunos casos se podría contratar personal no adecuado para la labor que se ha de realizar. Igualmente estima que sería conveniente crear bolsas de trabajo para este tipo de centros con el fin de evitar el acceso a los mismos de personal no especializado. 

En los centros privados la selección de los profesionales se suele realizar dentro del contexto social próximo de la entidad titular del centro. La opción se realiza más en función de los compromisos y relaciones personales que respecto a la capacitación profesional. Además, las duras condiciones laborales que se suelen imponer reduce el ámbito de la selección, dificultando el ingreso de profesionales expertos y competentes. 

El sistema de formación del personal.

La adecuada formación del personal constituye otra condición esencial para garantizar la satisfacción del programa residencial.

El medio de protección del menor ha venido sufriendo importantes transformaciones doctrinales y cambios de orientación que exigen una permanente formación y especialización del personal que presta sus servicios en los centros, para adaptarse a las nuevas ideas y corrientes, y acceder a las fuentes de conocimiento sobre la investigación de los menores institucionalizados. 

El Manual de Buena Práctica recomienda que los centros que ofrecen atención residencial deben garantizar la calidad científico-técnica de la misma asegurando el proceso de formación del personal. Para ello las entidades deberán identificar las necesidades de formación de su personal y desarrollar un programa de orientación y formación con carácter previo al desempeño de sus funciones y, además, se recomienda que se proporcione a todo el personal un programa formal, regular y planificado de formación continuada. 

En la investigación hemos solicitado a los directores de los centros su valoración sobre el sistema de formación específica y continuada que dispone el personal del centro y las contestaciones dadas ofrecen los siguientes resultados: 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �60� ¿Considera adecuado el sistema de formación específica y continuada del personal del centro?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�198�82,16%��Sí�43�17,84%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los datos son concluyentes. La mayor parte de los responsables de los centros considera que es necesario incrementar los niveles de formación del personal. 

La Dirección General de Atención al Niño nos da cuenta de la relación de cursos de formación dirigidos al personal de los centros propios y colaboradores desde el año 1990 hasta el año 1998. En los nueve años se han desarrollado 45 cursos de formación, concentrándose la mayor parte de los mismos en los años 1997 -7 cursos- y 1998 -10 cursos-. Los cursos son referidos a diversas materias relativas a las tareas y funciones de los educadores y personal de atención directa a los menores.

En general, estimamos que el desarrollo de las políticas formativas del personal no se hallan extendidas y, que, si a ello sumamos que el sistema de selección no siempre es el más adecuado para reclutar personal competente, provocamos el efecto de distanciar la demanda de trabajo que se aporta en relación con la oferta de los servicios que se precisan. La ausencia de planes de formación que garanticen la calidad técnico-científica del personal contribuyen a la desvalorización de la plantilla y la disminución de la calidad de la atención residencial de los niños.  

La Intervención General de la Junta de Andalucía también se mostraba crítica respecto a la situación formativa del personal de los centros y recomendaba que se debería establecer y coordinar una política predefinida de formación y reciclaje del personal. El informe de auditoría indicaba que los cursos de formación deberían ser obligatorios, organizando varios turnos de un mismo curso para facilitar la asistencia de todo el personal y que la Dirección General debería mantener un registro actualizado de los cursos de formación del personal. 

Aspectos generales del personal.

De una forma suscinta vamos a presentar otra serie de cuestiones laborales que fueron abordadas en el Protocolo y que, repercutiendo en el personal, inciden en la buena marcha de los centros. 

El régimen jurídico. 

Depende de la titularidad pública o privada de los centros.

En los centros públicos pertenecientes a la Junta de Andalucía el personal en su inmensa mayoría mantiene una relación jurídica laboral sometida al Convenio Colectivo aplicable al personal laboral de la Junta, que en su disposición adicional tercera permite una regulación específica sobre determinados aspectos de la jornada, horarios y vacaciones en los centros de protección de menores. Los directores y el personal de administración suelen ser funcionarios de la Junta de Andalucía sometidos a la legislación sobre función pública autonómica.

La Dirección General de Atención al Niño nos remitió copia de una Circular, que trata de adaptar la materia de jornada, descanso y vacaciones previstas en el Convenio a las exigencias de los centros.  

En las Diputaciones Provinciales el personal es, en la mayor parte de los casos, funcionario de la administración local y, a veces, personal laboral. En el primer caso, se le aplica la legislación sobre los funcionarios de las Diputaciones y, en el segundo supuesto, el Convenio Colectivo en vigor. 

En los centros privados reina inseguridad e imprecisión jurídica sobre la normativa aplicable. En principio, el personal se vincula a través de la relación jurídico laboral, aunque no existe un Convenio Colectivo del sector que ofrezca una regulación adaptada a la situación específica de los centros de menores. Los trabajadores de los centros nos han mostrado su preocupación por la ausencia de Convenio Colectivo y la inseguridad y pérdidas que el vacío normativo les genera, ya que la ausencia de Convenio invita a las entidades a cumplir los mínimos legales del Estatuto de los Trabajadores y, por tanto, la reglamentación jurídica que se acaba aplicando se verifica en torno a esos mínimos aplicables. La técnica de la adhesión y extensión de los Convenios Colectivos apenas se practica. Las condiciones laborales del sector privado del sistema de protección de menores se sitúan en un rango de franca desventaja. 

Los conflictos laborales.

Nos interesa pulsar la situación sobre los conflictos laborales que se producen en los centros de menores, en orden a la importancia de la repercusión que pueden representar en el ordinario funcionamiento de los establecimientos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �61� ¿Tienen conflictos laborales con el personal?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�221�91,70%��Sí�9�3,73%��No sabe / No contesta�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La tabla muestra un contexto de generalizada pacificación laboral y ausencia de conflictos significativos. 

Puntualidad en la retribución. 

Determinar que la plantilla percibe sus retribuciones con puntualidad y sin incidentes de dilaciones es también importante para soslayar conflictos y garantizar la necesaria satisfacción del personal.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �62� Con qué retraso recibe el personal sus retribuciones

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Sin retraso�211�87,55%��Un mes�4�1,66%��Dos meses�7�2,90%��Tres meses�6�2,49%��Cuatro meses�1�0,41%��No sabe / No contesta�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como vemos, la inmensa mayoría, cerca del 90% de los centros, pagan puntualmente las nóminas. Sin embargo, una minoría de centros colaboradores retrasa el abono de las nóminas de uno a cuatro meses. La precariedad financiera en la que se desenvuelve una parte sustantiva de estos centros contribuye en gran medida a generar las dificultades de liquidez para abonar los salarios de los trabajadores. La impuntualidad de los pagos aporta un elemento muy distorsionador en el funcionamiento de los centros, un personal no retribuido suele permanecer en una situación de insatisfacción personal y profesional que afecta a su trabajo.  

Cumplimiento de las obligaciones con la Seguridad Social. 

Tratábamos de constatar que las entidades cumplieran rigurosamente las obligaciones de cotización a la Seguridad Social con respecto a los trabajadores que prestan sus servicios en los centros de protección. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �63� Cumplimiento de la obligación de cotización a la Seguridad Social

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�32�13,28%��Sí�197�81,74%��No sabe / No contesta�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

A pesar del elevado grado de cumplimiento del deber empresarial de cotizar a la Seguridad Social por los trabajadores, de nuevo encontramos una minoría preocupante que muestra dificultades para la observancia de los deberes de cotización. Son 32 centros colaboradores, que en función de los problemas financieros que soportan, demoran las liquidaciones de las cuotas.

Comunicación a la administración de las variaciones de plantillas.

La Orden de mínimos exige que los centros notifiquen a la administración de menores las variaciones en las plantillas del personal de los centros de protección, como medida de transparencia informativa y control por parte de la administración para verificar el estado de la situación y el cumplimiento de los presupuestos legales.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �64� ¿Se comunica a la Administración anualmente las variaciones en las plantillas del personal?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�185�76,76%��Sí�53�21,99%��No sabe / No contesta�3�1,24%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Realmente ésta es una obligación que no se suele verificar por parte de los centros. La mayor parte, un 76%, refieren que no dan cuenta a la administración de menores sobre las variaciones del personal y que nunca han sido compelidos a notificar la estructura de la plantilla y sus cambios.  

La supervisión de los equipos.

Implica aportar un elemento de evaluación imprescindible para medir la calidad de la atención residencial y avanzar en la superación de las deficiencias. La supervisión de los equipos es un instrumento esencial para conseguir la calidad en la atención. El Manual de Buena Práctica comprende integradas, dentro del concepto de supervisión, las siguientes funciones: asesoramiento técnico, función de apoyo, de comunicación y evaluación. 

En el protocolo hemos preguntado a los centros si el equipo de profesionales se somete a la supervisión y las respuestas son las siguientes: 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �65� ¿Hay supervisión del Equipo?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�154�63,90%��Sí�67�27,80%��Sin especificar�20�8,30%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Predomina la carencia de programas de supervisión frente a un establecimiento reglado de evaluación. Favorablemente, 67 centros han declarado someterse a un proceso de supervisión de equipos, aunque realmente, cuando interesamos detalles sobre los procedimientos y métodos utilizados para llevar acabo la supervisión, comprobamos que la susodicha supervisión a que se sometían no respondía correctamente a lo que significa la función de control y evaluación. En todo caso, no nos queda más que constatar la necesidad de que los equipos de los centros de menores se sujeten a un proceso de supervisión constante. 

Consideraciones generales sobre el personal.

No nos gustaría acabar el capítulo de personal sin ofrecer una serie de consideraciones generales que se han suscitado sobre los recursos humanos que prestan sus servicios en los centros de protección.  

Lo primero que hay que remarcar es la importancia que los recursos humanos presentan en el sistema de protección de menores. Los profesionales que participan en la atención a los menores constituyen el capital humano del sistema y, representan, sin duda, la parte más valiosa del programa de atención residencial. A mayor experiencia, competencia y desarrollo personal de los recursos humanos, más calidad en la atención y más garantía en el éxito del programa de intervención. De ahí que entendamos que el sistema debe concentrar sus energías y enfatizar sus acciones, en aras a la superación de las capacidades técnicas y desarrollo humano del personal. 

A lo largo de la exposición que hemos formulado sobre el personal de los centros, ha llamado la atención, con persistencia, la ineficaz distribución de los recursos humanos que soporta el sistema de protección. Hemos presenciado unidades pobladas de personal, frente a recursos atendidos por una sola persona. Curiosamente, los valores generales del sistema, una ratio de 0,83 trabajadores por niño atendido, de los cuales 0,48 de los trabajadores se dedican a atención directa, son favorables, pero la distribución de los mismos es lamentable. La dualidad de subsistemas entre los centros públicos y privados genera una desigualdad de elementos profesionales abismales. No obstante, la convivencia de ambos modelos implica combinar elementos complejos que deben ser tenidos en cuenta, a fin de no obtener conclusiones apriorísticas. Ciertamente, en el curso de la exposición, se han deducido un conjunto de elementos y afirmaciones que pudieran inducir a mostrar una realidad muy negativa del modelo público y una visión idealizada de los centros colaboradores. Con la intención de evitar valoraciones interesadas y sesgadas, preferimos aportar nuestras propias apreciaciones sobre los beneficios e inconvenientes de ambos modelos de protección. 

Desde el punto de vista de los recursos humanos del sistema de protección de menores a la luz de la investigación practicada, se deducen las siguientes características:

1. Respecto al sistema público, los datos reflejados muestran las siguientes realidades negativas: 

Inadecuado sistema de selección del personal. 

Régimen jurídico excesivamente funcionarizado. Sistema rígido, poco adaptado a la realidad de protección de menores.

Escaso poder direccional e influencia del director del centro sobre el personal.

Plantillas desproporcionadas, definidas más en función de criterios administrativos o intereses del personal, que en beneficio de los menores. 

Excesivo personal de oficio o servicios generales que no realizan atención directa a los niños. Sólo un trabajador de cada dos se dedica a la atención directa a los niños. 

Escaso número de equipos de técnicos especializados, en especial psicólogos.

Un coste laboral del servicio desproporcionado. 

Sistema formativo poco extendido. 

Desarrollo de métodos de gestión del personal inadecuado a la realidad del sistema de menores.

Baja satisfacción profesional. 

Estas consideraciones negativas presentan un sistema de personal abiertamente mejorable, que merece revisarse para adaptarse a las exigencias de los nuevos métodos del abordaje de la atención residencial. Estas realidades negativas no tienen por qué ser siempre concurrentes, en el contexto de menores hay centros que desarrollan procedimientos más positivos que otros. A nuestro modo de ver, el semblante negativo coincide más con los centros propios de la Junta de Andalucía, y mejora sustancialmente en los centros de algunas Diputaciones Provinciales (Sevilla y Huelva). 

Sin embargo, en defensa del modelo público, sí habría que presentar una serie de salvedades. En primer lugar, el elevado volumen de personal y costes viene justificado, al menos en parte, por la tipología de los centros que administra el sector público. En razón de la funcionalidad que prestan, las casas de acogida inmediata exigen un mayor nivel de dotación profesional y complejidad técnica. Del mismo modo, las residencias demandan más personal y un mayor número de intervenciones. Por otra parte, los SAN remiten a los centros públicos los casos de menores más complejos que exigen un estudio y tratamiento más laborioso y costoso.

2. Con respecto a los centros privados, en materia de personal, hemos constatado los siguientes inconvenientes: 

Infimas dotaciones de plantillas.

Extensas jornadas de trabajo.

Ausencia de descanso reglamentario.

Bajo nivel salarial. 

Inadecuado sistema de selección del personal.

Bajo nivel formativo. 

Escasos equipos técnicos especializados.

Inseguridad jurídica del personal.

Ausencia de Convenio Colectivo.

En general, las condiciones laborales establecidas en los centros colaboradores son muy restrictivas, las limitaciones económicas que la Junta de Andalucía aplica a los centros explica la penuria económica de las entidades y lo menguado de las retribuciones del personal.

No obstante, los centros colaboradores rigen la mayor parte de las casas de protección y ofrecen un servicio de calidad a un bajo coste. La atención directa de los educadores y cuidadores es más íntima e intensa que en el modelo público; las referencias son más estables; y la convivencia en el centro es más próxima al contexto familiar. En algunos centros privados con escasos recursos se logran unos resultados de calidad.

Hasta aquí las luces y sombras de los modelos de organización de personal de los centros de protección de menores.

El régimen económico de los centros.

Las instituciones que ofrecen el acogimiento residencial, ya sean de titularidad pública o privada, precisan de la necesaria cobertura económica para desarrollar el programa de acogimiento residencial dentro de los estándares de calidad exigidos para la adecuada atención de los niños y adolescentes. La suficiencia económica del centro y del programa constituye un elemento esencial para el cumplimiento del desarrollo de la actividad residencial y la atención de los ingresados.

La carga económica del sistema de protección de menores la soporta la Administración de la Junta de Andalucía, si bien, los procedimientos de financiación de los centros difieren entre la red pública y la concertada a través de las entidades auxiliares. La Dirección General de Atención al Niño y las Delegaciones Provinciales de Asuntos Sociales gestionan directamente los centros que configuran la red pública, mientras que los dispositivos privados se financian a través de una cantidad fija por niño y día internado. 

Los mecanismos de presupuestación, contabilidad y control financiero se encuentran diferenciados entre las distintas redes, de ahí, que separemos el tratamiento dado a los centros administrados directamente por la Administración, frente a los establecimientos gestionados por las entidades auxiliares. 

Veamos primero la gestión económica de los centros públicos. 

Los centros propios de la Junta de Andalucía y los pertenecientes a las Diputaciones Provinciales se gestionan como unidades administrativas sujetas al Derecho Público. Las decisiones económicas se adoptan en el seno de las Delegaciones Provinciales o servicios de las Diputaciones conforme a los criterios administrativos previamente establecidos. De hecho, los responsables de los centros desconocen la propia realidad económica de los mismos. Bajo este sistema, los directores de los centros carecen de capacidad de decisión en materia económica, trasladándose la responsabilidad a los correspondientes departamentos administrativos. En los centros se critica abiertamente esta traslación de responsabilidades que independiza al promotor del gasto y del ahorro, de la función de presupuestación y control económico. Esta circunstancia organizativa presenta dos inconvenientes paradójicos; de una parte, los centros se vienen desentendiendo de la realidad económica del desarrollo del programa residencial, no tienen ningún estímulo en promover una gestión responsable; y, de otra, los presupuestos se elaboran alejados de las realidades donde van a incidir, la formalización se verifica por las Delegaciones  Provinciales que desconocen el día a día de los centros. De este modo, no es extraño advertir que determinados apartados económicos se doten en exceso, mientras que se produzcan carencias en otros aspectos del programa residencial. Además, se presupuesta conforme a la liquidación de años anteriores, de forma que se anima al incrementismo de los gastos como medida de ampliación presupuestaria futura. 

La absoluta dependencia económica de los centros respecto a la gestión que realizan las Delegaciones Provinciales promueve un sistema de ausencia de responsabilidad en el gasto y encarece el servicio. 

Estas realidades negativas de la gestión económica de los centros propios ya fueron expuestas de forma diáfana en el Informe de la Intervención General sobre los centros de protección al menor de Diciembre de 1996.

Es interesante destacar las siguientes anotaciones y recomendaciones del Informe de Intervención: 

La Dirección de los centros auditados no participa en la elaboración de sus presupuestos. Entendemos que tanto para fomentar la vinculación de su cumplimiento como para lograr unas previsiones de gasto de los centros más ajustados en base a unos indicadores reales marcados por la Delegación, se debería rediseñar el proceso de elaboración y control del presupuesto para involucrar a los propios centros. Por tanto, recomendamos rediseñar el proceso de elaboración y control del presupuesto para involucrar a los propios centros y que podría ser el siguiente:

Las Delegaciones y la Dirección General deberían establecer los objetivos de los centros a su cargo. Los centros, a la luz de los objetivos marcados, deberían establecer sus presupuestos y remitirlos a las Delegaciones y éstas a su vez a la Dirección General.

Una vez consideradas las limitaciones de fondos existentes, y después de acordarlo de forma conjunta con los directores de todos los centros, la Dirección General debería aprobar los presupuestos del ejercicio de forma individualizada para cada uno de los centros e incluirlos de esta forma en los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma para cada ejercicio económico.

Mensualmente, todos los datos de gastos deberían ser comparados con el presupuesto, y los resultados obtenidos comunicados a los Directores para su actuación. Igualmente, debería establecerse un procedimiento para analizar las desviaciones y permitir que los ahorros conseguidos por un centro revirtiesen en el mismo, incentivándose así la economía de gestión. De esta forma, el presupuesto podría utilizarse como instrumento de gestión por parte de las direcciones de los centros, las Delegaciones y la Dirección General.

Las comprobaciones y análisis efectuados han puesto de manifiesto que la gestión de compras y el control de los almacenes realizado en los centros durante el ejercicio objeto de revisión, no cumplen con los principios de eficiencia, eficacia y economía y podrían mejorarse significativamente si se llevaran a cabo las mejoras sugeridas para el control de almacenes, adecuación de niveles de existencias, gestión de tesorería, centralización y gestión de compras.

El sistema de gestión presupuestaria y control del gasto público de los centros de protección propios merece ser corregido con la finalidad de incrementar la responsabilidad de los gestores y aproximar la función presupuestaria a la realidad del programa de acogimiento residencial. Respecto a la concreción de las medidas a implantar nos remitimos al Informe de la Intervención General que indica recomendaciones en el plano de la gestión económica y presupuestaria para superar las ineficiencias detectadas. 

En el dispositivo de los centros privados las entidades auxiliares básicamente se financian en función de una cantidad fija por niño internado que reciben de la administración de menores. La Orden de la Consejería de Asuntos Sociales de 23 de abril de 1991, por la que se regula la colaboración de las Instituciones Auxiliares con la Consejería en materia de atención al niño, establece la obligación de la Administración de abonar los gastos derivados de la atención integral de los menores acogidos.  Según los datos aportados por la Dirección General de Atención al Niño, las cantidades abonadas durante el año 1997 fueron las siguientes:

plaza de residencia 2.227 ptas/día.

plaza de casa 2.619 ptas/día.

plaza de acogida inmediata 6.548 ptas/día 

plaza de centro de educación especial 3.274 ptas/día. 

Estas cantidades habrá que actualizarlas conforme a las revisiones presupuestarias anuales, pero, en todo caso, los incrementos aplicados representan una mínima subida.

Lo cierto es que los centros vienen denunciando la insuficiencia financiera que les imposibilita la viabilidad económica. Los bajos recursos asignados a los centros por la administración de menores exige limitar el ámbito del programa de acogimiento residencial, someter al personal a un régimen laboral restrictivo e impone la obligatoriedad de obtener otras fuentes de financiación alternativas.

La compensación económica que la administración de menores concede a los centros de las entidades auxiliares, en torno a las 80.000 ptas/mes por niño internado, no permite la viabilidad económica del proyecto de acogida residencial. Ésta es una realidad constatada por la propia administración, que cuando gestiona sus recursos propios eleva los presupuestos en una proporción muy superior. En el capítulo de personal, ya advertíamos cómo los gastos laborales de los centros públicos representaban una cifra diez veces superior a los destinados en la red privada.

La insuficiencia financiera no permite desarrollar en su integridad, los contenidos del programa de acogimiento residencial. La penuria económica en la que se desenvuelven los centros privados condiciona el desarrollo de funciones importantes en la labor de protección. En cada uno de los apartados de esta parte del Informe se reconocen las deficiencias detectadas respecto a los mínimos establecidos en la Orden de garantía. En especial, se echa de menos la financiación de intervenciones terapéuticas con los menores con problemas, la atención individualizada de los niños y, en general, el desarrollo de pautas residenciales más próximas e intensas en relación con las necesidades de los menores. Los estrechos límites económicos dificultan un abordaje integral de los menores.

Por otra, tal como ya hemos explicado ampliamente en el apartado del personal de los centros, la baja financiación exige mantener los centros con unos niveles de dotación laboral ínfimos, y someter a los profesionales a unas condiciones laborales muy restrictivas, constatando la enorme incidencia de estos profesionales que reciben salarios muy bajos con la obligación de mantener jornadas maratonianas, lo que repercute en la calidad de la atención. 

Por ultimo, la baja provisión económica demanda la búsqueda de alternativas financieras que posibilite la viabilidad y continuidad del proyecto. La obtención de fuentes de financiación paralelas, a veces, provoca dificultades y distorsiones en el programa de acogimiento residencial nada recomendables en la atención integral de los menores. Por ejemplo, en más ocasiones de las recomendables, las entidades se ven abocadas a fomentar el apoyo económico o incluso la beneficencia de los colectivos ciudadanos sensibilizados con los asuntos de menores, o prodigar actividades o servicios dirigidos a obtener recursos por la vía de procedimientos peticionarios o altruistas. También, en muchas ocasiones, la reducción financiera exige a los responsables, en especial a las religiosas, a no percibir retribuciones, e incluso impone la obligación de realizar servicios profesionales externos y aportar los recursos personales al centro. La mayor parte de los centros precisa del apoyo financiero de las entidades religiosas o sociales que soportan el centro.

Esta dependencia económica y financiera respecto a contribuciones externas, estimamos que poco contribuye a normalizar la atención del programa residencial. No compartimos el fomento de la función de beneficencia y los compromisos sociales como base del sostenimiento del sistema de protección de menores. La función protectora de menores por definición constitucional y legal es competencia de la Comunidad Autónoma y de sus poderes públicos, y son éstos los que deben proveer los recursos necesarios para atender a niños y adolescentes desamparados en unos márgenes económicos que permitan preservar la calidad de la acogida residencial. Reproducir modelos de beneficencia atenta al espíritu de un sistema de protección garante de los derechos de los menores. Los menores de protección, son los menores tutelados de la Junta de Andalucía, que como poder público debe de privilegiar la atención integral y garantizarles una acogida en las mejores condiciones posibles, desterrando las funciones benefactoras y promoviendo el respeto a los derechos de los menores más desprotegidos.

Por último, en este apartado, hemos prescindido de los aspectos formales contemplados en el Protocolo dirigido a los centros sobre la confección de presupuesto formal, el desarrollo de contabilidad y otras cuestiones económicas de la realidad del programa de acogimiento residencial. La pobreza de la información recopilada condiciona la posibilidad de deducir resultados e indicadores generales que nos permita obtener evaluaciones singulares.

El régimen interior.

El reglamento de régimen interior.

En este apartado vamos a valorar el establecimiento del reglamento de régimen interior de los centros, que regule el funcionamiento y la actividad de los mismos.

La Orden de mínimos, de 29 de febrero de 1996, ya citada, entre los requisitos funcionales comunes de todos los centros de servicios sociales exige que exista un reglamento de régimen interior que regule los siguientes aspectos de los centros:

derechos y deberes de los usuarios.

reglas de funcionamiento: régimen de admisiones y bajas.

horarios del centro y de sus servicios.

sistema de participación de los usuarios .

régimen de visitas, de salidas y de comunicación con el exterior, y

sistema de pago de servicios. 

El reglamento interno es la norma básica que regula la organización del centro y las relaciones entre los niños internados y sus educadores. Además, desde el punto de vista de la tutela de los derechos de los niños acogidos integra la necesaria seguridad jurídica con las garantías de los menores y constituye el instrumento normativo para catalogar los derechos y deberes de los niños y adolescentes internados.

Para el Manual de Buena Práctica, el Reglamento de centro es un instrumento-guía que recoge las normas de las instituciones derivadas del modelo de intervención adoptado por el centro y por tanto de los objetivos de éste. Integra una normativa básica, así como pautas comunes de actuación ante la vulneración o transgresión de las normas establecidas. 

A juicio del referido Manual conviene que el Reglamento de Régimen Interior contemple los siguientes elementos: 

derechos y deberes de los menores y sus familias, sistema de convivencia, pautas y normas de conductas de carácter general para los niños y adolescentes.

formas y ámbitos de participación de los menores y sus familias en la vida del centro.

normas de actuación para el personal.

procedimiento de quejas.

relación con la comunidad.

funcionamiento de los órganos de gestión.

gestión, mantenimiento y acceso a la documentación. 

El Manual también considera necesario que el reglamento se consensúe entre todos los profesionales del centro, que se respeten los derechos de los niños, y que se disponga de una carta de derechos y deberes. 

En el desarrollo de las visitas, respecto a la existencia del Reglamento de Régimen interior hemos deducido lo siguiente:

Un grupo significativo de centros manifiesta carecer del reglamento. En concreto 36 centros reconocen que no tienen aprobada una norma que establezca el funcionamiento regular del centro. El vacío normativo se suple con reglas de la casa, o normas de convivencia comúnmente aceptada por todos. Por lo general se trata de casas de acogida pertenecientes a las entidades colaboradoras, que disponen de una estructura organizativa mínima, que vienen a reproducir una unidad familiar y suelen carecer de conflictos internos relevantes. Si bien el carácter netamente familiar de las casas no invita a promover regulaciones formales de las relaciones interpersonales, también es verdad, que la intimidad de una esfera relacional muy reducida puede ocultar lesiones y transgresiones más intensas de la legalidad material y de los derechos de los niños. 

La mayoría de los centros -el 80%- declara funcionar sujeta a un Reglamento de Régimen Interior. Sin embargo, una vez demandado copia del citado reglamento, no todos los centros han mostrado disponibilidad para facilitarlo. Un grupo de centros referían que en esos momentos estaban revisando el texto a la luz de los nuevos cambios normativos, otros aducen que el reglamento no consta por escrito, sino que se trata de reglas o normas de convivencia vinculantes conocidas por todos y, otras veces, el reglamento facilitado no es más que una breve relación de normas internas de horario y obligaciones. En fin, excluyendo un número de centros, en general los de titularidad pública, que han podido aportar un documento articulado de normas estableciendo el funcionamiento del centro, el resto, en realidad carecen de un verdadero reglamento de régimen interior que ofrezca seguridad jurídica a los niños y al personal y constituya una norma completa que regule los aspectos de la actividad y el funcionamiento señalado en el Manual de Buena Práctica. Más bien, se suele confundir el reglamento con una serie de instrucciones del gobierno de la casa o residencia, más dado a recopilar obligaciones que derechos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �66� Existe Reglamento de Régimen Interior

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�36�14,94%��Sí�194�80,50%��No sabe / No contesta�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En este terreno, a nuestro juicio, es conveniente que la administración de protección de menores promueva entre los centros de acogida la necesidad de que se doten de un efectivo reglamento de régimen interior que regule los aspectos más significativos de la actividad y el funcionamiento de los centros, incorporando los derechos de los niños, sus responsabilidades y las del personal, así como las garantías, los medios de resolución de los conflictos y los procedimientos de reclamación y queja, de modo que se habilite el principio de seguridad jurídica. 

Aquellos centros que carezcan de reglamento es prioritario que se doten del mismo. Igualmente, los centros que ya disponen efectivamente de esta norma, es necesario que la adapten a las exigencias legislativas actuales e integren los aspectos sustantivos no regulados con anterioridad. En todo caso, el reglamento debe constar por escrito y a disposición, en sitio visible, de los menores y del personal.

Otro aspecto importante de la cuestión se centra en la información que se le ofrece al menor sobre la existencia del reglamento y las normas de funcionamiento de la casa. 

Según el artículo 5 de la Ley de Protección Jurídica del Menor los menores tienen derecho a buscar, recibir y utilizar la información adecuada a su desarrollo. Los padres y tutores y los poderes públicos velarán porque la información que reciban los menores sea veraz, plural y respetuosa con los principios constitucionales

Lo usual es que los responsables y educadores del centro informen y expliquen a los niños el alcance del reglamento interno y las reglas de convivencia de la casa. No obstante, una serie de centros, 33 en concreto, manifiestan que no informan directamente a los niños del reglamento interno, en la mayoría de estos casos, se trata de centros -de acogida inmediata y casas- que atienden a niños muy pequeños, de 0 a 6 años, que no alcanzan a comprender la naturaleza de la norma. Excepto estos centros, el resto declara que se explica adecuadamente a los niños el régimen de la casa y las normas que regulan su vida en el centro. 

Los responsables nos justifican que tratan de adaptar la información a la edad y a las circunstancias de cada niño, y que, cuando un niño o adolescente ingresa en el centro se le explica adecuadamente el régimen de funcionamiento del mismo y las normas que se aplican.

No estaría de más, cuando sea posible, que se entregara una copia o extracto del reglamento a cada menor, para que el propio niño pudiera leerlo y preguntara lo que no comprende, con lo que lograríamos una mayor seguridad jurídica.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �67� Se informa a los niños del Régimen Interior

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�33�13,69%��Sí�195�80,91%��Sin Evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El régimen disciplinario y las sanciones.

Los centros no suelen elaborar reglamentos disciplinarios específicos, alegan que incorporan el régimen sancionador dentro del propio reglamento de la casa o residencia, en el que incluyen las obligaciones de los niños y adolescentes y acciones que constituyen un comportamiento inadecuado o insolidario con los demás niños, el personal o el centro, y los métodos para determinar las responsabilidades. Más que un régimen disciplinario propiamente dicho, esta parte del reglamento, representa una tabla de deberes y de formas de comportarse en casa.

La importancia del régimen disciplinario depende en gran medida de las características del centro y de los niños o adolescentes sujetos de la asistencia. Como es lógico, esta materia es irrelevante en centros que acogen a niños pequeños, y adquiere significativa importancia en los centros de adolescentes, en especial, frente a aquellos que muestren un comportamiento disonante.

En todo caso, es importante que todos los menores conozcan las reglas de la convivencia y los comportamientos improcedentes por los que pueden ser castigados, quién puede castigarlos y ante quién pueden recurrrir en caso de no estar conforme con la decisión adoptada. El principio de seguridad jurídica exige la previa determinación de las acciones que se reputan como sujeta a sanción y el método que se aplica en los casos de conflictos. El Manual de Buena Práctica al analizar la intervención ante comportamientos inadecuados recomienda que: “se ayudará al niño o adolescente a modificar los comportamientos que resulten inadecuados para su desarrollo personal y social. Dado que la necesaria intervención ante comportamientos inadecuados supone control del menor y un riesgo de situaciones de maltrato institucional, se desarrollarán procedimientos claros que guíen estas intervenciones, al tiempo que aseguran la protección de los derechos de los menores”. Ciertamente, la función correctora de los comportamientos inadecuados de los niños es una actividad muy sensible desde la óptica de la defensa de los derechos de los menores. Cualquier exceso o extralimitación puede provocar una lesión de sus derechos.

En las visitas realizadas, se ha detectado que 41 centros de protección no tienen determinado el régimen disciplinario, lo que representa el 17% de la totalidad de los centros, mientras que 187 de los mismos, manifiestan que el reglamento de régimen interior regula esta materia, concretando las conductas objeto de sanción. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �68� ¿Existe Reglamento de Régimen Disciplinario?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�41�17,01%��Sí�187�77,59%��Sin Evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Acotar normativamente la acción disciplinaria es fundamental para restaurar un sistema que ofrezca seguridad jurídica a los niños institucionalizados. Por ello, entendemos que los centros que carecen de la necesaria concreción del régimen disciplinario se deberían dotar de este elemento educativo. Cuando el régimen disciplinario no está preestablecido, hemos preguntado qué norma se aplica en caso de conflicto, y en todos los casos, se nos ha manifestado que carecen de criterio o regla concreta; vienen a defender que se dejan llevar por el sentido común de los educadores según las circunstancias del niño y de los hechos. Los centros que asisten a niños pequeños se abstraen de plantearse este problema. A nuestro juicio, no es deseable que los centros improvisen el régimen disciplinario a resultas de cada conflicto que se vaya originando en la residencia o casa; es más conveniente establecer las reglas de la convivencia y las consecuencias en caso de transgredir el orden. Todo ello interpretado a la luz de los principios educativos y de la realidad de los propios niños. 

También cuestionamos el proceso de información del régimen disciplinario a los niños y adolescentes. Podemos dar por reproducidas las conclusiones obtenidas respecto a la información sobre el reglamento de régimen interior. No obstante, respecto al régimen disciplinario es aún más importante que el menor conozca adecuadamente cuáles son los límites a respetar y las consecuencias de una conducta discorde, explicando las medidas a adoptar en caso de transgresión y su referente para reclamar o demandar supervisión. 

Como ya sabemos la mayor parte de los centros alegan que informan adecuadamente a los menores del régimen disciplinario, pero insistimos en que sería más conveniente aportar una copia o extracto del mismo a los niños y adolescentes y explicarles, adaptando las argumentaciones, a las condiciones del menor, el contenido.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �69� ¿Se informa a los niños del Régimen Disciplinario?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�33�13,69%��Sí�195�80,91%��Sin Evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Una vez determinada la situación registrada sobre la normativización del régimen disciplinario, pasamos a explicar los métodos como se desarrolla el procedimiento corrector.

En los centros nos aducen que lo habitual es que sea el educador responsable del niño el que imponga la sanción o aplique la medida correctora, con el criterio de un buen padre de familia, teniendo en cuenta el régimen de la casa, los valores educativos y las circunstancias del niño. En otros casos, la sanción sólo puede ser impuesta por el director del centro oído al educador y al niño. También es posible que sea un educador distinto al responsable del niño el que ejerza la función correctora. Rechazamos que una persona que no sea educador del centro pueda castigar a un niño. El método depende, a veces, de la tipología del centro; en las residencias, el sistema suele ser más rígido y preestablecido, aunque los cambios de turno de los educadores descentra a más de un niño, y genera mayor discrecionalidad en función de la variabilidad de los distintos criterios de los educadores; en las casas, sin embargo, las referencias correctoras son más estables, aunque las garantías se debilitan por la intimidad del ambiente.

La siguiente cuestión consiste en averiguar el contenido o la práctica de sanciones que se imponen en los centros de protección. La siguiente tabla nos aporta un resumen de las sanciones más aplicadas en los centros de protección de menores.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �70� Sanciones que se aplican a los menores

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Supresión/Reducción pagas�137�56,61%��Supresión salidas�119�49,17%��No ver televisión�88�36,36%��Reducción salidas recreativas/privilegios�49�20,25%��Exigir/Dialogar/Comunicar�26�10,74%��No participar en actividades comunes�17�7,02%��Limpieza de áreas comunes�15�6,20%��Sentarlos en una silla y reflexionar sobre la falta�6�2,48%��No contestan�52�21,49%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En primer lugar, es importante que el niño sepa de antemano las sanciones que puede recibir si vulnera la norma; en segundo lugar, el correctivo se lo debe de imponer una persona importante para él, preferentemente su educador de referencia; en tercer lugar, la sanción debe ser proporcional a la infracción cometida. Y por encima de todo, se deberá de atender al momento evolutivo del niño y a sus circunstancias personales, con comprensión y cariño. Dentro de estos márgenes persigue una finalidad educativa correctora de las conductas desajustadas del niño. 

Hay centros que nos manifiestan que renuncian a sancionar a los niños, y alegan que no imponen sanciones ninguna. Esto sucede, con frecuencia, en las casas que albergan niños pequeños y que prefieren desarrollar mucha paciencia y comprensión ante las incorrecciones de los menores. 

Como vemos en la tabla anterior, la naturaleza de la sanción es variada, pero, en general, se utilizan los criterios seguidos por la Inspección de Escocia sobre sanciones permitidas y no aceptables en centros de protección de menores . Estas recomendaciones técnicas utilizan los siguientes criterios de la acción disciplinaria:

restricción o retirada de privilegios.

imposición de trabajos extras.

retirada de determinada parte de la paga. 

costear los gastos de los daños provocados.

retirada de artículo o sustancia no tolerable.

separación del grupo, en su habitación, con el fin de recuperar el autocontrol.

restricciones y aislamiento físico, sólo en condiciones muy concretas. 

Como se observa en la tabla, la sanción más impuesta en nuestro sistema de protección consiste en la reducción de la paga económica que tiene el menor asignada, seguida de la supresión de las salidas de paseo y la prohibición de ver horas de televisión.  

Al aplicar las sanciones lo importante es que se respeten a los propios niños y sus derechos en su integridad, descartando las acciones que atenten a la dignidad de niño. El Manual de Buena Práctica considera que todas las intervenciones que comprometan los derechos de los niños y adolescentes a recibir cuidado, protección y seguridad serán consideradas intervenciones inadecuadas: “el castigo físico, la privación del sueño y seguridad, la comida inadecuada, la privación de asistencia o tratamiento médico, el abuso verbal así como la prohibición de las visitas familiares cuando no vulneran los intereses del menor, todo ello estará expresamente prohibido”. Las recomendaciones del Manual respecto al castigo físico son más tajantes si cabe. Se considera que el castigo, incluyendo el físico, y aquellos correctivos que suponen malestar físico, así como los que suponen vejación y humillación (ridiculizar, utilizar el sarcasmo, avergonzar, infravalorar) no son aceptables bajo ninguna circunstancia. Se justifica esta valoración, en cuanto, que la sanción es percibida por el niño como una agresión del adulto y puede reforzar su percepción del mundo como algo hostil.

Según la manifestación de los responsables, el castigo físico se rechaza como método disciplinario en los centros. No obstante, pueden darse incidentes, con adolescentes problemáticos que disparen el furor de algún educador, pero en general, se rechaza la violencia como instrumento de contención de los niños.  Si bien, no hay que olvidar que en muchos casos se trata de niños que han padecido grandes períodos carenciales, y son difíciles de abordar conductualmente, y la contención de su comportamiento no es sencillo, y precisa la intervención de personas adultas bien formadas y estructuradas que no se desproporcionen y sepan controlar las reacciones de los niños con respeto y comprensión. Cuando los educadores carecen de formación personal y profesional adecuada la contención de los conflictos se torna compleja y problemática.

Respecto a la medida de aislamiento del menor sólo es reconocida su aplicación en 7 centros. Según el Manual de Buena Práctica el aislamiento del menor en una habitación cerrada, sólo se utilizará cuando sea necesario para su seguridad o la de otros. En estos casos, las medida deberá de practicarse respetando los derechos del menor y requerirá la aprobación del responsable del centro. Durará el menor tiempo posible, sujeto a control sistemático y deberá ser registrado y documentado. Y sólo debe ser aceptable para niños de una determinada edad que les permita comprender la medida. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �71� ¿Se aplica como sanción el aislamiento?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�222�92,12%��Sí�7�2,90%��Sin Evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Una vez decretada la sanción verificamos las vías de recurso o reclamación de que disponen los menores para que se revise la medida.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �72� ¿Tienen los niños garantías para reclamar ante una sanción?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�24�9,96%��Sí�204�84,65%��Sin Evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

De la tabla se desprende que en la inmensa mayoría de los centros se ofrecen garantías para reclamar ante una sanción. Lo más frecuente, es que si el niño no está de acuerdo con el correctivo impuesto, puede recurrir ante el Director del centro, que analizará los hechos y confirmará o revisará la medida. En general, en los centros nos dicen que los niños tienen un acceso directo al responsable del centro y pueden, y así lo hacen, mostrar su desacuerdo libremente ante una medida que ellos consideren injusta. Otras veces, es un educador el que pone los hechos en conocimiento del director u otro educador, y este último decreta la sanción. Los centros refieren que no es necesario habilitar procedimientos formales de recursos ya que las relaciones de convivencia son tan intensas que los niños disponen de múltiples posibilidades de quejarse y exigir una revisión del correctivo. En las casas, donde a veces sólo hay un educador, la función revisora se verifica por parte del coordinador o responsable de la entidad, aunque aquí la distancia en el espacio también está indicando las dificultades de acceso al mismo.

Como vemos, prima la informalidad y libertad de criterios sobre el establecimiento normativo. Es verdad que el centro de protección de menores debe tratar de normalizar familiarmente al menor y se le debe de dotar de un ambiente lo más próximo a la familia, ahora bien, el contexto familiar no va reñido con las garantías y los derechos de los niños, máxime en un medio institucionalizador. Compartimos un rango de discrecionalidad en el método de revisión de las sanciones, pero también se deben garantizar unas vías fiables y reconocidas por el niño que le ofrezcan suficiente credibilidad y confianza. 

Las vías de reclamación y quejas.

Como punto de partida, con carácter general para todos los menores, el artículo 10 de la Ley de Protección Jurídica del Menor, establece que para la defensa y garantía de sus derechos el menor puede:

solicitar la protección jurídica y tutela de la entidad pública competente.

poner en conocimiento del Ministerio Fiscal las situaciones que considere que atenten contra sus derechos.

plantear sus quejas ante el Defensor del Pueblo.

solicitar los recursos sociales disponibles. 

Con un contenido similar se redacta el artículo 4 de la Ley de los derechos y la atención al menor en Andalucía , que prevé que el menor se pueda dirigir a las administraciones públicas en demanda de la protección y asistencia que precise y solicitar de las mismas los recursos sociales disponibles, además de acudir al Ministerio Fiscal y Defensor del Menor cuando lo considere oportuno. 

Por otra parte, según la Orden de mínimos, todos los centros y servicios de titularidad privada tendrán, a disposición de los usuarios y sus familiares, las hojas de reclamación establecidas, e igualmente dispondrán del Libro de Sugerencias y reclamaciones. 

El establecimiento de un sistema de quejas y reclamaciones en mano de los niños institucionalizados es fundamental como garantía de sus derechos y salvaguarda y protección del niño ante el sistema de protección. Es imprescindible establecer un sistema que permita que los niños puedan expresar sus problemas, insatisfacciones y los conflictos con el personal y el resto de niños. El Manual de Buena Práctica considera, desde el punto de vista asistencial, que las entidades que prestan atención residencial, como garantía de su calidad, ofrecerán a los menores, a las familias y al personal, la posibilidad de presentar reclamaciones o quejas acerca de su funcionamiento, y asegurará la respuestas de las mismas. Aparte de estas consideraciones de índole clínico-asistencial, los principios jurídicos relevantes exigen extremar las garantías de los niños institucionalizados, en aras a la detección de situaciones que reflejen maltrato institucional, o simplemente una inadecuada gestión de la atención al niño. 

Desde nuestra óptica institucional, observamos como imperativo que los niños institucionalizados dispongan de un sistema que les posibilite la presentación de reclamaciones y quejas, que éstas sean analizadas por un responsable que tratará de abordarlas ofreciendo soluciones pactadas, y que tolere la crítica institucional, y en caso de no llegar a acuerdo, sea remitida a un nivel superior de la organización de la entidad o a la administración de menores, de tal modo, que los menores perciban que sus quejas son atendidas, tramitadas y tenidas en cuenta. Las reclamaciones y quejas se conciben como un mecanismo esencial en la defensa de las garantías de los derechos de los menores. 

En el trabajo de campo llevado a cabo en los centros de protección de Andalucía resalta que 205 centros declaran que tienen establecidas vías de reclamación y quejas de los niños y adolescentes ante el centro, mientras que 23 se manifiestan de forma opuesta.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �73� ¿Disponen los niños de vías de reclamación o quejas?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�23�9,54%��Sí�205�85,06%��No contesta�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Lo común es que no existan procedimientos de quejas formalizados, y que no se encuentren habilitados los libros de sugerencias y reclamaciones.

Las quejas se suelen dirigir directamente a los educadores o a los responsables del centro, verbalizando aquello que le incomoda o le preocupa, y se le ofrezca un tratamiento informal y adaptado a las capacidad del niño. La queja se suele resolver dentro de la intimidad del centro, de puertas para dentro; la intervención de personas ajenas al centro o, en concreto, de la administración de menores es excepcional.  En general, las garantías del niño frente a la queja son escasas. Además respecto al personal de atención directa, las dificultades para presentar quejas, por parte del menor, con frecuencia, son insalvables.

Es razonable que las quejas domésticas, o aquellas que se refieren a aspectos irrelevantes de la vida del niño se gestionen en el ámbito del propio centro; pero también es adecuado, que aquellas reclamaciones que afecten directamente a los derechos de los niños o al régimen del centro se eleven a una autoridad superior, primero para establecer la garantía jurídica del niño, previniendo lesiones; y segundo, de cara a la confianza que el sistema debe ofrecer al niño en salvaguarda de sus derechos. Por eso, defendemos la articulación de un sistema de reclamación y queja que posibilite que los niños puedan presentar sus críticas al centro y promover la defensa de sus derechos. 

Por nuestra parte, y respecto al derecho de los menores de presentar quejas ante el Defensor del Menor, dependiente de esta Oficina, actualmente estamos trabajando en establecer un sistema que aproxime la Institución y el ejercicio de sus funciones a los niños, y a los centros donde desarrollan su actividad educativa o su propia vida. En especial, estamos preparando un método para posibilitar que todos los niños objeto de protección puedan acceder, a través de una vía directa y sencilla, al Defensor del Pueblo para presentarles sus quejas. Tras una fase divulgativa amplia, la visita personal del propio Defensor a una selección de centros, y una etapa de conocimiento y explicación de la figura, desarrollaremos una fase de integración de la Institución en la vida de los niños en los centros. Tenemos la responsabilidad de mantenernos en vigilia permanente en defensa de los derechos de los niños desprotegidos y debemos ofrecerles los cauces necesarios para que puedan acudir a la Oficina a contarnos sus problemas. 

La posibilidad que les brinda la ley a los menores de dirigirse al Ministerio Fiscal a poner en su conocimiento aquellos hechos o situaciones que pudieran afectar a sus derechos, resulta poco viable en la realidad. Normalmente los niños tienen una percepción lejana y abstracta de la figura y sus funciones.

La participación del menor en los centros. 

El artículo 7 de la Ley de Protección Jurídica del Menor regula el derecho de participación, asociación y reunión de los menores. Respecto al primero de ellos, preconiza que los menores tienen derecho a participar plenamente en la vida social, cultural, artística y recreativa de su entorno, así como a una incorporación progresiva de la ciudadanía activa. Los poderes públicos promoverán la constitución de órganos de participación de los menores y de las organizaciones sociales de la infancia.

Del mismo modo, el artículo 12.3 de la Ley de Menores de Andalucía establece que las administraciones públicas andaluzas promoverán la participación y el asociacionismo de los menores, como elementos de desarrollo social y democrático de los mismos. 

El Manual de Buena Práctica recomienda que se facilite y estimule la participación del menor en el proceso de intervención, definiendo sus propios problemas, sus necesidades, sus prioridades, a fin de que vaya adquiriendo responsabilidades y participe en la dinámica del centro. Todo ello de acuerdo con su momento evolutivo y sus características personales. 

El Manual advierte de los riesgos de un vida hecha demasiado estructurada y regulada para los niños por parte de los centros sin ser oídos y atendidos en sus peticiones. La organización de la vida cotidiana de los centros y la convivencia del mismo, debe facilitar un espacio para la participación, evitando dárselo todo hecho, posibilitando y estimulando su colaboración en tareas acordes con su capacidad y maduración.

De esta forma la participación se conforma no sólo como un derecho, sino también como una estrategia educativa para fomentar la responsabilidad y autonomía personal.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �74� ¿Participa el menor en el funcionamiento del centro?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�31�12,86%��Sí�198�82,16%��No contesta�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En la encuesta realizada a los centros, se deduce que la amplia mayoría, más del 80%, tienen vías de participación de los menores. Los sistemas establecidos son muy variados e informales. Impera lo que los centros denominan participación directa, que es la facultad que tienen los niños de promover iniciativas y proyectos nuevos o de revisar el funcionamiento del centro. Los niños están participando al reflejar sus opiniones ante la propia organización. Otras veces, la participación se institucionaliza a través de asambleas o reuniones de grupos donde los niños tienen la oportunidad de expresar su parecer sobre el centro y su funcionamiento. La participación directa se desarrolla en mayor medida en las casas y las asambleas en las residencias. También es común, que los adolescentes participen más activamente en sus centros que los niños de menor edad. 

Como nota negativa, lamentar la inexistencia de participación que se verifica en 31 centros, que reconocen que no se practica. 

Sería deseable que el derecho a la participación se formalizara de una forma más estructurada, que los niños pudieran comprender que gozan realmente de un derecho a la participación a través de cauces prefijados y con conciencia de incidir en el funcionamiento y actividad del centro y de su vida. La participación efectiva promueve la democratización del centro y fomenta la responsabilidad y autonomía de los niños y adolescentes.

El derecho a la libertad de comunicaciones telefónicas y postales.

El menor, como cualquier ciudadano tiene derecho a la libre expresión de sus ideas. El artículo 8 de la Ley de Protección Jurídica del Menor incide en este derecho, y alega que: «los menores gozan del derecho a la libertad de expresión en los términos constitucionalmente previstos. Esta libertad de expresión tiene también su límite en la protección de la intimidad y la imagen del propio menor». No obstante, el propio artículo, en su apartado 3 establece que el ejercicio de este derecho podrá estar sujeto a restricciones que prevea la ley para garantizar el respeto de los derechos de los demás o la protección de la seguridad, salud, moral u orden público.

Este artículo 8 de la ley viene a conjugar los distintos elementos que inciden en el ejercicio del derecho a la libre expresión de los niños, a través de las comunicaciones telefónicas y postales. 

Por otra parte, el régimen  legal de las relaciones paternofiliales se contiene en los artículos 160 y 161 del Código Civil, el primero de ellos, declara que el padre y la madre, aunque no ejerzan la patria potestad, tienen el derecho a relacionarse con sus hijos menores, excepto con los adoptados por otros conforme a lo dispuesto en resolución judicial. No podrá impedirse, sin justa causa, las relaciones personales entre el hijo y otros parientes y allegados. En caso de oposición, el Juez a petición del menor o del pariente o allegado, resolverá atendidas las circunstancias. El artículo 161 establece que tratándose del menor acogido, el derecho que a sus padres corresponde para visitarle y relacionarse con él, podrá ser regulado o suspendido por el Juez, atendidas las circunstancias y el interés del menor. 

Partimos de la consagración del derecho que permite que los niños puedan comunicarse con libertad con sus padres, familia y amigos , ya sea a través de cartas dirigidas por la Oficina de Correos, o lo más común, por medio de línea telefónica. La única indicación limitativa que podríamos aceptar, en este primer momento, es que las comunicaciones se desarrollen dentro de unos criterios de normalidad familiar, donde los niños pueden usar el teléfono con responsabilidad y sin abusar, siendo conscientes del gasto que generan y la necesidad de permitir que todos puedan utilizarlo.  

Ahora bien, en el caso de los niños internados en centros de protección, en los cuales se valora inviable el retorno en su familia biológica, y las relaciones con ésta por conflictivas o perjudiciales para el menor son negativas, es razonable aceptar el establecimiento de restricciones que persigan, en todo caso, el interés relevante del menor. Antes de seguir profundizando en las condiciones del ejercicio del derecho, vamos a presentar las tablas de la información obtenida en los centros.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �75� Libertad en las comunicaciones telefónicas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�14�5,81%��Sí�216�89,63%��No contesta�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �76� Libertad en las comunicaciones postales

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�60�24,90%��Sí�170�70,54%��No contesta�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como se observa en las tablas, la mayoría de los centros posibilitan libremente las comunicaciones telefónicas y postales de los menores. La menor incidencia de la utilización de las cartas postales responde sencillamente a una mínima utilización de este medio de comunicación, y también viene referida a los centros que tienen internados niños pequeños que no escriben. 

En general, los centros permiten a los menores ejercer su derecho a la libre expresión y comunicación con sus padres, familia y amigos, no obstante, al ejercitar este derecho surgen condicionamientos que conviene explicar. 

La libre comunicación con sus padres queda sujeta a un doble criterio: 

Por una parte, cuando la administración de menores advierte que el reintegro familiar no es viable, y estipula que el menor debe ser tributario de un acogimiento familiar, puede suspender el derecho de visitas y comunicación de los padres con el hijo -sujeto al control del Ministerio Fiscal y del Juzgado que es el órgano que formalmente resuelve-, a fin de promover la ruptura con la familia biológica y trabajar en el establecimiento de una nueva unión familiar distinta, todo ello, siempre en interés del propio menor . En estos casos, los SAN dan instrucciones a los centros para que a los menores se les filtren las llamadas y las comunicaciones postales, y se les sustraigan las referidas a su familia biológica. Esta actuación sólo puede obedecer al superior criterio del interés relevante del menor, y siempre sometidas al control judicial. 

Otras veces, quizás la más habitual, el proceso es inverso. Son los educadores y responsables de los centros los que informan a los SAN de que las relaciones de los niños con sus familias biológicas no le son favorables ni convenientes para su proceso integrador. Aquí subyacen elementos complejos. Regularmente los educadores actúan profesionalmente y defienden el preferente interés del menor frente al de sus padres, recomendado la ruptura familiar cuando advierten las consecuencias de una relación dañina o lesiva para el niño, pero también, a veces, el educador o el centro, lo que trata es de evitar la conflictividad y el movimiento afectivo de los niños y los problemas que generan cuando contactan con sus padres.  Discernir la bondad o el perjuicio de la relación familiar mantenida más tiempo del necesario no es una tarea técnicamente fácil, y valorarla implica ejercer una evaluación compleja; no obstante, de cara a los derechos del niño, es necesario aportar elementos de control que permitan preservar las garantías jurídicas del menor, de tal modo, que la ruptura familiar sólo pueda ser decretada cuando efectivamente, medida con criterios objetivables, sea perjudicial para el mismo. 

Con independencia de los casos de las restricciones aprobadas, los niños en los centros suelen disfrutar de libertad para comunicarse con sus familias y los amigos. En nuestras visitas hemos sido testigos de la utilización del teléfono por parte de los niños, y de la posibilidad que se les brinda de hacer uso del mismo. No obstante, y ello es lógico, en los centros suele fijarse un mínimo régimen de uso del teléfono, así como del sistema de entrega de la correspondencia, bien directamente o a través del educador. Con esto se preserva una utilización responsable y comunitaria.

Siendo celosos de nuestra misión institucional, sí podemos deducir una nota negativa del derecho a la libre correspondencia en los centros de protección, en el sentido de advertir que no siempre se garantizan las medidas dirigidas a preservar el derecho a la intimidad en las comunicaciones. El interés del educador en controlar al menor puede provocar confusión y que se promuevan acciones que comprometan el derecho del menor a comunicarse en libertad. Quizás sea necesario incrementar los elementos de privacidad e intimidad que garanticen unas comunicaciones más libres y seguras. 

El régimen de visitas.

El régimen legal del derecho de visita de los menores queda recogido en los citados artículos 160 y 161 del Código Civil que vienen a reconocer el derecho de los padres a visitar y relacionarse con sus hijos acogidos residencialmente. La concreta regulación o suspensión del derecho le corresponde definirla al Juez, atendiendo a las circunstancias y al interés del menor. 

La Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de abril de 1991 establece que ”el artículo 161 concede al padre y la madre el derecho de relacionarse con sus hijos menores, aunque no ejerzan la patria potestad, la interpretación restrictiva de tal derecho, por su propia fundamentación filosófica, no es aconsejable, e incluso, desconocería la norma contenida en el artículo 3.1. del Cóidigo sobre todo, cuando la privación de la patria potestad no tiene carácter irreversible, pues, según el artículo 170, los tribunales podrán, en beneficio o interés del menor, acordar la recuperación de la misma, si hubiere cesado la causa que motivó la privación”. 

Conforme a este planteamiento jurisprudencial, el derecho de visita de los padres se deberá de mantener hasta que no quede acreditada la insolvencia de estos últimos para la debida atención y cuidado de los hijos. El sostenimiento del derecho a la visita está íntimamente unido al trabajo de intervención y apoyo familiar. En la medida que se esté trabajando, desde el punto de vista terapéutico y social, con la familia, las posibilidades de reintegro son mayores; sin embargo, cuando se abandona la labor de intervención familiar las posibilidades del reintegro se complican. De esta forma la visita de los padres en los centros se conforma como el hilo afectivo que une a los hijos con sus progenitores mientras se superan los problemas personales y familiares que provocaron la ruptura.

El sentido de polivalencia de la medida del acogimiento residencial, que ya hemos comentado otras veces, significa que unas de las finalidades primordiales del centro es acoger al menor y prepararlo, mientras se trabaja en el adiestramiento de las habilidades personales y sociales de los padres para desarrollar las funciones de la patria potestad. Sólo cuando fracasa la intervención familiar se justifica el establecimiento de una unión familiar distinta. Lamentablemente esto no siempre es así, nuestro sistema de protección de la infancia y de servicios sociales presenta deficiencias insalvables en esta materia, y en más ocasiones que las deseables, el trabajo familiar o no se produce o se presenta un escaso seguimiento y una mínima adscripción de recursos. Esto provoca, que la mayor parte de las medidas de desamparo terminen con la separación definitiva del menor, máxime cuando estas se dictan con carácter de urgencia y ante situaciones sociales límites. 

Presentamos esta argumentación, porque de la misma se deduce que la inercia del sistema gira más inclinada en favor de la previsible ruptura familiar que al pronóstico de la integración familiar. Simplificando, acarrea el efecto de que el derecho de visita se interrumpa prematuramente ante la evidencia de las dificultades del reintegro familiar. De todas formas todos estos extremos se han comentado con profusión en la parte del estudio en el que se aborda el análisis del sistema de protección

Desde la óptica de los centros, ellos son los responsables de la ejecución del desarrollo del derecho, y a su vez les corresponde valorar el efecto de la relación. Son los propios coordinadores y educadores los que asesoran a la administración de menores, y éstos a su vez al Juez, sobre los resultados de la visita y los beneficios y perjuicios que han reportado para el menor. En general, los centros se someten al régimen de visitas establecido por los SAN o judicialmente, pero al mismo tiempo informan de lo acaecido. No cabe duda de que los informes de los centros vinculan a la administración de menores y al Juez, y acaban determinando el criterio aplicable. 

De los centros visitados la amplia mayoría manifiestan reconocer y practicar el derecho de visita de los padres y familias a los hijos internados. Sólo una minoría, 17 centros, expresan que los niños no reciben visita. En estos casos entendemos, no que el centro no tolere las visitas, sino que las padres no la frecuentan y se abstraen de hacer uso de su derecho a relacionarse con los niños. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �77� Régimen de visitas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�17�7,05%��Sí�214�88,80%��No contesta�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En el desarrollo del derecho de visita de los padres y sus hijos se producen una serie de incidentes comunes de los que es conveniente dar cuenta.

Las condiciones estructurales de los centros pueden condicionar la privacidad e intimidad de la visita. En los centros pequeños lo común es recibir la visita en el salón de la casa, lo que provoca la interrupción de las actividades de la casa, y limita la intimidad del contacto. En los centros mayores se suele asignar el salón de visita a zonas poco cuidadas. 

Los padres al ejercer el derecho de visita pueden provocar altercados que dificultan la gestión de la relación con sus hijos. Los centros nos testimoniaban las dificultades que padecen cuando algunos padres se muestran irascibles e indisciplinados en la practica de la visita. Los altercados se originan en función del deterioro personal de los padres -dependientes a distintas sustancias- y en razón del incumplimiento del régimen de horario y el sistema establecido por el centro.

Otras veces, los problemas se originan por el empeño de los padres en ejercer el derecho a su discreción sin sujeción al régimen prefijado. Los incidentes y conflictos en la practica del derecho de visita en los centros lamentablemente no son excepcionales y ellos vienen a perjudicar la estabilidad emocional de los niños.

Otra circunstancia negativa que se origina cuando los padres ejercen el derecho de visita, es el daño que produce en los niños la tendencia a la fantasía e idealización que los padres le promueven: “. ya tengo trabajo, nos vamos mudar a otra casa, y pronto saldrás de aquí.” La exaltación de circunstancias positivas por parte de los padres provoca la ensoñación de los hijos y la consecuente frustación de unas expectativas irreales. Este contacto con los padres que le trasmiten una realidad ficticia dificulta después el trabajo y las relaciones con el educador.

Genera, también, una gran dosis de frustración a los niños las citas fallidas de los padres. Cuando se les anuncia que sus padres les van a visitar y éstos a última hora no acuden. 

Peor, si cabe, es el caso del niño internado que nunca recibe la visita de sus padres. Muchos centros confirmaban que esta situación se reproduce más de lo deseable. 

En todo caso, lo que hemos querido reflejar es la incidencia que el derecho a la visita de los padres presenta respecto a los niños. De ahí, la  importancia de promover acciones que permitan compatibilizar el derecho de los primeros con las garantías de los niños, en el sentido de que el derecho de los padres se gestione en función del principio protector del menor, y siempre en su beneficio, ya sea manteniendo el contacto afectivo mientras se interviene en la familia, o provocando la ruptura cuando afecte negativamente a los niños.  

Una posición ecléptica, la constituye la posibilidad de realizar el acto de visita sujeto a la supervisión de los técnicos, con ello se conjuga el derecho de los padres con la función protectora del menor

Los estudios al respecto recomiendan que se facilite y posibilite la relación del menor con la familia, con el objeto de mantener los vínculos afectivos y favorecer las posibilidades de reunificación familiar. Demandan que se establezcan acuerdos con los padres respecto a la forma en que se va a dar esta relación (visitas, contactos, teléfono, etc.). Consideran que la relación con la familia se debe de mantener siempre que no suponga un riesgo de maltrato para el niño o el adolescente o vaya en contra de sus intereses y así se haya expuesto en las sucesivas evaluaciones realizadas. 

La técnica del acuerdo entre padres e institución de menores puede aportar equlibrio y seguridad en la practica de la relación paternofilial.

El régimen de paseo. 

En el seno de los centros los niños disfrutan de un régimen de paseo y salidas propio de su proceso evolutivo y similar al resto de niños y adolescentes normalizados. 

Del conjunto de centros tan sólo 15 han manifestado que los niños no tienen establecido un régimen de paseo y salidas. Se trata de centros que sólo atienden a niños muy pequeños, o que se encuentran aislados. En este último caso, los niños soportan la inadecuada ubicación del centro. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �78� Régimen de paseos y salidas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�15�6,22%��Sí�216�89,63%��No contesta�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En general, los niños institucionalizados disfrutan de un régimen de paseos y salidas fuera del centro y al margen de los horarios escolares. El paseo estimula la autonomía del niño y le permite fomentar la sociabilidad e integrarse en la comunidad o en el barrio que le acoge. El paseo promociona las relaciones del menor con el contexto social propio de su edad; se potencia su relación con los ámbitos normalizados; aporta un despliegue de actividad y se fomenta la interacción entre iguales y, en definitiva, contribuye a un desarrollo armónico del niño.

El único problema que hemos detectado en el ejercicio de las salidas y paseos viene originado por los incidentes que los niños o especialmente los adolescentes puedan provocar ocasionalmente en el medio. Los conflictos que los adolescentes pudieran provocar, a veces, intimida a los educadores para ofrecer un régimen de libertad.

Las relaciones institucionales de los centros.

En este apartado pretendemos exponer las conclusiones que se derivan de las visitas realizadas a los centros de protección referidas a la relación entre los propios centros y la administración de protección de menores -los SAN- respecto al seguimiento de los niños, así como al grado de cumplimiento de las garantías que suponen la intervención del Ministerio Fiscal en estos establecimientos. 

Los niños y sus relaciones con la administración.

El niño o adolescente es el objeto de la medida de protección, y se convierte también en objeto del expediente administrativo que ordena la actuación del SAN, que es el que toma las decisiones sobre su vida 

En la parte referida al sistema de protección hemos dado cumplida cuenta de los distintos aspectos que inciden en la toma de decisión de las resoluciones administrativas de protección que adoptan los SAN; pero en estos momentos, sólo queremos verificar las relaciones formales entre el centro y los menores internados en el mismo.

La relación se inicia con la admisión del menor en el centro. Desde la óptica de los derechos, existe la obligación de que se le informe al menor y a su familia de la resolución administrativa que aplica la medida de internamiento y las consecuencias de la misma; cuáles son sus derechos y sus responsabilidades; así como, explicarle igualmente el funcionamiento del centro y todo aquello que interese a la adecuada acogida del menor. 

Los ingresos tienen que realizarse por resolución administrativa de tutela o guarda del SAN o por resolución judicial, si bien, hay ocasiones en que la  medida, por razones de urgencia, se anticipa a la resolución formal. En estos casos, los niños y adolescentes ingresan en los centros sin que se les adviertan las condiciones del ingreso y el alcance de la medida.

En primer lugar preguntamos a los centros si notifican la resolución administrativa a los niños sobre su internamiento y si se les explican sus consecuencias. 

Desde el ámbito de la protección jurídica todo acto o resolución que afecte a los derechos e intereses de las personas necesita ser notificados convenientemente para que la persona implicada pueda conocer e integrar el contenido de la actuación administrativa. Esta formalidad sustancial, contemplada con carácter general, se debe extremar en el caso de los niños respecto a la declaración de desamparo o guarda, no tanto ya por los condicionamientos jurídicos, que son precisos de atender, sino por las consideraciones estrictamente personales. La medida de protección no puede tener éxito si el niño o adolescente protegido no la integra y acepta, lentamente, las consecuencias.

El Manual de Buena Práctica recomienda que el proceso de admisión se planifique con cuidado para dar respuesta a las necesidades derivadas de la separación familiar que acaba de sufrir el niño, así como de las necesidades derivadas de su integración en el centro. También se deben perseguir los objetivos de recoger y analizar la información necesaria para determinar la forma en que se va a desarrollar la intervención. El Manual acaba recomendando que cada centro elabore su propio protocolo de admisión de forma  que se puedan contemplar todas las actividades que supone este proceso. 

Desde el punto de vista de la protección de los derechos, la primera necesidad es darle cuenta al niño de la resolución administrativa que ordena su ingreso. Veamos a continuación el resultado obtenido en la investigación.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �79� ¿Se notifica al menor la resolución administrativa sobre su ingreso?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�77�31,95%��Sí�155�64,32%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los resultados expresan una situación que presenta franca deficiencia en el proceso de notificación de las resoluciones administrativas que afectan a los niños y adolescentes; 77 centros confiesan que no dan cuenta a los menores de la medida aplicada. Las razones que aportan para negar la información a los niños responden a diversos criterios: en unos casos, nos refieren la baja edad de los menores que imposibilita ofrecerles una explicación razonada, otras veces, se inhiben porque piensan que eso es responsabilidad del SAN, o se trata de niños que vienen rebotados de otros centros, y a veces, sencillamente, no se lo plantean. El hecho es que en el 32% de los centros no se notifica a los mismos su declaración de internamiento.

Es necesario, no sólo notificarle la medida, sino que es imprescindible tomarse el tiempo para explicarle al niño o adolescente, según su momento evolutivo, las consecuencias de la medida, el proceso de admisión en el centro y las relaciones con sus padres. Además habrá que informar al menor de sus derechos y responsabilidades.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �80� ¿Se explican las consecuencias?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�69�28,63%��Sí�163�67,63%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Esta tabla aporta datos sobre las características del proceso de admisión seguido en los centros. Como se observa, 69 centros refieren que no explican a los menores la medida de protección adoptada. Las razones apuntadas son las enunciadas en el punto anterior. Tan sólo indicar que hay centros que no notifican la resolución formalmente, pero sí explican sus consecuencias.

En todo caso, desde la óptica de la defensa de los derechos fundamentales, es necesario protocolizar el ingreso del niño en los centros, exigiendo la previa notificación de la resoluciones que le afecten, así como la debida explicación de sus consecuencias. Esto significa abordar un proceso de acogida y admisión respetuoso con los derechos fundamentales del menor, comprensivo tanto de su realidad personal como de las circunstancias familiares que soporta.

También nos interesamos por la notificación y explicación del derecho de visita y de las relaciones con sus padres o familiares; los resultados son los siguientes:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �81� ¿Se le notifica y explica el régimen de visitas?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�30�12,45%��Sí�196�81,33%��No contesta�15�6,22%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La mayor parte de los centros notifican y explican a los niños internados el ámbito de relaciones con sus padres y el ejercicio del derecho de visita. Sin embargo, hay centros -30 de ellos- que refieren que esa tarea pertenece al ámbito competencial de los SAN. 

No obstante, a nuestro juicio, explicarles las consecuencias de su internamiento y del derecho de visita de sus padres significa, como ya hemos dicho, promover un proceso de admisión que permita que el menor integre la realidad y se le facilite su incorporación, preservando sus derechos y atendiendo sus necesidades como niño. 

La última cuestión de este apartado del protocolo iba referida al establecimiento de un límite temporal de estancia en el centro. 

Como sabemos, la medida de protección y la aplicación del acogimiento residencial es una decisión que le corresponde adoptar a los Servicios de Atención al Niño. El departamento administrativo dirige la estrategia protectora del menor, y las acciones a emprender en beneficio del menor. No obstante, es una realidad que el niño y adolescente vive con sus guardadores y estrecha los lazos afectivos con los educadores y personal del centro, y que, a resulta de los informes que éstos eleven al SAN sobre su evolución y condiciones de la estancia se determinará su futuro. Los centros no deciden sobre los límites temporales de la estancia de los menores pero sí son testigos del acontecer cotidiano, y desde esta experiencia nos han trasladado los siguientes síntomas desfavorables:

Los niños permanecen en los centros más tiempos del deseable. 

Excepto en los centros de acogida inmediata, no se establece ningún límite temporal para la estancia del menor. 

El plazo de los tres meses de estancia máxima señalada en los centros de acogida se supera sistemáticamente.

Los niños cambian de centros más de los deseable.

Los centros asumen estancias de niños y adolescentes con perfiles muy distantes. Se integran niños pequeños con adolescentes, próximos a la mayoría de edad, con comportamientos desordenados. Y, en general, se tolera con dificultades la presencia de adolescentes rebeldes indisciplinados que alteran al centro. Sus fugas o los cambios se advierten como liberación para el centro. 

La encuesta realizada nos confirma que los centros no participan en el establecimiento de límites temporales a la medida de internamiento, tan sólo los de acogida inmediata expresan el límite, que la Orden de mínimos establece en tres meses de estancia, que según su propio testimonio no se respeta.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �82� ¿Se le establece límite temporal a la medida de internamiento?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�217�90,04%��Sí�15�6,22%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Por otro lado, la Orden de mínimos, de 29 de marzo de 1996, exige que en los centros se abra un expediente personal de cada menor en el que constará la siguiente documentación: ficha personal con sus datos más relevantes; informes técnicos que reflejen la situación, evolución y pronóstico socio-familiar, educativo, médico y psicológico del menor; el proyecto educativo individualizado, que es el documento técnico de planificación y evaluación de las intervenciones socio-educativas; y las resoluciones administrativas o judiciales del internamiento, y otros documentos de interés.

El expediente personal incorpora toda la información que el centro dispone sobre el niño o adolescente, y, desde el punto de vista de la protección de los derechos constitucionales, se trata de un material muy sensible, por afectar a materia de índole personalísima, que precisa garantías en orden a la confidencialidad y la reserva debida 

En general, los centros nos confirman que disponen del expediente personal de cada niño y que la documentación se mantiene protegida para preservar la intimidad de los datos registrados. Según nos explican, sólo pueden acceder al expediente el educador y los técnicos responsables. Sí se nos denuncia la insuficiencia documental que soportan algunos expedientes, básicamente -según refieren los centros- porque los SAN no les aportan todos los informes necesarios del niño o adolescente. Los centros nos relatan que, a veces, le mandan los niños sin ninguna información sobre los mismos y que la remisión se demora mucho tiempo. Ello les sitúa en un posición de total ignorancia sobre el menor y sus circunstancias y les dificulta el abordaje personal, familiar y educativo del niño.

Las relaciones de los centros y los Servicios de Atención al Niño.

Pasamos a analizar tan sólo las relaciones establecidas entre los SAN y los centros de acogida residencial en el seguimiento de los niños internados. Es decir, queremos concretar cómo se materializa el control que realizan los SAN respecto a la situación que viven los niños en los centros de internamiento. 

La primera cuestión se centra en determinar el régimen de visitas que realizan los técnicos del SAN a los centros para contactar con los niños y adolescentes sobre los que tienen la responsabilidad de formular un plan de actuación dirigido a la integración o normalización familiar o, al menos, determinar su régimen de vida. El modelo de Convenio entre los SAN y las Instituciones Auxiliares prevé que, éstas últimas, faciliten las visitas que el personal técnico de la Delegación Provincial de Asuntos Sociales estime oportuno realizar para un mejor conocimiento de la situación del menor. 

La tabla siguiente indica los resultados obtenidos según la declaración de los centros:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �83� Los Técnicos del SAN visitan a los menores internados con una periodicidad de:

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Nunca�52�21,58%��Excepcionalmente�117�48,55%��Una vez al mes�11�4,56%��Una vez al trimestre�21�8,71%��Una vez al semestre�15�6,22%��Una vez al año�16�6,64%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los resultados evidencian una situación netamente desfavorable. La mayor parte de los centros no reciben la visita de los técnicos del SAN para desarrollar la labor de estudio y conocimiento del menor. El 21% de los centros declaran que los profesionales del SAN no han ido nunca, y otro amplia mayoría, más del 48%, afirman que las visitas son excepcionales, que no están sistematizadas ni son regulares, más bien indican que la presencia de los profesionales del SAN son muy esporádicas e insólitas. 

Tan sólo 11 centros de la totalidad de la red, declaran recibir visitas regulares todos los meses; 21 centros manifiestan que las visitas se desarrollan cada tres meses y 15 centros alegan ser visitados por los técnicos del SAN cada 6 meses. Por último, la visita anual se realiza en 16 centros. 

Para evaluar el trabajo de cada SAN, a nivel provincial la siguiente tabla refleja las visitas realizadas en cada provincia:

�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �84� Los técnicos del SAN, según las provincias, visitan a los menores internados con una periodicidad de:





RESPUESTA�ALMERÍA

�CÁDIZ

�CÓRDOBA

�GRANADA

�HUELVA

�JAÉN

�MÁLAGA

�SEVILLA

�TOTAL

��Nunca�5�26,32%�11�22,00%�0�0,00%�15�27,27%�0�0,00%�2�15,38%�14�46,67%�5�13,51%�52�21,58%

��Excepcionalmente�6�31,58%�28�56,00%�17�70,83%�31�56,36%�6�46,15%�7�53,85%�12�40,00%�10�27,03%�117�48,55%

��Una vez al año�2�10,53%�7�14,00%�1�4,17%�3�5,45%�0�0,00%�0�0,00%�2�6,67%�1�2,70%�16�6,64%

��Una vez al Semestre�0�0,00%�0�0,00%�0�0,00%�2�3,64%�0�0,00%�3�23,08%�0�0,00%�10�27,03%�15�6,22%

��Una vez al Trimestre�0�0,00%�2�4,00%�5�20,83%�4�7,27%�2�15,38%�0�0,00%�1�3,33%

�7�18,92%�21�8,71%��Una vez al Mes�1�5,26%�2�4,00%�1�4,17%�0�0,00%�5�38,46%�0�0,00%�0�0,00%�2�5,41%�11�4,56%

��No Contesta�5�26,32%�0�0,00%�0�0,00%�0�0,00%�0�0,00%�1�7,69%�1�3,33%�2�5,41%�9�3,73%

��Total�19�100%�50�100%�24�100%�55�100%�13�100%�13�100%�30�100%�37�100%�241�100%

��

Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.�En el sentido más preocupante, llama la atención el SAN de Málaga, que nunca visita, o sólo excepcionalmente, al 86% de los centros de protección:

- 14 centros, que representan el 46,67% del total de la provincia de Málaga declaran que nunca son visitados por los técnicos del SAN.

- 2 centros reconocen ser visitados una vez al año, y 

- 1 refiere visitas trimestrales. 

Los datos son lo suficientemente elocuentes para exigir comentarios, sencillamente el SAN de Málaga apenas visita a los centros y a los niños internados. 

El SAN de Granada también, presenta resultados muy negativos:

- el 83% de los centros refiere que, o nunca han sido visitados, o sólo, en contadas ocasiones excepcionales. Sobre 55 centros visitados, 46 declaran que no son visitados con regularidad, ni siquiera anualmente, por los técnicos del SAN 

Indicadores, también, pésimos, reflejan la situación registrada en Cádiz -un 78% de centros no son visitados-, Córdoba -un 70%- y Jaén -68%-.  

La misma tónica encontramos en el SAN de Sevilla, que alcanza la calificación negativa en un 40% de los centros, y en el de Huelva que obtiene la valoración negativa en el 46% de los casos.

La siguiente tabla registra las visitas realizadas en función del tipo de centro de protección.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �85� Visita de los técnicos del SAN: provincia/periodicidad/tipología

CENTRO ACOGIDA INMEDIATA

��PROVINCIA�1/M�1/TR�1/SE�1/A.�EXC.�NUN�N/C�TOTAL��ALMERIA�1�0�0�0�1�0�0�2  ��CADIZ�1�1�0�0�2�0�0�4  ��CORDOBA�1�0�0�0�0�0�0�1  ��GRANADA�0�1�0�0�1�0�0�2  ��HUELVA�1�0�0�0�0�0�0�1  ��JAEN�0�0�0�0�1�0�0�1  ��MALAGA�0�0�0�0�0�2�0�2  ��SEVILLA�1�0�0�0�1�0�1�3  ��TOTAL�5�2�0�0�6�2�1�16��



RESIDENCIAS

��PROVINCIA�1/M�1/TR�1/SE�1/A.�EXC.�NUN�N/C�TOTAL��ALMERIA�0  �0  �0  �1  �3  �1  �0  �5  ��CADIZ�1  �1  �0  �3  �10  �0  �0  �15  ��CORDOBA�0  �5  �0  �1  �3  �0  �0  �9  ��GRANADA�0  �0  �2  �1  �1  �4  �0  �8  ��HUELVA�3  �1  �0  �0  �5  �0  �0  �9  ��JAEN�0  �0  �2  �0  �3  �1  �0  �6  ��MALAGA�0  �1  �0  �2  �9  �4  �1  �17  ��SEVILLA�0  �3  �2  �1  �2  �2  �0  �10  ��TOTAL�4  �11  �6  �9  �36  �12  �1  �79��



CASAS

��PROVINCIA�1/M�1/TR�1/SE�1/A.�EXC.�NUN�N/C�TOTAL��ALMERIA�0�0�0�1�2�4�5�12��CADIZ�0�0�0�4�16�11�0�31��CORDOBA�0�0�0�0�14�0�0�14��GRANADA�0�3�0�2�29�11�0�45��HUELVA�1�1�0�0�1�0�0�3��JAEN�0�0�1�0�3�1�1�6��MALAGA�0�0�0�0�3�8�0�11��SEVILLA�1�4�8�0�7�3�1�24��TOTAL�2�8�9�7�75�38�7�146��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �86� Visita de los técnicos del SAN: provincia/periodicidad/%



CENTRO ACOGIDA INMEDIATA

��PROVINCIA�1/M�1/TR�1/SE�1/A.�EXC.�NUN�N/C�TOTAL��ALMERIA�50%�0%�0%�0%�50%�0%�0%�100%��CADIZ�25%�25%�0%�0%�50%�0%�0%�100%��CORDOBA�100%�0%�0%�0%�0%�0%�0%�100%��GRANADA�0%�50%�0%�0%�50%�0%�0%�100%��HUELVA�100%�0%�0%�0%�0%�0%�0%�100%��JAEN�0%�0%�0%�0%�100%�0%�0%�100%��MALAGA�0%�0%�0%�0%�0%�100%�0%�100%��SEVILLA�33%�0%�0%�0%�33%�0%�33%�100%��TOTAL�31%�13%�0%�0%�38%�13%�6%�100%��





RESIDENCIAS

��PROVINCIA�1/M�1/TR�1/SE�1/A.�EXC.�NUN�N/C�TOTAL��ALMERIA�0%�0%�0%�20%�60%�20%�0%�100%��CADIZ�7%�7%�0%�20%�67%�0%�0%�100%��CORDOBA�0%�56%�0%�11%�33%�0%�0%�100%��GRANADA�0%�0%�25%�13%�13%�50%�0%�100%��HUELVA�33%�11%�0%�0%�56%�0%�0%�100%��JAEN�0%�0%�33%�0%�50%�17%�0%�100%��MALAGA�0%�6%�0%�12%�53%�24%�6%�100%��SEVILLA�0%�30%�20%�10%�20%�20%�0%�100%��TOTAL�5%�14%�8%�11%�46%�15%�1%�100%��





CASAS

��PROVINCIA�1/M�1/TR�1/SE�1/A.�EXC.�NUN�N/C�TOTAL��ALMERIA�0%�0%�0%�8%�17%�33%�42%�100%��CADIZ�0%�0%�0%�13%�52%�35%�0%�100%��CORDOBA�0%�0%�0%�0%�100%�0%�0%�100%��GRANADA�0%�7%�0%�4%�64%�24%�0%�100%��HUELVA�33%�33%�0%�0%�33%�0%�0%�100%��JAEN�0%�0%�17%�0%�50%�17%�17%�100%��MALAGA�0%�0%�0%�0%�27%�73%�0%�100%��SEVILLA�4%�17%�33%�0%�29%�13%�4%�100%��TOTAL�1%�5%�6%�5%�51%�26%�5%�100%��

Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �87� Visita de los técnicos del SAN: provincia/periodicidad/frecuencia



CENTRO ACOGIDA INMEDIATA��FRECUENCIA��PROVINCIA�ACEPTABLE�NO ACEPTABLE�N/C�TOTAL��ALMERIA�50,00%�50,00%�0%�100%��CADIZ�50,00%�50,00%�0%�100%��CORDOBA�100,00%�0,00%�0%�100%��GRANADA�50,00%�50,00%�0%�100%��HUELVA�100,00%�0,00%�0%�100%��JAEN�0,00%�100,00%�0%�100%��MALAGA�0,00%�100,00%�0%�100%��SEVILLA�33,33%�33,33%�33%�100%��TOTAL�43,75%�50,00%�6,3%�100%��





RESIDENCIAS��FRECUENCIA��PROVINCIA�ACEPTABLE�NO ACEPTABLE�N/C�TOTAL��ALMERIA�0,00%�100,00%�0%�100%��CADIZ�13,33%�86,67%�0%�100%��CORDOBA�55,56%�44,44%%�0%�100%��GRANADA�25,00%�75,00%�0%�100%��HUELVA�44,44%�55,56%�0%�100%��JAEN�33,33%�66,67%�0%�100%��MALAGA�5,88%�88,24%�6%�100%��SEVILLA�50,00%�50,00%�0%�100%��TOTAL�26,58%�72,15%�1,3%�100%��





CASAS��FRECUENCIA��PROVINCIA�ACEPTABLE�NO ACEPTABLE�N/C�TOTAL��ALMERIA�0,00%�58,33%�42%�100%��CADIZ�0,00%�100%�0%�100%��CORDOBA�0.00%�100%�0%�100%��GRANADA�6,67%�93,33%�0%�100%��HUELVA�66,67%�33,33%�0%�100%��JAEN�16,67%�66,67%�17%�100%��MALAGA�0,00%�100%�0%�100%��SEVILLA�54,17%�41,67%�4%�100%��TOTAL�13,01%�82,19%�4,8%�100%��

Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



�Los resultados son claros. La situación se explica sola. Los centros de acogida inmediata son los más visitados; en un 31% de los centros las visitas son mensuales y en el 12% son trimestrales. Aunque nos parece alarmante que otro 12% refiera que nunca son visitados, y un 37% declare que sólo excepcionalmente se visitan. Es decir: centros donde los niños se encuentran en período de estudio y diagnóstico, aproximadamente la mitad de ellos, no son regularmente visitados por los técnicos que tienen que tomar las decisiones sobre los menores internados. Ya tendremos oportunidad de comentar este dato ampliamente, en otros momentos de este informe, pero a primera vista, es significativo que la distancia que existe entre la estructura administrativa de los SAN y la realidad de los niños en los centros, no se vea acortada por un regular contacto entre los técnicos y los menores.

Las visitas a los centros residenciales son  más escasas si cabe. Un 15% de las residencias confiesan que no son visitadas nunca, mientras que un 45% declaran que las visitas son excepcionales. 

Las casas de acogida presentan un indicador más negativo aún: 113 de ellas, que suponen el 77%, expresan que, o no son nunca visitadas, o sólo en ocasiones excepcionales. 

La pobreza del dato de las visitas que realizan los profesionales para trabajar en la evolución y el seguimiento de los menores sujeto a medidas de protección, está indicando la precaria capacidad que tiene el sistema de atención a los niños para desarrollar el adecuado seguimiento de los casos.

Los técnicos del SAN asumen una enorme responsabilidad al adoptar decisiones que vinculan el destino y la vida de los niños y, por ello, es tan importante que realicen las visitas necesarias para conocer su verdadera realidad, contacten con ellos y conozcan sus opiniones, de tal modo, que lleguen a alcanzar un conocimiento de la forma de ser del niño y que se respete su derecho a ser oídos antes de tomar una decisión que les afecte intensamente.

En el protocolo, además, nos interesábamos por el seguimiento del menor por parte del SAN. 

Preguntábamos: ¿A criterio del centro, el Servicio de Atención al Niño realiza el adecuado seguimiento de los menores internados?. 

La tabla siguiente mide los resultados obtenidos en el Protocolo aplicado en  los centros: 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �88� ¿El SAN realiza el adecuado seguimiento de los menores internados?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�191�79,25%��Sí�40�16,60%��No contesta�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Según las respuestas dadas, en torno al 80% de los centros estiman que el SAN no realiza un adecuado seguimiento de los menores ingresados en los centros. Sólo 40 centros, que representan el 16%, consideran correcto el trabajo de supervisión del SAN. Los datos registrados indican un situación abiertamente mejorable. En general, 80 sobre 100 de los centros critican abiertamente el pobre seguimiento que el SAN realiza de los niños internados. Entienden que el SAN les remite a los niños, pero que después, no se ocupa de ellos. Las relaciones se desarrollan excesivamente burocratizadas, sujeta al informe semestral, y desconectada de la realidad diaria de los niños y de su evolución. 

La siguiente tabla refleja la realidad provincial de cada SAN.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �89� ¿El SAN realiza el adecuado seguimiento de los menores internados?



RESPUESTA�ALMERÍA�CÁDIZ

�CÓRDOBA

�GRANADA�HUELVA

��No�13�68,42%�41�82,00%�17�70,83%�53�96,36%�8�61,54%��Sí�1�5,26%�9�18,00%�7�29,17%�2�3,64%�5�38,46%��No contesta�5�26,32%�0�0,00%�0�0,00%�0�0,00%�0�0,00%��TOTAL�19�100%�50�100%�24�100%�55�100%�13�100%��

RESPUESTA�JAÉN

�MÁLAGA�SEVILLA�TOTAL

��No�7�53,85%�29�96,67%�23�62,16%�191�79,25%��Sí�3�23,08%�0�0,00%�13�35,14%�40�16,60%��No contesta�3�23,08%�1�3,33%�1�2,70%�10�4,15%��TOTAL�13�100%�30�100%�37�100%�241�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Los resultados de los SAN de Málaga y Granada son aplastantes. Todos los centros de Málaga, excepto uno que se ha abstenido de contestar, expresan, que el SAN no realiza un adecuado seguimiento de los menores internados. En Granada, todos menos 2 centros, declaran como inadecuado el seguimiento que el SAN realiza de los niños. Cádiz con una tasa negativa del 82% se sitúa en la parte alta de la tabla. 

Los SAN que, a tenor de los centros, realizan un seguimiento más aceptable, pertenecen a las provincias de Huelva - un 38% de los centros lo consideran positivo-, Sevilla -con un 35%- y Córdoba, con el 29%.

Desde el punto de vista de la tipología del centro la tabla que se presenta a continuación expresa la valoración del seguimiento.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �90� Según la tipología del centro, ¿el SAN realiza el adecuado seguimiento de los menores internados?

RESPUESTA�CASA ACOGIDA

INMEDIATA.

�RESIDENCIA

�CASA

�TOTAL

��No�8�50,00%�61�77,22%�122�83,56%�191�79,25%��Sí�7�43,75%�17�21,52%�16�10,96%�40�16,60%��No contesta�1�6,25%�1�1,27%�8�5,48%�10�4,15%��TOTAL�16�100%�79�100%�146�100%�241�100%��Fuente: Elaboración propia de la Oficina del D.P.A..

Los centros de acogida consideran que el seguimiento es más adecuado, que respecto a las residencias y a las casas. Las proporciones son evidentes, el 43%, 21% y 11% .En las casas de acogida el seguimiento es más escaso.

Los centros nos manifiestan que se sienten solos en la dirección del programa de atención de los niños. En nuestro contacto, los responsables de los centros, se expresaban con términos muy críticos respecto a la labor del SAN; hablan de desidia, de ausencia de planificación, escaso seguimiento, y poca atención a los problemas del niño como persona. Según la opinión registrada, el niño es un expediente administrativo más y son atendidos conforme a  los ritmos de la administración, los días se convierten en meses, y los meses en años. Las intervenciones son lentas, tardías y, a veces, inoportunas. 

Desde la otra vertiente, también les hemos preguntado a los centros si informan regularmente sobre la situación y evolución de los menores internados. 

Partamos primero de las obligaciones legales y después verifiquemos la realidad consultada. La Orden de la Consejería de Asuntos Sociales de 23 de abril de 1991, por la que se regula la colaboración de las Instituciones Auxiliares con esta Consejería en materia de atención al niño, al establecer en su artículo 6.2 el contenido obligacional de las Entidades Colaboradoras, les impone el deber de informar periódicamente acerca de la evolución del menor y de los cambios sustanciales que le afecten, así como los que pudieran originarse en el funcionamiento del centro y sus responsables y, así mismo, facilitar el seguimiento técnico de los menores y la labor inspectora de la administración. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �91� ¿El Centro informa al SAN sobre la situación y evolución de los menores internados con una periodicidad de:?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Nunca�3�1,24%��Ocasional�23�9,54%��Mensual�43�17,84%��Trimestral�76�31,54%��Semestral�79�32,78%��Anual�11�4,56%��No contesta�6�2,49%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Según se desprende de la tabla, la mayor parte de los centros informan al SAN de la evolución de los niños con una periodicidad comprendida entre tres y seis meses. Lo más común es que los centros elaboren un informe de evolución del niño cada seis meses y lo remitan al SAN.

De forma negativa, 11 centros manifiestan que trasladan informe de los niños sólo una vez al año, y 23 centros refieren que el aporte del informe es ocasional. Por último, 3 centros nos expresan que no suelen informan al SAN.

También hemos demandado información a los centros sobre el traslado de los incidentes importantes que afecten a los menores internados y la amplia mayoría de centros nos alegan que suelen informar al SAN y Fiscalía cuando surgen problemas significativos respecto a los niños acogidos: fugas, rapto de los padres, comisión de pequeño delitos, incidentes que perjudican al niño, etc. La cláusula sexta del Convenio modelo de relaciones entre los SAN y las entidades colaboradoras exige que la Instituciones Auxiliares comuniquen a las Delegaciones Provinciales los cambios sustanciales que afecten al menor, así como las que pudieran originarse en el funcionamiento del centro. También deberán informar periódicamente, o cuando lo requiere la delegación o los órganos judiciales, de aquellos aspectos indicativos de la evolución del menor. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �92� ¿El Centro informa al SAN y a la Fiscalía sobre incidencias importantes respecto a los niños acogidos?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�5�2,07%��Sí�227�94,19%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A..

La coordinación administrativa.

La intervención protectora sobre el menor precisa que se desarrolle la adecuada función de coordinación entre los órganos administrativos actuantes, con la finalidad de que el ejercicio de la actividad se encuentre debidamente planificado, y responda a unos objetivos prefijados.

El primer paso para concretar los niveles de coordinación consiste en crear la base normativa adecuada que determine las funciones y dé respuestas a las necesidades sobre las que se intervienen. El primer escalón normativo ha quedado constituido por la nueva ley de los derechos y la atención al menor, que a nuestro juicio, si bien, se ha podido demorar una década -en nuestro Informe al Parlamento de Andalucía de 1989 ya denunciamos la necesidad de cubrir esta laguna legal- ahora, en estos momentos, precisa del conveniente desarrollo reglamentario que articule los procedimientos y recursos para instrumentar las intervenciones en materia de menores de una forma planificada y coordinada. Sin el preciso desarrollo reglamentario que defina las funciones y restablezca un orden lógico, el sistema se mantendrá en un régimen de franca descoordinación. 

La ausencia de un programa general y el vacío reglamentario existente constituyen obstáculos insalvables para el cumplimiento de las función protectora que los poderes públicos tienen encomendadas. 

La actuación descoordinada de los 8 Servicios de Atención al Niño, más la diversidad de regímenes establecidos en una red de servicios próxima a 250 centros heterogéneos, reflejan un sistema de acogimiento residencial  desestructurado.

En nuestro contacto con los centros, nos hacemos eco de las denuncias sobre la descoordinación administrativa a que les someten los SAN, y las dificultades que padecen a tenor de la ausencia de programas de actuación concretos que permitan determinar los objetivos, el programa y los medios y recursos puestos a disposición del sistema de acogimiento residencial. No cabe duda que los problemas de los que se resienten las estructuras de los SAN repercuten intensamente en los niños y en los centros: falta de personal, penuria de medios, desorganización administrativa, ausencia de un programa o plan de actuación, etc...; todos estos problemas se acaban extendiendo a los centros que se ven forzados a soportar estas deficiencias de la administración. 

Las primeras críticas de descoordinación y desconcierto se dirigían sobre el mismo momento en el cual los niños son remitidos a los centros. En teoría cuando el SAN ingresa a un niño en un centro, le debe aportar todo el material de conocimiento para que el centro pueda asumir la atención y educación del niño.  La Orden que regula las relaciones con los centros colaboradores indica que el SAN informará de forma precisa de la situación del menor que se encomienda para guarda (informe psicosocial en el que se determine la situación individual, familiar y ambiental; informe jurídico, en el que se explique la situación legal o copia de la resolución decretada; documentación administrativa que determine el ingreso en el centro así como las condiciones de dicho ingreso y otros informes o documentos que se estimen convenientes en función de las circunstancias del caso). La norma prevé que cuando por razones de urgencia no pueda aportarlos en el ingreso, la administración deberá remitirlos a la mayor brevedad. Pero lo cierto es que, según nos testimonian los centros, la excepción de la urgencia se convierte en la regla y es habitual que los niños sean ingresados en los mismos sin el aporte de la fuente de conocimientos sobre la vida del menor, imprescindible para ofrecer la atención que necesitan. Los centros, en muchos casos desconocen las circunstancias del ingreso y las características personales, familiares y sociales de los menores. Ello dificulta el abordaje terapéutico y educativo del niño.

Las demoras aplicadas en la remisión de la documentación sobre el niño, las ínfimas visitas que se realizan a los centros -el 70% de los centros declaran que los técnicos del SAN no acuden nunca o sólo excepcionalmente-, más un inadecuado seguimiento del menor acogido -en torno al 80% de los centros, estiman que el SAN no realiza un adecuado seguimiento de los centros-, perfilan un ámbito de franca descoordinación entre la vida del niño en el centro y los responsables administrativos que adoptan decisiones sobre su vida a través de papeles que conforman un expediente administrativo.

Los rasgos de descoordinación denunciados también se refieren a la ausencia de un programa general de centros que oriente el trabajo de los establecimientos, el aporte de recursos de técnicos especializados que faciliten las labores terapéuticas con los niños, las demoras en los pagos de las contribuciones económicas, los rotatorios cambios de funcionarios de los SAN, las continúas revisiones de criterios técnicos y organizativos, la ausencia de programas individuales para cada niño, etc.. Estas y otras razones definen un estado de insatisfacción general que hace necesaria la clarificación del sistema.

La superior vigilancia del Ministerio Fiscal.

Verifiquemos primero la legalidad y después observemos la realidad constatada.

Respecto al Ministerio Fiscal el artículo 174 del Código Civil señala sus atribuciones legales:

“1. Incumbe la Fiscal la superior vigilancia de la tutela, acogimiento o guarda de los menores a que se refiere esta Sección.“

2. A tal fin, la entidad pública le dará noticia inmediata de los nuevos ingresos de menores y le remitirá copia de las resoluciones administrativas y de los escritos de formalización relativos a la constitución, variación y cesación de las tutelas, guardas y acogimientos. Igualmente le dará cuenta de cualquier novedad de interés en las circunstancias del menor. 

El Fiscal habrá de comprobar, al menos semestralmente, la situación del menor, y promoverá ante el Juez las medidas de protección que estime necesarias.

3. La vigilancia del Ministerio Fiscal no eximirá a la entidad pública de su responsabilidad para con el menor y de su obligación de poner en conocimiento del Ministerio Fiscal las anomalías que observe.”

El artículo 21.4 de la Ley de Protección Jurídica del Menor establece que el Ministerio Fiscal deberá ejercer su vigilancia sobre todos los centros que acogen menores. 

Del mismo modo, el artículo 36.3 de la Ley del menor y la atención a la infancia de Andalucía establece que el Ministerio Fiscal ejercerá la superior vigilancia de los menores acogidos en los centros de protección. 

En estos preceptos, y otros muchos contemplados en la legislación sectorial sobre la infancia y la adolescencia, se deduce la función garantista del Ministerio Fiscal respecto a los derechos del niño, conformándose como un valedor de los intereses de los menores y salvaguarda de sus legítimos derechos.  En este sentido, la Exposición de Motivos de la Ley de Protección Jurídica refiere, que a lo largo de todo el texto “...aparece reforzada la intervención del Ministerio Fiscal, siguiendo la tendencia iniciada con la ley 21/1987, ampliando los cauces de actuación de esta Institución, a la que, por su propio estatuto, corresponde la representación de los menores e incapaces que carezcan de representación legal”.

Reflejada someramente la legalidad, pasamos a observar la realidad detectada en las visitas. Y en este orden de cosas, sencillamente preguntamos a los centros cuántas veces es visitado el centro por el Ministerio Fiscal para evaluar la situación en la que se encuentran los niños acogidos residencialmente. Los resultados que se recogen en la tabla siguiente, como vemos, son ciertamente desalentadores.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �93� El Ministerio Fiscal visita a los menores internados con una periodicidad de:

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Nunca�193�80,08%��Una vez al trimestre�0�0,00%��Una vez al semestre�0�0,00%��Una vez al año�4�1,66%��Excepcionalmente�33�13,69%��No contesta�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El 80% de los centros de protección -193 centros- confesaron que el Ministerio Fiscal nunca había acudido al establecimiento, o al menos en el pasado histórico del centro, la memoria de los directivos no alcanzaban a recordar. 

Otro 13% respondieron que sólo había acudido el Ministerio Fiscal al centro de forma muy esporádica. Para intervenir en un conflicto específico o ante situaciones insólitas. Unos centros referían que hace tres o cuatro años dicen que vino un Fiscal al centro. 

Sólo 4 centros de protección -que representan el 1,66% de la totalidad- alegaron que el Fiscal acudía una vez al año al centro. 

La presencia en periodo semestral o trimestral del Ministerio Fiscal en los centros residenciales es desconocida en nuestro sistema de protección de menores. 

La nula o tímida presencia del Ministerio Fiscal en los centros de menores nos revela la necesidad de seguir profundizando en el ejercicio de las funciones de control y vigilancia de los centros, las razones son obvias. No obstante, se demandó a los centros una valoración cualitativa sobre el control que realizaba el Ministerio Fiscal de los menores internados y los resultados son los siguientes:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �94� ¿El Ministerio Fiscal realiza el adecuado control de los menores?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�230�95,44%��Sí�3�1,24%��No contesta�8�3,32%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.











�Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �95� El Ministerio Fiscal visita a los menores internados con una periodicidad de: (según tipología del centro y provincia)



TIPOLOGIA�RESPUESTA�ALMERIA

�CADIZ

�CORDOBA

�GRANADA

���1 VEZ TRIM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0%�0  �0,00%��C.�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%���1 VEZ AÑO�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��A.�EXCEPC.�0  �0,00%�3  �75,00%�0  �0,00%�2  �100,0%���NUNCA�2  �100,0%�1  �25,00%�1  �100,0%�0  �0,00%��I.�NO CONT.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��TOTAL��2  �100%�4  �100%�1  �100%�2  �100%���1 VEZ TRIM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0%�0  �0,00%��RE-�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��SI-�1 VEZ AÑO�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��DEN-�EXCEPC.�0  �0,00%�2  �13,33%�2  �22,22%�0  �0,00%��CIA�NUNCA�5  �100,0%�13  �86,67%�7  �77,78%�8  �100,0%���NO CONT.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��TOTAL��5  �100%�15  �100%�9  �100%�8  �100%���1 VEZ TRIM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0%�0  �0,00%��C�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��A�1 VEZ AÑO�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��S�EXCEPC.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�12  �26,67%��A�NUNCA�7  �58,33%�31  �100,0%�14  �100,0%�33  �73,33%���NO CONT.�5  �41,67%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��TOTAL��12  �100%�31  �100%�14  �100%�45  �100%���1 VEZ TRIM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��T�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��O�1 VEZ AÑO�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��T�EXCEPC.�0  �0,00%�5  �10,00%�2  �8,33%�14  �25,45%��A�NUNCA�14  �73,68%�45  �90,00%�22  �91,67%�41  �74,55%��L�NO CONT.�5  �26,32%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��TOTAL 

GENERAL��19  �100%�50  �100%�24  �100%�55  �100%���



TIPOLOGIA�RESPUESTA�HUELVA

�JAEN

�MALAGA

�SEVILLA

�TOTAL

���1 VEZ TRIM.�0  �0,0%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��C.�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%���1 VEZ AÑO�0  �0,00%�1  �100,0%�0  �0,00%�0  �0,00%�1  �6,25%��A.�EXCEPC.�1  �100,0%�0  �0,00%�0  �0,00%�1  �33,33%�7  �43,75%���NUNCA�0  �0,00%�0  �0,00%�2  �100,0%�1  �33,33%�7  �43,75%��I.�NO CONT.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�1  �33,33%�1  �6,25%��TOTAL��1  �100%�1  �100%�2  �100%�3  �100%�16  �100%���1 VEZ TRIM.�0  �0,0%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��RE-�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��SI-�1 VEZ AÑO�2  �22,22%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�2  �2,53%��DEN-�EXCEPC.�3  �33,33%�1  �16,67%�0  �0,00%�1  �10,00%�9  �11,39%��CIA�NUNCA�4  �44,44%�5  �83,33%�16  �94,1%�9  �90,00%�67  �84,81%���NO CONT.�0  �0,00%�0  �0,00%�1  �5,88%�0  �0,00%�1  �1,27%��TOTAL��9  �100%�6  �100%�17  �100%�10  �100%�79  �100%���1 VEZ TRIM.�0  �0,0%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��C�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��A�1 VEZ AÑO�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�1  �4,17%�1  �0,68%��S�EXCEPC.�1  �33,33%�0  �0,00%�1  �9,09%�3  �12,50%�17  �11,64%��A�NUNCA�2  �66,67%�6  �100,0%�10  �90,9%�16  �66,67%�119  �81,51%���NO CONT.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�4  �16,67%�9  �6,16%��TOTAL��3  �100%�6  �100%�11  �100%�24  �100%�146  �100%���1 VEZ TRIM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��T�1 VEZ SEM.�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%�0  �0,00%��O�1 VEZ AÑO�2  �15,38%�1  �7,69%�0  �0,00%�1  �2,70%�4  �1,66%��T�EXCEPC.�5  �38,46%�1  �7,69%�1  �3,33%�5  �13,51%�33  �13,69%��A�NUNCA�6  �46,15%�11  �84,62%�28  �93,33%�26  �70,27%�193  �80,08%��L�NO CONT.�0  �0,00%�0  �0,00%�1  �3,33%�5  �13,51%�11  �4,56%��TOTAL GENERAL��13  �100%�13  �100%�30  �100%�37  �100%�241  �100%��Fuente: Elaboració propia por la Oficina del D.P.A.



�Los resultados hablan por sí mismos, de 241 centros, 230 declaran que el seguimiento y control por parte del Ministerio Fiscal es, a todas luces inadecuado, 8 no contestan y 4 centros estimaban adecuado el control del Fiscal. 

Sobre el terreno las críticas de los responsables y educadores de los centros a la atonía de la fiscalía eran concluyentes. Básicamente se centraban en manifestar el pleno desconocimiento que disponían sobre la figura y sobre la escasa incidencia que promovían en la vida de los niños.  

Las conclusiones que pudiéramos deducir sobre la función de vigilancia y control del Ministerio Fiscal en relación a los niños acogidos residencialmente devienen inocuas ante la contundencia de los hechos registrados. Sencillamente el Ministerio Fiscal no va a los centros, ni interviene en la vida diaria de los niños.

En su descargo, habría que presentar la salvedad de la imposibilidad que se les presenta a las fiscalías para ejercer adecuadamente el volumen de responsabilidad que se les ha asignado, en especial, en materia de menores.

Antonio del Moral, de la Secretaría General de la Fiscalía General del Estado, en la obra sobre “El menor en la legislación actual”, reflexionaba que, en general, puede afirmarse que el Ministerio Fiscal “... ha respondido satisfactoriamente a las competencias que en esta materia atribuyó la reforma de 1987 y que ahora se incrementan. Y ello a pesar de la penuria de medios con que ha de desenvolverlas” No obstante, el autor, consideraba que tradicionalmente el proceso penal ha sido el reino del Ministerio Fiscal, de forma que, se han descuidado otros ámbitos no menos importantes de su actuación. A nivel legislativo, esa deformación se viene corrigiendo a pasos acelerados como demuestra elocuentemente todo lo referente a la protección de menores. Ahora bien, el fiscal valora: “ Pero esa realidad legislativa no se corresponde con la realidad práctica. No ha ido acompañada de la dotación de medios personales y materiales necesarios para desarrollar, en toda su dimensión, esas nuevas funciones que aparecen todavía sin agotar o explorar, y que corren el peligro de quedar traducidas en la práctica en unas meras tareas más o menos burocratizadas y alejadas de la realidad.”

Abundando, se demanda la imprescindible especialización de las fiscalías, así como la dotación de los equipos psico-sociales cuyo concurso resulta indispensables para desarrollar las tareas de vigilancia y control del sistema de protección de menores 

En el informe sobre “Estudios del Ministerio Fiscal” de 1994 se decía: 

“Se insiste en la necesidad de especialización de todos cuantos profesionales intervienen en la jurisdicción de menores en aplicación de las recomendaciones contenidas en textos internacionales. En particular es necesario constituir en todos los territorios grupos especializados en esta materia de policía, destacando algunos funcionarios junto a las Fiscalías de Menores. En cuanto a los fiscales debe tenderse igualmente a esa especialización, y, sin perjuicio de las circunstancias concretas de cada Fiscalía, a la exclusividad de las funciones. Se entiende que la íntima vinculación y las difusas fronteras entre lo que es protección y lo que es reforma aconsejan que sean los mismos Fiscales los que asuman unas y otras funciones”.

El Fiscal Vargas Cabrera, en la obra colectiva sobre la “Protección Jurídica del Menor”, ofrece excusas similares: 

“Añadir que pese a la bondad de las progresivas atribuciones de deberes y funciones al Ministerio Fiscal en esta materia y a su conformidad con el perfil institucional de defensor de personas y colectivos especialmente desprotegidos, lo cierto es que no ha habido una correlativa asignación de medios materiales y personales. Las Fiscalías de Menores se mueven en una situación de máxima precariedad en proporción a las numerosas competencias que el ordenamiento les confiere y funcionan únicamente a base del esfuerzo y la dedicación de los que las integran.”

En fin, como hemos visto, el Ministerio Fiscal no visita los centros de protección de menores, ni solicita a los establecimientos informes en relación con la situación de los niños internados. También comprobamos que, de forma reglada, no existe comunicación del menor con el Ministerio Fiscal, ni tampoco se encuentran previstos los cauces para que ésta pudiera desarrollarse. Lo habitual, es que los centros no se relacionen directamente con el Ministerio Fiscal, sino que la remisión de la información se realiza a través de la administración de protección de menores, trasladando las diversas medidas que se adoptan. 

A nuestro modo de ver, con la asignación de medios y recursos que se precise, es conveniente que el Ministerio Fiscal realice un control directo de los centros de protección y sobre la situación de los menores internados, preservando sus derechos y sus intereses. 

La descripción de los centros.

Presentar una descripción general de la red de centros de protección de menores es una tarea compleja en función de la heterogeneidad del conjunto de los establecimientos existentes, así como la diversidad de tipos de centros  y entidades titulares de los mismos. 

A efectos de las condiciones físicas y dotacionales de un centro, no es lo mismo una residencia pública que una casa o piso dependiente de una institución religiosa u ONG de infancia. Cada establecimiento debe adaptarse a las exigencias de la función social que va a desarrollar que, en estos casos, implica atender a las necesidades de los niños internados y a la finalidad del programa de acogimiento residencial. De ahí la dificultad de promover patrones comunes para todos los centros, y la complicación que significa homologar los requisitos y normalizar las condiciones materiales y funcionales.

La Orden de 29 de marzo de 1996 establece que los requisitos mínimos del anexo son obligatorios para todos los servicios y centros de servicios sociales, cualesquiera que fuere su tipología y naturaleza. El anexo incluye las especificidades para los centros de menores. 

Desde la Institución, ya en el Informe Anual de 1990, se había demandado la normativa que estableciera la regulación de los centros de menores y que se acreditaran garantías de calidad. Era necesario articular una norma que garantizara un mínimo exigible para que un centro prestara funciones de protección de menores. La Orden de mínimos viene a dar respuesta a esta necesidad. Lo que ocurre es que la Orden asume de una forma generalizada la regulación de todos los centros de servicios sociales, y esta universalización implica excesivas exigencias a las casas de acogida que, justamente se caracterizan por la creación de un ámbito familiar normalizado afín a las constituidas por las familias biológicas. Por ello, hemos relajado el cumplimiento de los requisitos respecto a estos centros, ya que aunque pertenecen al sistema de protección de menores, formalmente se caracterizan por ofrecer una respuesta con un marcado cariz desinstitucionalizador.

La citada Orden exige que los centros cumplan una serie de condiciones materiales generales que comprenden diversas características: físicas, urbanísticas, arquitectónicas, instalaciones, equipamiento y protección y seguridad. Además, según la función desarrollada, los centros se ajustarán a una serie de condiciones materiales específicas que dependen de la tipología. 

En relación a las condiciones generales, a medida que se desarrollen los distintos aspectos del Protocolo, presentaremos primero los mínimos establecidos y después daremos cuenta de la realidad detectada a la luz de nuestras apreciaciones. 

En cuanto a las condiciones específicas, los centros de acogida inmediata y residencias contarán con la siguiente distribución por zonas y contenidos mínimos: zona de administración, de servicios generales, residencial, atención especializada y de recreo.

Las casas seguirán los patrones de las unidades familiares de tipo medio. 

Habría que presentar la salvedad de que el Decreto y la Orden de mínimos establecen un plazo de adaptación de los centros a la nueva regulación de tres años, que finalizó en el mes de marzo de 1999 y que, por tanto, cuando se han realizado las visitas, los centros se encontraban dentro del plazo hábil requerido para promover las reformas. De hecho, ha sido una constante en las visitas advertir las obras de renovación en una gran parte de centros. Esto significa que los edificios e instalaciones están adaptándose a la norma y que las valoraciones aplicadas en el momento de la visita pudieran ser consideradas anacrónicas al cabo de unos meses, cuando se publique el Informe. 

En función del gran volumen de centros visitados y de la variabilidad de los mismos, eludimos ofrecer descripciones específicas de cada uno, que no tendrían demasiado sentido en un informe como el que se presenta, y centramos nuestro interés en obtener consideraciones generales sobre los resultados que se han deducido al recopilar los protocolos. Es decir, vamos a presentar datos generales sobre el estado de los centros de protección de menores, y ello, a la luz de las valoraciones dadas por los Asesores y Colaboradores en el curso de las visitas. Conviene indicar que a los actuantes se les ha dado la instrucción de establecer criterios rigurosos y exigentes a la hora de calificar las condiciones de los centros. Partiendo de la referencia de mínimos establecido en la Orden de 29 de marzo de 1996, se ha juzgado el cumplimiento de los mismos en función de las pautas exigibles a una familia media de nuestra sociedad. Y, desde esta perspectiva, se ha tratado de valorar el estado de limpieza, orden, equipamiento, distribución del espacio, comodidades para los niños., etc.

Expondremos este capítulo distribuido en apartados sobre los distintos aspectos de las condiciones materiales y dotacionales exigidas. Primero se destacarán los mínimos legales y después se reflejará la situación comprobada. 

El Protocolo en esta materia es muy amplio y los resultados hablan por sí solos. Estos condicionamientos nos permiten ir presentando los cuadros de resultados sin necesidad de explicar pormenorizadamente las características de las muestras.

Las condiciones generales del edificio o casa.

Según la Orden de mínimos y las recomendaciones que ordenan el sentido común, los centros deberán estar adaptados a las características que concurran en sus usuarios -en este caso los niños y adolescentes-, así como a los programas que en los mismos deben desarrollarse. 

Además deberán reunir una serie de disposiciones urbanísticas y constructivas que garanticen el cumplimiento de las normas en vigor y especialmente las reglamentaciones sobre condiciones acústicas, protección contra incendios y condiciones térmicas. 

Se exige que cada centro constituya una unidad independiente diferenciada. Y que cumpla una serie de requisitos de construcción: a) altura libre sobre la superficie útil de las dependencias habitables tendrá como mínimo un valor de 2,5 metros; b) accesos y recorridos internos: las comunicaciones, accesos y dependencias estarán dispuestas de tal manera que facilite la evacuación rápida en caso necesario; c) materiales y acabados: duraderos, fáciles de limpiar y mantener, con buena apariencia y resistencia al uso intenso; d) ventilación e iluminación: las dependencias deberán tener suficiente iluminación y ventilación natural; e) aislamientos: termoacústicos y que aseguren una resistencia al fuego; f) protección de desniveles: los puntos que presenten un desnivel superior a 60 cm han de disponer de barandillas o elementos protectores.

A continuación, pasamos a dar cuenta de la información registrada con la suma de los Protocolos. Iremos presentando los datos en el orden que el mismo dispone:

El estado de conservación de los edificios o casas.

Nos referimos a las condiciones generales en las que se encuentra el edificio o la casa. Este indicador integra las condiciones urbanísticas y constructoras del edificio, la antigüedad, la calidad de los materiales, el aspecto del mismo: pintura, mantenimiento, cuidados, jardines, etc.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �96� Estado de conservación del edificio o casa

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�1�0,41%��Deficiente�26�10,79%��Aceptable�104�43,15%��Bueno�84�34,85%��Muy bueno�10�4,15%��Sin evaluar�16�6,64%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La tabla refleja que el estado de conservación de los centros de protección de menores, por lo común, es aceptable/bueno. En general, los centros se establecen en edificios adecuadamente conservados y adaptados a la función que prestan. El 80% de los inmuebles obtienen valoraciones positivas, incluso, de ellos, 10 centros son considerados como muy buenos, respecto al estado de conservación general. Entendemos que un edificio o casa es aceptable cuando, dando cumplimiento a los requisitos mínimos, ofrece una calidad constructiva similar a la media del barrio o zona residencial donde se ubique, y que da acogida a los niños en una condiciones similares a una familia media del pueblo o ciudad. 

También existen 26 centros que, a juicio de la Institución, presentan deficiencias arquitectónicas y constructivas que serían deseables que se superasen.

Hay una serie de centros que no se han podido evaluar por distintas razones: estaban en obras, iban a cerrarlo pronto, o estaban de mudanza, o en el acto de visita no se pudieron obtener los elementos de conocimiento suficientes para conformar el indicador adecuadamente.

Para avanzar y profundizar sobre las condiciones generales de los centros de protección, habría que diferenciarlos en función de la tipología del establecimiento, ya que el tipo de centro afecta también a la naturaleza de la función que se presta y conviene aportar elementos concretos de cada modelo (residencial, acogida inmediata o casa). 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �97� Estado de conservación del edificio o casa (según tipología)

RESPUESTA�C.ACOGIDA INMEDIATA�RESIDENCIA�CASA�TOTAL��Muy deficiente�0�0,00%�0�0,005�1�0,68%�1�0,41%��Deficiente�4�25,00%�10�12,66%�12�8,22%�26�10,79%��Aceptable�6�37,50%�26�32,91%�72�49,32%�104�43,15%��Bueno�5�31,25%�31�39,24%�48�32,88%�84�34,85%��Muy bueno�1�6,25%�9�11,39%�0�0,00%�10�4,15%��Sin Evaluar�0�0,00%�3�3,80%�13�8,90%�16�6,64%��TOTAL�16�100%�79�100%�146�100%�241�100%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como vemos en el cuadro, en función de la tipología del centro, las casas ofrecen mejores resultados que las residencias y centros de acogida. Estos últimos alcanzan los mayores niveles de deficiencias.  

La habitabilidad del edificio:

La habitabilidad hace referencia a la capacidad y cualidad del edificio de alojar personas y, en especial, niños así como su adaptación a la función protectora que se desarrolla. Para apreciar que un edificio dispone de una adecuada habitabilidad debemos de analizar los siguientes aspectos: la ventilación, la iluminación natural, las dimensiones generales, el mobiliario y la limpieza y orden del recinto o casa. Veamos a continuación cada uno de estos aspectos.

A) La Ventilación de los centros.

La Orden de mínimos exige ventilación natural, incluso en los cuartos de baño o aseos. Hemos tratado de verificar que los centros dispongan de una buena ventilación natural adecuada a nuestro clima y a las necesidades exigibles a la atención a los niños; y se han obtenido los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �98� Ventilación del edificio

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�1�0,41%��Deficiente�10�4,15%��Aceptable�106�43,98%��Buena�105  �43,57%��Muy buena�7�2,90%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La inmensa mayoría de los centros disponen de la adecuada ventilación natural del edificio, incluso en el 43% de los casos, se considera que el nivel de aireación del edificio es bueno. Tan sólo un centro de los visitados ofrece unos valores muy deficientes que merecen ser corregidos. 

B) La iluminación natural. 

Es lógico demandar de los centros que dispongan de la suficiente iluminación natural para que los niños puedan desarrollar una vida sana en un edificio que les permita entrar en contacto con la naturaleza y la luz natural. Ello es un requerimiento elemental de cualquier edificio, máxime cuando va destinado especialmente para niños.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �99� Iluminación natural del edificio

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�0�0,00%��Deficiente�11�4,56%��Aceptable�93�38,59%��Buena�115�47,72%��Muy buena�10�4,15%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los resultados son claramente favorables. Todos los centros de protección de menores, excepto una minoría del 4%, alcanzan la calificación de aceptable/bueno. Según los datos, los establecimientos de protección disponen de un adecuado grado de iluminación natural. Sólo 11 centros presentan deficiencias del edificio respecto al grado de iluminación natural que disfrutan En general, las residencias y las casas destinadas a protección de menores se seleccionan teniendo en cuenta el aspecto integrador con la naturaleza y se suelen ubicar en espacios abiertos y diáfanos. 

C) Las dimensiones generales del edificio. 

Con este indicador tratamos de medir si el edificio reúne condiciones de espacios suficientes para desarrollar la función que tienen asignada. El inmueble debe disponer de espacios suficientes para el desarrollo de las actividades de la vida diaria de una familia normalizada, más las precisas para el trabajo de los profesionales y las reuniones con las familias, así como los espacios de esparcimiento y actividades grupales de los niños. Es decir, el espacio interior del edificio debe permitir satisfacer las necesidades de los niños y la aplicación del programa de acogida residencial. 

Hemos establecido dinteles de exigencias diferenciados según la tipología del centro objeto de la evaluación. A las residencias y centros de acogida, en función del número de niños internados y la plantilla que los atiende, así como la diversidad de los programas aplicados, se exigen dimensiones de los espacios ajustadas al grupo humano de personas que utilizan el centro -niños y adultos-; sin embargo, en las casas, se ha tratado de medir las dimensiones en razón de las pautas familiares comunes de la sociedad andaluza. 

Las valoraciones negativas se pueden obtener tanto por la escasez de las dimensiones, como por la desproporcionalidad de las mismas. Por ejemplo, si una residencia tiene internados quince niños y ocupa un edificio de 1.000 mts2, consideramos que el exceso de espacio perjudica, más que beneficia, al desarrollo de las actividades objeto del centro, así como la convivencia de los niños.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �100� Dimensiones del edificio

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�2�0,83%��Deficiente�30�12,45%��Aceptable�86�35,68%��Buena�104�43,15%��Muy buena�7�2,90%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

También la amplia mayoría de los centros de protección disfrutan de espacios dimensionados al desarrollo de la actividad objeto de la función asignada. Más de un 80% de los centros disponen de inmuebles con dimensiones adecuadas.  Tan sólo 30 centros, que representan el 12%, presentan deficiencias en este orden. Las deficiencias detectadas son las siguientes: ausencia de espacios necesarios para el desarrollo de actividades importantes en el trabajo del centro, carencia de zonas comunes, espacios demasiado estrechos para el volumen de niños atendidos, espacios desmesuradamente desproporcionados para el número de niños internados, espacios vacíos y desangelados, etc. En general, situaciones que no aportan proporcionalidad entre las dimensiones y las necesidades. 

D) El Mobiliario general del centro. 

En este punto tratamos de medir las características del mobiliario de las zonas comunes de los centros y su adecuación a las necesidades que soporta. Verificamos que los centros dispongan de un equipamiento suficiente para acoger a los niños y al personal, y que éste se encuentre adaptado o apropiado a la función que va a prestar. Se valora que el mobiliario sea práctico, sencillo, resistente y que respete las normas de seguridad para con los niños. Además se aprecia el estado de conservación -el deterioro-, la limpieza de los mismos, así como su ubicación o disposición dentro del centro. Lo deseable es contar con una dotación mobiliaria ajustada a las necesidades y al número de niños y adolescentes que la utilizan, criticamos en la valoración, tanto los espacios vacíos de mobiliario, como los salones invadidos de muebles escasamente apropiados para acoger niños. Dentro de estos rangos, se aprecia de forma negativa una residencia de amplias zonas comunes poco amuebladas y desangeladas, como una casa repleta de muebles clásicos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �101� Mobiliario general del edificio

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�5�2,07%��Deficiente�28�11,62%��Aceptable�109�45,23%��Bueno�79�32,78%��Muy bueno�7�2,90%��Sin evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En todo caso, los resultados son favorables. El 80% de los centros presentan un equipamiento de muebles adecuados a sus necesidades. En un 45% de los centros se estima que disponen de un mobiliario general aceptable y en un 33% de los casos se estima como bueno. La nota desfavorable se ha decretado en 33 centros. En torno al 12% del total de los centros presentan deficiencias que merecen ser corregidas y, en 5 de ellos, se aprecian insuficiencias más graves. 

E) La limpieza y el orden general del centro. 

Tratamos de observar el nivel de limpieza y el orden interior del centro. La elevada presencia de niños y adolescentes exige que el edificio y las instalaciones se limpien periódicamente de forma adecuada, de tal modo, que quede garantizada la salubridad del centro y los internados puedan disfrutar de un ambiente limpio y ordenado. La limpieza y el orden de los espacios residenciales fomentan el cuidado del niño y contribuyen a educarlo en el respeto y en la disciplina por las normas de urbanidad. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �102� Limpieza del edificio

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�4�1,66%��Deficiente�5�2,07%��Aceptable�91�37,76%��Buena�124�51,45%��Muy buena�5�2,07%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los resultados de la tabla son elocuentes: nuestros centros de protección se mantienen en un estado de limpieza y orden interior correcto. A pesar del trasiego de los niños y adolescentes, y la frecuente escasez de plantilla, lo cierto es que los centros se mantienen en un régimen de limpieza interior adecuado. En más del 50% de los casos se ha estimado que la limpieza es buena, y en 38% de los centros se valora como aceptable. En un escaso 3% de los centros se han observado deficiencias, que han sido significativas en 4 centros. 

La verdad es que los centros denotan un aire de limpieza y orden que genera un ambiente favorable para la convivencia humana.

Las instalaciones. 

Las instalaciones hacen referencia a los dispositivos necesarios para que el inmueble se encuentre adaptado a la función que presta. Se trata del conjunto de infraestructuras precisas para acomodar el inmueble a las exigencias del fin al que se va a destinar. La Orden de mínimos exige que los centros dispongan de las siguientes instalaciones: agua corriente, agua caliente, sistema de evacuación de aguas residuales, instalaciones eléctricas y de gas, tratamiento y eliminación de residuos sólidos, climatización y comunicaciones, teléfono, buzón. 

La dotación de la mayor parte de estas instalaciones son obvias, ya que forman parte de la propia infraestructura del edificio y, consecuentemente nos hemos abstenido de supervisarla, por ejemplo, que dispongan de agua caliente, instalaciones eléctricas, saneamientos, etc.., son elementos que se incorporan a la propia edificación. Nos obstante, otras, que afectan a comodidad, confortabilidad o seguridad de la vivienda, sí hemos creído conveniente incorporarla  a la investigación.

A) La climatización de los centros.

La Orden de mínimos demanda que los centros dispongan de elementos de climatización con medidas de seguridad suficientes, que deberán funcionar siempre que la temperatura ambiente lo requiera y estar adaptados a la normativa vigente. Dice también, que los elementos de calefacción dispondrán de protectores para evitar quemaduras por contacto directo o prolongado, quedando expresamente prohibida la utilización de estufas de gas. Evidentemente, estas medidas de precaución se deberán extremar en los centros de menores. 

Respecto al acondicionamiento de las viviendas destinadas a protección de menores, la siguiente tabla ofrece una perspectiva general de la situación.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �103� Está acondicionada para frío/calor

CLIMATIZACIÓN�FRIO�%�CALOR�%��Muy deficiente�112�46,47%�47�19,50%��Deficiente�58�24,07%�59�24,48%��Aceptable�25�10,37%�31�12,86%��Buena�24�9,96%�77�31,95%��Muy buena�4�1,66%�9�3,73%��Sin evaluar�18�7,47%�18�7,47%��TOTAL�241�100,00%�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

A tenor de los resultados, el sistema de climatización de los edificios, como vemos, presenta serias deficiencias. Distingamos la climatización para el frío y el calor.

Los centros no suelen contar con dispositivos de aire acondicionado. El 46% de los centros manifiestan que no tienen y en otro 24% de los establecimientos, sólo lo disponen en algunas dependencias, habitualmente las oficinas o salón de estar. En las visitas practicadas hemos podido determinar que sólo 4 centros disponen del sistema general de climatización de la casa o inmueble. Niveles de climatización buenos o aceptables alcanzan el 20% de los centros, que han logrado, en mayor o menor medida, acondicionar la vivienda para combatir las temperaturas extremas. 

El sistema de calefacción, sin embargo, sí se halla más extendido. Si bien, en torno al 20% de los centros carecen incluso de esta dotación. Esto sucede en los centros ubicados en lugares templados, Huelva, Málaga y Cádiz, cerca de la costa, donde las temperaturas se extreman escasamente. 

Otra cuota del 24% de los centros dispone de un sistema de calefacción deficiente. Nos referimos a los centros que utilizan instalaciones móviles, precarias y, a veces, peligrosas para los niños, y además sólo referidas a ciertas zonas de la casa o vivienda. Sin embargo, en torno a otro 40% de los centros disponen, en condiciones aceptables, de dispositivos de calefacción adecuados para combatir el frío de invierno. 

Por encima de los datos, lo que tratamos de verificar es el grado de confortabilidad en que viven los niños en los centros de protección. Hemos partido de considerar que le vamos a exigir a los centros de protección de menores los mismos niveles de comodidad que alcanza una familia medida en nuestra sociedad. Y con esta forma de evaluar, pensamos que los centros se mueven dentro de la tónica social que impera, donde las medidas de climatización global de las viviendas no se hallan generalizadas y abundan más las instalaciones individuales y por zonas. Ello justifica la relajación de la crítica de los centros ante el bajo nivel de las instalaciones de climatización. No obstante, sí nos parece que sería conveniente corregir la situación que soportan algunas residencias o casas que constituyen palacios o grandes edificios, donde los deficientes sistemas de climatización conviven con espacios excesivamente amplios y fríos y, en especial, en invierno, supone proporcionar un ambiente poco acogedor y adecuado a los niños. El Informe de auditoría que elaboró la Intervención General sobre los centros propios advertía que: “Algunos centros no tienen buenas condiciones aislantes. En invierno son muy fríos y en verano muy calurosos. Para paliar este hecho se instalan en las distintas dependencias placas eléctricas de calefacción y aparatos de aire acondicionado aunque no existen en todas. En general, la instalación de sistemas de calefacción/refrigeración centralizada mejoraría de forma significativa esta situación”.

Sería deseable avanzar en la climatización de las viviendas de los niños acogidos y, más en concreto, respecto a las grandes residencias y centros espaciosos.

B) Dispositivos contra incendios. 

Según la Orden de mínimos, todos los centros estarán dotados de las medidas adecuadas de protección y seguridad exigidas por la legislación vigente y, en especial, por la normativa básica contra incendios. Prescribe también la normativa que las comunicaciones, accesos y dependencias estarán dispuestas de tal manera que se facilite la evacuación rápida en caso necesario. Por último exige que los edificios dispongan al menos de dos extintores manuales por planta. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �104� ¿Cuenta con dispositivos suficientes en caso de incendio?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�165�68,46%��Sí�66�27,39%��Sin Evaluar�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Con frecuencia, como la tabla testimonia, los centros no cumplen con la dotación mínima exigida para protegerse contra posibles incendios. Cerca del 70% de los centros carecen de dispositivos suficientes, extintores, para intervenir en caso de incendio. Los centros suelen contar con extintores, pero no en la medida indicada en la normativa vigente. 

El Informe de la Intervención General ya explicaba que en los centros propios no existen planes de evacuación para casos de incendios u otros siniestros. Se decía que en los casos más favorables se han realizado acciones iniciales con determinados organismos para diseñar este plan. En varios casos no existen salidas de emergencia o escaleras de incendio. También observaban que no existen detectores de humos en los centros. Esta carencia es particularmente importante en los centros y las habitaciones en las cuales se atienden a bebés y menores de corta edad. En caso de incendio, su detección podría retrasarse, con las graves consecuencias que esto podría tener. Así mismo, refieren que no existe señalización luminosa de salida o de otro tipo que permita orientarse al niño recién llegado con facilidad.

C) Sistema de evacuación.

Todos los centros deben contar con un plan de evacuación y emergencia que deberá ser conocido por todos los niños y personal, y estará expuesto permanentemente en lugar visible. La exigencia que establece la Orden de mínimos en realidad es cumplimentada en un bajo nivel por parte de los centros. No obstante, por las peculiaridades que presenta la red de los centros de protección de menores, sobretodo por las casas, en las visitas más que demandar el plan de evacuación, hemos podido supervisar las posibilidades que presentaba el edificio para ser evacuado y, en este orden, hemos obtenido los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �105� ¿Es fácil la evacuación?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�56�23,24%��Sí�171�70,95%��Sin evaluar�14�5,8%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Realmente, la mayor parte de los centros se ubican en edificios de plantas bajas y ello facilita la evacuación de los residentes en caso de incendio o situación alarmante. Es decir; que aunque los centros, en su mayoría, no disponen de plan de evacuación y emergencia y sería conveniente que la red de centros se dotara de este instrumento de protección y seguridad, sí es verdad que una parte sustantiva de los edificios reúnen condiciones que facilitan la pronta evacuación. La crítica es doble: el 23% de los centros no dispone de plan ni reúnen condiciones favorables para la evacuación.

D) Instalaciones telefónicas. 

La Orden de mínimos exige que todos los centros dispongan de instalación telefónica exterior y que cuenten con una línea como mínimo a disposición de los usuarios. 

Disponer de teléfono hoy día es una evidencia constatable en todos los centros. Otra cosa es la disponibilidad que sobre el mismo tengan los niños internados. Sin entrar a valorar la oportunidad de la medida, hemos preguntado a los centros si cuentan con teléfono público a disposición de los menores, y las respuestas son las siguientes:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �106� ¿Cuentan con teléfono público?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�209�86,72%��Sí�23�9,54%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como vemos, la inmensa mayoría de los centros -el 86%- carecen de teléfono público para que los niños y las visitas realicen comunicaciones libremente. Si bien, es verdad que lo común es que los niños puedan usar casi con libertad plena -evitando abusos- los teléfonos particulares del centro. Las restricciones que se establecen en la libertad de comunicaciones telefónicas vienen impuestas por condicionamientos económicos o en función del interés del menor cuando tiene suprimido el contacto familiar. 

E) Señalizaciones. 

La Orden de mínimos, en cuanto al equipamiento, demanda que en todos los centros deberán estar convenientemente señalizadas las salidas principales, las de emergencias y las distintas dependencias de la instalación. La necesidad de la preceptiva señalización estimamos que es razonable exigirla en las residencias y centros de acogida, pero no tiene mucho sentido señalizar una casa o vivienda común. En todo caso, los resultados sobre la señalización de los centros son muy bajos:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �107� ¿El edificio está señalizado?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�202�83,82%��Sí�29�12,03%��No contesta�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El cuadro muestra como más del 80% de los centros se hallan sin señalizar. Si se constata un mayor cumplimiento de la medida en grandes residencias, en especial, las públicas. Las casas o viviendas no están señalizadas. 

Otros equipamientos y condiciones de los centros. 

En este apartado queremos ofrecer otro conjunto de indicadores sobre los equipamientos de que disponen los centros de menores para desarrollar su actividad y facilitar la convivencia entre los niños y su personal. Nos referimos a un resto de elementos exigidos en la Orden de mínimos y que se han evaluado en la práctica de las visitas realizadas a los centros.

A) Adaptado a minusválidos. Sin barreras. 

La normativa general y la sectorial exigen que los centros se encuentren adaptados a las características que concurran en sus usuarios, así como a los programas que en los mismos deban desarrollarse, y en especial, deben reunir los requisitos exigidos en el Decreto 72/1992, de 5 de mayo, por las que se aprueban las normas técnicas para la accesibilidad y la eliminación de barreras arquitectónicas, urbanísticas y en el transporte en Andalucía. Además, los puntos que presenten desnivel superior a 60 centímetros han de disponer de barandillas o elementos de protección, como ya hemos indicado anteriormente.

Interesada la información a los centros, y a la luz de la apreciación de los Asesores actuantes, se obtienen los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �108� Adaptado para minusválidos. Sin barreras

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�197�81,74%��Sí�36�14,94%��Sin evaluar�8�3,32%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los datos son claros; el 80% de los edificios de los centros no están adaptados para los minusválidos ni se han suprimido las barreras arquitectónicas. Sólo una minoría, el 15% de los centros, cumple los preceptos normativos sobre la materia de adaptación para minusválidos; en concreto, los centros que mejor se adaptan a la supresión de barreras son las residencias, en especial las públicas. 

Ya el Informe de la Intervención General describía, en los centros propios un contexto de incumplimientos: “Se comprueba que en la mayoría de los casos no se cumple el decreto de barreras arquitectónicas. No hay rampas de acceso o ascensor para llevar carros de minusválidos o de niños de corta edad de una planta a otra. En casi todos los centros, los desniveles superiores a 60 cm. no disponen de barandillas o elementos protectores.”

En todo caso, hay que advertir que los centros autorizados con anterioridad a la publicación del Decreto 72/1992, de 5 de mayo, podrán ir adaptándose a las condiciones que prescribe la misma norma conforme a los plazos y medidas de fomento que se establezca en el futuro. 

B) Los servicios higiénicos generales. 

La Orden de mínimos determina que la zona residencial se dote, al menos, por dos aseos de uso común, con inodoro y lavabo. Además refiere que en los cuartos de baño de uso colectivo los espacios destinados a inodoros estarán compartimentados y diferenciados por sexos. 

A nuestro juicio, respecto a la red de centros de menores, estos requisitos habrá que acomodarlos a la realidad del sistema, en la medida que no es lo mismo las zonas comunes exigibles a una residencia, que a una casa o vivienda familiar. 

Acomodando los requisitos reglamentarios a la realidad de los centros, y teniendo en cuenta variados factores de calidad -espacio, limpieza, estado de conservación, equilibrio servicios/niños atendidos, etc-, hemos deducido los siguientes resultados: 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �109� Servicios higiénicos generales

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�6�2,49%��Deficiente�38�15,77%��Aceptable�99�41,08%��Bueno�80�33,20%��Muy bueno�3�1,24%��Sin evaluar�15�6,22%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Resulta que en torno al 75% de los centros disponen de suficientes y adecuados aseos generales para las necesidades de los niños y su personal. Sin embargo, 6 centros presentan deficiencias importantes, y otro 15% de los mismos soportan otras deficiencias menos relevantes, que pueden ser corregidas. 

C) Restricciones al uso del tabaco.

Como es obvio, y más en centros de menores, se deberá observar por el personal y visitantes del centro, lo establecido por el Real Decreto 192/1988, de 4 de marzo, sobre limitaciones en la venta y uso de tabaco para la protección de la salud de la población.

Consultados los centros se obtienen los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �110� ¿Se aplica la Reglamentación sobre prohibición de uso de tabaco en centro público?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�34�14,11%��Sí�197�81,74%��No contesta�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Más del 80% de los centros declaran que aplican el Real Decreto que restringe el uso del tabaco en los centros públicos. En la medida de lo posible, en las visitas se ha constatado que los educadores no suelen fumar en presencia de los niños y que reservan para fumar zonas específicas de administración o espacios de los educadores. No obstante, un 15% de centros confiesa que no adopta medida alguna. Generalmente, en las casas se relaja el cumplimiento de las restricciones.

Respecto al control de los niños y adolescentes fumadores, los responsables y educadores de los centros confirman que no toleran fumar en el recinto, aunque fuera del mismo es posible que suceda con frecuencia. 

D) La adaptación general del edificio y mobiliario a los niños.

Por último, este indicador trata de evaluar el grado de adaptabilidad que presenta el centro para acoger niños y ofrecer un ambiente acomodado a la vida de los niños. Se ha tratado de evaluar en qué medida el centro ofrece instalaciones confortables, cómodas y proporcionadas que propicien un entorno agradable y acogedor, donde se atiendan las necesidades del menor, desde el punto de vista de la seguridad, el esparcimiento y la intimidad. En fin, buscábamos la correspondencia entre el centro y un hogar familiar normalizado adaptado a los niños.

Los resultados se contienen en la siguiente tabla:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �111� ¿El Edificio y el mobiliario están adaptados a las necesidades de los niños?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�35�14,52%��Sí�194�80,50%��No contesta�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Las conclusiones son favorables para el 80% de los centros. En especial, las casas o viviendas se suelen ajustar muy adecuadamente a lo que es un hogar familiar; sin embargo las grandes residencias y centros de acogida presentan más inconvenientes. 

Conforme a los distintos indicadores que se han establecido para evaluar la descripción de la totalidad de los centros de protección de menores,  podemos deducir una serie de conclusiones:

Con carácter general, los centros de protección de menores se ubican en edificios que se encuentran en un estado de conservación y disfrutan de unas condiciones de habitabilidad aceptables. 

Igualmente, de forma generalizada, los centros se adecuan aceptablemente a la finalidad y actividad que desarrollan. No obstante, las casas o viviendas aportan mayores niveles de normalización familiar, ofrecen un contexto y ambiente más acogedor y sencillo y permiten una mejor adaptación del niño en el entorno social. Por el contrario, las grandes residencias, casas-palacios o centros espaciosos, con amplias zonas deportivas, capilla, salones de actos, y otros equipamientos escolares, generan contextos menos cálidos y acogedores para fomentar la normalización familiar. Ya tendremos más ocasiones de profundizar en este dilema.

Hay un grupo minoritario de centros de protección que presentan deficiencias insalvables, precisando una urgente readaptación o su clausura. La concurrencia de indicadores negativos en los mismos centros testimonian la deficitaria situación. 

Las instalaciones y el equipamiento de los centros siendo en su conjunto aceptables, no siempre son los adecuados. Se contemplan deficiencias que merecen ser corregidas. En especial, sería deseable mejorar los sistemas de climatización, la adaptación de los edificios a las necesidades de minusválidos, la adopción de medidas de seguridad en caso de incendio y evacuación y otras insuficiencias que se han señalado anteriormente.

Respecto al mobiliario y la adaptación de los centros a las necesidades de los niños, siendo los resultados obtenidos aceptables, merecen ser mejorados, en la línea de tener en cuenta las aportaciones provenientes de la psicología ambiental. Conviene promover estilos decorativos adecuados a la función social que el centro va a prestar y en relación a las necesidades de los niños. 

Las zonas residenciales de los centros.

Según la normativa de mínimos, la zona residencial queda comprendida por los espacios destinados al alojamiento, higiene personal, la manutención y la relación de convivencia. 

A continuación vamos a presentar la información obtenida con la aplicación del protocolo en los centros, distribuyéndola en cuatro apartados: los dormitorios, los aseos, el comedor y las salas de estar. Para cada espacio daremos cuenta de la situación registrada. 

Los dormitorios.

Con carácter general, la Orden de mínimos dispone que “...la capacidad máxima por dormitorio será de 4 personas, procurándose que sean dobles o individuales”. Además, se demanda que los dormitorios tengan luz y ventilación natural. No obstante, al especificar las condiciones de los dormitorios de los centros residenciales de protección de menores, la norma mínima exige que los dormitorios estén agrupados por unidades y se procure que cada niño cuente con un espacio propio configurado por la cama, mesilla, mesa de estudio y silla y que los armarios estén debidamente compartimentados. 

El Manual de la Buena Práctica, sin embargo, recomienda que los dormitorios no deben de ser utilizados por más de dos menores, exceptuando los casos de menores en los que sea conveniente que estén juntos. Y, en todo caso, el Manual considera que se deben dar condiciones propicias para garantizar la privacidad e intimidad del niño, así como potenciar sus sentimientos de dignidad. 

Antes de ofrecer nuestras propias valoraciones, a la luz de las visitas realizadas, vamos a dar cuenta de los distintos elementos de la realidad observada. 

A) Número de dormitorios. 

Para dar cuenta del tamaño de nuestros centros y el volumen de alojamiento que presentan, hemos confeccionado una tabla con el número de dormitorios que tiene cada centro. Como se observa, predominan dos supuestos; las casas con tres o cuatro dormitorios, entre ambas representan un 40% de los centros, y las residencias, con más de siete dormitorios, que abarcan otro 20% de los centros.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �112� Número de dormitorios

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Uno�2�0,83%��Dos�18�7,47%��Tres�53�21,99%��Cuatro�51�21,16%��Cinco�29�12,03%��Seis�28�11,62%��Siete�9�3,73%��> Siete�49�20,33%��No contesta�2�0,83%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

B) Tipo y capacidad de los dormitorios. 

Como vimos, la Orden de mínimos establece un máximo de cuatro personas alojadas en una misma habitación, aunque recomienda los dormitorios dobles e individuales. 

C) Las condiciones de habitabilidad de los dormitorios. 

Para evaluar las condiciones en las que se encuentran los dormitorios de los niños y adolescentes internados en los centros de protección hemos establecido una serie indicadores que miden distintos niveles de habitabilidad: la ventilación, la iluminación natural,  las dimensiones, el mobiliario y el orden y la limpieza. 

Veamos primero los datos generales deducidos y después ofrezcamos un breve análisis. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �113� Ventilación de los dormitorios

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�1�0,41%��Deficiente�17�7,05%��Aceptable�116�48,13%��Bueno�89�36,93%��Muy bueno�5�2,07%��Sin evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �114� Iluminación natural de los dormitorios

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�1�0,41%��Deficiente�15�6,22%��Aceptable�111�46,06%��Bueno�93�38,59%��Muy bueno�9�3,73%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �115� Dimensiones de los dormitorios

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�4�1,66%��Deficiente�57�23,65%��Aceptable�95�39,42%��Bueno�73�30,29%��Muy bueno�0�0,00%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �116� Mobiliario de los dormitorios

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�4�1,66%��Deficiente�40�16,60%��Aceptable�102�42,32%��Bueno�79�32,78%��Muy bueno�4�1,66%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �117� Limpieza de los dormitorios

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�5�2,07%��Deficiente�5�2,07%��Aceptable�88�36,51%��Bueno�123�51,04%��Muy bueno�7�2,90%��Sin evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como se observa en las tablas, la mayor parte de los centros sitúa sus calificaciones dentro de un grado aceptable/bueno. En general, los dormitorios destinados al alojamiento de los niños y adolescentes responden aceptablemente a los requisitos de habitabilidad exigidos. No obstante, sí se pueden destacar ciertas deficiencias que se repiten más de lo deseable:

Hay alojamientos que disponen de dimensiones demasiado estrechas para acoger un número determinado de niños. Ello provoca espacios masificados de muebles y escaso terreno para desenvolverse los niños.

Con demasiada frecuencia, las habitaciones se observan demasiado estructuradas para acoger niños. Estamos de acuerdo en promover el orden y cuidado de las pertenencias propias. No obstante, se evidencia que el orden interior de las habitaciones es, a veces, excesivamente rígido, que denota que la disciplina puede llegar a reprimir la espontaneidad o el libre desarrollo de los niños. Nos referimos a dormitorios que se encuentran en un perfecto estado de orden, que puede poner de manifiesto que los niños disponen de escasa maniobra para actuar o decidir su entorno más íntimo.  

La decoración y los ambientes, en general, se muestran, con frecuencia, poco adaptados a las apetencias de los niños. Se observan decoraciones y cuadros con motivos escasamente infantiles. Las habitaciones, a veces, no se encuentran adaptadas a la edad y a las necesidades de los niños.

No siempre queda garantizado un ropero, o mueble específico para cada niño. En definitiva, un lugar donde el niño pueda tener sus cosas e intimidades reservadas al resto del grupo del centro. Y también, es necesario que este espacio propio de cada niño sea respetado por todos, los demás niños y el personal. De hecho, en las visitas, los Asesores han podido comprobar que cuando se demandaba información sobre estos extremos, se les mostraba sin reservas las pertenencias de los niños. 

En las visitas también hemos observado que el régimen de centro, en especial en las residencias, a veces, impide la libre utilización de las habitaciones por parte de los niños. Sólo se les autoriza a permanecer en sus alojamientos en horas determinadas  propias del descanso, pero se les prohibe fuera de estas horas. Los intereses del personal, el régimen de limpieza, o el miedo a los hurtos o faltas de disciplina, en ocasiones, promueve el blindaje de los dormitorios.

D) La climatización de los dormitorios. 

También hemos revisado si los dormitorios se encontraban acondicionados para el frío y el calor, y los resultados, al igual que el resto del inmueble, han sido deficitarios. La siguiente tabla nos muestra la situación detectada.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �118� Acondicionamiento de los dormitorios frío/calor

RESPUESTA�FRÍO�%�CALOR�%��No existe�114�47,30%�50�20,75%��Deficiente�59�24,48%�61�25,31%��Aceptable�19�7,88%�25�10,37%��Buena�28�11,62%�79�32,78%��Muy buena�4�1,66%�9�3,73%��Sin evaluar�17�7,05%�17�7,05%��TOTAL�241�100,00%�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Las mayores deficiencias se registran en el sistema de refrigeración, el 47% de los centros carecen de cualquier recurso, y otra amplia cuota de centros presentan manifiestos déficits. El acondicionamiento contra el frío ofrece resultados más aceptables, aunque también se reproducen situaciones deficitarias. En general, el sistema de climatización de los alojamientos de los niños es abiertamente mejorable.

E) La lencería y los colchones. 

Para valorar el estado de las camas de los niños y adolescentes internados en nuestros centros de protección hemos valorado tres aspectos: el estado de la lencería y ropa de cama, el cambio de sábanas, el estado de las camas y colchones en general. Y se han obtenido los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �119� Estado de la ropa de cama

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�1�0,41%��Deficiente�31�12,86%��Aceptable�67�27,80%��Bueno�123�51,04%��Muy bueno�1�0,41%��Sin evaluar�18�7,46%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �120� Cambio de la ropa de cama

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��2 veces x semana�13�5,39%��1 vez x semana�185�76,76%��1 cambio cada 15 días�29�12,03%��Sin especificar�14�5,80%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �121� Estado de los colchones

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Deficiente�29�12,03%��Aceptable�75�31,12%��Bueno�118�48,96%��Muy bueno�2�0,83%��Sin evaluar�17�7,05%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los resultados ofrecen un indicador numérico positivo. Realmente el estado de limpieza y cuidado de las camas de los niños protegidos es bueno y ofrece unos niveles de calidad adecuados. Aquí las deficiencias detectadas han sido más ocasionales y concretas que comunes, aunque hay que corregirlas urgentemente. Nos parece excesivo el cambio de sábanas cada 15 días.

Los cuartos de baño. 

Nos referimos a aquéllos que se ubican en la zona residencial de los niños, que próximos a los dormitorios son los utilizados por éstos para su aseo e higiene diaria. El reglamento de las condiciones exige que en todos los centros existan, como mínimo, dos aseos de uso común, con inodoro y lavabo. Dice además, que los cuartos de aseo estarán alicatados hasta la altura de dos metros como mínimo en la zona de aguas y que en los cuartos de baño de uso colectivo los espacios destinados a inodoros estarán compartimentados y diferenciados por sexos. 

La norma presenta también, algunas especificidades para los centros de menores. 

Para los centros de acogida inmedita los aseos se distribuirán a razón de un inodoro, lavabo y ducha por cada 5 niños. En el caso de lactantes y preescolares se contará además con una sala de cambio equipada con bañera alta, mesa vestidor, armario y vertedero. 

Para las residencias los aseos se distribuirán a razón de un inodoro y lavabo y ducha por cada 5 niños 

En cuanto a la dotación de servicios higiénicos en los centros de protección, en el estudio realizado resalta que existe correspondencia entre el número de habitaciones y el de cuartos de baños, es decir, siendo la media de utilización de 4 niños o adolescentes por habitación, a los mismos les corresponde un cuarto de baño. En cuyo caso, en la mayor parte de los centros se cumplen los requisitos mínimos exigido en la Orden. 

Respecto a las condiciones o estado de conservación de los baños, la siguiente tabla describe la situación registrada:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �122� Estado de conservación de los servicios higiénicos

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�6�2,49%��Deficiente�23�9,54%��Aceptable�109�45,23%��Bueno�77�31,95%��Muy bueno�7�2,90%��Sin evaluar�19�7,88%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Con carácter general, los cuartos de baños de los centros presentan unas condiciones aceptables/buenas. Ahora bien, en torno a un 10% de los centros se han observados deficiencias precisas de corrección. 

A pesar de que las condiciones examinadas de los cuartos de baños son aceptables, sí se ha advertido, con cierta frecuencia, que los mismos no se adaptan adecuadamente a la preferente utilización por parte de los niños y se presencian espacios desproporcionados, instalaciones no acopladas a las necesidades de los niños y en general una pobre dotación de mobiliario y utensilios de baño. Igual que demandamos respecto al mobiliario general de los centros, se echa de menos seguir las recomendaciones de la psicología ambiental para estos entornos. 

Las salas de estar.

Los presupuestos normativos exigen que la sala de estar disponga de una superficie mínima de 2 m2 por usuario y una superficie total mínima de 12 m2.. La superficie resultante se podrá destinar a distintos ambientes: zonas de juego, de lectura, de estudio, de televisión, etc.

Al establecerse las especificaciones materiales de los centros de menores se distinguen las características de la sala de estar según la tipología:

Centro de acogida inmediata: se distribuirán en un espacio diferenciado por cada módulo y estarán dotadas con suficiente material para las actividades lúdicas y pedagógicas adaptadas a las diferentes edades de los niños.

Residencia: la sala de estar aún estando destinada a usos múltiples tendrá zonas diferenciadas para juegos, lectura, TV, etc.

El análisis de las salas de estar de los centros se debe verificar desde planos que relativicen la función que tal espacio presta. En general, las salas de estar son lugares polivalentes que tratan de ofrecer espacios para el descanso, el entretenimiento, para charlar y ver la televisión. Es como el salón de una casa, que es el lugar donde se desarrolla la mayor parte de la convivencia humana. Nosotros hemos tratado de comprobar si el salón reúne condiciones propicias para fomentar las relaciones entre los niños y ofrecer un espacio para el entretenimiento y ver la televisión. También nos hemos fijado en la decoración, la adaptación a las necesidades de los niños, la dotación de muebles y material de entretenimiento y, en fin, si constituye un espacio de encuentro familiar. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �123� Estado de las salas de estar

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Deficiente�20�8,3%��Aceptable�47�19,50%��Bueno�92�38,17%��Muy bueno�44�18,26%��Sin evaluar�38�15,77%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

A pesar de que las salas de estar de la mayor parte de los centros reúnan condiciones aceptables/buenas, también se han detectado un grupo de deficiencias significativas. En las visitas se han observado salas de estar frías, con decoraciones grises y clásicas y, en general, con escasa utilización por parte de los menores. Unas eran excesivamente espaciosas, poco cálidas y de ambiente muy serio y, otras, demasiado estrechas para acoger al grupo de niños internados. Hemos valorado positivamente la proporcionalidad de las medidas, la decoración sencilla y normalizada a las formas sociales, así como la adaptación del medio a la alta presencia de niños -sillones cómodos, juguetes, un cierto desorden de uso, videos de dibujos animados, etc..-

La tipología del centro afecta, en gran medida, al modelo de sala de estar. Sin duda, las casas y viviendas normalizadas responden más adecuadamente al arquetipo de salón de encuentro y relaciones familiares. Mientras que en las residencias, a veces, los salones se descubren fríos y distantes. 

Los comedores.

La norma básica establece que el comedor será común o existirán varios comedores por unidades, disponiendo en cualquier caso de una superficie mínima de 1,5m2 por usuario y una superficie total mínima de 12 m2.

El comedor es el lugar donde los niños y adolescentes comen a diario. En las casas el comedor suele ser el propio salón o un pequeño office, mientras que en las residencias, a menudo, se habilitan espacios concretos, cerca de la cocina, para esta actividad. Se ha valorado que sea funcional, práctico, cómodo y, en especial, su estado de salubridad y limpieza. 

En el trabajo de evaluación se distinguen dos tablas, una referida a las condiciones generales del comedor y otra al estado de salubridad y limpieza. En la primera se han supervisado: las dimensiones, la decoración, el mobiliario, el estado de los cubiertos y platos, la organización, etc. Y en la segunda tabla se ha observado la limpieza y el control de las medidas de salubridad. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �124� Condiciones de los comedores

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�3�1,24%��Deficiente�23�9,54%��Aceptable�98�40,66%��Buena�102�42,32%��Muy buena�2�0,83%��Sin evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �125� Condiciones de salubridad y limpieza del comedor

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�4�1,66%��Deficiente�9�3,73%��Aceptable�75�31,12%��Buena�129�53,53%��Muy buena�11�4,56%��Sin evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los evaluaciones practicadas ofrecen un resultado favorable. La mayor parte de los centros, más del 80%, se sitúan en las zonas favorables de la tabla, y se estima que, en general, el estado de los comedores de los centros de protección es bueno. Quizás sea uno de los espacios más cuidado de los centros. Los comedores suelen disponer de unas dimensiones adecuadas, encontrarse en un estado de limpieza impecable y, en general, estar dotados de instalaciones y mobiliario cómodo y funcional para los niños. No obstante, hay deficiencias.

Las zonas de servicios generales. Instalaciones recreativas, deportivas y culturales.

El resto de espacios de los centros de protección quedan conformados por zonas de servicios de usos recreativos, deportivos y culturales. El número de instalaciones y la amplitud de las mismas dependen sustancialmente del tipo de centro. Las casas, como no podía ser de otro modo, disponen de escasas zonas educativas y recreativas, mientras que las residencias ofrecen servicios generales amplios. Deducir caracteres generales es complejo, no obstante, hemos realizado la valoración en función del tipo de centro y se han establecido unos niveles de equipamiento mínimos, y, dentro de estos márgenes, podemos presentar las siguientes tablas sobre las instalaciones.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �126� Biblioteca o Sala Cultural

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No hay�92�38,17%��Deficiente�18�7,47%��Aceptable�47�19,50%��Buena�92�38,17%��Muy buena�44�18,26%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �127� Instalaciones Deportivas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No hay�160�66,39%��Muy deficiente�5�2,07%��Deficiente�17�7,05%��Aceptable�39�16,18%��Buenas�19�7,88%��Muy buenas�1�0,41%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �128� Instalaciones del Jardín o Patio

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No hay�80�33,19%��Muy deficiente�7�2,90%��Deficiente�23�9,54%��Aceptable�62�25,73%��Buenas�66�27,39%��Muy buenas�3�1,24%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �129� Instalaciones del Salón de Juegos

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No hay�83�34,44%��Muy deficiente�32�13,28%��Deficiente�24�9,96%��Aceptable�62�25,73%��Buenas�40�16,60%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �130� Instalaciones de la Sala de Actos

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No hay�184�76,35%��Muy deficiente�2�0,83%��Deficiente�13�5,39%��Aceptable�15�6,22%��Buenas�27�11,20%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Este conjunto de tablas ofrece información sobre el grado de dotación de recursos recreativos y culturales de que disponen nuestros centros, así como su estado de conservación y equipamiento. 

La alimentación.

El Manual de Buena Práctica en los centros de protección de menores nos dice que “se atenderá a las necesidades nutricionales de salud, evolutivas, sociales, culturales, educativas y emocionales de los niños tanto en la planificación y preparación de las comidas como en el momento de las mismas. Entre estas necesidades debe contemplarse la educación en hábitos saludables.”

Básicamente, el niño acogido tiene derecho a disfrutar de una alimentación adecuada y que sea suministrada en un contexto de garantías sanitarias. 

Con la finalidad de supervisar las condiciones de la dispensación alimenticia a los niños acogidos, en el protocolo de visitas comprendimos los siguientes aspectos de la alimentación: la dotación económica de la dieta, la confección de los alimentos y su control dietético, el horario de las comidas, la dotación y condiciones de las cocinas, así como el estado de salubridad y limpieza, la comprobación del carnet de manipulador de alimentos, el sistema de almacenamiento de residuos, el control sobre productos peligrosos para los niños, las inspecciones y sanciones sanitarias recibidas. A continuación precederemos a dar cuenta de cada uno de estos aspectos.

La dotación económica.

Nos referimos a la cantidad asignada presupuestariamente para gastos de alimentación. En la mayor parte de los centros -en concreto en el 55%- no han podido facilitarnos datos específicos sobre la dotación económica persona/día para alimentación. Es imposible ofrecer un estudio-detalle de los gastos en consumo de productos alimenticios en los centros. No obstante, en la información recopilada, consta que la dotación media se sitúa en torno a las 1.200 pesetas/día/niño. De los datos incorporados resulta que el 13% de los centros manifiestan disponer de un presupuesto para comidas entre 500 y 1.000 ptas/día, mientras que un porcentaje del 25% elevan sus dotaciones al rango entre 1.000 y 1.500 ptas/día.

Los presupuestos dependen en gran medida de la tipología y titularidad del centro. En general, las casas o viviendas regidas por Instituciones religiosas u ONG de infancia disponen de una menor dotación económica para alimentación, mientras que las grandes residencias y, en especial, los centros propios gastan bastante más. Los costos se elevan en el caso de los centros de acogida inmediata, en los cuales habitan muchos lactantes que encarecen los gastos por el consumo de leches maternas sustitutivas. 

La ecuación a más dotación mejor comida no es exacta en el sistema residencial. El dato de la dotación económica habría que ponerlo en relación con los sistemas de administración de los recursos. Allí donde la economía de la casa es más inmediata y doméstica se apuran como en una familia los presupuestos, éstos se aprovechan al máximo y alcanzan a más prestaciones. Sin embargo, cuando la gestión presupuestaria se desengancha del responsable de las compras y alimentación, se burocratiza y se sujeta a un sistema de gestión indirecta, los gastos se elevan. De tal manera, que para unos mismos niveles de calidad alimenticia, un casa regida por religiosas puede gastar 600 ptas./día por niño, mientras que en un centro público la cantidad puede ascender a las 3.000 ptas./día. 

En todo caso, hemos observado que la insuficiencia de los recursos económicos no impide garantizar una alimentación adecuada y sana. Es verdad, que la compensación económica que concede la Delegación Provincial de Asuntos Sociales por la guarda de los niños es exigua y que precisa el apoyo financiero de las instituciones auxiliares, pero de lo analizado resulta que estos límites económicos no afectan a la calidad de la alimentación de los niños y adolescentes. 

La preparación de las comidas. 

Directamente no hemos podido valorar la producción de los alimentos y los procedimientos de cocinado, ahora bien, a lo largo de las visitas a los centros hemos sido testigos, en muchas ocasiones, de la preparación de las comidas, del suministro de alimentos y del almuerzo de los niños. Además, hemos tenido la oportunidad de hablar con el personal de cocina. Y en función de lo actuado y desde nuestra experiencia, podemos testimoniar que tanto la producción de los alimentos como los contenidos de los víveres se estiman correctos. 

Habría que distinguir dos modelos de producción de alimentos; uno, el seguido en las residencias y centros de acogida inmediata, que se caracterizan por el desarrollo de una organización de cocinas propias, con personal especializado y elaboración de un volumen importante de raciones; y otro, la gestión que se sigue en las casas, que se organizan conforme a pautas de familias numerosas, en las cuales el propio personal doméstico realiza todas las tareas de la cocina y prepara la comida. El primer sistema funciona de modo parecido a un colegio, mientras que en el segundo impera el ambiente familiar. En todo caso, en ambos modelos la calidad y cantidad de las comidas queda garantizada suficientemente. 

Charlando con los cocineros éstos nos han manifestado que los alimentos perecederos son de primera calidad y los demás son elaborados por ellos mismos; suelen descartar los congelados y alimentos no saludables. En general, se ha observado interés por preservar una alimentación lo más sana y equilibrada posible.

Otra alternativa, aún poco utilizada pero con tendencia a aumentar, la constituye el modelo de contratación de la comida a través de catering. Representa un sistema de gestión indirecta en el cual el centro concierta con una empresa de servicios alimenticios el suministro de las comidas de los niños. Este modelo se practica, en algunos centros que tienen contratados los servicios de comidas con una empresa especializada. El servicio cuesta en torno a unas 1.000 ptas/día niño y con ello garantizan una alimentación adecuada y sujeta a control dietético por especialistas en nutrición.

A efectos de garantizar la calidad sanitaria de la alimentación de los centros y prevenir los trastornos alimentarios sería deseable que los menús fueran controlados dietéticamente. De modo que los profesionales en nutrición, médicos o farmacéuticos, supervisaran los menús y la confección de la alimentación, así como el establecimiento de regímenes especiales para niños enfermos. Las tablas siguientes nos muestran los resultados obtenidos en los centros sobre el control dietético. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �131� Control dietético

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�14�5,81%��Sí�215�89,21%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �132� Control Dietético bajo supervisión médica

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�57�23,65%��Sí�172�71,37%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En la primera tabla se ha fiscalizado si el menú es supervisado por personal competente y responde a criterios dietéticos recomendables. En este punto, como vemos, el porcentaje favorable es muy amplio. El 90% de los centros declaran que sus menús son confeccionados por profesionales sanitarios.  En la segunda tabla, se ha comprobado que el especialista no sólo confeccione el menú recomendado, sino que supervise directamente la ejecución de la producción de alimentos. En el primer caso, los profesionales emiten un consejo técnico pero no realizan la labor de control directo, mientras que en la segunda tabla se especifican aquellos centros en los cuales el médico controla directamente los menús.

La cocina.

También es verdad, que en las casas donde se desarrolla una vida cuasifamiliar, que tienen a gala la implantación de la dieta mediterránea, el seguimiento en el control dietético sólo es necesario para el caso de los niños que presenten enfermedades que requieren dietas especiales.

En el curso de las visitas se han inspeccionados las cocinas de los centros, comprobando las condiciones físicas de las mismas, las dotaciones de utensilios e instalaciones, los almacenes de alimentos y residuos y, en general, el estado y funcionamiento de las cocinas. A continuación vamos ir presentando los resultados y valoraciones obtenidas.

Condiciones de las cocinas. 

Se han valorado las condiciones de espacio, limpieza, ventilación, iluminación natural, medidas de salubridad e higiene y facilidades para que el personal especializado realice su trabajo con comodidad. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �133� Condiciones de las cocinas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�5�2,07%��Deficiente�39�16,18%��Aceptable�79�32,78%��Buena�100�41,49%��Muy buena�6�2,49%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La mayor parte de los centros disponen de cocinas que reúnen aceptables/buenas condiciones generales. En general, las condiciones de las cocinas en los centros visitados, en cuanto conservación, limpieza y salubridad puede estimarse como adecuadas, e incluso en algunos casos muy buenas. No obstante, hay qe reseñar la existencia de un grupo de centros que tienen que adaptarse a la normativa vigente en esta materia.

Dotación e instalaciones de las cocinas. 

Nos referimos a los utensilios y materiales de cocina. La evaluación depende del tipo de centro. En las residencias amplias con grandes cocinas se ha supervisado el hecho de disponer de una dotación proporcionada a la demanda que soportan, mientras que en las casas se ha referenciado como una familia numerosa normalizada. Valoramos el equilibrio entre la dotación y el volumen de comida que prepara, así como las condiciones generales del estado del material de la cocina.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �134� Dotación e instalaciones de las cocinas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�1�0,41%��Deficiente�30�12,45%��Aceptable�74�30,71%��Bueno�122�50,62%��Muy bueno�2�0,83%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los datos reflejan una situación buena. Las cocinas de los centros de protección, ya sean de residencias o casas cumplen holgadamente las condiciones del conveniente equipamiento.

Almacén de cocina. 

Es el lugar donde se conservan y almacenan los alimentos que van a ser utilizados para cocinar. En la calificación se han apreciado, las dimensiones, estado de conservación, dotaciones, limpieza, etc., y todo ello adaptado al tipo de centro.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �135� Condiciones del Almacén de Cocina

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�17�7,05%��Deficiente�34�14,11%��Aceptable�86�35,68%��Buena�90�37,34%��Muy buena�2�0,83%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El carnet de manipulador de alimentos. 

Según la reglamentación técnica sanitaria de alimentos toda persona que preste servicios profesionales en contacto con la producción de alimentos o comidas para persona humana debe disponer del carnet de manipulador de alimentos que le habilite en el conocimiento de las normas de higiene básicas para elaborar alimentos y comidas. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �136� El personal de cocina dispone del carnet de manipulador de alimentos

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�102�42,32%��Sí�127�52,70%��Sin evaluar�12�4,97%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los datos muestran resultados equilibrados, el 42% de los centros carecen del preceptivo carnet, mientras que la mayor proporción, el 52% alegan poseerlo. Nos consta que los resultados son favorables en las residencias y centros de acogida inmediata, donde el personal de cocina dispone del carnet de manipulador de alimentos, mientras que en las casas o viviendas las cuidadoras carecen de tal documento. 

Almacenamiento de los residuos.

La Orden de mínimos refería que para la recogida de residuos sólidos por los servicios municipales, los centros dispondrán de depósitos adecuados con tapadera y capacidad no inferior a 60 litros en número de 1 por cada 25 plazas, que se vaciarán y limpiarán diariamente. A nosotros, más que comprobar estos extremos sobre la dotación, nos ha interesado observar si los recipientes se situaban en un lugar seguro y que estuvieran fuera del tráfico de acción de los niños. Desde el interés del niño, hemos tratado de preservarlos de los riesgos sanitarios que puede conllevar manipular residuos. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �137� Almacenamiento de los residuos

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�27�11,20%��Deficiente�49�20,33%��Aceptable�96�39,83%��Bueno�53�21,99%��Muy bueno�1�0,41%��Sin evaluar�15�6,22%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

En la tabla llama la atención el elevado número de centros que prestan una situación muy deficiente, en concreto 27 de ellos, más otros 49 centros que son deficitarios en el almacenamiento de los residuos. No obstante, se mantiene una mayoría que responden aceptable o en buenas condiciones 

Control de productos peligrosos para los niños. 

También hemos verificado si los productos peligrosos para los niños, por ejemplo, lejías, productos de limpieza, medicamentos, sustancias nocivas, etc, se hallaban controlados y fuera del ámbito de manipulación de los niños. En los centros, como en las casas de las familias, los productos que presenten toxicidad o entrañen peligro para los niños, al ingerirlos o tocarlos, deben quedar custodiados y controlados en sitios de imposible acceso para ellos. En el curso de las visitas hemos pedido información sobre el lugar donde se almacenaban los productos peligrosos y además hemos observado la utilización de los mismos en las cocinas y lavaderos para evidenciar el control que de los mismos se realizaba. Con la información recopilada hemos confeccionado la siguiente tabla:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �138� ¿Control de productos peligrosos para los niños?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Muy deficiente�26�10,78%��Deficiente�45�18,67%��Aceptable�73�30,29%��Bueno�80�33,20%��Muy bueno�2�0,83%��Sin evaluar�15�6,22%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

A pesar de que predominan las valoraciones positivas, las deficiencias registradas en este orden superan el nivel de lo razonable. Consta que 25 centros presentan un control muy deficiente y, en otros 45, también se detectan deficiencias. A nuestro modo de ver, sería conveniente que se superasen estas deficiencias y se establecieran controles más rigurosos sobre los productos tóxicos como medio para prevenir accidentes infantiles no deseables. El control de los productos trata justamente de prevenir estos percances, máxime en centros poblados de niños, en muchos casos hiperactivos.

El control sanitario de la instalaciones. 

En este punto tenemos intención de analizar las medidas de inspección y control que se verifican por parte de las administraciones de salud en el ejercicio de la función de policía sanitaria. Los centros de menores son instalaciones sensibles, desde el punto de vista del control de las medidas de higiene y salubridad de sus instalaciones y precisan que se ejerza el adecuado control sanitario en prevención de situaciones que deterioren el medio. 

El proceder ha sido simple, sencillamente le hemos preguntado a los centros cuántas veces habían sido visitados por los inspectores de salud o los técnicos del Distrito de Atención Primaria y cuáles han sido las consecuencias. 

La primera tabla presenta el número de visitas que cada centro reconoce hacer recibido sin determinación limitativa del ámbito temporal. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �139� ¿Cuántas inspecciones sanitarias ha recibido el centro?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Ninguna�157�65,15%��Una vez�24�9,96%��Dos veces�17�7,05%��Tres veces�5�2,07%��Más de 3 veces�20�8,3%��No contesta/No sabe�18�7,47%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los resultados presentan una situación de exiguo control administrativo de las normas sanitarias. A lo largo de esta exposición sobre la alimentación de los niños internados hemos dado cuenta de que la red de centros de protección disfruta de unas aceptables instalaciones de cocinas y almacenes, ahora bien, también se han detectado deficiencias que merecen ser controladas y corregidas. Y, este control, no puede llevarse a cabo si la administración sanitaria no realiza un programa de visitas que garantice su presencia en los centros. 

Habría que presentar la salvedad de que las casas de protección por su normalización familiar pasan desapercibidas en las dinámicas de inspección y no son sometidas al control periódico que se realiza sobre las residencias. El contexto cuasifamiliar en el que se organizan no exigen intervenciones sistemáticas, pero si es conveniente promover algún tipo de control esporádico que garantice el cumplimiento de los requisitos de salubridad. 

En cuanto a las consecuencias que tales inspecciones han producido, la siguiente tabla es categórica, ningún centro de protección de menores ha sido sancionado por infracción en los reglamentos técnico-sanitarios. A pesar de que las condiciones de las cocinas e instalaciones alimentarias de los centros son aceptables/buenas, la ausencia de medidas coercitivas en caso de incumplimiento ponen en evidencia un estado de control ausente. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �140� ¿Le han impuesto alguna sanción por inspección sanitaria?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�227�94,19%��Sí�0�0,00%��No contesta / No sabe�14�5,80%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La Salud de los niños. 

La nueva Ley de atención a la infancia de Andalucía regula de una manera extensa, en el artículo 10, el derecho a la tutela de la salud de los menores, comprendiendo diversos aspectos de la realidad sanitaria de los niños y adolescentes. Después, a medida que presentemos la información recopilada a través del protocolo, aportaremos los contenidos legislativos relativos a cada uno de los aspectos asistenciales.

La tutela de la salud de los niños acogidos es una necesidad básica que precisa de la adopción de las acciones dirigidas a garantizar la satisfacción de estas necesidades de salud, máxime referido a una población considerada de riesgo socio-sanitario que precisa una actuación preferente acorde con sus necesidades.

En todos los centros de protección se deben de garantizar, por medios propios o ajenos, la atención sanitaria integral, consistente en la promoción física y psíquica de los niños y adolescentes internados. El tema sanitario es capital en el bienestar del menor, comprendiendo no sólo los aspectos estrictamente físicos, sino también el plano psicológico del niño.

El referente del Manual de Buena Practica nos recomienda que la atención residencial deberá estar presidida, en todo momento, por la promoción de la salud física y psíquica del menor. Se establecerán, por tanto, los procedimientos precisos y se llevarán a cabo las acciones adecuadas para: garantizar la satisfacción de las necesidades de salud del niño o adolescente, prevenir posibles alteraciones y promover comportamientos saludables. Todo ello de acuerdo con el momento evolutivo del menor. 

Como vemos, la satisfacción de las necesidades de la tutela de la salud del menor requiere una serie de actuaciones positivas del sistema de protección que hemos tratado de evaluar en el curso del desarrollo del protocolo. En concreto, nos hemos interesado por obtener información sobre la asistencia médica prestada a los niños, los reconocimientos médicos que reciben al ingreso, los controles periódicos sobre el estado de salud, la elaboración de fichas o historias clínicas, la cumplimentación de las cartillas de vacunación, las condiciones de las instalaciones sanitarias, el proceder en caso de internamiento hospitalario de un menor acogido, la potenciación de los hábitos de higiene y salud, el número de menores detectados con menoscabos de salud, con problemas de adicción, menores con VIH+, enfermedades contagiosas, trastornos psicológicos y/o sensoriales y minusvalía físicas y/o psíquicas.  

Veamos a continuación cada uno de estos extremos según la información obtenida en los centros.

La asistencia sanitaria a los niños.

El artículo 10 de la Ley referida establece los siguientes mandatos sobre los derechos sanitarios de los niños: 

Las Administraciones Públicas de Andalucía fomentarán que los menores reciban una adecuada educación para la salud, promoviendo en ellos hábitos y comportamientos que generen una óptima calidad de vida.

La Administración sanitaria andaluza garantizará una especial atención a los menores, para lo que se regulará la provisión de los recursos humanos y técnicos necesarios y se establecerán, en las instalaciones sanitarias, espacios con una ubicación y conformación adecuadas. A este fin, se adaptará progresivamente la edad de atención pediátrica.

Los menores, cuando sean atendidos en los centros sanitarios de Andalucía, además de todos los derechos generales, tendrán derecho a recibir una información adaptada a su edad, desarrollo mental, estado afectivo y psicológico, con respecto al tratamiento médico al que se les someta.

Los menores de las poblaciones de riesgo socio-sanitario recibirán una atención preferente acorde con sus necesidades.

Advertido el plano legal, nos consta que en principio todos los niños y adolescentes protegidos por el sistema de acogida residencial tienen garantizada sin reservas la asistencia sanitaria ofrecida por el Sistema Sanitario Público de Andalucía. Más en concreto, la Resolución de 73/1989, de 19 de julio, del Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud, sobre la asistencia sanitaria prestada a menores confiados en acogimiento residencial, arbitra una serie de medidas organizativas dirigidas a garantizar la asistencia sanitaria a los menores internados. La Resolución referida articula el procedimiento que facilita el acceso de los niños y adolescentes a las prestaciones sanitarias reconocidas por el sistema público de salud. De tal modo, que todos los menores acogidos disfrutan del derecho a la asistencia sanitaria en el marco del Servicio Andaluz de Salud.

Respecto a la prestación farmacéutica el sistema público de salud, incluso  excepciona favorablemente la atención a los niños acogidos. Así, a través de la Resolución de 35/1990, de 4 de Julio, del Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud, sobre regulación de la prestación farmacéutica a los menores acogidos en los centros de protección, se reconoce el derecho a la prestación farmacéutica en condiciones de gratuidad, y se determina el procedimiento para que los centros y los menores puedan hacer uso del derecho sin incidencia.

Lo cierto es que, según manifiestan los propios centros, los niños del sistema de protección reciben la asistencia sanitaria a través de la red pública de atención primaria y hospitalaria. Todos los centros, sin excepción, han reconocido que acceden a las prestaciones del sistema sanitario público sin limitaciones ni restricciones algunas, en condiciones de igualdad efectiva. Es más, los responsables de los centros, incluso refieren un cierto trato privilegiado de los niños en el marco del sistema de salud, en el sentido, de que los profesionales sanitarios miman el cuidado y la atención a estos niños. 

Cuestionada la calidad de la atención médica recibida, por unanimidad se reconocen las excelencias de la asistencia sanitaria. En los centros se declara que los niños son atendidos adecuadamente y no suelen presentar quejas o inconveniencias en la asistencia. Refieren que los pediatras y los médicos de familia realizan un correcto seguimiento médico de los niños, desarrollan los programas sanitarios -en especial el niño sano, y garantizan las vacunaciones recomendadas oficialmente. 

Los problemas surgen respecto a las prestaciones sanitarias no comprendidas en el ámbito del sistema sanitario público, por ejemplo, la asistencia odontológica, los tratamientos psicoterapéuticos, el ejercicio de pautas de maduración, ciertas medidas de rehabilitación, etc, y en general, un conjunto de asistencias no comprendidas en el catálogo del sistema público, y que precisan una provisión de índole privada. Esta es una demanda que se nos ha traslado con insistencia por parte de los centros. La Orden de 23 de abril de 1991, que regula la colaboración entre las Instituciones Auxiliares y la Consejería de Asuntos Sociales en materia de menores, establece la obligación de la Junta de abonar “los gastos extraordinarios determinados por prescripción facultativa y que se deriven de especiales circunstancias físicas o psíquicas del menor, condicionado a la existencia de la correspondiente dotación presupuestaria”. Al hilo de esta cuestión, surgen dos incidentes; primero, expresar que desgraciadamente estas situaciones no son excepcionales sino que se prodigan mucho más de lo deseable, un porcentaje apreciable de la población acogida que ha venido soportando, a veces, años de privaciones, padecen trastornos del desarrollo que exigen tratamientos específicos compensatorios de los déficit existentes -más tarde daremos datos concretos- y, en función de la propia finalidad de la medida de protección, merecen que se le ofrezca una atención integral; y segundo, someter el derecho al tratamiento sanitario específico compensatorio de los déficits físicos y psíquicos a las limitaciones presupuestarias nos parece, desde la óptica de la defensa de los derechos fundamentales, a todas luces, insatisfactorio. No podemos compartir la idea de limitar al ejercicio de los derechos básicos de los niños acogidos institucionalmente por la Junta, a las disponibilidades presupuestarias. En todo caso, estos créditos merecen adoptar la naturaleza de ampliables en razón de las necesidades reales de los menores. 

Lo cierto es que las Delegaciones Provinciales cuentan con partidas presupuestarias para asumir las demandas de asistencia específica que provienen de los centros, pero éstas, conforme nos manifiestan los centros, son escasas, e implica que, en muchas ocasiones, sean los centros, con sus recursos propios los que tengan que asumir los gastos, o simplemente, la atención se deja de prestar. Especialmente significativas son las limitaciones para acceder a la asistencia psicoterapéutica especializada. Por ejemplo, institucionalmente nos sorprende notablemente la escasez de medios del sistema de protección para ofrecer atención psicoterapéutica a los niños que han sufrido abusos sexuales. Sin una precisa, intensa y especializada atención terapéutica, la evidencia clínica confirma los futuros trastornos psicológicos graves de estos niños abusados, y la presumible reproducción de comportamientos violentos. Valoramos como una necesidad imperiosa que el sistema público de protección de menores se dote de un método de respuesta eficaz de atención al abuso sexual infantil, privilegiando el tratamiento terapéutico del menor. Ello, en aras a preservar los derechos de los menores perjudicados y en atención a la prevención de la reproducción de comportamientos similares.

También se observa el quebranto asistencial respecto a los programas de maduración precoz de niños con déficits.  

Como respuesta a las carencias asistenciales y en función de la demanda de los niños, algunos centros disponen de recursos médicos propios. Así, un conjunto de centros, sobre todo los centros de acogida inmediata, se dotan de un facultativo, pediatra o médico de familia que, a tiempo parcial, atiende a los niños en el propio centro y realiza el seguimiento de los procesos patológicos. También, otro grupo significativo de casas, reciben el apoyo esporádico y eventual de profesionales que, muchas veces, con carácter altruista, prestan servicios profesionales especializados a los niños: odontólogos, pediatras, psiquiatras, psicólogos, etc.  Al integrar los protocolos hemos deducido que 50 centros de protección utilizan recursos asistenciales alternativos, unas veces sujetos a relación laboral parcial y otras de forma altruista o por servicios profesionales concretos. 

Los controles del estado de salud de los niños.

En este punto vamos a aportar la información suministrada respecto a una serie de acciones sanitarias dirigidas a controlar y garantizar el perfecto estado de salud de los niños internados: el reconocimiento al ingreso, los controles médicos periódicos, la elaboración de la ficha médica y la cartilla de vacunación. Veamos a continuación los resultados obtenidos. 

El reconocimiento al ingreso.

Una vez que el niño ingresa en un centro, ya sea que provenga de otro centro, o del medio familiar que lo somete a desprotección, debe ser estudiado y explorado por un profesional médico para evaluar las necesidades asistenciales del menor y determinar el ámbito prestacional. Los resultados obtenidos muestran que un 20% de los centros no reconocen a los menores al ingresar. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �141� ¿Se hace reconocimiento al ingreso?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�48�19,92%��Sí�184�76,35%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Sí podemos constatar que al menos todos los centros de primera acogida realizan el preceptivo reconocimiento médico. Ahora bien, hay un conjunto de residencias y, en especial, casas que eluden el previo reconocimiento de ingreso.

Controles sanitarios periódicos. 

El seguimiento de los programas sanitarios que controlan el estado de salud de los niños es básico para prevenir la aparición de enfermedades y realizar diagnósticos precoces en caso de su aparición. En el marco del sistema sanitario público de Andalucía la población infantil se beneficia del programa denominado “el niño sano”, que controla el crecimiento del niño y supervisa su estado sanitario en prevención de posibles incidencias. 

Los niños acogidos residencialmente al frecuentar los centros del SAS son tributarios del programa del niño sano, además por las propias características de los problemas sanitarios que padecen los niños y, en función de la responsabilidad de los centros, se suelen realizar controles periódicos diferenciados. 

La siguiente tabla pone en evidencia el amplio predominio de los centros que realizan controles sanitarios periódicos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �142� ¿Se realizan controles periódicos?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�12�4,98%��Sí�220�91,29%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Se elabora ficha médica a los niños. 

Nos hemos interesado por saber si los centros de protección confeccionan una ficha médica individual para cada niño, en la que se haga constar los datos generales de crecimiento del niño, enfermedades padecidas, antecedentes sanitarios familiares, el seguimiento de los programas y vacunas, los resultados y recomendaciones de las intervenciones médicas; así como otros datos sanitarios relevantes: dietas, deficiencias, incidencia de fármacos, educación sanitaria recibida, hábitos higiénicos contraídos, etc..

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �143� ¿Se elabora ficha médica?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�7�2,90%��Sí�225�93,36%��No contesta�9�3,73%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Afortunadamente una amplísima mayoría de centros realizan, en mejor o peor medida, la ficha médica de cada niño y se hace un seguimiento puntual de la misma. Sin embargo, hemos detectado algunos centros que no confeccionan ficha médico personal de cada niño.

Cartilla de vacunación. 

El artículo 11 de la Ley General de Sanidad exige, como obligaciones de los ciudadanos frente el sistema sanitario, el cumplir las prescripciones generales de naturaleza sanitaria comunes a toda la población, así como las específicas determinadas por los servicios sanitarios. Y entre ellas, una de las primeras consignas sanitarias consiste en cumplir con las vacunaciones preceptivas en defensa de la salud pública colectiva. No es necesario justificar más la idoneidad de las medidas de vacuna. Todos sabemos que los niños deben prevenirse de las infecciones más comunes y que las vacunas nos inmunizan frente a los agentes patógenos. Como es obvio, el cumplimiento de las prescripciones de vacunación es aceptado y respetado por casi todos los centros de protección de menores y se ajustan a los plazos y condiciones establecidos por el SAS, no obstante, hemos localizado un grupo de centros que nos  manifiestan que no les consta fehacientemente que se cumpla de forma adecuada el calendario de vacunación de los niños internos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �144� Cartilla de Vacunación

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�4�1,66%��Sí�227�94,19%��No contesta�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Las atenciones sanitarias por parte de los centros.

Este punto tan genérico y distinto de lo expresado con anterioridad, trata de dar cuenta de determinadas acciones proporcionadas por los centros que afectan a la salud e higiene de los niños. Nos referimos a las instalaciones sanitarias de que disponen los centros, la potenciación de los hábitos higiénicos y, en especial, el comportamiento de los centros cuando un niño es hospitalizado. 

Los botiquines. 

La Orden de mínimos exige que los centros dispongan de un botiquín de primeras curas que permita facilitar el reconocimiento médico de los niños, seguir su crecimiento y realizar los primeros auxilios en caso de pequeños accidentes. En la visita a los centros hemos observado que todos los establecimientos cuentan con botiquín, excepto dos de ellos. También hemos analizado las condiciones de los botiquines y el equipamiento y, sobre estos aspectos, aunque prima la diversidad, básicamente, se reconocen dos modelos:

El botiquín/enfermería. Que se organiza en un pequeña habitación destinada exclusivamente para esta finalidad. Es frecuente que los centros de acogida inmedita y las residencias dispongan de este tipo de recurso. Se trata de una habitación que se dota de las instalaciones y equipamiento imprescindible para que los profesionales sanitarios puedan reconocer a los niños y realizar curas menores. En general, aunque las enfermerías suelen ubicarse en habitaciones muy pequeñas, reúnen condiciones y equipamiento suficiente para desarrollar las funciones encomendadas.

Caja botiquín. Se trata de un dispositivo sanitario básico, consistente en una selección de los medicamentos más comunes y material para intervenir en primeras curas y asistencias simples. Es el tipo de recurso sanitario disponible en las casas de protección. Esta dotación sanitaria es proporcionada a la función que se va a prestar. Se equipara al botiquín o caja de medicinas que existe en la familias normalizadas. 

Con carácter general los centros disponen de recursos de botiquín y la dotación y el equipamiento corresponden al nivel de demanda exigible. 

Los hábitos de higiene y salud.

Directamente hemos demandado una valoración a los propios centros sobre si los educadores potencian los hábitos de higiene y salud. Nos interesaba apreciar el cumplimiento de las normas higiénicas básicas por parte de los niños y el fomento y promoción que reciben desde sus educadores. Si son iniciados en los hábitos de lavarse las manos antes de comer, cepillarse los dientes, asearse, etc. En su más amplia mayoría, los centros explican que estas practicas constituyen una parte esencial de su trabajo de reeducación. Refieren que los niños llegan a los centros con pautas higiénicas pocos adheridas y que necesitan iniciar o reforzar acciones de educación sanitaria que desconocen los niños. 

La hospitalización de los menores 

Vamos a evaluar el comportamiento de los centros de protección en los supuestos de internamiento en hospitales públicos de niños sujetos a acogimiento residencial. Debemos de partir de una serie de antecedentes previos que motivaron nuestra intervención ante los incidentes acaecidos por el rapto de un niño hospitalizado. 

En el mes de agosto del año 1997, la  Institución procedió a iniciar una investigación de oficio con el ánimo de esclarecer los hechos que rodearon a la sustracción de un menor tutelado que se encontraba ingresado en el Hospital “Virgen Macarena” de Sevilla. 

Por diferentes medios de comunicación de nuestra Comunidad Autónoma esta Institución tuvo conocimiento del presunto rapto de un menor de dos años de edad, mientras permanecía ingresado en el Hospital “Virgen Macarena” de Sevilla. El menor que se hallaba tutelado por la Delegación Provincial de Asuntos Sociales de Sevilla desde su nacimiento, ingresó en el referido hospital con problemas de tipo digestivo. Sobre las 14,30 h. del día 14 de Julio de 1997, aprovechando un cambio de turno del personal sanitario, el padre biológico del menor se lo llevó sin que hasta la fecha la policía haya podido averiguar su paradero. 

El rapto del menor por parte del padre biológico ha generado un cierto conflicto entre las administraciones implicadas sobre el ejercicio del deber de guarda y custodia. 

Esta Institución, en aras a la clarificación del incidente que afecta al menor tutelado, decidió abrir una queja de oficio sobre las circunstancias que han rodeado la desaparición del menor ingresado en el Hospital “Virgen Macarena” y respecto a las relaciones interadministrativas de las instituciones competentes. 

Con esta finalidad se solicitó informe a los distintas unidades administrativas que habían intervenido, y presentaron las alegaciones de los hechos y circunstancias que rodearon el caso. 

En orden a la justa comprensión del caso referido y sus circunstancias, nos pareció razonable aportar las valoraciones -con las que coincidimos plenamente- formuladas desde la Asociación para la Defensa de la Infancia y Prevención del Maltrato -ADIMA- sobre el litigio institucional y el rapto del menor: 

"Los niños y niñas residentes en Centros de Protección llevan una vida que se procura lo más parecida a la de cualquier otro niño; sus vidas están llenas de actividades en la calle: salidas al parque, a la barriada, a la escuela o guardería, al hospital, al cine, a la feria, a los paseos, al médico... Para prevenir un hecho, poco usual, como el sucedido en el Hospital, habría que disponer, en muchos de los momentos de la vida cotidiana de estos niños y niñas, de la compañía de un agente del orden público (un policía) que evitara la comisión del delito por parte de la familia. Todo el mundo puede entender que esta situación destruiría la dinámica de la vida diaria de los niños: ¿dónde quedaría el policía: dentro o fuera de la clase?, ¿tendría que haber uno por colegio?, ¿los acompañaría al parque?... Y un largo etcétera que raya en el absurdo como medida de protección a la infancia.

Aún sabiendo que, en algunas ocasiones, pueden producirse situaciones conflictivas con las familias de origen de los niños, la dinámica educativa de los Centros de Protección apuesta por una normalización de la vida que beneficia al niño y favorece su desarrollo. Si el personal de estos Centros fuera estricto, rígido e insensible, en prevención de esas situaciones se negaría a salir con los niños a la calle, sin la compañía del policía. Si los Centros adoptaran esa política de cerramiento, lo que tendríamos es un confinamiento de niños pequeños que se verían literalmente encerrados, aislados del mundo exterior, como si ellos hubieran delinquido y debieran ser apartados de la sociedad. Sería una auténtica injusticia, una lesión del desarrollo infantil y una negación clara de los Derechos que los Niños y Niñas tienen legalmente reconocidos.

Otra cuestión a analizar es la "vigilancia" en los Hospitales. Muchas de las cosas dichas para los Centros son válidas en el internamiento del niño en un Hospital. El personal de atención es sanitario, su función es curar. Los casos previstos por la normativa vigente para impedir evasiones de los hospitales son aquellos en que los sujetos atendidos son delincuentes, en esta situación estos individuos son custodiados por policías que impiden la fuga. Evidentemente, esta medida de "protección" aplicada a los niños sería llamativa, aunque llegado el momento pudiera camuflarse".

Desde nuestra óptica, lamentando el incidente, nos interesaba fiscalizar el conflicto institucional y el rapto acaecido y prevenir posibles riesgos que se puedan volver a reproducir, en el ejercicio de la función de guarda de los menores tutelados por la Junta de Andalucía. Sería deseable que el niño institucionalizado dispusiera de una certera protección de cuidados personales que le permitiera neutralizar la acción de infractores, y que quedase garantizada su atención y guarda mientras durase su situación de acogida. Para preservar un régimen de atenciones continuadas, en especial, cuando es ingresado en un centro hospitalario o en cualquier otro de distinta naturaleza, se deben de coordinar las acciones protectoras de las distintas administraciones implicadas, de tal modo, que el cambio de destino del niño no altere su régimen de seguridad y cuidados.  

En las situaciones de traslado del niño, las medidas de coordinación deben anticiparse y prevenir acciones o conductas de terceros que afecten a su bienestar. Las administraciones responsables deberán coordinarse para tejer una red de seguridades que preserven de posibles riesgos a los niños. Estas medidas protectoras deben aplicarse de forma preventiva y de manera que el menor no advierta un control que le limite.

Decíamos que el caso  estudiado representaba una quiebra en la tarea guardadora de los niños tutelados. Sería bueno realizar un estudio de los hechos acaecidos que permita aclarar las competencias asignadas a cada institución y delimitar las funciones que corresponden a cada administración, marcando actividades y los lindes organizativos en aras a un correcto ejercicio de la coordinación entre las instituciones implicadas. De la experiencia negativa podemos extraer consecuencias que nos permitan deducir planes de trabajo más eficaces y acertados. 

Además, nos veíamos en la obligación de promover un protocolo o acuerdo de actuación conjunta para que las medidas de coordinación sean eficaces y efectivas en la protección de los niños desamparados. Nos consta que se está trabajando en esta línea de coordinación interadministrativa, para lograr la prevención de riesgos de esta naturaleza, pero desde la Institución nos interesa impulsar la medida y exigir una pronta materialización del protocolo de actuación de los niños institucionalizados cuando salen de los centros de guarda. 

Sobre la Dirección General de Atención al Niño pesa la responsabilidad de analizar los defectos detectados y coordinar las medidas aplicables en materia de protección de menores y es el órgano administrativo indicado para impulsar la creación del protocolo de actuación sobre los cuidados de los niños tutelados cuando salen de los centros.  

Así pues, teniendo en cuenta las consideraciones precedentes esta Institución procedió a formular a la Dirección General de Atención al Niño, las siguientes Sugerencias:



“1.- Que se promueva una investigación de oficio sobre el rapto acaecido en el Hospital “Virgen Macarena”, con la finalidad de detectar las responsabilidades administrativas contraidas, y obtener enseñanzas que nos permita en el futuro paliar estas situaciones de quiebra de la guarda de los niños tutelados.    



2.- Que se adopten las medidas oportunas para establecer un protocolo interadministrativo que regule las pautas y acciones de coordinación para que las instituciones que participan en la guarda y tutela de los menores desamparados, dispongan de un régimen de protección y cuidados de los niños cuando salen de los centros de menores -en especial cuando son ingresados en un centro hospitalario- y se garanticen medidas preventivas frente a posibles riesgos o conductas infractoras".

Aceptando formalmente las sugerencias presentadas a la Dirección General de Atención al Niño, las administraciones implicadas articulan un procedimiento de coordinación que termina con la formulación de una Instrucción a los hospitales del Servicio Andaluz de Salud para regular el régimen de visitas y procedimiento de alta de los niños sujetos a medidas de protección por la Junta de Andalucía. Esta circular pretende dar respuesta al desarrollo del derecho de visita y a garantizar la medida de protección mientras el niño permanece hospitalizado. 

Dejando el caso concreto, a la Institución le interesa más la atención personal y afectiva que recibe el niño de sus cuidadores cuando se encuentra hospitalizado a consecuencia de una enfermedad que le exige el ingreso.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �145� En caso de internamiento hospitalario:

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Un educador/cuidador acompaña al niño�216�89,63%��Se coordina con el hospital la atención del niño�5�2,07%��Se visita todos los días�1�0,41%��Se visita a veces�0�0,00%��No se visita�0�0,00%��Otra solución�1�0,41%��NO CONTESTA�18�7,47%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Por fortuna impera el acompañamiento personal y directo de los educadores de los niños cuando estos son hospitalizados. En la amplia mayoría de las casas y residencias nos testimoniaban que cuando un niño necesita ser hospitalizado una persona próxima a él le acompaña en el hospital. El problema surge respecto a los centros de acogida inmedita, en los cuales los ingresos hospitalarios son más cotidianos y las necesidades de personal son más apremiantes. En estos casos, nos alegan que no disponen de recursos personales para garantizar en todo momento el acompañamiento del niño. No obstante, esperemos que la Instrucción dictada contribuya a facilitar la labor de acompañamiento y la gestión de las visitas. 

Los niños enfermos 

A fin de poder valorar las características sanitarias de la población objeto del acogimiento residencial, interesamos en los centros información sobre el número de niños y adolescentes que padecen procesos patológicos importantes, trastornos significativos, deficiencias o minusvalías. 

La información nos la aporta el responsable del centro a tenor de los residentes presentes, que ya disponen de un diagnóstico médico concreto. 

Los resultados de los niños y adolescentes que padecen algún tipo de problema sanitario relevante, son los siguientes: 

Toxicomanías: 42

Infección VIH+/SIDA: 35

Enfermedades Infecciosas: 27

Trastornos psicológicos/sensoriales: 122

Minusvalía psíquica/física: 193

Total: 419 niños y adolescentes 

La cifra, como vemos, es muy elevada, representa un 17,60 de la población residencial. Es decir, 17 de cada 100 niños a los que se le aplica una medida de protección consistente en el acogimiento residencial padecen trastornos psico-sanitarios relevantes. 

A nuestro modo de ver, estos datos nos reportan dos conclusiones: la primera, como ya hemos dicho, es la elevada presencia de niños con problemas sanitarios en el marco del sistema de protección de menores que exige desarrollar intensamente los programas asistenciales y proveer los recursos necesarios para ofrecerle la atención integral que merecen. De otra parte, respecto a esta población las posibilidades del acogimiento en familia se complican, por tanto, la medida del acogimiento residencial se convierte en duradera. Esto complica la integración social del menor. Y en segundo lugar, nuestra experiencia en la gestión de, ya centenares de casos de expedientes de protección de menores, nos dice que las dilaciones y rémoras a la hora de aplicar la medida de protección, por parte de los SAN, acaba incrementando los daños psicológicos y de salud sobre el niño. Esta circunstancia se evidencia al observar la elevada presencia de niños con trastornos.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �146� Centros con menores que padecen minusvalías psíquicas/físicas

NIÑOS ENFERMOS�Nº CENTROS�%��Ninguno�139�57,68%��Uno�55�22,82%��Dos�16�6,64%��Tres�10�4,15%��Cuatro�6�2,49%��Cinco�1�0,41%��Seis�4�1,66%��Siete�1�0,41%��10 ó más�3�1,24%��No contesta�6�2,49%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La educación de los niños acogidos residencialmente.

La Constitución en su artículo 27 consagra el derecho fundamental a la educación y establece la enseñanza básica como obligatoria y gratuita. 

El artículo 11 de nuestra Ley autonómica sobre los derechos y la atención al menor, respecto al derecho a la educación, entre otras cosas establece que:

«2. Será uno de los objetivos fundamentales de la educación el de proporcionar a los menores una formación integral que les permita conformar su propia identidad, así como construir una concepción de la realidad que integre a la vez el conocimiento y la valoración moral de la misma. La educación tendrá un carácter compensador de las desigualdades en origen de los menores que posibilite una efectiva igualdad de oportunidades»;

«6. Los menores de las poblaciones y centros que estén en situaciones de especial riesgo socio-educativo recibirán una atención preferente acorde con sus necesidades de educación y atención».

Conformado el derecho a la educación de todos los niños, interesa ahora advertir las peculiaridades que el sistema de protección presenta en el plano educativo. 

Por lo pronto, la Orden de mínimos, entre los requisitos comunes a todos los centros residenciales de menores, comprende dos exigencias: 

Proyecto educativo del centro: en cada centro existirá un proyecto en el que se señalen los principios socio-educativos globales, objetivos, actuaciones, metodología, recursos e indicadores de evaluación, aprobado por el órgano de la administración competente. 

Proyecto educativo individualizado: es el documento técnico de planificación y evaluación de las intervenciones socio-educativas a llevar a cabo con el menor de cara a conseguir su adecuada integración social. 

Por otra parte, la norma proclama que, en todos los centros, se garantizará, por medios propios o ajenos la atención integral a los menores en el conjunto de sus necesidades básicas de alimentación, salud, educación, así como las de ocio y cultura. Y que se asegurará que todos los niños y adolescentes en atención residencial reciban la formación escolar y/o laboral adecuada a su edad y a sus necesidades.

El Manual de Buena Práctica considera que se debe asegurar que todos los niños y adolescentes en atención residencial reciban la formación escolar y/o laboral adecuada a su edad y a sus necesidades. Además, se recomienda que: “se facilitará y estimulará la integración y adaptación del niño en el contexto escolar. Se propiciará que el menor alcance el nivel de estudios acorde con su capacidad, proporcionándole las condiciones para extraer los mayores beneficios posibles de su experiencia formativa”

En materia educativa el primer aspecto que hemos supervisado en el curso de las visitas se refiere a la integración de los niños en el sistema educativo general. Los resultados reflejan que el 92% de los centros encuestados integran a sus residentes en el sistema educativo público de Andalucía; sólo el 3% no se encuentra integrado por razones particulares y el 4% no especifica la razón.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �147� Educación: integrada en el sistema educativo general

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�8�3,32%��Sí�223�92,53%��Sin especificar�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Realmente, la totalidad de los niños se encuentran integrados en la red ordinaria del sistema educativo. Las excepciones contempladas se registran respecto a los adolescentes que superan la edad de la enseñanza obligatoria y optan por alternativas de formación profesional no integradas en el sistema educativo común. 

Como ya hemos dicho, los aspectos educativos generales del centro deben quedar recogidos en el Proyecto educativo general que desarrolle las pautas y principios socio-educativos, así como, los objetivos, actuaciones, metodología, recursos e indicadores de evaluación. Al preguntar en los centros la existencia de los referidos proyectos, obtenemos los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �148� ¿Existe Proyecto Educativo General?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�69�28,63%��Sí�162�67,22%��Sin especificar�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El importante porcentaje del 28% de centros que carecen de proyecto educativo general se excusan, manifestando que la administración de protección de menores no ha establecido el patrón guía o modelo de proyecto que sirva de referencia para los centros. Por ello, justifican su ausencia, en función de la dilación de la administración en señalar las pautas o marco de actuación general en la materia. La Dirección General de Atención al Niño nos informa que está trabajando en la confección de un estudio técnico-teórico sobre los proyectos educativos generales de centros de protección que establezcan los principios de actuación preferente. 

Los centros que disponen de proyecto educativo general nos expresan la necesidad de adaptarlo a las nuevas exigencias del sistema educativo y de protección, resolviendo anacronismos y valoraciones técnicas superadas. Igualmente, esperan la producción del manual teórico de la administración para proceder a la reelaboración del proyecto.

Por otra parte, la mayoría de los residentes atendidos en el sistema escolar, en función de las sociopatías concurrentes, suelen presentar serias dificultades para adaptarse a las exigencias del medio educativo y terminan soportando déficits en el rendimiento académico y alcanzando resultados inferiores respecto a la media de la población de su misma edad; de ahí, la importancia de prestarles la adecuada atención especializada individualizada que necesitan, tanto en el sistema escolar, como en las residencias.

Para proporcionarles esta atención especializada es fundamental que el estudio del niño sea lo más completo posible y se aborde el problema escolar desde una comprensión integral. Es esencial que el niño al ingresar en un centro sea sometido a un examen metódico por un equipo de profesionales que, tras el correspondiente estudio, permita determinar el nivel educativo del menor y demás circunstancias personales. 

La integración en el sistema educativo les lleva a que participen de las mismas experiencias escolares que sus iguales, ésta les posibilita incrementar el grado de socialización, pero si no se tiene un conocimiento profundo de las posibilidades de los alumnos es fácil que el objetivo que se persigue no sólo no se consiga sino que se potencie la desadaptación y aumenten las conductas desajustadas.

Los resultados obtenidos en la exploración previa deben transformarse, en parte, en el proyecto educativo individual del niño (P.E.I.). El proyecto individual supone recoger en un documento la información personal y educativa necesaria que permita realizar un seguimiento efectivo de este aspecto esencial de la vida del menor en el centro.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �149� ¿Existe Proyecto Educativo Individual?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�69�28,63%��Sí�162�67,22%��Sin especificar�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Los resultados se corresponden con los obtenidos para el proyecto educativo general; es decir, el mismo número de centros que carecen de proyecto general están faltos del individual.

Según el Manual de Buena Práctica los programas de atención residencial que, por su finalidad, integren la actividad escolar, deben asegurar que ésta se ajuste a los estándares y prácticas que aseguren la calidad de los servicios educativos comunitarios.

El plan formativo individualizado debe incluir al menos:

una descripción de lo que el niño puede conseguir, guardando el suficiente equilibrio en las demandas que se le hacen, de forma que no se genere frustración pero tampoco se limite el desarrollo de sus capacidades.

los objetivos a largo plazo y los objetivos del curso.

los recursos precisos.

y los criterios, procedimientos y momentos de evaluación del plan de formación.

A lo largo de la formación se deberá proporcionar apoyo y estímulo al menor para que avance en su plan. Igualmente se facilitará y fomentará la participación del niño, según sus capacidades, y la de su familia (según el interés del niño) en la elaboración, seguimiento y evaluación del plan formativo.

La finalidad de Plan Individual es proporcionarle una formación integral que le permita conformar su propia identidad, así como construir una concepción de la realidad que integre a la vez el conocimiento y la valoración moral de la misma. 

Una vez realizado el estudio y determinado el nivel educativo del menor es necesario que el educador-tutor tenga conocimiento del proceso educativo de cada uno de los niños atendidos, así como mantener una estrecha coordinación con el tutor escolar.

En general, aunque siempre no es así, se intenta mantener la escolarización en el Centro donde estaba matriculado el menor, antes del ingreso, siempre y cuando las circunstancias geográficas y/o la problemática presentada lo permitan.

Por otra parte, la mayoría de los centros procuran distribuir a sus residentes por los distintos centros públicos de la zona, con el fin de evitar que se aglutinen en un mismo colegio y soslayar así posibles conflictos para prevenir la estigmatización.

Como decíamos, es importante que el menor cuente con un tutor dentro del centro que le oriente y le ayude en el proceso educativo. La siguiente tabla nos ilustra sobre los resultados obtenidos:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �150� ¿Hay Educador/Tutor asignado a cada niño?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�83�34,44%��Sí�147�61,00%��Sin especificar�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Una mayoría importante del 61% de centros asignan a un educador las tareas de tutoría del menor acogido, con la intención de facilitar la integración del niño o adolescente en el colegio y ayudarle a resolver sus déficits. No obstante, en el lado negativo, pesa demasiado el porcentaje del 34% de centros que no designan tutores a los niños. Es aceptable descartar a centros de niños muy pequeños o de adolescentes que no estudian; sin embargo, en todo caso, el nivel de menores sin tutor que se observa es demasiado amplio. No es bueno que el menor no reciba la adecuada ayuda de apoyo escolar.

Otro elemento importante para estimular el estudio de los menores consiste en proveer unas adecuadas instalaciones o dotaciones destinadas a las labores educativas.  

Es conveniente que los centros cuenten con un espacio adecuado para el estudio, en cuanto a luz, ventilación, no excesivos ruidos, mesas y sillas cómodas, y, lo más importante, que el tutor lo acompañe, lo motive y ayude en las dificultades que se le presenten. 

La diversidad de la red de centros de protección de menores aporta una amplia diferenciación respecto a las instalaciones educativas. A estos efectos, no es lo mismo una gran residencia, que a veces cuenta hasta con aulas de estudio, que una casa de protección ubicada en un piso pequeño. Pensamos que el conjunto de instalaciones educativas debe ir parejo al tipo y dimensiones del centro, pero que, en todo caso, los establecimientos deben contar con un sitio para que los niños puedan estudiar. 

La tabla siguiente nos expone la situación registrada:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �151� Instalaciones educativas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No hay�144�59,75%��Deficiente�14�5,81%��Aceptable�32�13,28%��Buenas�29�12,03%��Muy buenas�22�9,13%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Como vemos, hay un importante número de centros que carecen de instalaciones adecuadas para desarrollar las labores de estudio. Casi el 60% de los centros carecen de instalaciones específicas para el estudio. Este amplio porcentaje afecta especialmente a las casas de protección que suelen estar desprovistas de dotaciones educativas. Es verdad que las casas tratan de reproducir el esquema de normalización familiar, y no es predicable exigir instalaciones excepcionales, ello es incompatible con la función de la propia casa; ahora bien, en una casa donde habitan varios niños y adolescentes, hasta ocho, si no se dota de un recinto específico para estudiar, las posibilidades reales de facilitar el trabajo educativo se dificultan notablemente. Alegar que estudian en sus habitaciones o en el salón, no siempre es aconsejable, máxime si las habitaciones son estrechas, de cuatro residentes y los salones son muy concurridos, con la presencia de la televisión. 

Sin duda son las residencias las que presentan valoraciones más positivas en este rango. La amplitud de espacios permite la dotación de un lugar o aula asignada al estudio, bien en común, donde se realiza el estudio dirigido, bien en grupos reducidos, según la edad. 

Por otra parte, además, es importante que los dormitorios cuenten con mesa, silla y pequeñas estanterías para organizar su material escolar. Circunstancias que no siempre se cumplen. 

También es un inconveniente que el espacio para estudiar sea compartido por un número elevado de residentes. En estos ámbitos surge la tendencia de los niños a distraerse y a molestarse entre ellos, y siendo éste un hábito común en la generalidad de la población infantil, en el caso de los niños acogidos, las crispaciones y conflictos se prodigan y el nivel de motivación para realizar las tareas escolares desciende.

Estas deficiencias estructurales dificultan, más que estimulan, el acceso de los menores internados al estudio. 

Para mitigar las desventajas de estos niños nos hemos interesado por saber si los menores reciben el adecuado apoyo psicopedagógico. Es una realidad constatable que la mayoría de los menores necesitan de apoyo psico-pedagógico o, al menos, refuerzo escolar, dado que casi la generalidad de los niños acogidos presentan dificultades de aprendizaje o algún tipo de retraso escolar. 

Los resultados obtenidos son francamente mejorables. Veamos la tabla. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �152� ¿Reciben los niños apoyo psico-pedagógico?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�62�25,73%��Sí�168�69,71%��Sin evaluar�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El 70% de los centros alegan no aportar apoyo o terapia psico-pedagógica a los niños residentes. Tan sólo el 25% se expresan positivamente, aunque sujetan la terapia a múltiples limitaciones. Sólo en contadas ocasiones, y ante trastornos de envergadura, la asistencia psicológica se mantiene con el tiempo y la intensidad necesarias. 

Es importante señalar que la integración en el ámbito escolar debe abordarse con la profundidad necesaria para soslayar nuevos fracasos, de los ya abundantes que viene padeciendo y acumula la población acogida residencialmente. Cada fracaso añadido es una agresión más a un vulnerable. Vivida con una intensidad que repararla es altamente difícil, por lo que los esfuerzos de los profesionales que intervienen en el tratamiento educativo deben ir encaminados a la prevención y procurar en la medida de lo posible evitar enfrentarlos a situaciones frustrantes. Una deficiente integración es vivida como una nueva agresión del medio hacia él.

De tal modo, podríamos decir que en aquellos casos en los que tras el estudio inicial se considere inviable la escolarización, sería conveniente que el menor sea atendido de forma individualizada, o en grupo pequeño, hasta alcanzar un estado emocional adecuado; es decir, que tolere la integración en el gran grupo y sea respetado individualmente con el fin de no agravar su situación.

También se ha constatado que algunos de los menores atendidos en las residencias presentan ciertos trastornos psicológicos y anomalías de la personalidad, que les imposibilita la adecuada adaptación y exigen una atención personalizada. 

Sobre todos estos extremos profundizaremos al analizar el perfil del niño institucionalizado. 

Otro aspecto analizado en el estudio, consiste en valorar la participación de los padres en el proceso educativo de sus hijos. En el curso de la investigación se comprueba que la intervención de los padres en el seguimiento educativo de sus hijos en prácticamente nula. Sería razonable esperar que desde los centros se insistiera en la importancia que tiene para el niño o adolescente que los padres se impliquen y se les exija colaboración en el respeto a  las normas básicas y, así mismo, mantenerlos interesados por el rendimiento escolar de sus hijos. 

Un asunto que va habitualmente unido al derecho a la educación es el referido al ejercicio de la libertad religiosa o de culto. El artículo 6 de la Ley de Protección Jurídica del Menor confirma, en el tono del artículo 16 de la Constitución, que el menor tiene derecho a la libertad de ideología, conciencia y religión. A su vez, los padres o tutores tienen el derecho y el deber de cooperar para que el menor ejerza esta libertad de modo que contribuya a su desarrollo integral.  

Basicamente, el derecho a la libertad religiosa en los centros queda garantizado. Los centros de protección descartan establecer limitaciones o restricciones al derecho de culto o creencias de los niños acogidos. Incluso en los centros que tienen internos a niños musulmanes confirman que respetan su religión y toleran y permiten que vivan conforme a sus creencias. Todos los centros, excepto tres que manifiestan que sólo vienen aceptando menores cristianos, se declaran respetuosos con la libertad religiosa de los niños acogidos.  

En los centros de protección en los cuales la titularidad pertenece a congregaciones de religiosos, especialmente de religiosas, también nos testimonian que queda garantizada la libertad de culto. No obstante, en estos centros, sí se constata la fuerte influencia que en la vida cotidiana presentan los aspectos religiosos.

El niño en el centro de protección además de estudiar y educarse, debe divertirse y jugar. La Ley andaluza de menores ampara estos derechos. En concreto el apartado 2 del artículo 12 declara que todos los menores tienen derecho a que el juego forme parte de su actividad cotidiana como elemento esencial para su desarrollo evolutivo y proceso de socialización. El apartado tercero exige a las Administraciones Públicas que fomenten las actividades recreativas, deportivas y culturales.  

La Convención sobre los Derechos del Niño, de 20 de noviembre de 1989, en su artículo 31, reconoce el derecho al descanso y al esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas apropiadas para cada edad y a participar libremente en la vida cultural y en las artes.

Los centros de protección nos explican que los menores internados realizan cotidianamente actividades recreativas, deportivas y culturales. 

En el Protocolo hemos demandado información sobre las actividades extraescolares desarrolladas y sobre las excursiones y viajes que se organizan. En una amplísima mayoría de centros se impulsan actividades culturales, deportivas y recreativas, y sólo un pequeño porcentaje de centros declaran que están exentos de organizar actividades, generalmente, en función de las peculiaridades del centro o de los niños internados. 

En todo caso, se registran dos modelos comúnmente aceptados. Una opción se desarrolla en las residencias, que con frecuencia disponen de dotaciones deportivas y recreativas, en las cuales se ejercitan las actividades centradas en el propio centro y en el que el propio colectivo de niños residentes organizan sus actividades. Y otra alternativa, seguida en las casas, consistente en estimular las actividades extraescolares a través de los servicios municipales en el propio colegio del menor.

Los centros organizan las actividades conforme a la oferta propia o la que reciben de los colegios o ayuntamiento, y los niños se sujetan a esta disciplina. 

Las excursiones a la montaña, la playa o la visita a ciudades también están extendidas entre los centros de protección. 

Hemos observado que, a veces, nos encontramos con menores que fracasan en estas actividades deportivas y recreativas. Se inician con la finalidad de aumentar su socialización e integración en el grupo de iguales y el resultado es, en ocasiones, un abandono  de la actividad. Suele ocurrir que con la incorporación de un menor en estas actividades, aparezcan conflictos divergentes por parte del grupo que lo recibe: monitores, los iguales, etc, en especial, en la población adolescente. En estos casos, pueden llegan a revivir una nueva experiencia de rechazo, ante la que ya se hallan muy sensibilizados y, por consiguiente, tienden a situarse, aún más, en el rol de prestigio negativo.

Los profesionales que han puesto el empeño en buscar y proporcionar la actividad más adecuada al menor, cuando éste no la aprovecha, también llegan a sentirse frustrados si no cuentan con el conocimiento suficiente del menor e ignoran las razones de porqué esto ocurre.

El diagnostico diferencial, que consiste en indagar si el menor está capacitado en ese momento para iniciar una actividad fuera del centro con otros iguales "normalizados", así como conocer en qué medida pueden aparecer los problemas y articular los recursos profesionales para atender las dificultades que se presenten; sería de gran ayuda para que estos niños, que tienden a establecerse en el fracaso por sus déficits, puedan superar los momentos de dificultad y avancen en su integración.

Por último, para ilustrar la extensión de las actividades extraescolares en los centros de protección, aportamos las siguientes tablas.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �153� ¿Realizan los menores actividades recreativas?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�17�7,05%��Sí�207�85,89%��Sin especificar�17�7,05%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �154� ¿Realizan los menores actividades deportivas?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�21�8,71%��Sí�205�85,06%��Sin especificar�15�6,22%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �155� ¿Realizan los menores actividades culturales?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�20�8,30%��Sí�205�85,06%��Sin especificar�16�6,64%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �156� ¿Se organizan viajes y excursiones?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�17�7,05%��Sí�208�86,31%��Sin especificar�16�6,64%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

El trato a los niños. 

Hasta estos momentos hemos analizado los distintos aspectos organizativos y regimentales de los centros de protección, pero ello no es todo, para esta Institución lo más importante es el propio “niño” que se encuentra internado en el establecimiento. Detectar el estado de bienestar que disfruta el niño o adolescente residente es capital para evaluar la eficiencia del sistema de protección. La medida se justifica en razón de una previa situación de desamparo y privación de los derechos del niño y se actúa para intervenir eludiendo los déficits del niño, pero también para proveerlo de un medio adecuado que le conforme un estado de bienestar necesario para su crecimiento y desarrollo. Tan importante como retirarlo de la familia, y evitarle los daños, es garantizar la provisión de un medio sustituto que le permita reestablecer sus derechos y vivir en bienestar.

Evaluar el bienestar de los niños es una función compleja, no existen indicadores matemáticos que midan la felicidad, la paz o el equilibrio psicológico de los niños. Pero también nos parecía limitativo, presentar un informe sobre el sistema de protección y acogida sin valorar la situación de los niños. Al final hemos optado por enfrentar, de una forma sencilla y simplificada, dos retos, uno referido al trato que los niños reciben en los centros, y para ello hemos deducido una serie de indicadores sobre el régimen de vida de los niños en los establecimientos, y después hemos tratado de ofrecer el perfil del niño institucionalizado, que consiste en aportar pinceladas que nos muestren el rostro del niño que es objeto de la medida residencial. Nuestra intención es llegar a hacer comprender que la razón de ser del sistema de protección, es el niño o adolescente sobre el que se interviene. 

En este primer momento vamos a dar cuenta de una serie de indicadores sencillos que se han trabajado para evaluar el grado de acogida y libertad que desarrolla el menor en los centros y después presentaremos una aportación sobre el perfil de los niños institucionalizados. 

En este capítulo hemos evaluado cómo celebran sus cumpleaños los niños, si se les permite elegir sus ropas, sus divertimentos, tebeos, libros, programas de televisión, etc. Si se les abona una paga, si cuidan las relaciones entre hermanos, y si disponen de un ámbito de privacidad. Veamos a continuación los resultados obtenidos.

Los cumpleaños de los niños

Para los niños el día de su cumpleaños representa uno de los acontecimientos más importantes del año. Ese día ellos son los protagonistas, el centro de atracción del grupo, reciben regalos y celebran una fiesta. Es un día muy importante para ellos, y la capacidad de respuesta a sus expectativas que le brinde el centro y el entorno repercute en su propia estima y aceptación personal.  En todos los centros no ocurre lo mismo, hay casas o residencias en los que se organizan fiestas, ofrecen regalos y se le concede a los niños un trato preferente, y otras, en las cuales la dinámica de los cumpleaños pasa más desapercibida, o se organizan los sábados en grupo. Nosotros hemos valorado, la formas de la celebración, los detalles y, muy especialmente, el trato que el niño recibe ese día. Consideramos que la celebración del cumpleaños es buena cuando el niño recibe un regalo, organiza una fiesta con sus amigos, invita a sus compañeros de colegio, y ese día se cuidan los detalles afectivos con el niño y se le ofrece un trato preferente. Con ello podemos ofrecer los siguientes resultados:

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �157� ¿Se celebran los cumpleaños de los niños?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No se celebran�3�1,24%��Muy deficiente�2�0,83%��Deficiente�14�5,81%��Aceptable�28�11,62%��Bueno�171�70,95%��Muy bueno�13�5,39%��Sin evaluar�10�4,15%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Las elecciones en la vida de los niños

En este apartado hemos registrado una serie de indicadores sobre la capacidad que tienen los niños para elegir pequeñas cosas de su vida diaria en los centros: sus ropas, las actividades recreativas, culturales y deportivas que más les gusten, los libros y tebeos que quieran leer.  

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �158� Grado de elección de las ropas por el niño

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No la eligen�8�3,32%��Muy deficiente�3�1,24%��Deficiente�17�7,05%��Aceptable�123�51,04%��Bueno�76�31,54%��Muy bueno�3�1,24%��Sin evaluar�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �159� Grado de elección de las actividades recreativas por el niño

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No las eligen�6�2,49%��Muy deficiente�2�0,83%��Deficiente�11�4,56%��Aceptable�126�52,28%��Bueno�80�33,20%��Muy bueno�3�1,24%��No contesta�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �160� ¿Se les permite leer libros y tebeos de su elección?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�10�4,15%��Aceptablemente�179�74,27%��Sí, Sin reservas�38�15,77%��Sin evaluar�14�5,81%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �161� ¿Se les permite elegir los canales y programas de Televisión?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�15�6,22%��Sí, con sujeción al grupo�195�80,91%��Sí�19�7,88%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Se promueven las relaciones entre los hermanos

Las medidas de protección suelen afectar a grupos de hermanos, y es frecuente que estos coincidan en un mismo centro. Se estima conveniente alentar la convivencia entre hermanos para mantener hilos afectivos que nutran las relaciones y mantengan la unión familiar. La promoción de la convivencia entre hermanos se ha valorado conforme a una serie de informaciones sobre las actividades que comparten y la vida en común que llevan, por ejemplo, si habitan en una misma habitación, si comen juntos, si constituyen un grupo específico dentro de centro, si se apoyan mutuamente, etc. Como se verá los resultados muestran una situación mejorable. Los centros excusan que, en muchos casos, son los propios hermanos los que no quieren estar juntos, ni mantener relaciones de unidad familiar, y que ellos, los centros, responden a demanda de los propios hermanos, según les pidan más o menos integración.

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �162� ¿Se promueven las relaciones entre hermanos?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�18�7,47%��Muy deficiente�30�12,45%��Deficiente�43�17,84%��Aceptable�52�21,58%��Bueno�84�34,85%��Muy bueno�1�0,41%��Sin evaluar�13�5,39%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

Espacios propios

Nos referimos al hecho de que los centros ofrezcan un ámbito de privacidad a los niños para que puedan disponer de un espacio propio para ellos y sus cosas más importantes. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �163� Los niños disponen de un sitio propio para ellos y sus cosas

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�3�1,24%��Muy deficiente�9�3,73%��Deficiente�49�20,33%��Aceptable�105�43,57%��Bueno�60�24,90%��Muy bueno�1�0,41%��Sin evaluar�14�5,81%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La paga de los menores

La Orden 18 de enero de 1999 de la Consejería de Asuntos Sociales establece una retribución económica para los gastos particulares de los niños internados en acogimiento residencial. Se facilita a los menores una cantidad, denominada dinero de bolsillo, destinada a que puedan hacer frente a sus gastos particulares. Se dice en la norma que esta asignación está concebida como un instrumento educativo, que ha de servir para avanzar en el aprendizaje e integración práctica del concepto de economía y para reforzar determinadas conductas. Las cantidades fluyen dependiendo de la edad de los niños o adolescentes, desde 500 a 1.500 pesetas a la semana. Sin embargo, hay centros que no abonan las pagas, ya sea porque los niños son muy pequeños, o porque se gastan colectivamente en actividades recreativas. Los centros denuncian los retrasos con que la administración les abona las cantidades. 

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �164� ¿Se le abona una paga a los niños?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�31�12,86%��Sí�198�82,16%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

La Televisión

También nos hemos interesado por la administración que del medio televisivo se realiza en los centros. Hemos tratado de verificar si se abusa de la utilización o enganche de los niños a la televisión, y si éstos disponen de capacidad para elegir los programa que quieren ver.  

Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �165� ¿Cuántas horas se le deja ver la televisión al día?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��Ninguna�11�4,56%��1 hora�76�31,54%��2 horas�98�40,66%��Más de 2 horas�45�18,67%��Sin evaluar�11�4,56%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.



Tabla nº � SEC Tabla_nº \* ARÁBIGO �166� ¿Se les permite elegir los canales y programas de Televisión?

RESPUESTA�Nº CENTROS�%��No�15�6,22%��Sí, con sujeción al grupo�195�80,91%��Sí�19�7,88%��Sin evaluar�12�4,98%��TOTAL�241�100,00%��Fuente: Elaboración propia por la Oficina del D.P.A.

De la información obtenida consta que los niños de los centros de protección no suelen abusar de ver programas de televisión de forma compulsiva. Los días de colegio no ven más de una hora al día, aunque, los fines de semana, las horas de televisión son más amplias. Respecto a las posibilidades de elección de los programas y canales, la verdad es que aquí surgen más limitaciones; generalmente, es el grupo, y el educador decide, cuales son los programas que se visionan. El respeto a las minorías es difícil cuando sólo hay un televisor. No obstante, se suelen seleccionar programas juveniles e infantiles y se consensúan los canales.

El perfil psicológico del niño institucionalizado.

A lo largo del presente informe hemos ido analizando aspectos relacionados con el acogimiento residencial. Sin embargo, lo más importante para nosotros es la situación de los menores no sólo en el contexto en el que viven, sino en cuanto a las repercusiones que pueda tener para sus vidas el hecho de residir, durante años, en una institución.

Nos interesa, por tanto, mostrar el aspecto psicológico del niño sujeto a medida de acogimiento residencial. ¿Qué características personales concurren en los niños internos? ¿Cuál es el rostro psicológico del menor protegido?. Presentamos un estudio sobre las características más comunes de los menores, observadas por profesionales experimentados sobre el medio residencial. Ello nos permitirá reconocer la cara humana del niño que se encuentra detrás del sistema de protección.

Primero, vamos a describir brevemente las familias de origen de estos menores. Nos referiremos a la tipología social y personal de las familias y al conjunto de problemas más representativos que inciden en ellas. El esquema descrito pretende reflejar el retrato robot del conjunto de las mismas; es decir, ninguna familia o sujeto podría reconocerse exactamente en este prototipo, aunque sí identificarse en mayor o menor grado.

Segundo, presentaremos las características personales más comunes del niño residenciado. 

Y, tercero, señalaremos las propuestas que a nuestro juicio consideramos importantes que sean tenidas en cuenta en la planificación de los servicios de protección de menores.

La crónica de una fatalidad. Las familias de origen de los niños sujetos al acogimiento residencial.

La descripción de estas familias de origen la formularemos en base a la experiencia acumulada, y a la luz de la doctrina más representativa y comúnmente aceptada del desarrollo del individuo y de la pareja.

Comenzaremos analizando la situación en la que se encuentra el padre y la madre que van a constituir la familia de origen del niño institucionalizado. 

Lo primero que nos llama la atención, es la elevada frecuencia con que, en los mapas familiares (genogramas) realizados a estas familias, los problemas se remontan a la tercera generación, o más, si continuamos explorando.

Aparecen problemas personales y relaciones disfuncionales en los abuelos. Estos conflictos van a aparecer, más tarde, en los hijos y, por último, también, van a manifestarse en los nietos. Un ejemplo de esto podría ser la herencia de los malos tratos, (estudios actuales, sobre todo de la corriente sistémica, ponen de relieve la transmisión de los malos tratos a través de generaciones).

Segundo, los conflictos no aparecen de manera aislada, sino que, frecuentemente, concurren agrupados y responden a diversas naturalezas.

Tercero, casi con toda seguridad, podemos decir que existe un factor común en todas estas familias: "las carencias", tanto materiales como afectivas, siendo las últimas las más determinantes.

Por tanto, se desprende que es habitual que los padres de los menores después desamparados pertenecen, generalmente, a familias desestructuradas, multiproblemáticas y carenciales, y que los problemas que presentan, en la mayoría de las ocasiones, van a venir determinados por desarrollarse en circunstancias de esta naturaleza.

En estas situaciones carenciales, va a ocurrir que el padre y la madre, por un lado, se hayan visto privados de recibir experiencias gratificantes, fundamentales para el crecimiento personal y emocional. Esta no incorporación, de este tipo de experiencias, va a quedar establecida como un vacío interior que, más tarde, les generará problemas reales: trastornos psicológicos, drogadicción, alcoholismo, delincuencia, prostitución, etc.

Por otro lado, puede suceder que las experiencias que les facilitó el medio fuesen netamente "negativas", éstas, las va a incorporar y, serán las conductas desadaptadas que, más tarde, reproduzcan en sus relaciones interpersonales posteriores: abandono, semiabandono, malos tratos, abusos deshonestos, negligencia, etc.

En definitiva, se han desarrollado en unas condiciones de mínimas gratificaciones; por lo que su desarrollo personal, se va a ver afectado en mayor o menor grado.

Por tanto, se trata normalmente de un padre y de una madre que provienen de este tipo de medio y como consecuencia van a presentar problemas y manifestar dificultades para establecer relaciones interpersonales saludables con la pareja, con los hijos, en el trabajo , etc.

Los problemas sociales más frecuentes encontrados en los padres de origen de los niños desamparados son:

drogadicción 

malos tratos 

encarcelamiento

alcoholismo

mendicidad 

enfermedades mentales 

abusos deshonestos

insolvencia material 

renuncia de la madre 

abandono del hogar de los padres 

semiabandono del hogar

prostitución

negligencia...

Relaciones disfuncionales en la pareja.

Las carencias acumuladas en el sujeto van a determinar su estilo de vida. Tanto el padre como la madre van a buscar, en cada una de las relaciones interpersonales que establezcan, cubrir esas necesidades insatisfechas. Esta exigencia inconsciente será cubrir sus carencias, tanto reales como imaginarias, eligiendo una pareja para este fin.

Muy pronto, este sujeto se va a encontrar con la realidad. El cónyuge no suple este vacío. Puede experimentar tal grado de frustración que al no tener los mecanismos de defensa para contenerla y/o canalizarla puede pasar a desarrollar conductas desadaptadas. Un ejemplo podría ser la aparición de comportamientos violentos hacia la pareja. El maltrato a las mujeres por parte de sus cónyuges representa un reflejo pernicioso del efecto.

Si el sujeto vivencia que la pareja no le proporciona aquello que busca, e interpreta que no se lo quiere dar, el comportamiento violento aparecerá para tratar de corregir o defenderse de esa situación. 

Esta solución, lejos de conseguir el objetivo, generará más frustración y agravará la situación.

No sólo puede aparecer la violencia ante la frustración, sino también, cualquiera de los problemas personales y sociales antes mencionados: alcoholismo, consumo de otras drogas, abandono del hogar, trastornos depresivos, etc.

Este intento de solucionar los conflictos internos, a través de la pareja, está irremediablemente abocado al fracaso y, en la mayoría de las ocasiones, les va conducir a nuevas situaciones disfuncionales que generarán, a su vez, búsqueda de soluciones igualmente patológicas.

Lo que demuestra la experiencia es que, los conflictos que presentaba el sujeto, se van a mantener, sustituir por otros o añadir alguno nuevo; pero rara vez, a través de la vías evasivas o compensatorias de solución de los problemas, van a desaparecer y/o "curar" dichos conflictos.

Estos mecanismos pueden surgir en un individuo con personalidad más o menos estructurada; pero se puede complicar, aún más, cuando se trata de sujetos con trastornos graves de la personalidad. Desde estas estructuras, se desencadenan mecanismos más primarios y por consiguiente con consecuencias más graves tanto para el sujeto como para los seres con los que éste convive.

En estas parejas disfuncionales, se van a dar otras series de circunstancias añadidas que dificultará la recuperación. Estas pueden ser:

Escasez de recursos materiales y económicos. Esta situación les obliga a permanecer en el domicilio paterno más tiempo del deseado, ante la imposibilidad de adquirir su propia vivienda. Normalmente son viviendas de escasas dimensiones, viven hacinados y esto dificulta, aún más, las relaciones entre los miembros: aumenta la tensión, las conductas violentas, etc. 

Situación laboral precaria. Generalmente, se pueden encontrar en paro o realizando trabajos en la economía sumergida que le reporta escasos ingresos económicos para sostener a la familia. Las posibilidades de encontrar empleo son escasas, entre otras razones, debido a su baja o nula cualificación laboral. A veces, continúan dependiendo económicamente de los padres que, a su vez, se encuentran, en situación económica precaria. Tanto el paro como la dependencia económica a la que se ven obligados a mantener, le puede generar problemas de tipo psicológicos como depresión, ansiedad, o pasar al consumo de alcohol u otras drogas.

Circunstancias sociales adversas. Viven, generalmente, en zonas marginales infradotadas de recursos, donde hay un alto índice de consumo y venta de drogas, de delincuencia, por tanto, expuestos a mayores riesgos.

Nivel cultural bajo. Se advierte un alto porcentaje de analfabetismo, apenas saben leer y escribir.  

Todos estos condicionamientos sociales y familiares, van a potenciar, aumentar, intensificar y cronificar los conflictos personales de estos padres.  

Así nos encontramos, en la diada parental, una serie de conflictos que necesitan tratamiento e intervención de profesionales especializados que les proporcionen ayuda individual o de pareja , antes de pasar a exigirles responsabilidades para con sus hijos.

Si sólo les pedimos responsabilidades como padres, es muy probable que no puedan mejorar sus actuaciones si no les prestamos ayuda personalizada y les garantizamos un mínimo de calidad de vida.

Relaciones disfuncionales con los hijos.

Las carencias personales de estos padres, también, van a transferirse a los hijos a modo de exigencias inconscientes. De tal manera, se han encontrado en las exploraciones clínicas que las expectativas de los padres, ante el nacimiento de su hijo, van dirigidas a que el niño sea el "dador de cariño" que les gratifique y le cubra su vacío tanto real como imaginario.

Este deseo no es en sí patológico, es más, es natural y necesario para el crecimiento del ser del bebé; pero sí se extralimita llegará a convertirse en disfuncional.

La experiencia clínica ha evidenciado que estos padres no soportan la confrontación con la realidad. Cuando experimentan que el bebé necesita muchos cuidados, demanda una  intensa atención y lejos de gratificarles y ser "ideal", es un niño que llora, que hay que asearlo, que alimentarlo y cuidarlo, se irritan, se desesperan y no saben que hacer con él.

Este choque con la realidad, unido a una baja resistencia a la frustración puede conducir a un trato inadecuado hacia el hijo, como abandono, negligencia, malos tratos físicos, etc.

Tratan inconscientemente de reproducir una escenificación donde se pueda vivir como el padre que le hubiera gustado tener y el hijo que le hubiese gustado ser. La madre que le hubiera gustado tener y la hija que le hubiese gustado ser.

También, suele ocurrir que conciban hijos a edades muy tempranas, bien sin tener pareja o sin que ésta llegue a consolidarse como tal.

Esta tendencia se encuentra multideterminada; pero la experiencia terapéutica pone de manifiesto que, en muchos de los casos, quedan embarazadas no por falta de información o de recursos, sino porque existe una motivación inconsciente: querer reparar a través del hijo sus carencias y conflictos personales.

Relaciones disfuncionales con el medio

Como consecuencia de las carencias, a éstos padres se les van a presentar dificultades para establecer relaciones con los amigos, en el trabajo, los círculos vecinales y la sociedad en su conjunto.

En las relaciones interpersonales, se observa que, eligen amistades especialmente problemáticas y parejas igualmente complejas socialmente. Esta tendencia a establecer relaciones de tipología asociales queda multideterminada; pero desde el trabajo terapéutico se ha comprobado que, con bastante frecuencia, aparece el afán por ayudar al otro, y de esta manera ayudarse a ellos mismos reflejados en ese otro.

Elegir a otro, supuestamente más desfavorecido les sitúa en la posición de poder cuidar y proteger a éste. Reparar en el otro aquello que no puede arreglar en sí. Vivir en si mismo el ideal de cuidador que no tuvo y ver en el otro a un ser cuidado. El que él no fue.

Suelen presentar dificultades para adaptarse a la demanda y disciplina de un trabajo, fracasando en muchos de los intentos. Este fracaso viene, no sólo, por la escasa preparación laboral, sino también y fundamentalmente, por la incapacidad para dar. Su interés se centra en incorporar.

Tienden a establecer relación de dependencia respecto a los Servicios Sociales. No utilizan la ayuda incorporándola para introducir cambios sino, más bien, para afirmarse en su posición de seres necesitados.

Si partimos de la hipótesis de que la necesidad principal es afectiva, la ayuda material, aunque necesaria, es insuficiente y nunca se ven saciados. Todo lo que reciben va a parar a un interior vacío que no construye, aumentando la insatisfacción y la frustración. Las necesidades materiales, que realmente tienen, les distrae de la necesidad principal y les dificulta relacionarse con ésta, dando una explicación racional a lo que les ocurre, justificando su malestar en base a las necesidades materiales. 

En conclusión, se trata, generalmente, de padres carenciados en circunstancias sociales adversas, con problemas personales que van a interferir a la hora de establecer relaciones sociales, de pareja y con sus hijos, mostrandose escasamente competentes para gestionar tales relaciones.

Los conflictos que van a aparecer en estas familias, son de tal índole que los va a incapacitar e imposibilitar en sus funciones parentales, privando a sus hijos de los cuidados necesarios y de la atención adecuada para que puedan desarrollarse plenamente, de la misma manera que ellos también fueron privados. Reproducirán situaciones carenciales por lo que el niño se va a desarrollar en un contexto de mínimas gratificaciones que le va a afectar en su desarrollo evolutivo.

El perfil de los menores objeto de atención residencial.

Para la descripción del niño objeto de acogimiento residencial, vamos también a hacer uso de los conocimientos generalmente aceptados por los especialistas de la teoría del desarrollo, de la psicopatología y del tratamiento.

La aproximación se va a abordar desde las vertientes afectiva, intelectual, relacional y psicomotora, comprobando como la conjunción de todos los elementos, acaba afectando al desarrollo cognitivo y social de este colectivo.

Vamos a referirnos al conjunto de déficit observados, por tanto,  ningún menor podria  reconocerse exactamente en este prototipo, aunque si identificarse en mayor o menor grado.

Afectos.

Las carencias afectivas a las que se encuentra sometido el niño condicionará muchos aspectos de su vida.

El niño nace con unas necesidades de experiencias e imágenes positivas con las que identificarse; si el exterior las satisface, se produce la adaptación paulatina al entorno. Si no las satisface, no existe incorporación positiva, deviene en el niño un mundo vacío y patológico que conlleva a una desconfianza básica ante sí y ante el mundo que le rodea.

El estado de privación en que se encuentra el niño se configura como vacío, como negación del otro, que en el proceso evolutivo le llevará a una negación de sí mismo. Su “yo” no se formará normalmente, ya que éste se estructura a partir de la " alimentación" tanto física como afectiva.

En el plano afectivo encontramos que la vida diaria se configura como carencia, una casi total desposesión de todo cuanto puede configurar su “yo”, y partir de que existe una falta principal: el afecto.

Ante esta necesidad de incorporación, el niño recibe un choque del exterior, ya que no hay nada que lo gratifique. Esta privación e insatisfacción le lleva a la frustración, que provoca la emergencia de la destructividad. Pero esta conducta destructiva, se convierte de nuevo en frustración y en una percepción del mundo como hostil y amenazador, por lo que se produce un circulo vicioso.

De ahí que se produzcan conductas desadaptadas (destructivas) que siendo frustrantes en sí mismas, a su vez, generan más conductas desadaptadas.

Si por parte de las personas del mundo externo se conceden mínimas gratificaciones en proporción a ellas se irá estructurando el mundo interno del niño y, más tarde, el mundo externo como distinto.

Lo anteriormente expuesto es fundamental para entender al niño desadaptado.

Debido a la falta de gratificaciones se impide el fortalecimiento del “yo” y su no separación de la exterioridad. Así pues, el niño se vivencia así mismo y a lo exterior como un vacío. Y el paso del principio del placer a la realidad fracasará, es decir, la tendencia a la satisfacción inmediata de los deseos sin tener en cuenta los límites impuestos por la realidad.

La falta de confianza hacia la persona externa a él hace que persista el egocentrismo ( narcisismo primario).

Hay una primacía del principio del placer sobre el de realidad, así pues, la energía instintiva no se transforma y se adapta, lo que dará un escaso rendimiento escolar, ya que la tarea de la escuela no le resulta gratificante.

Relaciones con los demás.

Sus relaciones con los demás van, por consiguiente, a depender de la gratificación obtenida; sus deseos son generalmente impulsivos y más importantes que las relaciones, no reparando en las consecuencias.

Presentan dificultad para integrarse en el grupo de iguales.

La relación entre iguales se establece, frecuentemente, en base a la ganancia de poder, de tal manera, resulta la relación dominante-dominado. El dominante puede llegar a desarrollar conductas despóticas e injustas hacía el dominado convirtiendo a éste en sujeto victimizado.

Esta relación conlleva el riesgo de la escalada ascendente de las conductas tiranas, y dadas en extremo, puede llegar a la práctica de abusos deshonestos, o mantener al otro en una posición de auténtica esclavitud... 

La relación con los adultos se puede establecer entorno a la desconfianza básica; si se encariña teme ser frustrado y abandonado. Por tanto, cuando una persona se acerca afectivamente a este niño, no es raro encontrar reacciones de escape o enfrentamiento ante este sujeto. Su “yo” débil no se encuentra en situación de afrontar más pérdidas, aumenta la ansiedad y reacciona defendiéndose ante los afectos.

Lenguaje y pensamiento.

En estos niños se da una prioridad a la comunicación, preverbal, gestual, así pues, le resultará muy difícil desarrollar un lenguaje que se nutra de abstracciones y símbolos. Circunstancia que nos explica por qué estos niños no aprenden con la experiencia, ya que por sus problemas carenciales se verán impulsados a no reflexionar sobre todo su pasado, sobre aquello que les produce la angustia. Para defenderse actúan compulsivamente, al movilizarse no piensan, por lo que su modo de comunicación será la acción sobre el pensamiento.

Las influencias socio-económicas en el desarrollo intelectual y los logros académicos son evidentes en el área del lenguaje.

En los niños provenientes de familias multiproblemáticas, no sólo se advierte un desarrollo del lenguaje inmaduro, sino que su lenguaje presenta también una textura diferente. A este respecto, los niños que utilizan un código restringido no acceden al metalenguaje, es decir, a un lenguaje deslizado del contexto material. Estas formas cognitivas dificultan la resolución de problemas y la reflexión.

Inteligencia y su realización.

A través de la experiencia con estos niños, se infiere que, una gran proporción, no alcanza el estadío de las "operaciones formales", que permiten el manejo de las ideas, la introspección, la asimilación de normas abstractas, un pensamiento desligado de la realidad concreta, quedando como consecuencia fijados en la inteligencia concreta; es decir, una forma de actuar y pensar muy ligada a la situación, al momento, a la percepción.

Todo esto coloca al niño en una seria desventaja dentro del mundo escolar, donde se presupone la adquisición de esquemas intelectuales y lingüísticos que no se corresponden con la realidad intelectual que ellos manejan, llevándoles a una situación de bloqueo y frustración. Así pues, como ellos poseen un código lingüístico restringido, siempre se quedarán sin comprender  las explicaciones y, en general,  el material con el que se trabaja en clase, debido a la imposibilidad de descodificación del material básico necesario:  el lenguaje.

El niño queda adherido, preso de la situación concreta e inmediata, sin capacidad para remontar la realidad y abstraer ideas.

El niño elabora la imagen corporal de sí mismo en su interrelación con el medio y a partir de sus niveles de maduración fisiológica, necesitando experiencia motriz, información sensorial, agitaciones (sensaciones cinestésicas).

Respecto al tono muscular, que se correlaciona mediante el sistema reticular con la atención y el estado emotivo, es frecuente encontrar en estos niños un estado hipertónico (tensión muscular) que condiciona una falta de atención y un estado emocional de alerta y ansiedad, siendo frecuente las sincinecias (movimientos repetitivos) y movimientos espasmódicos.

Podemos observar una respiración entrecortada y bucal, que mediante la relación funcional entre centros respiratorios nerviosos y determinadas estructuras corticales y subcorticales, provocan la hiperventilación que correlaciona negativamente con la atención y positivamente con la ansiedad y la angustia.

La percepción del espacio no guarda relación con la realidad del mismo sino con el modo en que el niño lo reconoce.

El niño al que nos referimos, encuentra dificultades ante la delimitación del “yo” y el “no yo”. Por tanto, estos niños no van a tener los puntos de referencias básicos para organizar las relaciones espaciales ante objetos exteriores a él.

En cuanto a la percepción del tiempo (más complejo que el espacio) como sus vivencias son un fenómeno casi subjetivo, debido al egocentrismo en el que se encuentran, para ellos los períodos de tiempo suelen estar ligados a experiencias personales.

En cuanto a las nociones temporales ayer, hoy, mañana, pasado, presente, son más difíciles de adquirir. Lo cual les crea dificultades en las tareas de ordenación y seriación que tienen una proyección directa en el campo escolar.

Tienen dificultad para narrar las experiencias, situándolas en el tiempo y dificultan el entendimiento. Pueden referirse a algo que les ocurrió en el pasado como a un  hecho que le va a  ocurrir o que le  sucedió por la mañana, o al contrario.

Otras de las desventajas que pueden presentar estos niños es una lateralización no definida. Muy unido a su lateralidad está el conocimiento del esquema corporal y sobre todo la distinción derecha-izquierda, referido al propio cuerpo.

El niño mal lateralizado, al poseer una imagen corporal deficiente, carece de los puntos de referencias precisos para su correcta orientación.

Este tipo de alteración les lleva a padecer dislexia, disgrafía, y otros tipos de trastornos de aprendizaje.

El problema de la lateralidad a veces viene producido por carencias en el intercambio a niveles de lenguaje debido al código restringido que utilizan, por ejemplo, la madre al dirigirse al niño no utilizará las palabras adecuadas que le oriente psicológicamente y le dé seguridad. 

Estado del “superyo” (Conciencia moral).

Al no ser posible la identificación con ninguna persona investida de autoridad el “super-yo” no puede crecer, así pues es difícil interiorizar las pautas culturales, los valores y las reglas de conducta.

La educación utiliza el super-yo infantil, pero al no entrar el niño en esta etapa, ya que sigue aferrado al principio del placer, las exigencias no tienen éxito.

La conducta impulsiva está impresa en la personalidad de la mayoría de estos niños como laxitud superyoica (falta de límites internos).

Uno de los rasgos del carácter antisocial es la necesidad inmediata de satisfacción de los deseos, a todo precio y sin tener en cuenta las consecuencias.

Así, algunos deseos ordinarios pasarán a ser antisociales, no por el hecho en sí, sino por la urgencia de su satisfacción que lleva al niño a resolverlos en momentos y lugares inadecuados.

En este estado de la cuestión, la administración pública de protección de menores va intervenir para garantizarle al niño sus derechos y, una vez atendido por el Servicio de Atención al Niño, queda en manos de la administración abrir la posibilidad de la ruptura de la fatalidad.

La atención en los centros del niño institucionalizado
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El niño ya se encuentra en una residencia de protección de menores y desde su ingreso se observa como el propio internamiento le puede influir añadiendo una serie de dificultades complementarias.

Estas dificultades estarían en relación con :

Reacción por la separación de su medio. La separación del niño de su familia y su entorno va a provocar un aumento de la angustia que, según la edad, se va a manifestar a través de distintas conductas; pero todas estas manifestaciones tienen un denominador común: la ansiedad ante la perdida del ser o seres queridos. Pasará por una serie de fases (protesta, desesperación y apartamiento), todas ellas relacionadas con la pérdida. Cuanto más pequeño sea el niño más le afectará en su desarrollo personal.

Este factor deberá estar presente y se habrán de poner los medios necesarios para paliar, en la medida de lo posible, este sufrimiento.

La existencia de múltiples intervinientes. Otra de las dificultades añadidas podría aparecer como consecuencia del número de educadores que van a intervenir en el cuidado del niño. Los niños en las residencias son atendidos, normalmente, por diversos educadores. Cada uno de los referentes atenderá al niño según sus criterios. El niño tiene que responder a todos, y cada uno de ellos, no llegando a comprender, a veces, que se espera de él. Esta situación afecta a todos los niños pero cuanto más pequeños, mayor será la dificultad  para adaptarse. En el primer año de vida, el niño suele establecer el vínculo afectivo con una sola persona, normalmente la madre, y entorno a esta vinculación se organizará psíquicamente, si se ve sujeto al cuidado de varios referentes esto le dificultará la vinculación.

Modelos educativos contraproducentes. Vamos a referir los modelos, que en extremo, pueden añadir riesgos para la educación de los menores.

* Existe el modelo pedagógico que sobreestima el orden, el horario, el plan, el reglamento. Este modelo presenta como riesgo que queden coartadas las manifestaciones afectivas de los niños, sobre todo las reacciones motoras de alegría, enfado y rabia.

* Existe el modelo entusiasta pero inconstante. Se entusiasman en seguida, y tienen la facultad de despertar apasionamiento rápidamente por la causa que defienden o por su persona, en un grupo o en individuos. Como consecuencia de su iniciativa suelen tener éxito pedagógico, pero lo que les cuesta es persevarar.

Esta entrega tan impetuosa asusta a los niños tímidos y afectivamente esquivos, los cuales reaccionan negativamente. El educador puede reaccionar retrayéndose y prescindir de estos niños "desagradecidos". Otra veces, toman como ofensas personales las derrotas de sus educandos. Se decepcionan y retiran su favor a los que venían siendo sus educandos predilectos.

En los hogares educativos con este estilo pedagógico, reina un clima emocional cambiante. Y esto conduce, normalmente, a una pérdida de seguridad por parte del niño que se manifiesta en trastornos del rendimiento y del comportamiento.

* Modelo permisivo. El educador que adopta este modelo lo sacrifica todo para que los menores estén contentos con él. Es capaz por asegurar su popularidad hacer concesiones más o menos importantes (dejar hacer). El problema que puede plantear este modelo pedagógico es su gran dependencia del comportamiento del grupo. Si éstos son muy rebeldes, el educador puede caer fácilmente en sentimientos de culpabilidad y dudar de sus dotes pedagógicas. Como riesgos surge el que desaparezca la espontaneidad y fluidez en la acción y en la conversación y ambas sean dirigidas sólo racionalmente.

* Modelo narcisista. El tipo narcisista de educador, en su forma extrema, quedaría excluido de la función formativa y educativa. Entendemos por narcisismo la incapacidad para un auténtico contacto, para establecer autenticas relaciones. Un narcisista interpreta todo lo que le ocurre a su alrededor, las alegrías y penas, las formas de actuación y las vivencias de los demás, solo en reflexión hacia sí mismo. Las travesuras y el bajo rendimiento lo convierte en ofensa personal. Sufre en su labor educativa y hace sufrir. 

Otras dificultades, serían las derivadas directamente de la relación educador-niño. Pueden surgir conflictos en base al intercambio emocional que se da en toda relación interpersonal. Las reacciones emocionales pueden ser muchas y muy distintas según el caso, por lo que sería imposible referirnos a todas. Señalaremos algunas a modo de ejemplo:

En la relación educador-niño está presente el problema del apego personal del educador hacia el niño; este apego es normal y necesario, pero las dificultades surgirían cuando se rechaza como procedimiento negativo y peligroso o cuando se fomenta.

Si se rechaza por el temor a tener que perder, otra vez, a ese niño y su afecto es problemático; pero si la aceptación es narcisista y egocéntrica (sirve para el enriquecimiento de la propia vida afectiva) es igualmente pernicioso. 

Cómo evitar las dificultades añadidas.

Para paliar estas dificultades y, conforme a las referencias de los conocimientos de la necesidad del niño y de su desarrollo, es necesario observar una serie de medidas que tendrían que reunirse para la prevención de las dificultades que pudieran surgir:

Primero. Conocer las necesidades del niño:

Partimos de la explicación de la persona dada por Personalidad y Relaciones Humanas (P.R.H.), y destacamos las siguientes necesidades primordiales de los niños al nacer: 

Necesidad de ser reconocido. El niño necesita que vean sus potencialidades, que sean tomadas en serio, que se valoren, que le hablen de ella y que reciba signos de que se las aprecian y esto lo espera de las personas que son importantes para ellos. En primer lugar de su padre y de su madre. El no-reconocimiento y el desinterés maltratará su gusto por existir.

Necesidad de ser reconocido tal como él es, sin minimizar ni exagerar nada, sin proyectar sobre él nuestras expectativas y nuestros sueños hasta el extremo de convertirlas en patológicas.

Necesidad de ser amado por sí mismo. Lo primero es no tratar al niño como a un objeto, como un cuerpo sin más.

Necesidad de seguridad. Seguridad física, (tener que comer cuando se tiene hambre), seguridad afectiva, saber que puede contar con comprensión y afecto.

Necesidad de ser tratado como un niño y no como un mini-adulto.

Necesidad de aprendizaje. El niño aprende de tres maneras, por experiencia propia, por perpetración e intercambio ambiental ente las personas de su entorno, o a través de una relación de crecimiento y ayuda.

Al niño que es retirado de un entorno de riesgo, es preciso proporcionale un contexto que le garantice la satisfacción de sus necesidades ya que cuando éstas no son satisfechas, aparecen la  desesperanza y un vacío interior, que se instalará en el niño como sufrimiento y como consecuencia, aparecerán las necesidades patológicas difíciles de satisfacer.

Para paliar esta dificultad se haría necesario: Formación teórico-practica, conocimiento del niño en general y de los niños objetos de acogimiento residencial en particular, así como procurar una relación asertiva entre educador-niño.

Segundo. Realizar un diagnostico diferencial.

No sólo hay que garantizarle un contexto adecuado para cubrir sus necesidades básicas y fundamentales para el adecuado desarrollo evolutivo, sino que también hay que conocer las posibilidades reales de recuperanción de éstos niños, y proporcionarles la ayuda específica para superar sus déficits.

Como ya hemos visto, los niños y adolescentes que son atendidos en residencias proceden de un entorno familiar carencial. Han tenido en su trayectoria personal pérdidas que han alterado su desarrollo psico-evolutivo, pero, a pesar de ello, también se han desarrollado hasta cierto nivel de integración y muchos aspectos de su personalidad se encuentra en buen funcionamiento. Ello debe ser tenido en cuenta en la educación y en la terapia.

Para ayudar a esta recuperación es importante que "alguien" le permita hacer una experiencia positiva en el tiempo, es necesario que se establezca una relación de confianza.

La intervención no debe focalizarse en la conducta sintomática o adolescente, sino en la satisfacción de sus necesidades.

Sería importante que los centros contaran con equipos técnicos y psicólogos con la formación clínica suficiente que proporcionaran la ayuda que estos niños necesitan, así como para la orientación a los demás profesionales que trabajan con el niño.

Tercero. Fomentar los aspectos positivos. 

Para garantizar la presencia de las características personales y condiciones humanas en los educadores, resulta imprescindible promover un procedimiento de selección que permita determinar un adecuado nivel de formación humana del educador, y se descarten trastornos que influyan negativamente en los niños. Así mismo, es necesario establecer mecanismos de función de formación individual y de grupo de los educadores. 

Lo esencial y ventajoso en la educación, es posibilitar armónicamente las relaciones emocionales mutuas entre el niño y el educador porque, en definitiva, el ajustado intercambio emocional es lo que ayuda al niño a identificarse con el educador y a recibir e incorporar lo que se le ofrece.

Al oficio de educador le corresponde tolerancia, paciencia y resignación para las pequeñas y grandes decepciones que producen los niños.

Cuarto. Promover la medida de acogimiento familiar frente al residencial.

Otras de las dificultades añadidas, eran las derivadas  del número de educadores que  intervienen en el cuidado del niño. La solución pasaría por  tratar de evitar la relación del niño pequeño, sobre todo en la edad comprendida de cero a cuatro años, con múltiples cuidadores. Este período de vida es esencial en el desarrollo evolutivo del niño y los cambios referenciales no ayudan a dotarles de un ambiente de estabilidad y seguridad.

Durante este período de tiempo el niño va necesitar una relación estable, estructurada, duradera en el tiempo, continuada y, preferiblemente, con una persona de referencia para favorecer la vinculación. Esto significa darle la oportunidad al niño de estructurarse en un entorno estable con una relación segura desde donde incorporar experiencias que le ayude a construir su ser. Las familias acogedoras podrían proporcionar este contexto.

Quinto. La flexibilidad en la medida.

Otra aportación que nos gustaría hacer, en base a la importancia de la vinculación, sería la conveniencia de una vez establecida la relación niño-familia y hecha la valoración que el acoplamiento es bueno, es decir, que los vínculos afectivos son fuertes y sanos, considerar la posibilidad de convertir esta familia acogedora en familia adoptiva, si así lo solicitara ésta, y atendiendo al interés superior del menor.

En síntesis, entendemos e insistimos que lo primordial para el menor sería tener cubiertas sus necesidades, en la línea que hemos descrito anteriormente, como medida reparadora y, a la vez, preventiva, de nuevos vacíos que darían lugar a más déficits.

Queremos hacer especial hincapié sobre la importancia del nuevo medio (próximo contexto) donde se va a colocar al niño, una vez separado de su familia.

Este nuevo medio debe reunir las características necesarias para que queden garantizadas y cubiertas las necesidades del niño, así como sus derechos, es decir, proporcionarle las ayudas específicas que necesite para su recuperación.

Bajo ningún concepto los niños deben ser retirados de su entorno con el sufrimiento que conlleva para ellos, para pasar a un medio igualmente desestabilizador. Corresponde a la Administración Pública articular y estructurar el sistema de protección a la infancia para que esto no ocurra. En el cambio, el niño tiene que ganar bienestar y nunca perder.

RECAPITULACIONES.

1. Cuando se carecen de medidas preventivas en el medio y en la familia y la adopción de las situaciones de desamparo se decretan ante estados carenciales de emergencia o urgencia social, el recurso residencial se convierte en la estrella del sistema de protección de menores. Tradicionalmente, ha sido concebido como el recurso básico de las medidas de protección; sin embargo, hoy día, los marcos teóricos sobre los que se mueve la planificación y programación, parten de una concepción integral de los servicios de protección, y el elemento residencial se configura como una parte más del sistema, que ahora se organiza de forma muy flexible y adaptado a las necesidades cambiantes. Los servicios residenciales prestan funciones diversas y no se limitan a acoger a los niños en largas estancias, sino que vienen a prestar funciones de estudio, diagnóstico, acogida de urgencia, transición a acogimientos familiares y, en general, realizan una función polivalente en la atención a los niños separados del medio familiar.

2. Los cambios vienen provocando la convivencia de un sistema heterogéneo formado por centros adaptados al nuevo enfoque frente a recursos institucionales organizados conforme a modelos intervencionistas caducos. Del mismo modo, en la mayor parte de los casos, son los mismos profesionales y educadores los que asumen la renovación en el abordaje educativo e integrativo de los niños y adolescentes. Los cambios conceptuales y las tendencias organizativas se han transformado de forma acelerada; sin embargo, los elementos estructurales del sistema de protección son rígidos y poco acomodados a los cambios.

3. Es necesario señalar la vulnerabilidad del sistema de protección de menores, al encarar un volumen de cambios conceptuales y doctrinales ante una organización de atención residencial sujeta a elementos estructurales rígidos y estereotipados escasamente aptos para la constante renovación. Además, la modificación de la estructura no es ya suficiente, es necesario transformar las actitudes y los comportamientos a fin de adquirir adaptación, flexibilidad y polivalencia en las intervenciones y en los modelos organizativos aplicables.

4. Curiosamente, los centros propios, por la rigidez de los elementos organizativos -estructura y recursos humanos-, han venido padeciendo características más acentuadas de inadecuación e inidoneidad para realizar la función de protección, que los centros colaboradores, que se han visto obligados a adaptarse con mayor celeridad y eficacia que los centros públicos.

5. El modelo de gestión pública precisa cambios organizativos que permitan adaptar los centros a las nuevas necesidades que el sistema de protección de menores demanda.

6. Es difícil extraer consideraciones generales previas al amplio volumen de centros concertados. Conviven centros bien dotados con otros que padecen serias deficiencias, entidades con personal experimentado y cualificado, con unidades desprofesionalizadas y plantillas inestables, edificios nuevos, modernos y adaptados a las necesidades de los niños, con instalaciones caducas, inadecuadas y sin que reúnan condiciones de habitabilidad para los niños, etc. En general, rige un sistema heterogéneo y complejo. Existe una nota, que quizás impere preponderantemente en estos centros, nos referimos a la penuria o escasez de recursos económicos para sufragar los gastos del centro.

7. Con los datos generales, resulta que los 35 centros públicos representan sólo el 14,52% del total, mientras que los centros privados colaboradores suponen el 85,48%, integrando 206 centros. Como vemos, los datos son evidentes, el mayor peso del acogimiento residencial recae sobre los centros privados. Es decir, son las instituciones colaboradoras las responsables de la mayor parte de los centros en los cuales se residencian los niños acogidos como medida de protección. Esta evidencia organizativa va a condicionar intensamente el modelo del sistema de protección de menores de nuestra Comunidad.

8. Una circunstancia deficitaria que caracteriza nuestro sistema de protección de menores, es la insuficiente capacidad de la red de acogida inmediata. De los 16 centros que prestan servicios de acogida inmediata y que disponen de una capacidad teórica de 258 plazas de menores acogidos, en el momento de la visita se contempló la presencia de sólo 203 menores ocupando estas plazas. La oferta pública de acogida inmediata en torno a las 200 plazas es, a nuestro juicio, a todas luces insuficiente para acoger adecuadamente la demanda que los desamparos promovidos por los SAN provocan. La Institución considera que son pocos los centros y escasas las plazas para el volumen de atención que se precisa. De hecho, hemos podido constatar como los límites actuales de plazas de acogida llegan a comprometer la función protectora de los SAN.

9. De una parte se producen casos de niños desamparados que se ingresan directamente en casas o residencias y, de otra parte, hay provincias que por carecer de plazas de acogida se ven en la obligación de paralizar la declaración de desamparo hasta disponer de alguna plaza vacía. La dificultad se torna compleja cuando la intervención protectora exige asumir medidas respecto a un grupo de hermanos.

10. La insuficiencia de la red de primera acogida provoca la sobresaturación de la capacidad y funciones de los mismos. Es común que los niños permanezcan en el centro por un período superior a los tres meses, que se remita a niños complicados que el resto de dispositivos no puedan acoger y que no precisan un estudio o diagnóstico, y que se concentre una tipología excesivamente plural de niños. Además, estas disfuncionalidades conviven en un régimen de importantes restricciones de personal técnico especializado en la atención directa y terapéutica de los niños.

11. Según el presente informe, en Andalucía hay 79 Residencias de atención al menor, que representa el 32,37% de la totalidad de los centros. Sin embargo, los centros residenciales constituyen el 61% de la capacidad total de los centros de atención a menores y, según nuestro estudio de campo, actualmente en torno al 54% de los niños acogidos residencialmente se encuentran internados, valga la redundancia, en residencias; es decir, en este tipo de centro se concentra la mayor parte de los niños acogidos.

12. Predominan las grandes residencias, donde la organización y los espacios conforman macrocentros poco apropiados para el ejercicio de la función residencial sustitutoria a la familia. Están concebidos como grandes superficies de institucionalización poco proclives a ofrecer un espacio cálido y confortable sustitutorio al ambiente familiar. La convivencia de los niños se torna más compleja y conflictiva. La permanencia de grupos de menores heterogéneos y de diversas edades, aporta un elemento de dificultad añadido para el desarrollo de una convivencia beneficiosa para los menores. Nos consta, que en estos centros los menores disponen de menos ocasiones para tener acceso a las experiencias ordinarias o propias de los niños de su edad. La vida les viene preestablecida y se desenvuelve dentro de una dinámica institucionalizada lejana a la vida en familia. Usan comedores colectivos, almacenes y roperos que son habitaciones y, en general, actúan conducidos por los comportamientos colectivos y grupales que se les imponen.

13. A nuestro modo de ver, la casa es el tipo de centro que mejor responde a las necesidades del niño como medio sustitutorio de la familia. La casa ofrece unas condiciones ambientales y personales similares a las que se obtienen en una familia normalizada, los vínculos son más intensos, y el personal que atiende a los niños es siempre el mismo, permanece mucho tiempo en la casa y se halla próximo al niño, lo que aporta referencias personales estabilizadas que contribuyen a generar un ambiente de seguridad. En general, las relaciones son más intensas, afectivas y plenas. En las casas se produce otra ventaja apreciable en razón a la ubicación de pisos o casas particulares, plenamente integradas en la dinámica del barrio y la sociedad. Son casas que se conciben como viviendas normales en las cuales pasa desapercibida la función protectora.

14. Según los datos registrados, existen 198 centros que disfrutan de un carácter mixto, lo que representa el 82,16% del total; sin embargo, aún restan 20 centros de carácter femenino y otros 23 estrictamente masculinos, que suponen un 8,30% y 9,54% respectivamente. Comprendemos que razones circunstanciales eventuales han conducido a producir este resultado, pero ha de comprenderse que este dato debe ser corregido y que los SAN, al derivar los niños a los centros, deben tratar de neutralizar los centros unisexuales.

15. Realmente, la disminución de las medidas de residencia aplicadas a los menores, está provocando una reconversión en el sector de instituciones colaboradoras que ven descender el número de plazas conveniadas o concertadas y niños atendidos. Sería deseable que la curva inclinada de demanda regulase a la oferta de plazas en centros y posibilite una reconversión lógica del sistema residencial. La línea descendente de ocupación exige desarrollar una planificación de recursos que persiga la eficiencia de los mismos y la obtención de una mejora en los índices de calidad.

16. Corresponde reflejar la neta tendencia descendente del número de niños internados en centros residenciales. En ocho años, el número de menores residenciados se ha aminorado en cerca de 1.000 plazas. Este índice está marcando el nuevo equilibrio entre las medidas de acogimiento familiar y residencial. Aún es posible reducir en alguna medida la cifra de niños internados aunque, previsiblemente en los próximos años, el nivel de ocupación tienda a nivelarse y se mantenga estabilizado en torno a estos valores.

17. Realmente las tasas generales de ocupación de cada tipo de centro son bajas y adecuadas a la labor de protección y normalización familiar y social que se pretende realizar con los niños. Este dato es positivo, ya que como quedó expuesto anteriormente, la doctrina considera que el tamaño de los servicios residenciales condiciona formidablemente la calidad de la atención. Los centros pequeños se prestan mejor al desarrollo de pautas de convivencia adecuadas entre los niños y sus educadores. Una media de 10,5 niños por centros es ajustada a la finalidad integradora que se persigue.

18. La mayor parte de los centros residenciales de protección de menores se encuentran ubicados en núcleos urbanos adecuadamente dotados de servicios públicos básicos. Según los resultados de nuestro protocolo, hasta un 83% de los centros, se consideran que se sitúan en zonas urbanas localizadas en barrios, con frecuencia en el casco antiguo e inmediaciones o sectores populares, que disfrutan de un nivel de servicios públicos debidamente atendidos: colegio, centro de salud, plazas públicas o sitios de esparcimiento, mercado, etc.

19. En general, apreciamos que se ha avanzado notablemente en la normalización social de los centros. Hoy día, se advierte una tendencia de franca apertura de los centros hacia el exterior y de conexión con las estructuras societarias más importantes. Es habitual que los niños protegidos acudan a los colegios públicos, asistan a los centros de salud, participen en las casas de la cultura y que practiquen deportes en las instalaciones o escuelas deportivas municipales. Los centros se han abierto a su realidad social más próxima y los niños acogidos se desenvuelven con normalidad en los medios urbanos donde viven, ello ha supuesto una enorme contribución a la integración de los menores.

20. La incidencia de la intervención con menores del pueblo gitano es cinco veces superior a la media de la población. La alta presencia de este colectivo en los centros residenciales es una evidencia deducida en las visitas. Este dato puede encerrar variados y complejos condicionamientos sociales y étnicos, así como juicios de valor respecto a la actuación de las administraciones públicas de menores.

21. También hemos constatado la creciente frecuentación de niños y, sobre todo, adolescentes inmigrantes, especialmente árabes provenientes del Magreb. Utilizando los propios datos de la Dirección General de Atención al Niño a fecha de enero de 1998, se hallaban internados en los centros residenciales de la Comunidad Autónoma Andaluza 82 menores inmigrantes. Además, se evidencia una tendencia creciente; en el mes de marzo de 1996 había 46 internados. En los centros se ha constatado la dificultad creada para acoger a este colectivo.

22. Resulta que sólo una minoría de centros de protección se halla al corriente legalmente de los requisitos y condiciones precisas para obtener la oportuna autorización de funcionamiento. Evidentemente, esta situación deberá de corregirse, ya que la licencia de funcionamiento es la garantía requerida para avalar la adecuación del centro a la función que va a  prestar. En sentido positivo, nos consta, la reacción que ha provocado la referida norma de autorización en el conjunto de la red de centros de protección de menores.

23. Sin embargo, de lo actuado resulta que aproximadamente la mitad de los centros, nunca han recibido una inspección de la administración de los servicios sociales para comprobar el cumplimiento de la legalidad y la adecuación de los centros y de la actividad que se presta a unos niveles de calidad y asistencia exigible.

24. Entendemos que para garantizar el cumplimiento de la legalidad, la adecuación de los requisitos administrativos y funcionales de los centros y preservar la calidad de las prestaciones y asistencia, se deberían establecer, de forma sistemática, inspecciones a los centros de protección de menores que permitan prevenir actuaciones incorrectas y promover un régimen de control que invite a los centros a atenerse en rigor a lo establecido con carácter general.  El atenuado seguimiento de los niños por parte de los SAN, más la ausencia de las visitas de inspección y control a los centros, viene generando un ambiente de desatención y despreocupación que molesta a los centros celosos de un buen ejercicio de sus funciones, e invita a los centros competentes a no mejorar ni incrementar los mínimos de calidad.

25. Del mismo modo, se aprecia en los resultados del Protocolo, que ningún centro de protección de menores ha sido sancionado por incumplimiento de la legalidad en el ejercicio de sus funciones.

26. En definitiva, es necesario que la administración de la protección de menores persiga la normalización jurídica del sector de centros de protección de menores.

27. Sobre los directores de centros concertados, deducimos que se trata de personas comprometidas en la función social que realizan aunque, a veces, disponen de escasa experiencia en materia de protección de menores; además, hemos advertido deficiencias en el nivel de especialización técnica para asistir a niños con problemáticas complejas, así como para dirigir un equipo de personas que prestan atención directa a los niños. La variabilidad de los centros y las diversas características de las entidades colaboradoras, dificultan un abordaje más específico sobre la condición de los directores o coordinadores de los centros de menores.

28. Los directores de los centros públicos se quejan de que tienen que asumir la responsabilidad de la gestión y actividad del centro, pero carecen de instrumentos reales para gobernar la institución. Sienten que ostentan la dirección pero que no gobiernan en realidad.

29. La administración de protección de menores debería, según nuestro criterio, actuar respecto a la dirección de los centros en dos sentidos: uno, en relación a los públicos, incrementando las facultades para ejercer el gobierno del centro en plenitud y, respecto a los centros privados, someter a supervisión la designación de sus directores, sujeto a un perfil profesional y laboral, de modo que se garantice la experiencia previa y la adecuada competencia y especialización.

30. Los mayores problemas de relaciones entre las partes -Administración y entidades colaboradoras- sujetas a Convenio, se verifican respecto al cumplimiento del deber de abonar las cantidades económicas para sufragar los costes del mantenimiento de los centros y la asistencia a los niños.

31. El plazo medio de demora en la percepción de las prestaciones económicas se sitúa alrededor de los tres meses. El dilatado retraso en los pagos es motivo de frecuente preocupación por parte de los centros, ya que genera desconfianza y puede llegar a comprometer las finanzas de los mismos. No obstante, pese a la mantenida impuntualidad de pagos de la Junta de Andalucía, los centros de menores, muestran una sensación de relativa tranquilidad ante la situación actual, al haber superado anteriores épocas donde las demoras eran más extensas y les generaban severas restricciones financieras. En parte, hay cierto conformismo sobre los retrasos.

32. Básicamente, la mitad de los centros colaboradores alegan padecer crisis financiera más o menos intensa debido a la demora en los pagos por parte de la administración de menores. Las demoras de los pagos comprometen la capacidad financiera de Entidades que carecen de potencial económico para asumir unos niveles de gastos corrientes importantes al tratarse de servicios asistenciales que precisan un volumen de personal.

33. La ratio general de trabajadores del sistema de protección por niño atendido es de 0,83. En principio, la ratio general nos parece adecuada y proporcionada a las actuales necesidades del sistema de protección de menores. El esquema general quedaría representado por un centro de 10 niños cuidado por 8 profesionales. La distribución de los recursos humanos es francamente dispar.

34. En el 55,18% de los centros -generalmente las casas- los menores son cuidados sólo por el 13,96% de los recursos humanos del sistema. O dicho de otra forma, 133 centros de protección son atendidos por un conjunto de 296 trabajadores y, además, asisten a 831 niños, que suponen el 32,70% del total. Extrapolando, obtenemos que el 14% de los recursos humanos cuidan del 32% de los niños atendidos. En el otro extremo de la tabla, 4 centros, que representan el 1,65 por ciento de los centros, disponen de unas plantillas que suman 304 personas y que suponen el 14,34 por ciento del conjunto de todos los trabajadores. Así, resulta que, 4 centros ocupan más personal que otros 133 y sólo atienden a 152 niños, el 6% del total de los internos.

35. En el sector público, 1,68 trabajadores atienden a un niño, mientras que en el sector privado 0,54 trabajadores cuidan del mismo niño. Es decir, la prevalencia de personal del sector público sobre el privado es del 3 sobre 1.

36. La ratio de la plantilla general entre público/privado se establecía en una relación 3/1, mientras que respecto a la plantilla de atención directa la ratio se reduce a 2/1. En concreto los valores son 0,79 trabajadores por niño en el sector público, mientras que la red privada 0,37 trabajadores cuidan a un niño. La estructura pública, con el 42% de los recursos de atención directa sólo soporta la cobertura del 26% de los niños atendidos; sin embargo, el sistema privado, que posee el 57% de los recursos, atiende al 74% de los niños.

37. Hemos encontrado en los centros un conjunto de 107 titulados, especialmente psicólogos, pedagogos y trabajadores sociales, que trabajan en 48 centros de protección -el 19,92% del total-, mientras que en otros 193 centros -el 80,08%- carecen de equipo de especialistas en la atención y tratamiento de los menores. Los resultados son concluyentes: 193 centros, el 80% del total, carecen de equipo especializado de tratamiento. La ratio general de dotación de equipos técnicos es baja, sólo el 0,04%; es decir, cuatro profesionales por cada 100 niños y, además, mal repartidos.

38. En 168 centros se constata la presencia de voluntariado y en 69 se verifica su ausencia. Los voluntarios colaboran en los centros con diversas formas de compromiso; a veces, participan en las funciones de divertimento, salidas y excursiones de los niños o adolescentes; en otras ocasiones, realizan labores ordinarias del centro, en calidad de monitores o auxiliares, o incluso educadores; y también, se descubre el funcionamiento del voluntariado de élite, por el cual los centros acceden a servicios profesionales técnicos en función del compromiso de titulados externos, y así reciben servicios voluntarios eventuales de médicos, psicólogos, pedagogos, etc..

39. La presencia de objetores es parca en el sistema de protección de menores; 196 centros carecen de tales recursos y sólo 36 centros manifiestan disponer de un objetor que colabora en la institución, e incluso, en algunos, la asistencia de los objetores es amplia.

40. Los costes laborales de los centros de titularidad pública son diez veces superiores a los costes del personal de los centros privados. De tal modo que un niño atendido en un centro de menores de una entidad colaboradora cuesta, en gastos de personal, 10 veces menos que si residiera en un centro público.

41. Ha llamado la atención, con persistencia, la pésima distribución de los recursos humanos que soporta el sistema de protección. Hemos presenciado unidades pobladas de personal, frente a recursos atendidos por una sola persona. Curiosamente los valores generales del sistema, una ratio de 0,83 trabajadores por niño atendido, de los cuales 0,48 de los trabajadores se dedican a atención directa, son favorables, pero la distribución de los mismos es catastrófica. La dualidad de subsistemas entre los centros públicos y privados genera una desigualdad de elementos profesionales abismales.

42. El sistema de gestión presupuestaria y control del gasto público de los centros de protección propios merece ser corregido con la finalidad de incrementar la responsabilidad de los gestores y aproximar la función presupuestaria a la realidad del programa de acogimiento residencial. Respecto a la concreción de las medidas a implantar nos remitimos al Informe de la Intervención General que indica recomendaciones en el plano de la gestión económica y presupuestaria para superar las ineficiencias detectadas. 

43. Los centros concertados vienen denunciando la insuficiencia financiera que les imposibilita la viabilidad económica. Los bajos recursos asignados a los centros por la administración de menores, exige limitar el ámbito del programa de acogimiento residencial, someter al personal a un régimen laboral restrictivo e impone la obligatoriedad de obtener otras fuentes de financiación alternativas.

44. Esta dependencia económica y financiera respecto a las donaciones o contribuciones externas estimamos que poco contribuyen a normalizar la atención del programa residencial. La función protectora de menores, por definición constitucional y legal, es competencia de la Comunidad Autónoma y de sus poderes públicos y son éstos los que deben de proveer de los recursos necesarios para atender a nuestros niños y adolescentes desamparados en unos márgenes económicos que permitan preservar la calidad de la acogida residencial. Reproducir modelos de beneficencia atenta al espíritu de un sistema de protección garante de los derechos de los menores.

45. En este terreno, a nuestro juicio, es conveniente que la administración promueva entre los centros de acogida la necesidad de que se doten de un efectivo reglamento de régimen interior que regule los aspectos más significativos de la actividad y el funcionamiento de los centros, incorporando los derechos de los niños, sus responsabilidades y las de personal, así como las garantías, los medios de resolución de los conflictos y los procedimientos de reclamación y queja, de modo que se habilite el principio de seguridad jurídica en los centros. 

46. Es importante que el niño sepa de antemano las sanciones que puede recibir si vulnera la norma; en segundo lugar, el correctivo se lo debe de imponer una persona importante para él, preferentemente su educador de referencia; en tercer lugar, la sanción debe ser proporcional a la infracción cometida y, por encima de todo, se deberá de atender al momento evolutivo del niño y a sus circunstancias personales con comprensión y cariño. Dentro de estos márgenes el castigo debe persigue una finalidad educativa correctora de las conductas desajustadas del niño. 

47. En la inmensa mayoría de los centros se ofrecen garantías para reclamar ante un correctivo. Lo más frecuente, es que si el niño no está de acuerdo con la sanción impuesta, puede recurrir ante el Director del centro, que analizará los hechos y confirmará o revisará la medida. En general, en los centros nos dicen que los niños tienen un acceso directo al responsable del mismo y pueden y, así lo hacen, mostrar su desacuerdo libremente ante una medida que ellos consideren injusta.

48. Estamos preparando un método para posibilitar que todos los niños objeto de protección puedan acceder, através de una vía directa y sencilla, al Defensor del Menor para presentarles sus quejas. Tras una fase divulgativa amplia, la visita personal del propio Defensor a una selección de centros y una etapa de conocimiento y explicación de la figura, desarrollaremos una fase de integración de la Institución en la vida de los niños en los centros. Tenemos la responsabilidad de mantenernos en vigilia permanente en defensa de los derechos de los niños desprotegidos y debemos ofrecerles los cauces necesarios para que puedan acudir a nuestra Oficina a contarnos sus problemas y  preocupaciones a las que prestaremos la mayor atención y daremos la máxima importancia. 

49. En la encuesta realizada a los centros, se deduce que la amplia mayoría, más del 80% de los centros, tienen promovida vías de participación de los menores. Los sistemas establecidos son muy variados e informales. Impera lo que los centros denominan participación directa, que es la facultad que tienen los niños de promover iniciativas y proyectos nuevos o de revisar el funcionamiento del centro.

50. Sería deseable que el derecho a la participación se formalizara de una forma más estructurada, que los niños pudieran comprender que gozan realmente de un derecho a la participación a través de cauces prefijados y con conciencia de incidir en el funcionamiento y actividad del centro y de su vida. La participación efectiva promueve la democratización del centro y fomenta la responsabilidad y autonomía de los niños y adolescentes.

51. Conforme a los planteamientos jurisprudenciales aplicables, el derecho de visita de los padres se deberá de mantener hasta que no quede acreditada la insolvencia de estos últimos para la debida atención y cuidado de los hijos. El sostenimiento del derecho a la visita está íntimamente unido al trabajo de intervención y apoyo familiar. En la medida en que se esté trabajando, desde el punto de vista terapéutico y social, con la familia, las posibilidades de reintegro son mayores; sin embargo, cuando se abandona la labor de intervención familiar, las posibilidades del reintegro se complican. De esta forma, la visita de los padres a los centros se conforma como el hilo afectivo que une a los hijos con sus progenitores mientras se superan los problemas personales y familiares que provocaron la ruptura.

52. En general, los niños institucionalizados disfrutan de un régimen de paseo y salidas fuera del centro y al margen de los horarios escolares. El paseo estimula la autonomía del niño y le permite fomentar la sociabilidad e integrarse en la comunidad o el barrio que le acoge. El paseo promociona las relaciones del menor con el contexto social propio de su edad, se potencia su relación con los ámbitos normalizados, aporta un despliegue de actividad y se fomenta la interacción entre iguales y, en definitiva, contribuye a un desarrollo armónico del niño.

53. La mayor parte de los centros no reciben la visita de los técnicos del SAN para desarrollar la labor de estudio y conocimiento del menor. El 21% de los centros declaran que los profesionales del SAN no han ido nunca y, otra amplia mayoría, más del 48%, afirman que las visitas son excepcionales, que no se hayan sistematizadas, ni son regulares, más bien indican que la presencia de los profesionales del SAN con muy esporádicas y excepcionales. Los resultados son claros. La situación se explica sola. Los centros de acogida inmediata son los más visitados, en un 31% de los centros las visitas son mensuales y en el 12% son trimestrales; aunque, nos parece alarmante, que otro 12% refiera que nunca son visitados y un 37% declara que sólo excepcionalmente se visitan. Es decir, centros donde los niños se encuentran en período de estudio y diagnóstico, aproximadamente la mitad de ellos, no son regularmente visitados por los técnicos que tienen que tomar las decisiones sobre los menores internados.

54. Según las respuestas dadas, en torno al 80% de los centros, estiman que el SAN no realiza un adecuado seguimiento de los menores. Sólo 40 centros, que representa el 16%, consideran correcto el trabajo de supervisión del SAN. Los datos registrados indican un situación abiertamente mejorable. En general, 80 sobre 100 de los centros, critican el pobre seguimiento que el SAN realiza de los niños internados.

55. Los centros nos trasladan que se sienten solos en la dirección del programa de atención de los niños. En nuestro contacto, sus responsables se expresaban con términos muy críticos respecto a la labor del SAN; hablan de desidia, de ausencia de planificación, escaso seguimiento y poca atención a los problemas del niño como persona. Según la opinión registrada, el niño es un expediente administrativo más y es atendido conforme a  los ritmos de la administración, los días de convierten en meses, y los meses en años. Las intervenciones son lentas, tardías y, a veces, inoportunas.

56. Las demoras aplicadas en la remisión de la documentación sobre el niño, las ínfimas visitas que se realizan a los centros -el 70% de los centros declaran que los técnicos del SAN no acuden nunca o sólo excepcionalmente-, más un inadecuado seguimiento del menor acogido -en torno al 80% de los centros, estiman que el SAN no realiza un adecuado seguimiento de los centros-, perfilan un ámbito de franca descoordinación entre la vida del niño en el centro y los responsables administrativos que adoptan decisiones sobre su vida a través de documentos que comprende un expediente administrativo.

57. Las conclusiones que pudiéramos deducir sobre la función de vigilancia y control del Ministerio Fiscal en relación a los niños acogidos residencialmente devienen inocuas ante la contundencia de los hechos registrados. Sencillamente el Ministerio Fiscal no va a los centros, ni interviene en la vida diaria de los niños.

58. El estado de conservación de los centros de protección de menores, por lo común, es aceptable/bueno. En general, los centros se establecen en edificios adecuadamente conservados y adaptados a la función que prestan. El 80% de los inmuebles obtienen valoraciones positivas, incluso, de ellos, 10 centros son considerados como muy buenos, respecto al estado de conservación general. Entendemos que un edificio o casa es aceptable cuando, dando cumplimiento a los requisitos mínimos, ofrece una calidad constructiva similar a la media del barrio o zona residencial donde se ubique y que da acogida a los niños en una condiciones similares a una familia media del pueblo o ciudad.

59. Nos consta que, en principio, todos los niños y adolescentes protegidos por el sistema de acogida residencial tienen garantizadas sin reservas la asistencia sanitaria ofrecida por el Sistema Sanitario Público de Andalucía. Los problemas surgen respecto a las prestaciones sanitarias no comprendidas en el ámbito del sistema sanitario público, por ejemplo, la asistencia odontológica, los tratamientos psicoterapéuticos, el ejercicio de pautas de maduración, ciertas medidas de rehabilitación, etc, y, en general, un conjunto de asistencias no comprendidas en el catálogo del sistema público y que precisan una provisión de índole privada.

60. A nuestro modo de ver, los datos sanitarios advertidos nos reportan dos conclusiones: la primera, es la elevada presencia de niños con problemas sanitarios en el marco del sistema de protección de menores que exige desarrollar intensamente los programas asistenciales y proveer los recursos necesarios para ofrecerles la atención integral que merecen; de otra parte, respecto a esta población, las posibilidades del acogimiento en familia ajena se complican y, por tanto, la medida se conforma duradera, y dificulta la integración social. En segundo lugar, nuestra experiencia en la gestión de numerosos casos de expedientes de protección de menores nos dice que las dilaciones y rémoras a la hora de aplicar la medida de protección, por parte de los SAN, acaba incrementando los daños psicológicos y de salud, en general, sobre el niño. Esta circunstancia, se evidencia al observar la elevada presencia de niños con trastornos.

61. Realmente, la totalidad de los niños se encuentran integrados en la red ordinaria del sistema educativo, las excepciones contempladas se registran respecto a los adolescentes que superan la edad de la enseñanza obligatoria y optan por alternativas de formación profesional no integradas en el sistema educativo común.

62. Por otra parte, la mayoría de los residentes atendidos en el sistema escolar, en función de las sociopatías concurrentes, suelen presentar serias dificultades para adaptarse a las exigencias del medio educativo y terminan soportando déficits en el rendimiento académico y alcanzando resultados inferiores respecto a la media de la población de su misma edad; de ahí, la importancia de prestarles la adecuada atención especializada e individualizada que necesitan, tanto en el sistema escolar como en las residencias.

63. El 70% de los centros alegan no aportar apoyo o terapia psico-pedagógica a los niños residentes. Tan sólo el 25% se expresan positivamente, aunque sujetan la terapia a múltiples limitaciones. Sólo en contadas ocasiones, y ante trastornos de envergadura, la asistencia psicológica se mantiene con el tiempo y la intensidad necesarias.



RECOMENDACIONES.

A la vista de lo expuesto, en esta parte, sobre las medidas de protección de menores en esta parte del presente informe y de conformidad con lo dispuesto en el apartado 29, apartado 1 de la Ley 9/1983, de 1 de Diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, estimamos oportunos formular las siguientes Recomendaciones:

1ª. El sistema residencial de protección está necesitado de una reestructuración que importe los nuevos valores del acogimiento residencial. Hoy día, los marcos teóricos sobre los que se mueve la planificación y programación parten de una concepción integral de los servicios de protección desde el elemento residencial se configura como una parte más del sistema, que ahora se debe organizar de forma más flexible y adaptada a las necesidades cambiantes. Los servicios residenciales prestan funciones diversas (estudio, diagnóstico, acogida de urgencia, transición a acogimientos familiares) y, en general, realizan una función polivalente en la atención a los niños separados del medio familiar. Esta pluralidad funcional exige readaptar la red residencial a las nuevas demandas. 

2ª. Ante las disfuncionalidades observadas en los centros públicos de protección de menores, es conveniente promover cambios estructurales que permitan adaptar los citados centros a las nuevas necesidades que el sistema de protección de menores requiere.

3ª. Es necesario proceder a una reorganización de la red residencial perteneciente a las entidades colaboradoras, dirigida a preservar la calidad del acogimiento residencial y a asegurar un mínimo de dotación de recursos humanos y materiales que avalen la oportunidad de la medida. 

4ª. También es necesario establecer un programa de acogimiento residencial para cada menor sobre el que se actúa, dando respuesta a las necesidades específicas del niño o adolescente y de sus familias. Se deberá establecer un plan de actuación para cada menor que asegure la continuidad de los cuidados, la evaluación de la medida y la adopción de las acciones adecuadas para promover su bienestar. 

5.ª El sistema de acogida residencial debería garantizar el tratamiento individualizado de cada menor y ofrecer asistencia psicopedagógica, cuando sea necesaria.

6ª. La administración de protección de menores deberá desarrollar las acciones necesarias para preservar los derechos de los niños institucionalizados, incrementando las garantías y estableciendo mecanismos de supervisión y control que permitan prevenir la lesión de los derechos reconocidos. 

7ª. Dentro de la red residencial, la oferta pública de centros de acogida inmediata se valora insuficiente para acoger adecuadamente la demanda que los desamparos promovidos que los SAN provocan. La Institución considera que son pocos los centros y escasas las plazas para el volumen de atención que se precisa. Por ello, se recomienda una ampliación de la oferta de centros de acogida inmediata adecuadamente distribuida en el territorio andaluz. 

8ª. En las residencias grandes, la organización y los espacios conforman macrocentros poco apropiados para el ejercicio de la función residencial sustitutoria a la familia. Están concebidos como grandes superficies de institucionalización poco proclives a ofrecer un espacio cálido y confortable sustitutorio al ambiente familiar. La convivencia de los niños se torna más compleja y conflictiva. La permanencia de grupos de menores heterogéneos y de diversas edades, aporta un elemento de dificultad añadido para el desarrollo de una convivencia beneficiosa para los menores. Por ello, sería recomendable reducir o dividir funcionalmente las grandes residencias en aras a una mejor acogida residencial de los menores internados. 

9ª. Sólo una minoría de centros de protección cumple con los requisitos administrativos precisos para obtener la oportuna autorización de funcionamiento. Sería necesario que esta situación se corrigiese, ya que la licencia de funcionamiento es la garantía requerida para avalar la adecuación del centro a la función que va a prestar. Recomendamos que se avance en la cumplimentación del Decreto y la Orden de mínimos, requiriendo la adecuada autorización de funcionamiento, acreditación y registro. En definitiva, es necesario que la administración de protección de menores logre la plena normalización jurídica del sector de centros de protección de menores.

10ª. Apreciamos que, para garantizar el cumplimiento de la legalidad, la adecuación de los requisitos materialess y funcionales de los centros y preservar la calidad de las prestaciones y asistencia, se deberían establecer, de forma sistemática, inspecciones a los centros de protección de menores que permitan prevenir actuaciones incorrectas y promover un régimen de control que invite a los centros a atenerse en rigor a lo establecido con carácter general.

Asimismo, la administración de protección de menores, en cumplimiento de la obligación que la legislación vigente le impone en esta materia, deberá incrementar su presencia en los centros a fin de supervisar y evaluar la eficacia de las medidas de protección aplicadas al menor. Igualmente, el Ministerio Fiscal debería dotarse de los medios necesarios que garantizaran su presencia en estos centros, como función esencial en el ejercicio de la tutela y protección de los derechos de los menores que tienen legalmente encomendadas.

11ª. Es necesario que en la selección de los directores de los centros de protección se garantice la formación y experiencia previa exigidas en la norma.

12ª. Es conveniente agilizar el procedimiento de la liquidación de las percepciones económicas de las entidades colaboradoras, de tal modo que los centros puedan recibir sus asignaciones con puntualidad. 

13ª. El sistema de gestión presupuestaria y control del gasto público de los centros de protección pertenecientes a la Junta de Andalucía, merece ser corregido con la finalidad de adecuar los costes de funcionamiento a parámetros normalizados, así como incrementar la responsabilidad de los gestores y aproximar la función presupuestaria a la realidad del programa de acogimiento residencial. Respecto a la concreción de las medidas a implantar, nos remitimos al Informe de la Intervención General que indica recomendaciones en el plano de la gestión económica y presupuestaria para superar las ineficiencias detectadas. 

14ª. Los centros concertados vienen denunciando la insuficiencia financiera que les imposibilita la viabilidad económica. Los bajos recursos asignados a los centros por la administración de menores limitan el ámbito del programa de acogimiento residencial, someten al personal a un régimen laboral restrictivo e imponen la obligatoriedad de obtener otras fuentes de financiación alternativas. Es necesario proceder a un ajuste financiero de los centros, incrementando la retribución por niño, pero al mismo tiempo, exigiendo una dotación de recursos humanos adecuada a la función, así como el cumplimiento de los requisitos funcionales y materiales exigidos en las normas mínimas.

15ª. En el informe se ha destacado, con persistencia, la pésima distribución de los recursos humanos que soporta el sistema de protección. Hemos presenciado unidades pobladas de plantilla, frente a recursos atendidos por una sola persona. Los valores generales del sistema, (una ratio de 0,83 trabajadores por niño atendido, de los cuales 0,48 de los trabajadores se dedican a atención directa), son favorables, pero la distribución de los mismos es pésima. De ahí que, sería razonable demandar una reestructuración del sector de los recursos humanos del sistema de protección, que permita redistribuir más adecuadamente los recursos disponibles. 

16ª. Se hace necesario incrementar el número de titulados que asisten a los menores en los centros de protección. En especial, sería conveniente elevar las dotaciones de Psicólogos, Pedagogos y Trabajadores Sociales, de tal modo que ningún centro carezca de equipo especializado para el tratamiento para la atención de los niños.

17ª. Es conveniente que la administración promueva entre los centros de protección la necesidad de que se doten de un efectivo reglamento de régimen interior que regule los aspectos más significativos de la actividad y el funcionamiento de los centros, incorporando los derechos de los niños, sus responsabilidades y las de personal, así como las garantías, los medios de resolución de los conflictos y los procedimientos de reclamación y queja, de modo que se habilite el principio de seguridad jurídica en los centros.

18ª. En materia infractora, es importante que el niño sepa de antemano las sanciones que puede recibir si vulnera la norma; en segundo lugar, es necesario que el correctivo se lo imponga una persona importante para él, preferentemente su educador de referencia; en tercer lugar, la sanción debe ser proporcional a la infracción cometida; y, por encima de todo, se deberá atender al momento evolutivo del niño y a sus circunstancias personales con comprensión y cariño. Dentro de estos márgenes, el castigo debe perseguir una finalidad educativa correctora de las conductas desajustadas del niño. La administración de protección de menores deberá adecuar sus instrucciones a un modelo sancionador respetuoso con los derechos humanos de los menores. 

19ª. Sería deseable que el derecho a la participación se formalizara de una forma más estructurada, y que los niños pudieran comprender que gozan realmente de un derecho a la participación a través de cauces prefijados y con conciencia de incidir en el funcionamiento y actividad del centro y de su vida. La participación efectiva ayuda a promover la democratización del centro y fomenta la responsabilidad y autonomía de los niños y adolescentes.

20ª. Nos consta que, en principio, todos los niños y adolescentes protegidos por el sistema de acogida residencial tienen garantizada sin reservas la asistencia sanitaria ofrecida por el Sistema Sanitario Público de Andalucía. No obstante, respecto a las prestaciones sanitarias no comprendidas en el ámbito del sistema sanitario público (la asistencia odontológica, los tratamientos psicoterapéuticos, el ejercicio de pautas de maduración, ciertas medidas de rehabilitación, etc) y, en general, un conjunto de asistencias no comprendidas en el catálogo del sistema público, se precisa una provisión de índole privada de la que muchos centros carecen. Por ello, recomendamos que a través de los convenios de colaboración, y sin límites de orden económico, se garantice, sin reservas, la protección sanitaria de los menores acogidos, comprendiéndose las prestaciones excluidas del sistema sanitario público de Andalucía que sean necesarias para garantizar el bienestar del menor. 

21ª. La elevada presencia de niños con problemas sanitarios en el marco del sistema de protección de menores exige desarrollar intensamente los programas asistenciales y proveer los recursos necesarios para ofrecerles la atención integral que merecen. Y, de otra parte, respecto a esta población con déficit de salud, las posibilidades del acogimiento en familia ajena se complican y, por tanto, la medida de acogida residencial se conforma duradera, con lo que se complica la integración social y se cronifican los transtornos. En estos casos, habría que garantizar el tratamiento psicoterapéutico y promover programas específicos para la población menos favorecida.
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